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PRÓLOGO

En 2021 se cumple el 70o. aniversario de la Convención de Ginebra sobre el 
Estatuto de los Refugiados: un momento para hacer un balance y contextua-
lizar sobre los problemas y las dificultades que afectan a más de 82 millones 
de personas en el mundo que se han visto obligadas a abandonar sus hogares 
(desplazadas y refugiadas) en busca de la protección que no les ofrecen las au-
toridades de sus países, cuando no son esas mismas autoridades las responsa-
bles de los factores que empujan esa diáspora, pues son ellas las que persiguen 
a quienes no tienen más alternativa que la huida. Es tiempo también, claro, 
de hacer un balance de las respuestas gubernamentales que se han ofrecido 
hasta hoy, y que, cabe adelantar, no sólo son insuficientes, sino que suponen 
en muchos aspectos un retroceso, como ha tenido que reconocer el Alto Co-
misionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Filippo 
Grandi, en diferentes espacios de opinión.

En estos setenta años se han multiplicado las situaciones y los factores 
que provocan que tantos millones de personas en todo el mundo se vean 
obligadas a buscar refugio, esto es, un lugar seguro. Ya no podemos hablar 
sólo de persecución, tampoco de grupos o personas perseguidos por sus 
opiniones políticas o por la pertenencia a un grupo o minoría (nacional, re-
ligiosa, lingüística, etcétera) que las autoridades o los sectores influyentes de 
su propio país consideran un peligro. Baste pensar, por ejemplo, en quienes 
se ven obligadas a marchar debido a su preferencia sexual y/o identidad de 
género. Sin embargo, no puede decirse que el sistema de protección puesto 
en marcha en 1951 se haya consolidado y haya avanzado proporcionalmen-
te frente a estas dificultades o necesidades.

Todo ello hace particularmente oportuno el libro de la doctora Elisa 
Ortega Velázquez que el/la lector/a tiene en sus manos. Se trata, a mi jui-
cio, de una valiosa y casi pionera contribución al análisis y el diagnóstico 
del derecho de asilo en México, y tiene mucho que ver con el trabajo que 
lleva realizando la autora por años como investigadora titular de tiempo 
completo en el área de Derecho internacional en el prestigioso Instituto de 
Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Muy concretamente, este libro se re-
laciona con el proyecto de investigación IN303520 “Asilo: ¿derecho huma-

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 
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no o prerrogativa del Estado? Aportes desde los estudios críticos del derecho 
y la biopolítica legal”, dirigido por ella, y que se enmarca en el Programa de 
Apoyo a Proyectos de Investigación e Innovación Tecnológica (PAPIIT) de la 
Dirección General de Asuntos del Personal Académico de la UNAM.

Tuve la oportunidad de conocer a la doctora Ortega Velázquez duran-
te su etapa de estudios de maestría y doctorado que cursó, en la para mí 
muy querida Universidad Carlos III de Madrid, periodo que culminó con 
su excelente tesis doctoral sobre los derechos humanos de los trabajadores 
migrantes irregulares en el derecho internacional y la práctica europea y 
americana, que le dirigió el inolvidable profesor Fernando Mariño, renom-
brado catedrático de derecho internacional público y expresidente y miem-
bro del Comité contra la Tortura de Naciones Unidas. Desde esa tesis he 
podido seguir algunos de los numerosos trabajos de investigación (artículos, 
capítulos de libro, libros) en los que la autora se ha ocupado de los derechos 
de la niñez migrante y los demandantes de refugio, entre otros, así como su 
atención a esos problemas desde la crítica jurídica, así como de la perspec-
tiva biopolítica y el bioderecho, que arrancan contemporáneamente de la 
obra de Foucault, y tienen hoy entre sus más interesantes renovadores, a mi 
juicio, al filósofo camerunés Achille Mbembé, que ha acuñado la noción de 
“necropolítica”, de particular interés en el estudio de las políticas migrato-
rias y de asilo (aunque no sólo, claro está).

Hay dos razones que, a mi entender, justifican el relevante interés del 
libro de la doctora Elisa Ortega:

La primera, claro está, es la importancia de México en el estudio de las 
políticas de asilo en el derecho comparado. No desgranaré aquí las razones 
que hacen imprescindible para cualquier especialista del derecho migrato-
rio y de refugiados el conocimiento del caso mexicano, la evolución de los 
fenómenos de las migraciones y de la demanda de protección internacional 
a las que ha debido confrontarse México, y que son la razón de ser de sus 
políticas al respecto. Baste recordar que la importancia de la experiencia de 
México tiene mucho que ver con una especificidad muy poco frecuente (en 
cierto modo, pareja a la situación de España y, en menor medida, de Italia), 
pues se trata de un país que vive la experiencia de esos fenómenos en sus 
tres dimensiones: como país de origen de esas manifestaciones de movilidad 
humana (en su inmensa mayoría, forzada); como país de tránsito del im-
portante flujo que conduce desde otros países de América central y del sur 
hacia los países de América del norte (incluido el propio México), y como 
un país crecientemente de destino de esos desplazamientos. Hay que desta-
car que la autora de este libro ya había sometido a análisis y diagnosticado 
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críticamente en diferentes trabajos la condición de México como un país 
(in)“seguro” para los demandantes de protección internacional.

La segunda razón que obra en apoyo de la relevancia e interés de este li-
bro es la aproximación conceptual y metodológica que caracterizan la obra 
de la doctora Ortega Velázquez. Se trata de un trabajo que plantea el nú-
cleo de la discusión contemporánea en torno al derecho de asilo —un de-
recho, o una prerrogativa del Estado: esa es la cuestión— desde un punto 
de vista de crítica jurídica, no de exégesis normativa, que exige un profundo 
conocimiento de la realidad objeto del análisis y de los factores económicos, 
ideológicos y políticos que concurren en la aparición de demandas masi-
vas de protección internacional, y que culminan en el derecho de asilo en 
sentido estricto; es decir, en el reconocimiento de los demandantes como 
refugiados, con los derechos que ello supone en el marco de la Convención 
de Ginebra de 1951 y de la legislación de desarrollo propia del país, o en el 
sistema de protección subsidiaria.

En uno y otro caso, el principio básico a garantizar es el de non-refoule-
ment y, por tanto, la mencionada condición de país seguro. Pero, a su vez, esa 
perspectiva crítica tiene fundamento en el anclaje de su investigación en la 
concepción de la biopolítica y del bioderecho a la que me he referido más 
arriba, y sobre la que volveré. Y, sobre todo, tienen que ver con la disyunti-
va enunciada con mucha claridad por la jurista y activista francesa Danielle 
Lochack, que la autora ha estudiado, y que concreta la propuesta formulada 
por Giorgio Agamben sobre el estado de excepción. Porque ésa es, en efec-
to, la disyuntiva a la que nos conducen las políticas migratorias y de asilo: 
ser coherentes con las exigencias del Estado de derecho o crear un subsector 
jurídico (que no puede dejar de contaminar al ordenamiento jurídico en su 
conjunto) de permanente excepcionalidad, en el que no rigen las exigencias 
básicas del Estado de derecho, pretendidamente justificado por la condición 
de radical extranjería desde la que se construye a inmigrantes y demandan-
tes de asilo en esas políticas de los países de tránsito y acogida.

La estructura del libro es un claro ejemplo de sistematización coherente. 
A partir de una cuestión nuclear, esto es, si cabe afirmar que en México se 
han usado los argumentos de raza y clase como mecanismos de exclusión 
de inmigrantes y demandantes de asilo, para una política de lo que cali-
ficaríamos como “racismo de Estado” (yo me permitiría añadir la clásica 
referencia a la xenofobia institucionalizada), la autora formula cuatro hipótesis, 
que la llevan a concluir un diagnóstico sobre la construcción del derecho de 
asilo en la política mexicana. Todo ello desplegado a través de cinco capítu-
los, que ofrecen al lector un tratamiento por demás coherente y sistemático, 
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ilustrado por una amplia y bien trabajada bibliografía, con notas que no 
sobran, sino que muestran hasta qué punto la utilización de fuentes doctri-
nales, documentales y jurídicas ha sido rigurosa y bien empleada.

Lo que me parece más destacable es, insisto, la perspectiva inspirada 
en el trabajo de genealogía y arqueología del poder, propuesto por Michel 
Foucault, que luego se completa con las propuestas de un autor fundamen-
tal para los estudios de biopolítica aplicados a la movilidad humana y a 
la construcción de las categorías de extranjero, inmigrante y ciudadano, 
como es Giorgio Agamben, y también con las de Roberto Esposito. Parti-
cularmente, como he indicado y propuesto en diferentes trabajos, creo que 
habría sido de interés completar ese trabajo deconstructivo con una mayor 
atención a los ensayos del filósofo y ensayista camerunés Achille Mbembé, 
sobre todo en su crítica al etnocentrismo europeo y su argumentación sobre 
los estudios decoloniales y su formulación de la necropolítica. Además de la 
formulación de saber foucaultiano sobre las vidas desechables de la filósofa 
estadounidense Judith Buther, y sus trabajos sobre filosofía crítica, que la 
doctora Ortega Velázquez analiza siguiendo el trabajo de J. Zylinska, en 
lo que toca al papel que desempeñan las políticas migratorias y de asilo en el 
contexto de la geopolítica de soberanía declinante.

Me parece que los ensayos señalados arriba son especialmente ajusta-
dos para la crítica de la concepción colonizadora que subyace a las políticas 
migratorias y de asilo, para las que es imprescindible la segregación del otro, 
su construcción como radicalmente otro, incompatible y, por tanto, sujeto de 
un derecho distinto, un derecho de excepción, un infraderecho. No sólo de los 
países receptores de esas manifestaciones de movilidad humana, sino inclu-
so de los considerados países de tránsito, como México. Estas políticas mi-
gratorias y de asilo son, al mismo tiempo, como han mostrado, entre otros, 
Sassen o Boaventura Santos, perfectamente funcionales a la construcción, a 
su vez, de un mercado de tráfico, explotación y manipulación de esos cuer-
pos, algo particularmente manifiesto en el caso de la violencia sexual, que se 
sitúa en el primer plano del tratamiento jurídico de mujeres y niñas inmi-
grantes y demandantes de asilo.

La fecunda idea de Foucault que ejemplifica la institución del asilo 
como “derecho de los gobernados” atraviesa el análisis que presenta la doc-
tora Ortega Velázquez a través de estas páginas y en su apuesta por cons-
truir o, mejor, reconstruir otra dimensión del derecho de asilo que responda 
a su carácter no sólo humanitario, en el sentido genuino del reconocimiento 
y la protección del “derecho a tener derechos” —que ya advirtió Arendt en 
el núcleo de la tradición del refugio—, sino en este otro también presente 
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en esa fórmula de la ampliación de las facultades y del elenco mismo de su-
jetos de la acción política.

Inmigrantes y refugiados no son sólo sujetos vulnerados en sus dere-
chos, sino actores de una nueva concepción de la comunidad política: de ese 
pueblo que en la concepción de Ranciére no es sólo un sujeto nacional, sino 
sobre todo el soberano en una actividad política que ha de ser entendida 
como un proceso democratizador como tal, incluyente de todo el abanico 
de la socialidad plural que a duras penas se abre paso en la brutal acometida 
del neoliberalismo globalizador que es la enésima versión de un proyecto de 
dominación que se sirve de todo el arsenal de exclusión que ha sabido crear 
y, en particular, de esos elementos de raza y clase que nos han mostrado su 
capacidad de destruir las vidas: la vida misma.

Javier de Lucas 
Jávea, julio de 2021
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INTRODUCCIÓN

I. Un estudio crítico del asilo: intersección 
entre derecho, política, raza y clase

En todo proceso de construcción nacional operan dos matrices: una de in-
clusión y otra de exclusión.1 Desde la formación del Estado nación moderno, 
los discursos y las prácticas nacionalistas han estado encaminados a lograr la 
inclusión y homogeneidad de los integrantes de la comunidad que se hace 
llamar “nacional”. Esto en virtud de la necesidad política de legitimar el ejer-
cicio del poder estatal en nombre de la nación, que, al reivindicarse como 
única, es al mismo tiempo excluyente. La exclusión es una práctica impres-
cindible en la definición de quien es o merece ser miembro de una nación, y 
la raza, tanto en las aproximaciones culturales como biológicas, ha constitui-
do un dispositivo fundamental en este proceso.2

Los dispositivos de exclusión dan cuenta de cómo ha sido el proceso 
de construcción nacional de un país, porque los extranjeros son el alter ego de 
una nación o el espejo donde se plasman sus fobias y filias, sus pulsiones 
de atracción y rechazo.3 Por ello, las políticas migratorias revelan cómo las 
naciones se miran a sí mismas y en relación con otras,4 y las leyes nacionales 
de extranjería legalizan la forma en que los países procesan y perciben los 
movimientos de extranjeros. Esto con independencia de su magnitud real, 
puesto que las leyes son susceptibles de ser instrumentalizadas a modo de ser 
funcionales a los intereses políticos de los Estados de asegurar la composi-
ción, manejabilidad y productividad de sus poblaciones, en aras de promo-
ver sus intereses, su riqueza y su fuerza.

1		 Rita Laura Segato, “La nación y sus otros: raza, etnicidad y diversidad religiosa en 
tiempos de políticas de la identidad”, Miradas antropológicas, Buenos Aires, Prometeo Libros, 
2007, pp. 29 y ss.

2		 Pablo Yankelevich, Inmigración y racismo. Contribuciones a la historia de los extranjeros en Mé-
xico, México, El Colegio de México, 2015, p. 10.

3		 Los otros. Raza, normas y corrupción en la gestión de la extranjería en México, 1900-1950, Méxi-
co, El Colegio de México, Bonilla Artigas Editores, 2019, p. 16.

4		 Mae M. Ngai, Impossible Subjects: Illegal Aliens and the Making of  Modern America, Politics and 
Society in Twentieth-Century America, Princeton, N. J., Princeton University Press, 2004, pp. 9 y ss.
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El control de la migración y el asilo están indisolublemente unidos, y 
el régimen de asilo forma parte del dispositivo general de regulación mi-
gratoria; por ello, los mecanismos de exclusión de los extranjeros han sido 
esencialmente los mismos para los refugiados. Esta exclusión ha sido posible 
a través de un racismo de Estado, que según Michel Foucault comenzó a 
finales del siglo XIX y se fundamentó en la construcción de un sentimiento 
nacional a partir del control biológico, la eliminación de los extranjeros y 
la utilización de la mitología popular para exaltar a los héroes nacionales 
y negar a los otros.5

La raza ocupó un lugar hegemónico en las ciencias y en el debate polí-
tico del siglo XIX y las primeras décadas del XX, cuando las teorías evolu-
cionistas se utilizaron como argumento de la existencia de razas superiores e 
inferiores, momento en el cual el discurso racista adquirió el sustento “cien-
tífico” del que carecía hasta ese momento.6 Fue entonces cuando se comen-
zó a pensar en comunidades grandes con una identidad propia y homogé-
nea, y que la raza se conviertió en un símbolo de identidad y comunión, a 
la par de la lengua, los usos y las costumbres. Por ello, los Estados raciales 
se caracterizan por el encrustamiento sociocultural de la raza en sus formas, 
contenidos, modos, efectos de rutinización y penetración, y, en general, es 
un elemento básico en la configuración de los Estados modernos.7

Históricamente, la raza y la clase han sido usadas como dispositivos 
biopolíticos de exclusión de los extranjeros: los Estados no sólo han cuidado 
la composición racial de los personas no nacionales que entran a sus terri-
torios, sino también la clase, porque el sistema económico imperante —el 
capitalismo— tiene como uno de sus principales efectos la división de la 
población en clases sociales.8 Poulantzas sostiene que lo económico no sólo 

5		 Foucault, Michel, Genealogía del racismo. De la guerra de razas al racismo de Estado, Madrid, 
La Piqueta, 1992, p. 91.

6		 Pérez Vejo, Tomás, “Extranjeros interiores y exteriores: la raza en la construcción 
nacional mexicana”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Inmigración y racismo. Contribuciones a la historia 
de los extranjeros en México, México, El Colegio de México, 2015, p. 91.

7		 Goldberg, David Theo, The Racial State, Oxford, Wiley-Blackwell, 2001, p. 246.
8		 Según Lenin, las clases sociales son “grandes grupos de personas que se diferencian 

unas de otras por el lugar que ocupan en un sistema de producción social históricamente 
determinado, por su relación (en la mayoría de los casos fijada y formulada en la ley) con los 
medios de producción, por su papel en la organización social del trabajo y, en consecuencia, 
por la magnitud de la parte de riqueza social de que disponen y el modo en que la obtienen. 
Las clases son grupos de personas, uno de los cuales puede apropiarse el trabajo de otro en 
virtud de los diferentes lugares que ocupan en un sistema de economía social determinado”, 
V. I. Lenin, “Una gran iniciativa”, en Rovetta, Vicente (ed.), Teoría marxista de las clases sociales 
Buenos Aires, Nativa Libros, 1973, pp. 116 y 117.
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se encuentra expresado en la política y en la ideología, sino que la organi-
zación objetiva de estas categorías determina la distribución de las personas 
en clases sociales.9 Por ello, el papel del derecho es organizar los intercam-
bios capitalistas mediante un conjunto de reglas, mientras que el Estado 
debe mantener el orden social y político existente que —en la mayoría de 
los casos— conviene a las clases dominantes.10 Por eso puede afirmarse que 
el Estado mantiene los intereses de las clases dominantes y sirve a éstas.

Los numerosos y complejos procesos de globalización han tenido como 
consecuencia, entre otras cosas, que aumenten a gran escala los contingen-
tes de refugiados y otros movimientos de personas. Por ello, el concepto de 
refugiado es familiar en la mayoría de las sociedades contemporáneas; sin 
embargo, cada vez es más complejo que las personas perseguidas puedan 
acceder a esta categoría migratoria y la protección que otorga, ya que la 
consigna de los Estados es impedírselos o, de menos, dificultárselos.

De hecho, el régimen internacional de asilo se caracteriza por su fal-
ta de vigencia y aplicación a las personas perseguidas de nuestro tiempo: 
aquellas desplazadas por violencias de todo tipo (género, criminal, estatal, 
etcétera), conflictos armados y desastres medioambientales. Por su parte, 
las legislaciones nacionales de migración y asilo construyen a estas personas 
como amenazas a la seguridad, al orden y a la identidad de los Estados, y 
les impiden acceder a la protección que prevé el régimen internacional de 
refugiados, y las expulsan a una muerte casi segura a los lugares de los cua-
les vienen huyendo, o a otras regiones inseguras, mediante acuerdos legales, 
como los de “tercer país seguro” o “primer país de llegada”.

A nivel global abundan ejemplos contemporáneos que ilustran lo an-
terior. En Estados Unidos, por ejemplo, durante el régimen de Donald J. 
Trump (2017-2021) se entabló una guerra abierta al asilo a través de la 
emisión de órdenes ejecutivas y políticas que lo fueron restringiendo hasta 
el punto de hacerlo casi inaccesible para las personas necesitadas de protec-
ción internacional. Las caravanas migrantes procedentes de Centroamérica 
y la pandemia por Covid-19 fueron los detonadores de este proceso. En Eu-
ropa, la situación no ha sido mejor: se han echado a andar regulaciones y 
políticas —como el Acuerdo Unión Europea/Turquía de 2016, los hotspots 
y campos de refugiados en Grecia— que tienen como fin erosionar las rutas 
migratorias de personas que se consideran “indeseables” para la Unión Eu-
ropea —por ejemplo, sirios, afganos, eritreos, iraquíes y malienses—, y que 
intentan llegar a Europa central y a Europa del norte para escapar de los 

9		 Poulantzas, Nico, Marxismo y lucha de clases, Medellín, La Pulga, 1974, p. 14.
10		 Poder político y clases sociales en el Estado capitalista, México, Siglo XXI, 1969, pp. 55 y 56.
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conflictos armados y de las dictaduras militares en sus regiones de origen. 
Así, en años recientes y en distintas latitudes se ha normalizado ver imá-
genes de cientos de personas perseguidas, varadas y muriendo sin que los 
países del norte global hagan algo por ellas.

II. El asilo desde los estudios críticos del derecho 
y la biopolítica: marco teórico-metodológico

Los movimientos forzados de personas a gran escala desafían los proyectos de 
los Estados de asegurar la manejabilidad y productividad de sus poblaciones 
a través del control y la regulación de sus cualidades biológicas y su compor-
tamiento, que es lo que Michel Foucault11 denominó “biopolítica”. Por ello, 
los gobiernos echan a andar dispositivos (por ejemplo, regulación migrato-
ria), discursos (por ejemplo, securitización y derecho de asilo) y políticas o 
tecnologías de poder/biopolíticas (por ejemplo, externalización de controles 
migratorios y régimen internacional de los refugiados) dirigidos a gestionar la 
vida y muerte de los migrantes, solicitantes de asilo y refugiados.

Visto desde esta óptica, el control de la migración es un dispositivo 
biopolítico de producción de subjetividad, gestión de la movilidad y go-
bierno de la población.12 Y la regulación de la migración es una biopolítica 
que administra, controla, construye y finalmente expulsa a los migrantes 
de un país, en un modo que sea funcional a la reproducción del capitalis-
mo global: ya sea por sus calificaciones laborales o por su vulnerabilidad 
socioeconómica a la explotación.13

En aras de asegurar sus proyectos de gestión de las poblaciones, los Esta-
dos han echado mano de dispositivos biopolíticos para excluir a los migran-
tes y refugiados indeseables. El caso de México puede ser paradójico, tanto 
por su pasado colonial como por su perfil tradicional de país de emigrantes 
y porque nunca ha recibido contingentes muy significativos de extranjeros. 
En este sentido, la pregunta central que aborda esta investigación es si en 

11		 Foucault, Michel et al., The Birth of  Biopolitics: Lectures at the CollèGe De France, 1978-79, 
Nueva York, Palgrave MacMillan, 2008, p. 41.

12		 Mezzadra, Sandro, Derecho de fuga. Migraciones, ciudadanía y globalización; precedido por diá-
logo entre el colectivo situaciones y Sandro Mezzadra, Madrid, Traficantes de Sueños, 2005; Walters, 
William, “Border/Control”, European Journal of  Social Theory 9, núm. 2, 2006; Rigo, Enrica, 
Europa di Confine. Trasformazioni della Cittadinanza Nell’unione Allargata, Milan, Booklet Milano, 
2007; Vaughan-Williams, Nick, Border Politics: The Limits of  Sovereign Power, Edinburgh, Edin-
burgh University Press, 2012.

13		 Estévez, Ariadna, Guerras necropolíticas y biopolítica de asilo en América del Norte, México, 
UNAM, UACM, 2018, p. 53.
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México, desde sus inicios como nación independiente hasta la actualidad, 
se han usado estos dispositivos de raza y clase para excluir a los migrantes 
y refugiados indeseables a través de prácticas propias de un racismo de Es-
tado, y qué papel juegan en la producción de un derecho humano al asilo. 
Para abordar el cuestionamiento central de la investigación, en el libro se 
plantean cuatro hipótesis:

Primera hipótesis. El régimen internacional de asilo tiene una racionalidad 
biopolítica de control, selección y exclusión, que sirve a los fines prácticos, 
políticos, racistas y clasistas de los Estados. Esto es, el objetivo es cuestionar 
la narrativa imperante que lo presenta con una lógica humanitarista de 
protección de las personas perseguidas y afín a los derechos humanos, y se 
intentará demostrar que desde sus orígenes tiene una racionalidad distinta.

Segunda hipótesis. La política de asilo mexicana en los siglos XIX y XX 
utilizó a la raza y la clase como dispositivos de exclusión de los extranjeros 
que el gobierno en turno no consideraba deseables para su ingreso al país, 
ya sea por sus características étnicas o por su estrato socioeconómico, o por 
la mezcla de ambas. Es decir, el fin es rebatir el discurso dominante que 
presenta a México como un país de una generosa tradición de asilo, espe-
cialmente desde el cardenismo (1934-1940), con la llegada de los exiliados 
españoles.

Tercera hipótesis. Estados Unidos, a través del dispositivo de regulación 
migratoria o de gobierno de la migración, ha usado el discurso de securiti-
zación de las migraciones para contener a la migración irregular centroa-
mericana mediante distintas biopolíticas que externalizan el control de sus 
fronteras a México desde hace más tres décadas. Para ello, ha etiquetado a 
los migrantes irregulares y solicitantes de asilo como narcotraficantes, terro-
ristas, invasores, y como un peligro biológico en tiempos de Covid-19. Estas 
prácticas han convertido a México en un país frontera, lo cual ha tenido 
como consecuencia la producción de un derecho al asilo vacío.

Cuarta hipótesis. El régimen contemporáneo de asilo en México es pro-
ductor de espacios de excepción permanentes y derechos vacíos. Para ello, 
se vale del régimen de detención que fundamenta el estado de excepción 
migratorio en el país y del procedimiento para la determinación de la con-
dición de refugiado, que se encuentra plagado de obstáculos jurídicos y 
prácticos, que dificultan que las personas necesitadas de protección interna-
cional obtengan la condición de refugiadas en el país.

El diseño metodológico de la investigación que se sigue en este libro es 
deductivo-analítico; es decir, se llega a la teorización a través de analizar 
fuentes documentales. La investigación es innovadora, aun con las limita-
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ciones del método, porque desde los estudios críticos del derecho y la teoría 
biopolítica se analiza la gestión del asilo en México desde sus inicios como 
nación independiente hasta la actualidad, a través de la raza y la clase 
como dispositivos de exclusión de las personas extranjeras indeseables. Para 
fines de lo anterior, se utilizan las siguientes técnicas de investigación:

1. A través de la argumentación jurídica,14 se construyeron las catego-
rías analíticas de raza y clase, que permitieron el estudio crítico-jurídi-
co del asilo en México.

2. A través de la dogmática jurídica se buscó esclarecer qué es lo que 
dice el derecho mexicano vigente sobre el derecho de asilo; esto es, 
se describió, a través de la interpretación y sistematización, el dere-
cho positivo15 que regula el derecho de asilo y cuál es su sentido y sus 
consecuencias16 al analizarlo a través de las categorías analíticas de 
raza y clase.

Además, se echó mano del método genealógico propuesto por Michel 
Foucault,17 que se puede definir como una forma de “hacer historia del pre-
sente”, que da cuenta de las políticas involucradas y las relaciones de poder 
que hacen que la historia de las cosas tenga un aspecto en particular. Esto 
es, a partir de un fenómeno contemporáneo se trata de rastrear cómo han 
influido los saberes y discursos, así como su entrelazamiento con modos de 
ejercicio del poder en el desarrollo y situación actual de dicho fenómeno.

La idea es rastrear y comprobar que en la historia, detrás de las co-
sas hay “otra cosa bien distinta”; descubrir los armazones del poder y sus 
prácticas sociales. Este método de investigación cuestiona el desarrollo li-
neal que tradicionalmente se cuenta en la historia de las cosas, mostrando 

14		 Como señala Atienza: “argumentar constituye la actividad central de los juristas —po-
cas profesiones consisten más genuinamente que la de los juristas en suministrar argumen-
tos—, y que el derecho ofrece una de los campos más importantes para la argumentación”, 
y prosigue “(la) argumentación jurídica (…) debe ser capaz de ofrecer una orientación útil en 
las tareas de producir, interpretar y aplicar el derecho (…) Un objetivo central del proceso de 
aprendizaje del derecho tendría que ser el de aprender a pensar o a razonar como un jurista, 
y no limitarse a conocer los contenidos del derecho positivo”. Atienza, Manuel, Las razones 
del derecho. Teorías de la argumentación jurídica, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurí-
dicas, 2005, p. 217.

15		 Navarro, P. E. y Moreso, Juan J., “The Dynamics of  Legal Positivism”, Ratio Iuris 10, 
núm. 3, 1997, pp. 288 y 289.

16		 Larenz, Karl, Metodología de la ciencia del derecho, 2a. ed., Barcelona, Ariel, 2001, pp. 183-
192.

17		 Foucault, Michel y Vázquez, José, Nietzsche, la genealogía, la historia, 6a. ed., Valencia, 
Pre-Textos, 2008.
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rutas alternativas. Por ello, no sólo se pregunta por el origen de las ideas o 
por los valores o las identidades sociales, sino que muestra cómo surgen a 
partir de relaciones de fuerza y estrategias de poder. En suma, intenta reve-
lar la influencia que ha tenido el poder en la conformación de los discursos 
de verdad y en la configuración de formas de subjetividad.18

En el caso en concreto, el método genealógico se usó para entender:

1) Qué prácticas políticas y relaciones de poder han formado el presente 
del régimen internacional de los refugiados y qué entendimientos y 
discursos alternativos han sido marginados y dejado de lado y olvida-
dos; por ejemplo, la racionalidad de control del régimen.

2) Qué razones han fundamentado las políticas de exclusión de extran-
jeros en México y bajo qué discursos se han cobijado, y qué relacio-
nes de poder subyacen al régimen de asilo contemporáneo.

III. Estructura del libro

El libro consta de cinco capítulos:
Capítulo primero. “El estudio de las migraciones y el asilo desde los estu-

dios críticos del derecho y la teoría biopolítica”. Este capítulo constituye el 
marco teórico de esta investigación, que es el estudio de las migraciones y 
el asilo desde los estudios críticos del derecho y de la teoría biopolítica de 
Michel Foucault. La hipótesis teórica de este capítulo es que los estudios 
críticos del derecho y la teoría biopolítica ofrecen posibilidades analíticas 
prolíficas para el estudio de una serie de fenómenos contemporáneos, entre 
los que se cuenta el tratamiento político de la migración y el asilo por parte 
de los países receptores y de tránsito, así como sus consecuencias en ma-
teria de derechos humanos de personas migrantes, refugiadas y solicitantes 
de asilo. Asimismo, es útil para analizar críticamente cómo los Estados do-
minantes, a través del dispositivo de regulación migratoria, usan diferentes 
discursos para administrar, controlar, construir y expulsar a los migrantes y 
solicitantes de asilo indeseables.

Para efectos de lo anterior, primero se aborda la intersección de los es-
tudios críticos del derecho con los estudios críticos de las migraciones. Se-
gundo, se estudia la teoría biopolítica de Michel Foucault y sus cruces con 
los estudios jurídicos, describiéndose los sujetos y la forma de gobierno del 

18		 Hansen, Lene, “Poststructuralism”, en Baylis, John et al. (eds.), The Globalization of  
World Politics: An Introduction to International Relations, Oxford-Nueva York, Oxford University 
Press, 2020, p. 181.
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biopoder, así como la instrumentalización del derecho. Tercero, se analiza la 
teoría biopolítica de Giorgio Agamben, en especial en lo relativo al estado 
de excepción como paradigma teórico en los estudios contemporáneos sobre 
migración y asilo. Cuarto, se examina la teoría biopolítica de Roberto Esposi-
to en relación con el funcionamiento del régimen internacional de asilo como 
inmunidad ante “virus raciales”. Quinto, se plantea un análisis del régimen 
de frontera desde las relaciones de poder con base en raza, clase y género. 
Y sexto, se estudia el discurso de securitización en las migraciones y el asilo.

Capítulo segundo. “Biopolítica del régimen internacional de asilo”. En este 
capítulo se analiza el régimen internacional de asilo y se sostiene como hi-
pótesis que tiene una racionalidad biopolítica de control, selección y ex-
clusión, que sirve a los fines prácticos, políticos, racistas y clasistas de los 
Estados. El objetivo es rebatir la narrativa imperante, que lo presenta con 
una lógica humanitarista de protección de las personas perseguidas y afín a 
los derechos humanos, y demostrar que desde sus orígenes tiene una racio-
nalidad distinta.

Para efectos de probar esta hipótesis, en primer lugar, se estudiará cómo 
se ha construido, definido y limitado al sujeto refugiado. En segundo lugar, se 
elaborará una genealogía del régimen internacional de los refugiados en sus 
cuatro fases de desarrollo, que van de inicios del siglo XX a la actualidad. Y, 
en tercer lugar, se analizará la racionalidad biopolítica del régimen interna-
cional de los refugiados, que se basa en la selección, el control y la exclusión, 
mas no en la protección de estas personas.

Capítulo tercero. “La política migratoria y de asilo en México en los siglos 
XIX y XX: la raza y la clase como dispositivos de exclusión”. Este capítulo 
estudia el desarrollo de la política migratoria y de asilo en México en los si-
glos XIX y XX y el uso de la raza y la clase como dispositivos de exclusión 
desde los inicios del país como nación independiente. La hipótesis central 
de este capítulo es que la política de asilo mexicana en los siglos XIX y XX 
utilizó a la raza y la clase como dispositivos de exclusión de los extranjeros 
que el gobierno en turno no consideraba adecuados para su ingreso al país, 
ya sea por sus características étnicas o por su estrato socioeconómico, o por 
la mezcla de ambas. Es decir, el objetivo es desmontar el discurso predomi-
nante que presenta a México como un país de una generosa tradición de 
asilo, especialmente desde el cardenismo (1934-1940), con la llegada de los 
exiliados españoles. Para efectos de probar la hipótesis referida, se hará una 
genealogía de la política de asilo en México en los siglos XIX y XX.

En primer lugar, se estudiará cómo el mosaico racial heredado de la 
Colonia y la dispersa regulación en materia de extranjería en los inicios del 
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México independiente influyeron de manera importante en las regulacio-
nes migratorias de las décadas siguientes. En segundo lugar, se examinarán 
los intentos de blanqueamiento de la población mexicana y la incipiente 
práctica de asilo en el porfiriato. En tercer lugar, se analizará la creación 
del mito mestizo y la exclusión de aquellos no criollos ni indígenas —los ex-
tranjeros— durante la Revolución mexicana. En cuarto lugar, se abordará 
el racismo de Estado en el manejo de la migración y el uso del asilo como 
estrategia política en el México posrevolucionario.

En quinto lugar, se estudiará el uso de la raza como dispositivo de ex-
clusión de migrantes y refugiados durante el cardenismo a través de dos 
casos paradigmáticos: el de los españoles republicanos exiliados del régimen 
franquista y el de los judíos exiliados del Tercer Reich. En sexto lugar, se 
examinarán las leyes y políticas selectivas en materia de extranjería y asilo 
en tiempos de guerra y desarrollo estabilizador. En séptimo lugar, se anali-
zará la transición de México de “país santuario” con los latinoamericanos, 
a “campo” con los refugiados guatemaltecos, a modo de mostrar el uso de 
la clase como dispositivo de exclusión de estos últimos.

Capítulo cuarto. “La producción del derecho al asilo vacío: México como 
país frontera”. En este capítulo se realiza una genealogía del proceso de 
externalización de las fronteras estadounidenses a México a largo de tres 
décadas y a través de diferentes discursos. Se rastrea cómo Estados Unidos, 
a través del dispositivo de regulación migratoria, ha usado el discurso de 
securitización de las migraciones para contener a la migración irregular 
centroamericana mediante distintas biopolíticas que externalizan el control 
de sus fronteras a México. La hipótesis de este capítulo es que estas prácticas 
han convertido a México en un país frontera, lo cual ha tenido como conse-
cuencia la producción de un derecho al asilo vacío.

Para efectos de lo anterior, primero se analizarán dos discursos usados 
por Estados Unidos para externalizar su frontera con México en dos perio-
dos: de 1988 al 2000 el discurso “los migrantes irregulares como narcotrafi-
cantes”, y de 2001-2017 el discurso “los migrantes irregulares y solicitantes 
de asilo como terroristas”. En segundo lugar, se estudiará un tercer discurso 
usado con los mismos fines: “las caravanas migrantes como invasiones”, que 
ha tenido como consecuencia directa la producción de un derecho al asilo 
vacío. Para ello, de un lado, se abordarán las biopolíticas usadas por Esta-
dos Unidos en 2019 para lograrlo: los Protocolos de Protección al Migran-
te (MPP), la “Declaración Conjunta México-Estados Unidos”, la Directiva 
Asylum Eligibility and Procedural Modifications y los acuerdos de tercer 
país “seguro” con los países centroamericanos.
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Y, por otro lado, se examinará el papel de México como el guardia 
fronterizo de Estados Unidos y el tercer país “inseguro”, así como sus prác-
ticas de detención y deportación para una “migración segura, ordenada 
y regular”. En tercer lugar, se analiza un cuarto discurso: “los migrantes 
irregulares y solicitantes de asilo como riesgo biológico ante la pandemia 
por Covid-19” y el asilo como un derecho vacío. Para ello, se estudia cómo 
Estados Unidos ha instrumentalizado el Covid-19 para desaparecer el asilo 
y la colaboración de México en este proceso.

Capítulo quinto. “El régimen contemporáneo de asilo en México: pro-
ductor de espacios de excepción permanentes y derechos vacíos”. En este 
último capítulo se hace un estudio jurídico del régimen contemporáneo de 
asilo en México. La hipótesis es que este régimen es productor de espacios 
de excepción permanentes y derechos vacíos, para lo cual es fundamental el 
papel del régimen de detención que fundamenta el estado de excepción mi-
gratorio en el país y del procedimiento para la determinación de la condi-
ción de refugiado, que se encuentra plagado de obstáculos jurídicos y prác-
ticos que dificultan que las personas necesitadas de protección internacional 
obtengan la condición de refugiadas en el país.

Para efectos de lo anterior, primero se examina el régimen de deten-
ción —inconstitucional, ilegal y arbitrario— en México y se conceptualiza 
como fundamento del estado de excepción migratorio que prevalece en el 
país; además, se analiza este régimen en el contexto de raza y clase en rela-
ción con hondureños, guatemaltecos y salvadoreños. En segundo lugar, se 
estudia quién es una persona refugiada en la legislación mexicana del siglo 
XXI. En tercer lugar, se aborda el procedimiento para la determinación de 
la condición de refugiado en México: de la solicitud de reconocimiento 
de la condición de refugiado a la apelación en caso de negativa. En cuarto 
lugar, se analiza el régimen de asilo en el país como productor de un de-
recho humano al asilo vacío, por las trabas existentes en el marco jurídico 
para poder realizar este derecho, y también por los obstáculos atribuibles a 
la praxis gubernamental.
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Capítulo primero

EL ESTUDIO DE LAS MIGRACIONES 
Y EL ASILO DESDE LOS ESTUDIOS CRÍTICOS 
DEL DERECHO Y LA TEORÍA BIOPOLÍTICA

I. Los estudios críticos del derecho y su intersección 
con los estudios críticos de las migraciones

El estudio del derecho responde a ciertas epistemes comunes a los paradigmas 
dominantes en momentos históricos determinados: qué concebimos como 
derecho en cada uno de estos momentos históricos lleva una carga ideológica 
que responde al paradigma dominante, que le da forma al derecho y le per-
mite construir normas jurídicas acordes con él. En el derecho, los principales 
modelos han sido el iusnaturalismo y el positivismo, sobre los cuales se han 
construido la mayoría de las teorías jurídicas, con sus distintas vertientes.

Las teorías iusnaturalistas aspiran a la justicia e identifican lo justo con 
una serie de principios que derivan de la naturaleza y son cognoscibles por 
las personas; sostienen que existe un derecho natural que está por enci-
ma de las leyes humanas, y sobre el que deben basarse los ordenamientos 
jurídicos positivos, al menos en sus principios fundamentales. No obstante, 
al hacer depender los ordenamientos jurídicos positivos de su adecuación a 
tales principios superiores evidencian el problema del valor del contenido 
de la norma jurídica, que —invariablemente— debe ser justa. Para las teo-
rías iuspositivistas, el derecho es simplemente el positivo: los ordenamientos 
jurídicos vigentes sancionados por la autoridad competente. En consecuen-
cia, la calificación de algo como derecho es independiente de su posible 
justicia o injusticia.1

A pesar de las diferencias entre ambas teorías, existe un lugar donde sus 
conceptos primarios sirven como recursos capaces de legitimar un discurso 
jurídico específico de quienes producen y aplican el derecho, moldeando 
—de esa forma— una praxis jurídica específica. Este discurso jurídico insti-
tucionalmente sacralizado por estos marcos teóricos dominantes deja fuera 

1		 Kelsen, Hans, Contribuciones a la teoría pura del derecho, México, Fontamara, 2008.
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2 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

de lo jurídico al ámbito político y presenta a las normas del sistema como 
neutrales, necesarias y justas. Los estudios críticos del derecho (ECD) cues-
tionan este discurso y afirman que la neutralidad política y el objetivismo 
promovidos por el Estado de derecho liberal occidental son insostenibles, 
toda vez que el derecho y la ciencia jurídica son categorías determinadas 
por la política y la ideología, lo cual permite que el derecho opere a favor de 
los intereses del poder dominante en una sociedad.2

Los ECD no aceptan al derecho y sus narrativas como dadas: entienden 
que el derecho es indeterminado y una máscara de estrategias específicas de 
control social y disciplina, y que es susceptible de ser instrumentalizado por 
los poderes predominantes, sean soberanos, disciplinarios o biopolíticos.3 
Bajo este marco analítico, el derecho y las normas jurídicas son instrumen-
tos para regular las relaciones de poder en la sociedad de acuerdo con la 
raza, la clase y el género.4 Como señala Derrida, “ninguna regla o código 
existente puede garantizar lo que ha de ser decidido”.5 Así pues, bajo la 
perspectiva de los estudios críticos del derecho se invierte la lógica del for-
malismo legal de cuestionar a las personas para que respondan al impera-
tivo de la ley y se analicen más bien los motivos políticos para la promulga-
ción de las normas jurídicas.

Esta forma de entender el derecho es compatible con los estudios crí-
ticos y biopolíticos de las migraciones, que se enfocan en analizar la regu-
lación de la vida racializada para dejar morir a los migrantes y preservar 
la vida de las mayorías, a través de dispositivos y leyes que producen subje-
tividades determinadas.6 Este abordaje conlleva estudiar cómo las institu-
ciones, las leyes, los centros de detención de migrantes y de refugiados, los 
tribunales, las organizaciones no gubernamentales y otras burocracias son 
un dispositivo para administrar, controlar y regular la vida de las personas 
migrantes, solicitantes de asilo y refugiados en un modo que sea funcional a 

2		 Priban, Jiri, “Sharing the Paradigms? Critical Legal Studies and the Sociology of  
Law”, en Banakar, Reza y Travers, Max (eds.), An Introduction to Law and Social Theory, Oxford, 
Hart, 2002, p. 119.

3		 Fitzpatrick, Peter, El derecho como resistencia: modernismo, imperialismo, legalismo, Bogotá, 
Siglo del Hombre-Universidad Libre, Facultad de Filosofía, 2010; Golder, Ben y Fitzpatrick, 
Peter, Foucault’s Law, Milton Park, Abingdon, Nueva York, Routledge, 2009.

4		 Fitzpatrick, El derecho como resistencia: modernismo, imperialismo, legalismo, Kennedy, Dun-
can, “La crítica de los derechos en los Critical Legal Studies”, Revista Jurídica de la Universidad de 
Palermo 7, núm. 1, 2006.

5		 Derrida, J., “Force of  Law: «The Mystical Foundation of  Authority»”, en Cornell, 
Drucilla et al., Deconstruction and the Possibility of  Justice: Symposium: Papers, Routledge, 1992.

6		 Estévez, Ariadna, Guerras necropolíticas y biopolítica de asilo en América del Norte, México, 
UNAM, UACM, 2018, p. 31.
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la reproducción del capitalismo global. Estos análisis estudian los diferentes 
discursos y sus tecnologías (biopolíticas) mediante los cuales se captan a los 
migrantes que prometen mayor productividad y plusvalía al sistema capita-
lista neoliberal, ya sea por sus calificaciones laborales o por su vulnerabili-
dad socioeconómica a la explotación.

En Estados Unidos, dentro de este marco de análisis, se pueden encon-
trar a autores como De Genova, 2002;7 Coutin 20118 y Calavita, 2007.9 
Existen otros estudios críticos de las migraciones de corte marxista y que no 
tienen un enfoque específico en la ley, sino en los movimientos sociales de 
migrantes, y se denominan “autonomía de las migraciones”, ya que ponen 
énfasis en legitimar las razones subjetivas de las personas en sus decisiones 
de migrar. Aquí se encuentran autores como Mezzadra, 2005 y 2013;10 Bo-
jadzijev, 2010; Cordero, 2021 y 2019;11 Varela, 2019,12 entre otros.

En Europa, Reino Unido, Australia y Sudamérica es frecuente el uso de 
la teoría biopolítica para analizar críticamente las migraciones y el asilo.13 
Desde la óptica de la seguridad destacan los trabajos de Darling, 2009;14 
Tyler, 2010;15 Edkins y Pin-Fat, 2005;16 Owens, 2009;17 Muller, 2004; Zyl-

7		 De Genova, Nicholas, “«Migrant Illegality» and Deportability in Everyday Life”, An-
nual Review of  Anthropology 31, 2002.

8		 Bibler Coutin, Susan, “Falling Outside: Excavating the History of  Central American 
Asylum Seekers”, Law & Social Inquiry. Journal of  the American Bar Foundation 36, núm. 3, 2011.

9		 Calavita, Kitty, “Immigration Law, Race, and Identity”, Annual Review of  Law and Social 
Science 3, núm. 1, 2007.

10		 Mezzadra, Sandro, Derecho de fuga: migraciones, ciudadanía y globalización; precedido por diálo-
go entre el colectivo situaciones y Sandro Mezzadra, Madrid, Traficantes de Sueños, 2005; La frontera 
como método, Madrid, Traficantes de Sueños, 2017.

11		 Cordero Díaz, Blanca L., “Central American Caravans and Contesting Forms of  
Migrant Justice: Sovereign Violence and Multiple Forms of  Confinement in Question”, en 
Grappi, Giorgio (ed.), Migration and the Contested Politics of  Justice, London, Routledge, 2021; 
Cordero Díaz, Blanca L. et al., América Latina en movimiento, Madrid, Traficantes de Sueños, 
2019.

12		 Varela A. y McLean, L., “Caravanas de migrantes en México: nueva forma de auto-
defensa y transmigración”, Revista Cidob d’Afers Internacionals 122, 2019.

13		 Estévez, Guerras necropolíticas y biopolítica de asilo en América del Norte, pp. 28-30.
14		 Darling, Jonathan, “Becoming Bare Life: Asylum, Hospitality, and the Politics of  En-

campment”, Environment and Planning D: Society and Space 27, núm. 4, 2009.
15		 Tyler, Imogen, “Designed to Fail: A Biopolitics of  British Citizenship”, Citizenship Stud-

ies 14, núm. 1, 2010.
16		 Edkins, Jenny y Pin-Fat, Veronique, “Through the Wire: Relations of  Power and Rela-

tions of  Violence”, Millenium, Journal of  International Studies 34, núm. 1, 2005.
17		 Owens, Patricia, “Reclaiming «Bare Life?»: Against Agamben on Refugees”, Interna-

tional Relations-INT RELAT 23, 2009.
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inska, 2004;18 Bigo, 2002;19 Ceyhan y Tsoukala, 2002;20 De Lucas, 2015 y 
2016.21 En el ámbito de la consideración de los movimientos migratorios 
como un problema a controlar con fines racistas se encuentran las aporta-
ciones de Yuing, 2011;22 Vaccotti, 2010;23 Kelly, 2004;24 Kunz, 2008;25 Fitz-
gerald, 2010;26 Bolaños, 2009;27 Bastos, 2008,28 y Kalm, 2005.29

En México, el uso de los estudios biopolíticos para analizar las migra-
ciones es más limitado. A decir de Estévez, por el “apabullante predominio 
de la perspectiva hegemónica concentrada en las redes transnacionales, las 
remesas, la religión y la cultura, sin análisis sistemáticos de género ni de 
las expresiones de autonomía o resistencia”.30 No obstante, sí existe literatu-
ra biopolítica que estudia críticamente las migraciones. Destacan los traba-
jos de Estévez, 2012, 201831 y Ortega Velázquez, 202032 en materia de asilo; 

18		 Zylinska, Joann, “The Universal Acts. Judith Butler and the Biopolitics of  Immigra-
tion”, Cultural Studies 18, núm. 4, 2004.

19		 Bigo, Didier, “Security and Immigration: Toward a Critique of  the Government of  
Unease”, Alternatives XXVII, 2002.

20		 Ceyhan, A. y Tsoukala, A., “The Securitization of  Migration in Western Societies: 
Ambivalent Discourses and Policies”, ibidem, p. 27.

21		 Lucas, Javier de, Mediterráneo: el naufragio de Europa, Valencia, Tirant lo Blanch, 2015; 
“Refugiados como «Moneda de cambio». Sobre el acuerdo entre la unión europea y Turquía 
del 18 de marzo de 2016”, Anuario de Derechos Humanos 12, 2016.

22		 Yuing, Tuilland, “Migraciones y administración de la vida en el mundo”, Psicoperspecti-
vas. Individuo y Sociedad 10, núm. 1, 2011.

23		 Vaccotti, Luciana, “Biopolíticas de la inmigración y derechos humanos de los inmi-
grantes en Argentina”, Fronteras 6, 2010.

24		 Kelly, Mark G. E., “Racism, Nationalism and Biopolitics: Foucault’s Society Must be 
Defended”, Contretemps 4, 2004.

25		 Kunz, Rahel, “Mobilising Diasporas: A Governmentality Analysis of  the Case of  
Mexico”, Working Paper Series “Glocal Governance and Democracy” 3, 2008.

26		 Fitzgerald, Sharron A., “Biopolitics and the Regulation of  Vulnerability: The Case of  
the Female Trafficked Migrant”, International Journal of  Law in Context 6, núm. 3, 2010.

27		 Bolaños Guerra, Bernardo, “Migración, derecho consular y justicia global”, Isonomía. 
Revista de Teoría y Filosofía del Derecho 30, 2009.

28		 Bastos, Cristiana, “Migrants, Settlers and Colonists: The Biopolitics of  Displaced Bo-
dies”, International Migration 46, núm. 5, 2008.

29		 Kalm, Sara, “Liberalizing Movements? The Political Rationality of  Global Migration 
Management”, en Geiger, Martin y Pécoud, Antoine (eds.), The Politics of  International Migra-
tion Managemen, London, Palgrave MacMillan, 2010.

30		 Estévez, Guerras necropolíticas..., cit., p. 29.
31		 “Asilo y derechos humanos en Estados Unidos y Canadá. Cuestionamientos a Giorgio 

Agamben”, Norteamérica. Revista Académica del CISAN-UNAM 7, núm. 1, 2012; Guerras necropolí-
ticas..., cit.

32		 Ortega Velázquez, Elisa, “México como tercer país ¿seguro? Instrumentalización del 
derecho de asilo”, Frontera Norte 32, 2020; ¿México como tercer país (in)seguro? El asilo como derecho 
humano en disputa, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2020.
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de subjetivación racializada a través de biopolíticas migratorias de Bolaños, 
2009, 2013,33 y Morales Mena, 2020;34 de la detención como dispositivo 
biopolítico de Moreno, 201435 y Morales Vega, 2021;36 de biopolíticas y 
cambio climático de Bolaños, 2018;37 de dispositivos biopolíticos de salud 
para la gestión de la vida en las migraciones de Parrini, 201538 y Farfán y 
otras, 2012;39 de seguridad y migración de Bolaños y Levine, 2014;40 Va-
rela41 y Treviño Rangel.42

Enmarcar el estudio de las migraciones y el asilo bajo esta perspectiva 
ofrece posibilidades analíticas interesantes para el estudio de una serie de 
fenómenos contemporáneos, entre los que se cuenta el tratamiento político 
de la migración y el asilo por parte de los países receptores y sus consecuen-
cias en materia de derechos humanos de las personas migrantes, refugiadas 
y solicitantes de asilo. Asimismo, es útil para analizar críticamente cómo los 
Estados dominantes, a través del dispositivo de regulación migratoria, usan 
diferentes discursos para administrar, controlar, construir y expulsar a los 

33		 Guerra, Bolaños, “Migración, derecho consular y justicia global”, Esclavos, migrantes 
y narcos. Acontecimiento y biopolítica en América del Norte, México, UAM Iztapalapa-Juan Pablos, 
2013.

34		 Morales Mena, Agustín, “Biopolítica, racismo de Estado y migración. Persecución de 
la vida cotidiana de personas migrantes irregulares en países postindustriales”, en Ortega 
Velázquez, Elisa (ed.), El derecho como regulación de la vida y la muerte: biopolítica y necropolítica legal, 
México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2020.

35		 Moreno Hernández, Hugo César, “Desciudadanización y estado de excepción”, Anda-
mios 11, núm. 24, 2014.

36		 Morales Vega, Luisa G., “El entramado normativo de la detención migratoria en Mé-
xico: un dispositivo biopolítico”, en Ortega Velázquez, Elisa (ed.), Derecho y migración forzada..., 
cit., México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2021.

37		 Bolaños Guerra, Bernardo, “Biopolíticas del cambio climático para Centroamérica”, 
Trace 74, 2018.

38		 Parrini, R., “Biopolíticas del abandono: migración y dispositivos médicos en la fronte-
ra sur de México”, Revista Nómadas 42, 2015.

39		 Farfán Toral, L. F. et al., “Políticas de salud. Estrategia biopolítica para controlar a los 
migrantes mexicanos en Estados Unidos”, Migración y Desarrollo 10, núm. 19, 2012.

40		 Guerra, Bolaños, “Migración, derecho...”, cit., “La construcción del «mexicano in-
deseable» a través de informes oficiales en Estados Unidos”, en Bolaños Guerra, Bernardo 
(ed.), Biopolítica y migración: el eslabón perdido de la globalización, México, UAM Cuajimalpa, 2016.

41		 Varela, A., “La «securitización» de la gubernamentalidad migratoria mediante la «ex-
ternalización» de las fronteras estadounidenses a Mesoamérica”, Contemporánea 4, 2015.

42		 Treviño Rangel, Javier, “What do we Mean when we Talk About the «Securitiza-
tion» of  International Migration in Mexico? A Critique”, Foro Internacional 56, núm. 2, 2016; 
“Superfluous Lives: Undocumented Migrants Traveling in Mexico”, en Anaya Muñoz, Ale-
jandro y Frey, Barbara (eds.), Mexico’s Human Rights Crisis, Philadelphia, University of  Pennsyl-
vania Press, 2019.
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migrantes y solicitantes de asilo indeseables. Visto así, el control de la migra-
ción es un dispositivo biopolítico de producción de subjetividad, de gestión 
de la movilidad y de gobierno de la población.43

II. Michel Foucault y su teoría biopolítica: 
cruces con los estudios jurídicos

El concepto de “biopolítica” apareció desde comienzos del siglo XX en las 
teorías del Estado de tipo organicista —que lo pensaban como un organis-
mo— y sus distintas versiones —humanista, biologicista, politicista— a lo 
largo de dicho siglo.44 Kjellén, uno de los exponentes más prominentes de esa 
teoría, intentaba recuperar para la ciencia política las nuevas categorías de las 
ciencias biológicas, y oponerse a una cierta tradición liberal y contractualista 
para la cual el Estado es sólo un conglomerado de individuos. Este autor trató 
de mostrar cómo es imposible reducir al Estado a una realidad jurídica de 
derecho internacional.45

A pesar de estos avances, el concepto de “biopolítica” adquirió una 
marcada influencia y replanteó de modo profundo la filosofía política hasta 
mediados de la década de los setenta, cuando el filósofo francés Michel Fou-
cault recalificó y utilizó el concepto —distanciándose de lo hecho por sus 
predecesores— para analizar las formas a través de las cuales la vida de las 
poblaciones era incluida en los cálculos del poder político, a través de mé-
todos de gestión administrativa que pudieran hacerla proliferar en el pro-
ceso productivo capitalista. La primera aparición del término en el léxico 
de Foucault se remonta a la conferencia de Río de Janeiro de 1974, cuando 
señaló que “para la sociedad capitalista, en primer lugar, es importante lo 
biopolítico, lo biológico, lo somático, lo corporal. El cuerpo es una realidad 
bio-política; la medicina es una estrategia biopolítica”.46

43		 Mezzadra, Sandro, Derecho de fuga..., cit.; Walters, William, “Border/Control”, European 
Journal of  Social Theory 9, núm. 2, 2006; Rigo, Enrica, Europa di Confine. Trasformazioni della Cit-
tadinanza Nell’unione Allargata, Milan, Booklet Milano, 2007; Vaughan-Williams, Nick, Border 
Politics: The Limits of  Sovereign Power, Edinburgh, Edinburgh University Press, 2012.

44		 Esposito, Roberto, Bíos: biopolítica y filosofía, mutaciones, Buenos Aires-Madrid, Amor-
rortu, 2006; Lemke, Thomas, Bio-Politics: An Advanced Introduction, Biopolitics: Medicine, Techno-
science, and Health in the 21st Century, Nueva York-London, University Press, 2011).

45		 Castro, Edgardo, “Biopolítica: orígenes y derivas de un concepto”, en Castro, Edgar-
do et al. (eds.), Biopolítica. Gubernamentalidad, educación, seguridad, Buenos Aires, UNIPE, IPC, 
2011, pp. 5 y 6.

46		 Foucault, Michel, “Historia de la medicalización. Segunda conferencia dictada en el 
curso de medicina social que tuvo lugar en octubre de 1974 en el Instituto de Medicina So-
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Foucault desarrolló una teoría analítica de poder que no intenta defi-
nir al poder, sino establecer cómo funciona y somete a las personas47 a un 
orden que es jurídico y político al mismo tiempo.48 Para Foucault, el poder 
moderno no funciona de manera deductiva, como en su representación ju-
rídica; tampoco lo hace reprimiendo ni mediante mecanismos ideológicos. 
Por el contrario, parte de múltiples relaciones de fuerzas y prácticas que se 
configuran y consolidan en ciertos dispositivos.49 De esta forma, el poder 
moderno conduce conductas (no personas): induciéndolas, facilitándolas, 
dificultándolas, limitándolas o impidiéndolas. Y usa como vehículo al dis-
curso, que es un conjunto de elementos o bloques de tácticas en las relacio-
nes de fuerza que determinan subjetividades y tienen efectos de verdad; 
establecen visiones subjetivas, objetos y saberes que dividen lo falso de lo 
verdadero.50

El discurso se produce y se distribuye a través de dispositivos, que son apa-
ratos políticos, jurídicos y económicos que permiten establecer la división 
entre lo falso y lo verdadero, las formas en que uno y otro se sancionan, las 
técnicas y los procedimientos para la obtención de la verdad, así como el 
estatus de los sujetos que tienen la función de decir lo que funciona como 
verdadero.51 Hay dispositivos de poder, de subjetividad y de verdad. Y se 
mantienen a través de estrategias y tácticas en las relaciones de fuerza que 
establecen subjetividades, objetos y saberes que dividen lo falso de lo verda-
dero. El dispositivo en la filosofía del poder de Michel Foucault es la red de 
relaciones sociales construidas en torno a un discurso: instituciones, leyes, 
políticas, disciplinas, declaraciones científicas y filosóficas, conceptos y posi-
ciones morales, y tiene la función específica de mantener el poder.52 En tér-
minos más amplios, y de acuerdo con Giorgio Agamben, un dispositivo es 
cualquier cosa que tiene, de algún modo, la capacidad de capturar, orientar, 

cial, Centro Biomédico de la universidad estatal de Río de Janeiro, Brasil”, Educación Medica 
y Salud 11, núm. 1, 1977, p. 5.

47		 Castro, Edgardo, “El vocabulario de Michel Foucault: un recorrido alfabético por sus 
temas, conceptos y autores”, en Amor, Claudio (dir.), Política contemporánea, Bernal, Universi-
dad Nacional de Quilmes, 2004, p. 204.

48		 Esposito, Bíos: biopolítica y filosofía 27; Lemke, Bio-Politics: An Advanced Introduction.
49		 Saidel, Matías, “Lecturas de la biopolítica: Foucault, Agamben, Esposito”, Opción 177, 

2013, p. 88.
50		 Foucault, Michel, “El sujeto y el poder”, Revista Mexicana de Sociología 50, núm. 3, 1988, 

pp. 3-20.
51		 Seguridad, territorio, población. Curso en el Collège de France (1977-1978), trans. Pons, Hora-

cio, Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2006, pp. 66 y 67; Estévez, Guerras necropo-
líticas..., cit., p. 53.

52		 Foucault, Seguridad..., cit., pp. 66 y 67; Estévez, Guerras necropolíticas..., cit., p. 53.
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determinar, interceptar, modelar, controlar y asegurar los gestos, las con-
ductas, las opiniones y los discursos de los seres vivientes.53

Foucault diferencia tres tipos de poder que no se reemplazan uno con el 
otro, sino que se superponen: el poder soberano (la ley), el poder disciplina-
rio (los saberes y las instituciones) y el biopoder (las políticas de regulación 
de la población):54

1) El poder soberano funciona aplicando las leyes en un territorio deter-
minado y castigando a los trasgresores que dañan así la propia sobe-
ranía.

2) El poder disciplinario se ejerce directamente sobre los cuerpos individua-
les para disciplinarlos y hacerlos dóciles para vigilarlos, entrenarlos, 
utilizarlos y castigarlos en función de la productividad económica. La 
anatomopolítica es lo que Foucault entiende como la intervención dis-
ciplinaria sobre los cuerpos individuales en aras de condicionar sus 
movimientos, vigilarlos y ponerlos a producir. Así pues, el poder dis-
ciplinario, a diferencia del poder soberano, no tiene como fin extraer 
bienes y riqueza, sino energías, tiempo y trabajo, con el mínimo de 
gastos y el máximo de eficacia posibles, lo que da lugar —progresiva-
mente— a un saber clínico, que tiene como patrón de medida no la 
ley, sino la norma o patrón. Esto supone un ejercicio del poder sobre 
la persona en tanto ser viviente de manera individualizada.55

3) El biopoder se aplica sobre la vida de la población como cuerpo polí-
tico a través de tecnologías de poder/saber llamadas biopolíticas.56 
El biopoder tiene como fin “hacer vivir y dejar morir”, y se enfo-
ca en los procesos particulares de la vida, como natalidad, mortali-
dad, longevidad, reproducción, migración y enfermedad; controla 
un campo biológico, que se divide en una jerarquía de razas, donde 
se deja morir a aquellas que están en la parte inferior.57 A aquellos 

53		 Agamben, Giorgio, What is an Apparatus? and other Essays, California, Stanford Univer-
sity Press, 2009, p. 14.

54		 Foucault, Michel y Faubion, James D., Power, Essential Works of  Foucault, 1954-1984, Nue-
va York, Norton, 2000; Foucault, Michel et al., The Birth of  Biopolitics…., cit., Inglaterra-Nueva 
York, Palgrave MacMillan, 2008; Foucault, Seguridad…, cit.

55		 Los anormales. Curso en el Collége de France 1974-1975, Buenos Aires, Fondo de Cultura 
Económica, 2007; Foucault, Michel y Garzón del Camino, Aurelio, Vigilar y castigar: el naci-
miento de la prisión, Madrid, Biblioteca Nueva, 2012.

56		 Foucault, Michel et al., The Essential Works of  Foucault, 1954-1984, 3 vols., Nueva York, 
New Press, 1997; Foucault, The Birth of  Biopolitics…, cit.; Foucault, Seguridad..., cit.

57		 Estévez, Ariadna, “El caso de solicitantes de asilo mexicanos en Texas: dislocación 
necropolítica de la persecución y biopolítica migratoria”, en Bolaños Guerra, Bernardo, 
Biopolítica y migración..., cit., México, UAM, 2015, p. 143.
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que amenazan la sobrevivencia de la mayoría se les deja morir, al ser 
omitidos como objetos de política pública y otras tecnologías, como 
sucede, por ejemplo, con la negación de servicios de salud primaria 
a personas migrantes irregulares.58 Como señala Foucault, se trata de 
un asesinato indirecto, porque sin necesidad de que poblaciones enteras 
intencionalmente sean matadas, éstas mueren como consecuencia de 
que el Estado no haga algo por ellas.59

1. Los sujetos y la forma de gobierno del biopoder

El biopoder se ejerce sobre los cuerpos de manera indirecta y opera 
sobre el medio de su existencia. La población no es regulada a través de la 
ley, sino de una norma o patrón. No se castiga espectacularmente median-
te el suplicio y la muerte, sino que se busca incluir, acrecentar las fuerzas, 
estudiar y combatir las desviaciones respecto del patrón o la norma para 
integrar a los cuerpos al circuito productivo. A diferencia del poder sobe-
rano (que se da en el gasto absoluto y funciona extrayendo y expropiando), 
el biopoder busca acrecentar la fuerza y las riquezas. Si el poder soberano 
funciona prohibiendo, el biopoder funciona alentando o conduciendo a las 
fuerzas que busca desplegar; es el paso del Estado territorial al Estado po-
blacional.60 Por ello, lo que marca el poder de un Estado no es la posesión de 
un gran territorio, sino el crecimiento de su población y producción.

En el biopoder no están en discusión la distribución del poder o su 
subordinación a la ley, el tipo de régimen o el consenso que obtiene, sino el 
bíos: cómo la vida de las poblaciones es determinada y penetrada por la polí-
tica —por cálculos de poder político— para hacerla proliferar en el proceso 
productivo capitalista a través de métodos de gestión administrativa, como 
el control de la migración. Esto es lo que Foucault entiende por “biopolíti-
ca”, que produce subjetividad o produce muerte; es decir, o vuelve sujeto 
a su propio objeto o lo objetiviza definitivamente: o es política de la vida o 
sobre la vida.61

58		 “Biopolítica y necropolítica: ¿constitutivos u opuestos?”, Espiral. Estudios sobre Estado y 
Sociedad XXV, núm. 73, 2018, pp. 12 y 13; Castro, “El vocabulario de Michel Foucault: un 
recorrido alfabético por sus temas, conceptos y autores”; Foucault, Michel et al., Defender la 
sociedad..., cit., 2a. ed., México, Fondo de Cultura Económica, 2002; Foucault, Seguridad..., cit.

59		 Foucault et al., Defender la sociedad..., cit.; Foucault, Seguridad..., cit.; Estévez, Guerras necro-
políticas..., cit.

60		 Saidel, “Lecturas de la biopolítica...”, cit., pp. 88-90.
61		 Esposito, Bíos: biopolítica y filosofía; Ortega Velázquez, Elisa, “Biopolítica legal”, en Or-

tega Velázquez, Elisa, El derecho como regulación..., cit., México, UNAM, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, 2020.
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10 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

La biopolítica se apoya de las ciencias modernas: biología, economía, 
medicina moderna, estadística, y en todo el abanico de las ciencias huma-
nas, pues no sólo hay que mantener con vida al cuerpo de la población 
(individual y colectivo), sino también hacerlo producir. De ahí que entre los 
siglos XVII y XVIII se desarrollaron una serie de instituciones disciplina-
rias que tomaron a su cargo la vida de las personas, individualizándolas y 
fijando rutinas en la memoria corporal: la escuela, la fábrica, la prisión, el 
cuartel, etcétera; así como una serie de regulaciones sobre el medio en el que 
habita la población.62

Si la población es el sujeto a quién se dirige el biopoder, la gubernamenta-
lidad es su forma de gobierno, la economía política, su forma privilegiada de 
saber, y los dispositivos de seguridad, su instrumento técnico esencial.63 La guber-
namentalidad es el aparato burocrático que permite el ejercicio del biopoder a 
través de técnicas (como instituciones, procedimientos, análisis y reflexiones, 
cálculos y tácticas, normas de regulación) para dirigir el comportamiento 
humano.64 En el análisis foucaultiano, el gobierno es “una actividad que se 
encarga de conducir a los individuos a lo largo de sus vidas situándolos bajo 
la autoridad de un director responsable por lo que hacen y les sucede”.65 
Las técnicas de gobierno no son exclusivas del Estado, pues constituyen 
el conjunto de acciones sobre las acciones posibles de otros sujetos, o las 
acciones ejercidas sobre sí para dominar placeres o deseos. Las técnicas de 
gobierno de sí (la regulación de los propios deseos y el cuerpo, así como el 
autocuidado) y de poder (las normas que conducen a fines de dominación) 
constituyen lo que Foucault llamó gubernamentalidad, es decir, la racionalidad 
del neoliberalismo en la biopolítica.66

El neoliberalismo se opone a la intervención estatal y a su expansión 
burocrática en nombre de la libertad económica, porque atenta contra los 
derechos individuales. Su objetivo central es aplicar el discurso económico 
al análisis social, borrando las diferencias entre los dos campos. La guberna-
mentalidad neoliberal crea, por su énfasis en las técnicas de dominación y de 
control de sí, un individuo autocontrolado e interesado en la maximización 
de su propia función económica: el homo economicus.67

62		 Idem.
63		 Foucault, Seguridad..., cit., p. 136.
64		 Foucault, Michel y Rabinow, Paul, Ethics: Subjectivity and Truth, Nueva York, New Press, 

1997, p. 82; Rose, Nikolas et al., “Gubernamentalidad”, Astrolabio 8, 2012, p. 119; Estévez, 
Guerras, Necropolíticas…, cit., p. 50.

65		 Foucault y Rabinow, Ethics: Subjectivity and Truth.
66		 Estévez, “Biopolítica...”, cit., p. 24.
67		 Ibidem, p. 25.
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11EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

No obstante, el Estado no es de ninguna manera el único agente de la 
gubernamentalidad neoliberal: hay una gubernamentalización del Estado, 
que incluye políticas públicas, las mediciones y la desviación de servicios ha-
cia el ámbito corporativo. El Estado se vuelve un administrador de negocios 
a cargo de universalizar la competencia e inventar sistemas para la acción 
individual y social, que se rigen por las leyes del mercado. De esta forma, la 
economía no sólo es un área de la vida humana, sino que cubre todas sus 
áreas.68 Los Estados neoliberales no sólo controlan el comportamiento indi-
vidual a través de la disciplina, sino que también regulan y administran el 
crecimiento y la mortandad de la población para su reproducción a través 
de técnicas de autocuidado. Para lograr desplazar sus obligaciones sociales 
al individuo, el Estado neoliberal echa mano de dos tecnologías de poder: la 
política pública y el derecho.69

2. La instrumentalización del derecho

El derecho es parte de un dispositivo que busca imponer conformidad 
y homogenizar. En los poderes soberano y disciplinario, el derecho se ma-
terializa en leyes y en la forma en que éstas son implementadas de forma 
institucional.70 En el biopoder, la ley forma parte del dispositivo jurídico que 
se usa estratégicamente como norma o patrón para imponer conformidad y 
homogenizar a poblaciones enteras.71 Existe un uso estratégico de la ley en 
la gubernamentalidad neoliberal, por lo que las normas se vuelven más im-
portantes que el sistema judicial mismo. No es que “la ley desaparezca o que 
las instituciones de justicia tiendan a desaparecer, sino que la ley funciona 
cada vez más como un patrón y la institución judicial se integra más y más 
a un continuum de aparatos (médicos, administrativos) cuyas funciones son 
sobretodo reguladoras”.72

El rol del Estado no es regular las relaciones entre las personas ni entre 
ellas y el poder, sino más bien regular la sujeción de éstas a cierto orden, 
que es al mismo tiempo jurídico y político. En este sentido, para Foucault 
el derecho es un instrumento utilizado por los Estados poderosos para im-
poner su dominación. En consecuencia, el poder soberano sólo es tal sobre 
la base del derecho que legitima su actuación. Así, la dicotomía entre ley y 

68		 Foucault, Michel, The History of  Sexuality, Nueva York, Vintage Books, 1988.
69		 Estévez, “Biopolítica...”, cit., p. 25.
70		 Foucault, Seguridad..., cit.
71		 Estévez, “Biopolítica...”, cit., p. 28.
72		 Castro, El vocabulario de Michel..., cit., p. 219.
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12 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

poder, legalidad y legitimidad, norma y excepción, se desdibuja y adquiere 
unidad.73

La recomposición de la dualidad entre poder y derecho torna visible 
un conflicto, que separa y enfrenta a grupos de distinto origen étnico por el 
predominio en determinado territorio. Al supuesto choque entre soberanía 
y ley ocurre el choque entre potencias rivales que se disputan el uso de 
los recursos y el mando en razón de diferentes caracteres raciales. Esto no 
significa que el mecanismo de legitimación jurídica decaiga, sino que éste, 
antes de ser precedente y regulador de la lucha en curso, es su resultado y el 
instrumento que usan quienes resultan vencedores. Así pues, el derecho no 
dirime la guerra, sino que la guerra emplea al derecho —lo instrumentali-
za— para consagrar las relaciones de fuerza que ella define.74

En este sentido, la ley se traslada progresivamente del plano trascenden-
te de los códigos y las sanciones (que se aplican a las personas con voluntad) 
al plano inherente de las reglas y normas (que se aplican a los cuerpos). Para 
Foucault, “esos mecanismos de poder [...] son, en parte al menos, los que 
a partir del siglo XVIII tomaron a su cargo la vida de los hombres, a los 
hombres como cuerpos vivientes”.75 Entonces, la vida, mucho más que el 
derecho, es la apuesta de las luchas políticas, incluso si éstas se formulan a 
través de afirmaciones de derecho.76

III. El Estado de excepción como paradigma 
teórico en los estudios migratorios y de asilo

En su indagación sobre la biopolítica, Giorgio Agamben parte de dos ámbitos 
que Foucault no consideró los más adecuados para ese análisis: el derecho y 
la teología, por lo que analiza las estructuras jurídicas en las que se inserta el 
gobierno y la fuente teológica de los conceptos políticos modernos. En el pri-
mer tomo de su obra Homo sacer, “El poder soberano y la nuda vida” (1998), 
Agamben interpreta la categoría de soberanía desde la perspectiva filosófica 
de Hannah Arendt y Michel Foucault, para quienes la inclusión de la vida 
biológica en los cálculos de poder político del Estado constituye la novedad 
política de la modernidad. Sin embargo, para Agamben esta inclusión puede 

73		 Esposito, Bíos: biopolítica..., cit., p. 44.
74		 Ibidem, p. 45.
75		 Foucault, Michel, Historia de la sexualidad 1, La voluntad del saber, Madrid, Biblioteca 

Nueva, 2012), pp. 81 y ss.
76		 Idem.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



13EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

rastrearse desde el inicio de la política occidental, y es la esencia de todas las 
formas de poder político.

Agamben vincula la soberanía con el nacimiento de la política, y su te-
sis considera a la política occidental, desde su origen, como una biopolítica, 
que se distingue por tener la posibilidad de matar y producir nuda vida (que 
caracteriza al sujeto de la política soberana), a través de la suspensión tem-
poraria del derecho en el estado de excepción (la regla y no la salvedad en 
las democracias contemporáneas). Así pues, el modelo jurídico-institucional 
y el modelo biopolítico de poder son indisociables.77 Y hay una relación de 
identidad estructural entre los dispositivos biopolíticos y el poder sobera-
no.78 Por definición, el gobierno soberano es biopolítico: no sólo tiene la ca-
pacidad de establecer el dominio de lo legal, sino que puede producir esta-
dos de excepción en los que cualquier vida puede ser reducida a nuda vida.79

Agamben diferencia la vida biológica (el zoé de los griegos) de la vida 
política (el bios), y encuentra en una figura del derecho romano arcaico, los 
homines sacri, aquellas vidas humanas de las que se podía disponer sin co-
meter homicidio, sin infringir el ordenamiento jurídico y sin sacrificarles, 
es decir, sin considerarlas desde un contexto ritual.80 Esta figura permite 
explicar la facultad del soberano no sólo de establecer la ley, sino de suspen-
derla y crear un “estado de excepción”, donde se despoja a ciertas personas 
de aquellas cualidades que las especifican como una forma de vida, como 
una vida inseparable de su forma; como una vida en contexto que ética y 
políticamente puede realizar su propia potencia.81 Así, a través del homo sa-
cer, Agamben ejemplifica cómo se incluyó la vida biológica (zoé) en el poder 
político; el vínculo entre nuda vida y poder soberano. El homo sacer era un 
bando de excepción que consistía en excluir de la comunidad a una persona 
condenada, como castigo por haber cometido una falta grave. A través de 
esta excepción, un ciudadano perdía todos sus derechos y era despojado del 
bios y convertido en zoé: nuda vida.

El homo sacer, quien queda en la total desprotección de la ley, se encuen-
tra incluido en ésta a través de su exclusión. La estructura de la excepción 

77		 Agamben, Giorgio y Gimeno Cuspinera, Antonio, Homo sacer: el poder soberano y la 
nuda vida 1, Valencia, Pre-Textos, 2010, pp. 15 y 16.

78		 Muhle, María, “Sobre la vitalidad del poder...”, cit., Revista de Ciencia Política, Santiago, 
núm. 1, 2009, p. 152.

79		 Agamben, Giorgio, Medios sin fin: notas sobre la política, Valencia, Pre-Textos, 2010, pp. 
39 y 40.

80		 Quintana Porras, Laura, “De la nuda vida a la «Forma–de–Vida». Pensar la política 
con Agamben desde y más allá del paradigma del biopoder”, Argumentos 19, núm. 52, 2006, 
p. 49.

81		 Agamben, Medios sin fin..., cit., p. 13.
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permite la introducción de la zoé en la polis, en forma de una exclusión in-
clusiva. El hombre habita en la polis dejando que quede apartada su nuda 
vida, excluyéndola. De tal forma que en la política occidental la nuda vida 
es aquello que siempre ha de ser politizado, incluyéndose en ella a través de 
su exclusión.

El poder soberano tiene la facultad de romper la relación entre los dis-
positivos jurídicos del Estado, su territorio y las vidas que nacen en él: los 
nacionales. El poder soberano es tal porque puede suspender la ley en un 
determinado espacio, y así, convertirlo en un campo de exterminio, en el 
que ciertas vidas puedan ser reducidas a meros vivientes. En el campo, po-
blado por homo sacer, se suman la excepción soberana hecha regla y el para-
digma biopolítico en la producción de nuda vida o vida desnuda.82 El sobe-
rano decide acerca del estado de excepción y la vigencia o suspensión de la 
ley, por lo que todo ordenamiento jurídico tiene un carácter violento que no 
puede ser desconocido.83

En el estado de excepción se suspende la validez del orden jurídico: se 
crea una zona de indiferenciación en la que exterior e interior, zoé y bios, ley 
y naturaleza, derecho y hecho se confunden; la soberanía y la nuda vida se 
vinculan: la soberanía produce nuda vida al decretar el estado de excep-
ción.84 Agamben afirma que en la política moderna el estado de excepción 
tiende a convertirse en regla, con la novedad de que ya no se declara abier-
tamente. Cuando esto sucede, el espacio de la nuda vida va coincidiendo 
progresivamente con el espacio político, de forma que zoé y bios, derecho y 
hecho, entran en una zona de indiferenciación.85

El espacio que se abre cuando el estado de excepción empieza a con-
vertirse en regla es el campo de concentración: una localización espacial 
permanente e independiente del control judicial, donde la norma es indis-
cernible de la excepción. En el campo, hecho y derecho coinciden, y “todo 
es posible”. En este espacio, el estado de excepción se extiende a toda una 
población civil, y su objetivo es la producción de nuda vida. Se trata de 
un experimento biopolítico de producción de zoé.86 El campo de concen-
tración se convierte en una localización espacial permanente independiente 

82		 Muhle, “Sobre la vitalidad del poder...”, cit., 153.
83		 Agamben, Giorgio, Altísima pobreza: reglas monásticas y forma de vida: homo sacer, filosofía 

e historia, Buenos Aires, Adriana Hidalgo, 2013, p. 210.
84		 Agamben, Giorgio y Costa, Flavia, Estado de excepción: homo sacer, Buenos Aires, 

Adriana Hidalgo, 2004.
85		 Ibidem.
86		 Agamben, Giorgio, “¿Qué es un campo?”, Artefacto. Pensamientos sobre la Técnica 2, 1998, 

pp. 52 y ss.
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del control judicial, donde la norma es indiscernible de la excepción: donde 
hecho y derecho coinciden.

Para Agamben, las declaraciones de derechos humanos inscriben la 
nuda vida en el orden político-jurídico del Estado nación y son el funda-
mento de su legitimidad y soberanía.87 En específico, la Declarción de De-
rechos del Hombre y del Ciudadano es una de las piezas fundamentales de 
la biopolítica moderna, dado que en ella se encuentra la figura original de la 
inscripción de la vida desnuda (zoé) en el ordenamiento jurídico-político del 
Estado nación:

Un simple análisis del texto de la Declaración de 1789 demuestra que es jus-
tamente la nuda vida —esto es, el simple hecho de nacer— lo que aparece 
aquí como la fuente y el portador de derechos. “Los hombres”, dice el primer 
artículo, “nacen y permanecen libres e iguales en derechos [...]”. Al mismo 
tiempo, sin embargo, la misma vida natural que al inaugurar la biopolítica 
de la modernidad se coloca en la base del orden se desvanece en la figura del 
ciudadano, en quien los derechos se preservan [...]. Y la Declaración puede 
atribuir soberanía a la nación [...] precisamente porque ya ha inscrito este ele-
mento de nacimiento en el mero corazón de la comunidad política. La nación 
—el término deriva etimológicamente del vocablo nascere (nacer)— cierra el 
círculo abierto del nacimiento del hombre.88

La politización de la nuda vida es evidente cuando la adjudicación de 
derechos transforma al simple “hombre” en “ciudadano”, y en ese pasaje lo 
inviste de soberanía. Agamben sostiene que a través de las declaraciones de 
derechos humanos, lo que queda en la base no es la persona como un sujeto 
político consciente y libre, sino simplemente la nuda vida del hombre. Una 
vez que el zoé se politiza con las declaraciones de derechos, es más difícil 
encontrar los umbrales que definen al nuevo homo sacer, la persona que en 
nuestro tiempo puede ser asesinada, mas no sacrificada, y cuya vida puede 
arrebatarla cualquier individuo, sin ser perseguido por ello, pues en teoría 
hoy todas las personas tienen derechos humanos que las respaldan e inclu-
yen en la polis.89

Agamben afirma que el homo sacer de nuestro tiempo, la persona que 
hoy tiene una vida de exclusión jurídica y política —sujeta a violencia y 
vulnerabilidad— es el refugiado: aquel que, al no poder adscribirse a nin-
guna nacionalidad e identificarse como ciudadano, acaba perdiendo todos 

87		 Estévez, “Asilo y derechos humanos...”, cit., p. 186.
88		 Agamben y Gimeno Cuspinera, Homo sacer..., cit., pp. 126 y 127.
89		 Estévez, “Asilo y derechos humanos...”, cit., p. 187.
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los derechos que le proporcionaba su identidad nacional. De tal suerte que, 
en su situación, resulta expuesto a la muerte, con lo cual se convierte en 
un auténtico homo sacer. El refugiado se encuentra incluido en lo político y 
en lo jurídico únicamente a través de su exclusión, por lo cual puede ser 
asesinado sin que ello se considere un crimen.90 Sostiene Agamben que el 
refugiado encarna la nuda vida, una vida humana simplemente biológica, 
sin valor político, por lo que su protección se ha sustraído del campo polí-
tico y se ha dejado en el campo estrictamente humanitario.91 Los campos 
de detención de refugiados son, en consecuencia, el nuevo campo de con-
centración que expresa la sofisticación totalitaria de la biopolítica contem-
poránea.92

Para Agamben, el refugiado es una figura central en la historia política 
del siglo XX. Al respecto, agrega que

conviene no olvidar que los primeros campos fueron construidos en Europa 
como espacios de control para los refugiados, y que la sucesión “campos de 
internamiento-campos de concentración-campos de exterminio” representa 
una filiación perfectamente real. Una de las pocas reglas a las que los nazis 
se atuvieron constantemente en el curso de la solución final era que los judíos y 
gitanos sólo podían ser enviados a los campos de exterminio después de haber 
sido completamente desnacionalizados.93

En otras palabras, cuando los refugiados pierden su condición de ciuda-
danos con derechos es cuando se convierten en homo sacer. Al perder su per-
sonalidad jurídica, el refugiado se encuentra en la antesala de su inminente 
destrucción como ser moral revestido de dignidad humana. Sin una nacio-
nalidad y un Estado en cuya legislación ampararse, refugiados y apátridas se 
ubican en un umbral difuso, en el que convertidos en nuda vida no pueden 
reclamar para sí mismos el amparo de los derechos humanos.

Para Hannah Arendt, la producción de individuos superfluos (nudas 
vidas, en el lenguaje de Agamben) es el rasgo característico de las socieda-

90		 Darling, “Becoming Bare Life: Asylum, Hospitality, and the Politics of  Encampment”; 
Zembylas, Michalinos, “Agamben’s Theory of  Biopower and Immigrants/Refugees/Asy-
lum Seekers. Discourses of  Citizenship and the Implications for Curriculum Theorizing”, 
Journal of  Curriculum Theorizing 26, núm. 2, 2002; Müller, Benjamin, “Globalization, Secu-
rity, Paradox: Towards a Refugee Biopolitics”, Refuge: Canada’s Journal on Refugees 22, núm. 1, 
2004.

91		 Agamben, Giorgio, “Beyond Human Rights”, Social Engineering 15, 2008, pp. 90-95.
92		 Agamben y Gimeno Cuspinera, Homo sacer..., cit.
93		 Agamben, Giorgio y Gimeno Cuspinera, Antonio, Medios sin fin..., cit., Valencia, Pre-

Textos, 2001, p. 27.
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des totalitarias: “El totalitarismo busca no la dominación despótica sobre 
los hombres sino un sistema en que los hombres sean superfluos”.94 Para 
Agamben, la producción de personas superfluas o nudas vidas no se limita 
a los totalitarismos de la primera mitad del siglo XX, sino que se ha fusio-
nado, progresivamente, con la democracia a través de la figura del estado 
de excepción:

En el curso del siglo XX, se ha podido asistir así a un fenómeno paradóji-
co, que ha sido eficazmente definido como una “guerra civil legal” (Schnur, 
1983). Tómese el caso del Estado nazi. No bien Hitler toma el poder (o, como 
se debería decir acaso más exactamente, no bien el poder le es entregado), 
proclama el 28 de febrero el Decreto para la protección del pueblo y el Esta-
do, que suspende los artículos de la Constitución de Weimar concernientes a 
las libertades personales. El decreto nunca fue revocado, de modo que todo 
el Tercer Reich puede ser considerado, desde el punto de vista jurídico, como 
un estado de excepción que duró doce años… El totalitarismo moderno pue-
de ser definido, en este sentido, como la instauración, a través del estado de 
excepción, de una guerra civil legal, que permite la eliminación física no sólo 
de los adversarios políticos sino de categorías enteras de ciudadanos que por 
cualquier razón resultan no integrables en el sistema político. Desde enton-
ces, la creación voluntaria de un estado de emergencia permanente (aunque 
eventualmente no declarado en sentido técnico) devino en una de las prácti-
cas esenciales de los Estados contemporáneos, aun de aquellos así llamados 
democráticos.95

No obstante, en el panorama contemporáneo en materia de refugiados 
las personas perseguidas ya ni siquiera pueden acceder a la categoría jurí-
dica de refugiado y la protección que éste otorga, ya que la consigna de los 
Estados es —y menos en tiempos de Covid-19— impedírselos o dificultárse-
los al máximo. Entonces, la categorización agambiana del refugiado como 
homo sacer podría tener aplicación, más bien, en las personas que en nuestros 
tiempos aspiran a la protección internacional, y que han sido agrupadas 
en distintas categorías sociológicas, que no otorgan la protección jurídica 
que conlleva la de refugiado: solicitantes de asilo, migrantes forzados, irre-
gulares económicos, migrantes climáticos/medioambientales, desplazados 
forzados internos, etcétera.

94		 Arendt, Hannah, Los orígenes del totalitarismo, Madrid, Alianza Editorial, 1987, p. 677.
95		 Agamben y Costa, Estado de excepción..., cit., p. 25.
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IV. El régimen internacional de asilo 
como inmunidad ante “virus raciales”

Roberto Esposito propone otro modo de articular bios y política: la inmuniza-
ción, y, con ella, establece otra mediación entre la esfera de la vida y el dere-
cho, donde la regulación de la población es una especie de inmunización con-
tra virus raciales y culturales. Este autor hace una analogía entre la política 
de la vida y el sistema inmune del cuerpo humano, señalando que éste lucha 
contra amenazas exógenas de la misma forma que el biopoder lucha contra 
formas de vida que amenazan a la mayoría.96

Esposito distingue entre la política sobre la vida y la política de la vida. 
La regulación y el control de la migración obedecen a una política sobre la 
vida, que opera como un sistema inmune que defiende al cuerpo (la población 
o la sociedad), a través de la creación de categorías que niegan el patógeno 
(la legalidad, el régimen de asilo y la ciudadanía), que filtran a los refugia-
dos adecuados y dan cabida al migrante económico y, a su vez, permiten 
la exclusión del migrante irregular o el falso solicitante de asilo. El cambio 
progresivo o inmunización de la comunidad se logra introduciendo refor-
mas legales, políticas públicas y estrategias legales que crean y reafirman 
categorías que niegan nuevas formas de migración.97

Esposito explicita un vínculo entre la vida y la política, que evidencia 
tanto los rasgos productivos/afirmativos como los mortíferos/negativos que 
se juegan en dicho cruce. En la noción de immunitas conviven un sentido 
biomédico y otro jurídico: según el primero, la inmunización alude a la 
capacidad del organismo de resistir a los ataques de un agente etiológico 
externo; según el segundo, la immunitas exonera a alguien de una carga que 
comparten el resto de los ciudadanos. De este modo, Esposito da otra pers-
pectiva de la vida común: si la communitas supone la ruptura de las barreras 
protectoras de la pretendida identidad individual, la immunitas se refiere al 
intento de reconstruir tales protecciones, defensiva y ofensivamente, contra 
todo aquello que suponga una ofensa.98

Ahora, aunque una cuota de inmunización sea necesaria para nuestra 
vida, llevada a límites extremos, puede ponerla en peligro. Tal como ocurre 
con los procesos inmunitarios en el ámbito de la biología humana, donde el 
exceso de inmunidad puede causar la muerte (como las enfermedades au-

96		 Esposito, Roberto y García Ruiz, Alicia, Comunidad, inmunidad y biopolítica, Pensamiento 
Herder, Barcelona, Herder, 2009, pp. 19 y 20.

97		 Estévez, “Biopolítica y necropolítica...”, cit., p. 17.
98		 Esposito, Bíos: biopolítica..., cit., p. 73.
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toinmunes), o donde tales procesos pueden ponerse en suspenso para alojar 
algo distinto (otra vida en el embarazo, o un órgano ajeno en el caso de los 
trasplantes), así, también las dinámicas sociales pueden ser pensadas des-
de esta ambivalencia: aunque toda comunidad pueda defenderse de lo que 
efectivamente la destruye, también debe ser capaz de inhibir su tendencia 
inmunitaria respecto de lo que supone diferente. Es decir, aquello mismo 
que puede ser motivo de riesgo, entraña también recursos emancipatorios 
por extraer.99

Con Esposito queda claro que el miedo a los otros —a los extranje-
ros— no está dado por la existencia de lo distinto, sino por el temor a su 
propagación descontrolada en los Estados poderosos. Por ello, con las reglas 
restrictivas en materia de migración y asilo —que filtran a los candidatos 
más deseables— se “inmuniza” al cuerpo del Estado con las dosis de mi-
grantes y refugiados que se aceptan y consideran “adecuados”. Éste sería el 
caso del régimen internacional de refugiados que opera en el primer mundo 
y su sistema de selección. El resto de solicitantes de asilo que no pasan este 
proceso de filtrado son desechados a un régimen de asilo que opera simultá-
neamente en el tercer mundo. Y esto es avalado por el derecho internacio-
nal desde la creación del Estado nación moderno: cada Estado es libre de 
determinar su política migratoria, y no está obligado, bajo ningún tratado 
internacional, a otorgar asilo, ya que el régimen internacional de asilo ope-
ra en la práctica a través de las normas nacionales de asilo, que regulan su 
acceso y que, por definición, son establecidas por los Estados.

V. De las fronteras físicas a un régimen 
de frontera marcado por las relaciones de poder 

con base en la raza, la clase y el género

En las últimas décadas ha tenido lugar un proceso de expansión territorial y 
administrativa de la función de vigilancia de la migración y el manejo de la 
frontera en otros países.100 Las fronteras no son inertes ni fijas: ya no sólo pue-
den ser entendidas como los bordes físicos entre un Estado nación y otro,101 

99		 Esposito y García Ruiz, Comunidad, inmunidad y biopolítica.
100		 Genova, Nicholas de, “The Deportation Regime: Sovereignty, Space and the Freedom 

of  Movement”, en De Genova, Nicholas (ed.), The Deportation Regime: Sovereignty, Space and the 
Freedom of  Movement, Durham, Duke University Press, 2010, pp. 33-65.

101		 Álvarez Velasco, Soledad, “Movimientos migratorios contemporáneos: entre el con-
trol fronterizo y la producción de su ilegalidad un diálogo con Nicholas de Genova”, Íconos. 
Revista de Ciencias Sociales 58, 2017, p. 157.
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ni como los límites sociopolíticos y jurisdiccionales del poder soberano tra-
dicional, herencia de la Paz de Westfalia de 1681 y la creación del Estado 
nación moderno. En la actualidad, las fronteras pueden ser comprendidas 
como formaciones de poder flexibles y móviles, en las que hay una multiplici-
dad de actividades y actores involucrados; como un entramado de relaciones 
que “sancionan, reduplican y relativizan otras divisiones geopolíticas”,102 y que 
están en cualquier parte o en todas partes, incluso en muchos lugares a la vez, 
y no necesariamente coinciden con las fronteras físicas.103

Siguiendo a De Genova, más allá de fronteras se podría hablar de un 
régimen de frontera: un conjunto heterogéneo de actores estatales y no estatales 
que convergen en este entramado de relaciones de poder donde las perso-
nas migrantes, solicitantes de asilo y refugiadas —que el Estado y el capi-
tal buscan subordinar y disciplinar de diversas maneras— tienen un papel 
primario,104 al igual que las normas que regulan, controlan y prohíben el 
cruce de fronteras. De hecho, hasta que existe la regulación correspondien-
te, la migración y los migrantes entran en escena. Los regímenes fronterizos 
y de migración son justamente la politización —a través del derecho— de 
la libertad de circulación de las personas, sometiéndolas así al poder estatal.

De acuerdo con Cordero, las fronteras son producto del proceso de do-
minación de unas clases sociales sobre otras, que se basa en la acumulación 
de capital. De esta forma, la producción de fronteras opera devaluando a 
poblaciones que se mueven entre contextos de poder desiguales. Por ejem-
plo, los migrantes que proceden del sur global —como los centroamerica-
nos, los africanos o los mexicanos— emigran a países con economías capi-
talistas —como la estadounidense o la europea— que alguna vez fueron los 
centros del poder colonial y ahora son una fuente de explotación masiva en 
sectores importantes para la economía, como la industria de la confección, 
los servicios, la construcción y la agricultura. En consecuencia, en el capita-
lismo moderno las fronteras también pueden entenderse como los “medios 
de inclusión diferenciada de la fuerza laboral en los mercados regionales” 
resultantes de “los acuerdos de las clases dominantes” y sus “estrategias para 
reproducir su clase, es decir, para acumular capital”.105

Las poblaciones económicamente marginadas migran como una fuerza 
laboral caracterizada como peligrosa —e incluso criminal— en razón de 

102		 Balibar, Étienne, Politics and the Other Scene, London, Verso, 2002, p. 79.
103		 De Genova, Nicholas et al., “New Keywords: Migration and Borders”, Cultural Studies 

29, núm. 2, 2014.
104		 De Genova, Nicholas, “The Deportation Regime…”, cit.
105		 Cordero Díaz, “Central American Caravans and Contesting Forms of  Migrant Jus-

tice: Sovereign Violence and Multiple Forms of  Confinement in Question”, p. 109.
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su raza, de su clase y de su género, por los discursos securitarios de los paí-
ses dominantes. Estas etiquetas permiten que estas personas sean emplea-
das como mano de obra barata y desechable, y que los mercados laborales 
precarios se beneficien de su ilegalización y racialización. Aún más, como 
las mujeres conforman cerca de la mitad de estas poblaciones,106 las muje-
res migrantes pobres y racializadas ocupan los empleos más precarios, sin 
ningún derecho laboral, y, por tanto, están sujetas a mayor explotación. Así 
pues, estamos ante un régimen de frontera donde el capital se mueve libre-
mente, pero los potenciales trabajadores son gestionados mediante la vio-
lencia soberana ante la imposibilidad de los Estados dominantes de conte-
nerlos en lugares donde no pueden vivir una vida digna (usualmente países 
pobres y marginados).107

De esta forma, el objetivo central de la frontera y los regímenes migra-
torios es el filtrado, la selección, el ingreso y la permanencia de migrantes, 
solicitantes de asilo y refugiados, más que la simple expulsión o el recha-
zo.108 A través de las distintas prácticas de este régimen, los Estados de-
terminan dónde se encuentran los potenciales migrantes —más o menos 
rentables para el sistema capitalista neoliberal— para poder restringirlos o 
redireccionar su movilidad.109 Las fronteras son producidas: son convertidas 
en objetos o hechos objetivos, y se les fetichiza como realidades incuestiona-
bles con un poder para sí mismas. Aquí es donde el derecho tiene un papel 
determinante: cuando regula, controla y prohíbe el cruce de fronteras es 
que se puede hablar de migración y migrantes (regulares/irregulares y las 
distintas categorías).110

La “ilegalidad” migratoria es en sí misma una característica regular 
y predecible del funcionamiento rutinario y sistemático de los regímenes 
de vigilancia fronteriza y migratoria. Esto es lo que De Genova llama la 
“producción de la ilegalidad” de los migrantes en el régimen de frontera, 

106		 International Labour Organization, “Who are the Women on the Move? A Portrait of  
Female Migrant Workers”, Ginebra, ILO, 2020.

107		 Cordero Díaz, “Central American Caravans...”, cit.
108		 Mezzadra, Sandro y Nielson, Brett, “Fronteras de inclusión diferencial. Subjetividad y 

luchas en el umbral de los excesos de justicia”, Papeles del CEIC 2014, núm. 113, 2014.
109		 Gil Araujo, Sandra et al., “Externalización del control migratorio y políticas de mi-

gración familiar en Europa: instrumentos para un gobierno deslocalizado de la migra-
ción”, en Ramírez, Jacques (ed.), Migración, Estado y políticas. Cambios y continuidad en América 
del sur, La Paz, Vicepresidencia del Estado Plurinacional de Bolivia/CELAG, 2017, pp. 
197-213.

110		 Ortega Velázquez, Elisa, “La consolidación histórica de la migración irregular en 
Estados Unidos: leyes y políticas migratorias defectuosas”, Norteamérica. Revista Académica del 
CISAN-UNAM 12, núm. 1, 2017.
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que va aparejada —invariable y sistemáticamente— con la violencia del 
mismo: someter a los migrantes irregulares a pruebas de resistencia y a de-
safiantes obstáculos de muerte.111 Por ejemplo, en el caso de México destaca 
la masacre en San Fernando, Tamaulipas, de 2010.

Anderson define a los regímenes fronterizos como los acuerdos (bilatera-
les o multilaterales/regionales) sobre fronteras entre Estados vecinos, las 
prácticas que giran en torno a ellos, la administración y gestión de los con-
troles, los sistemas de policía y las instituciones para la cooperación trans-
fronteriza. En estos regímenes están implícitas las distintas concepciones de 
las funciones que deben tener las fronteras, así como el significado y sentido 
que se les otorga.112 Los Estados ejercen estos acuerdos a través de un “con-
trol remoto”,113 o “gobierno a distancia”,114 a través del cual se vinculan los 
cálculos que se llevan a cabo en un lugar con acciones que se realizan en 
otro. Esto no se hace por la fuerza, sino a través de afiliar y alinear a agentes 
y agencias dentro de redes de funcionamiento.

La dependencia entre uno y otro agente puede estar basada en la exis-
tencia de fondos, legitimidad o algún otro recurso (que incluso puede ser 
producto de alguna coacción no directa), pero también puede ser el resul-
tado de que un agente convenza a otro de que sus problemas u objetivos 
están intrínsecamente ligados, y que cada uno puede solventar sus dificul-
tades o alcanzar sus fines conjuntamente y trabajando en la misma línea. 
Para ello, es necesario construir un problema —la migración irregular— de 
manera similar —en los países de destino y tránsito de migrantes, e incluso 
en los de origen— para enlazar sus políticas al respecto.115 Este “gobierno 
a distancia” se ha incorporado en el régimen de frontera a través de tres 
modalidades: “un desplazamiento vertical hacia arriba y hacia abajo de la 
administración estatal; un desplazamiento geográfico hacia otros puntos de 

111		 De Genova, Nicholas, “La producción legal de la «ilegalidad» migrante mexicana”, 
Estudios Migratorios Latinoamericanos 17, núm. 52, 2003.

112		 Anderson, Malcom, “The Transformation of  Border Controls: A European Prec-
edent”, en Andreas, Peter y Snyder, Timothy (ed.), The Wall around the West. State Border and 
Immigration Controls in North America and Europe, Lanham, Rowman and Littlefiel Publishers, 
2000, p. 15.

113		 Zolberg, A. R., “The Archaeology of  «Remote Control»”, en Fahrmeir, Andreas et al 
(eds.), Migration Control in the North Atlantic World: The Evolution of  State Practices in Europe and the 
Us from the French Revolution to the Inter-War Period, Oxford, Berghahn, 2003.

114		 Miller, Peter y Rose, Nikolas, “Governing Economic Life”, Economy and Society 19, núm. 
1, 1990.

115		 Gil Araujo, Sandra, “Deslocalizar los muros de Europa. Los países de origen y tránsito 
de inmigrantes en el control migratorio de la Unión Europea”, Revista Electrónica Temas de 
Antropología y Migración 2, 2011, p. 26.
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control fronterizo, y una externalización de responsabilidades hacia los go-
biernos de terceros países y el sector privado”.116

En esta tarea, los Estados son ayudados por nuevos actores, como em-
pleados, servicios sociales locales, alcaldes, grupos policiales multinaciona-
les, empresas, ONG, terceros Estados, que se van adhiriendo al cuerpo del 
Estado como una especie de tentáculos artificiales.117 También se valen de 
políticas, como visas, pasaportes, sanciones a las compañías de transportes, 
controles biométricos, desarrollo de redes de oficiales de enlace, acuerdos 
de readmisión o retorno con los países de origen o de tránsito, acuerdos de 
“tercer país seguro” y “primer país de llegada” para desviar a los solicitan-
tes de asilo a otros países, ayudas y transferencias económicas, sistemas de 
alerta temprana, ayuda humanitaria, y creación de zonas seguras en las 
proximidades de los conflictos para prevenir el desplazamiento de personas.

La externalización de los controles fronterizos es el conjunto de mecanismos de 
coordinación entre los Estados de destino, tránsito y origen de migrantes, 
que tienen como fin dirigir la conducta de estas personas y desincentivar 
su llegada a los Estados de destino.118 Es una biopolítica que evita que los 
migrantes y solicitantes de asilo ingresen en los territorios de los países de 
destino, y que los caracteriza como legalmente inadmisibles, sin considerar 
individualmente las razones de sus solicitudes de protección.119 Uno de los 
indicadores más claros de la paulatina cristalización de un régimen fronte-
rizo es la creciente externalización de sus controles a través de distintas tec-
nologías de poder. Para ello, los Estados realizan acuerdos, aunque también 
hay involucramiento de actores privados e implementación de políticas de 
prevención y prohibición —directas e indirectas—, como apoyar prácticas 
de seguridad o gestionar la migración por terceros.

Europa y Estados Unidos son casos ejemplares en la externalización del 
control de fronteras en el siglo XXI, especialmente después de los ataques 
terroristas del 11 de septiembre de 2001. En el ámbito europeo, y en el 
contexto del derecho de asilo, son ilustrativos el Sistema Dublín III (2013) 
y el Acuerdo Unión Europea-Turquía (2016), acuerdos de “primer país de 
llegada” y “tercer país seguro”, que han reducido el número de solicitantes 

116		 Ibidem, pp. 24 y 25.
117		 Guiraudon, Virginie, “De-Nationalizing Control: Analyzing State Responses to Con-

straints on Migration Control”, en Guiraudon, Virginie y Joppke, Christian (eds.), Controlling 
a New Migration World, London: Routledge, 2001.

118		 Crepeau, Francois, “Criminalising Irregular Migration: The Failure of  the Deterrence 
Model and the Need for a Human-Rights-Based Framework”, 28 Journal of  Immigration, Asy-
lum and Nationality Law 213, 2014.

119		 Frelick, Bill et al., “The Impact of  Externalization of  Migration Controls on the Rights 
of  Asylum Seekers and Other Migrants”, 4 Journal on Migration and Human Security 190, 2016.
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de asilo, al trasladarlos a otros países (como Turquía o dejarlos varados en 
Grecia). No obstante, con ello también se han transferido las responsabili-
dades de protección internacional que los Estados europeos han asumido a 
nivel internacional. En el caso de Estados Unidos, son notables los acuerdos 
de tercer país seguro que celebró en 2019 con El Salvador, Guatemala y 
Honduras (sin vigencia desde 2021) y México (de facto) y los Protocolos de 
Protección al Migrante EUA-México.120

VI. El discurso de securitización 
en las migraciones y el asilo

La “securitización” es un término desarrollado por la Copenhagen School 
of  Critical Security Studies para nombrar al proceso mediante el cual un 
fenómeno político y social es comprendido a través de una “óptica securi-
taria” que justifica la adopción de medidas especiales que exceden el marco 
jurídico y los procedimientos ordinarios de decisión política.121 Es el proceso 
por el cual un fenómeno se transforma en un problema de seguridad, con 
total independencia de su naturaleza objetiva o de la relevancia específica de 
la supuesta amenaza.122

En las últimas décadas, las migraciones han experimentado un proceso 
de securitización, ampliamente estudiado por las ciencias sociales,123 y se 
han resignificado como un conjunto de peligros, amenazas y desorden, es-
pecialmente las migraciones irregulares.124 Esto ha justificado el incremento 

120		 Ortega Velázquez, ¿México como tercer país (in)sguro?..., cit.
121		 Waever, Ole, “Securitization and Desecuritization”, en Lipschutz, Ronnie D. (ed.), On 

Security, Nueva York, Columbia University Press, 1995.
122		 Campesi, G., “Migraciones, seguridad y confines en la teoría social contemporánea”, 

Revista Crítica Penal y Poder 3, 2012, p. 5.
123		 Huysmans, J., “The European Union and the Securitization of  Migration”, Journal of  

Common Market Studies XXXVIII, núm. 5, 2000; The Politics of  Insecurity. Fear, Migration and Asy-
lum in EU, London, Routledge, 2006; Bigo, Didier, “When Two Become One: Internal and 
External Securitisations”, en Kelstrup, Morten y Williams, Michael (eds.), Europe. International 
Relations Theory and the Politics of  European Integration. Power, Security and Community, London, 
Routledge, 2000; “Security and Immigration: Toward a Critique of  the Government of  
Unease”; Ceyhan y Tsoukala, “The Securitization of  Migration in Western Societies: Am-
bivalent Discourses and Policies”; G. Karyotis, “European Migration Policy in the Aftermath 
of  September 11”, Innovation: The European Journal of  Social Science Research XX, núm. 1, 2007; 
Guild, E., Security and Migration in the 21st Century, Cambridge, Polity Press, 2009.

124		 Para una visión crítica del uso del discurso de securitización en las migraciones, véase 
Treviño Rangel, “What do we Mean when we Talk About the «Securitization» of  Interna-
tional Migration in Mexico? A Critique”.
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de los controles fronterizos y poderes de la policía, que desde entonces ex-
ceden sus tareas tradicionales de auxiliar a la justicia criminal para reprimir 
la comisión de delitos. Al mismo tiempo, las instituciones administrativas 
encargadas de gestionar las migraciones han visto cada vez más aumenta-
das sus facultades para restringir la libertad personal de los migrantes, ase-
mejándose a las instituciones de carácter penal.125 Esto ha hecho surgir un 
régimen de control de las migraciones que se sitúa entre el derecho penal 
y el derecho administrativo, pero sin las reglas y garantías del primero.126

Estamos así ante una confusión entre seguridad interna y seguridad ex-
terna: las fronteras de la seguridad interna se proyectan, de forma creciente, 
hacia el exterior, mientras que la esfera de acción de la seguridad exterior 
tiende a penetrar en el interior de la esfera política.127 Esto ha creado lo que 
Didier Bigo define como un security continuum, en cuyo marco se mueven un 
conjunto de burócratas de la seguridad “más allá del Estado”, y que rede-
finen las amenazas y desarrollan los poderes y las instituciones para gober-
narla más allá de la soberanía estatal.128

El nexo entre migraciones y seguridad ha ensanchado el dispositivo 
de control migratorio de los Estados neoliberales a través de la sistemática 
reducción de derechos y libertades de migrantes y solicitantes de asilo, y la 
ampliación de poderes y prerrogativas de los Estados en esta materia, pro-
pios de los estados de excepción.129 Bajo esta lupa no sólo están en juego la 
integridad de la soberanía política o el mantenimiento del orden público in-
terno, sino la supervivencia de la sociedad y, por lo tanto, el mantenimiento 
de sus características identitarias, económicas y sociales básicas. El discurso 
securitario refuerza la reproducción de un imaginario político centrado en 
el miedo y poblado de enemigos.130

La creación de la categoría jurídica del migrante “ilegal” ha sido muy 
útil al discurso securitario, ya que la ilegalidad implica violar las normas 
jurídicas y soberanas que disciplinan el acceso al territorio del Estado. Esta 
infracción sin víctimas ha sido progresivamente elevada al rango de amena-
za a la seguridad porque:

125		 Campesi, “Migraciones, seguridad...”, cit.
126		 Weber, L. y Bowling, B., “Policing Migration: A Framework for Investigating the Reg-

ulation of  Global Mobility”, Policing and Society XIV, núm. 3, 2004, p. 200.
127		 Campesi, “Migraciones, seguridad...”, cit., núm. 4.
128		 Bigo, Didier, “When Two Become One…”, cit.
129		 Agamben y Costa, Estado de excepción..., cit.
130		 Campesi, “Migraciones, seguridad...”, cit., núm. 6.
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1) Evidencia la incapacidad del Estado para proteger su territorio me-
diante el control de fronteras porque las leyes y políticas migratorias 
fallan en producir los resultados deseados y más bien contribuyen a 
la migración irregular, lo cual es opuesto a sus objetivos de control y 
reducción.131

2) Indica la peligrosidad social de la persona que pretende evadirse de la 
vigilancia y de los controles previstos para el acceso al territorio de 
un Estado, la cual termina por caracterizar y definir a los migrantes 
irregulares como portadores de riesgo: “el individuo es caracterizado 
como «ilegal», y la legalidad en sí misma es una cuestión que tiene 
que ver con la seguridad”.132

Como resultado, el migrante irregular es el “arquetipo de todas las fi-
guras de actor clandestino transnacional sobre las cuales las agencias de 
seguridad intentan extender su control, mediante un reforzamiento de los 
poderes de policía y vigilancia”.133 Para Campesi, el discurso securitario ha 
construido a las personas migrantes en tres formas:

1) Los migrantes como amenaza al orden público y a la seguridad nacional: se les 
ve como un peligro para el orden público interno porque incremen-
tan el desorden urbano y la criminalidad común, y como amenaza 
a la seguridad del Estado porque la migración está vinculada con 
fenómenos o amenazas criminales transnacionales, como el crimen 
organizado y el terrorismo. Esto justifica el aseguramiento y la mili-
tarización de las fronteras.

2) Migrantes como amenaza política y cultural: se les ve como un peligro para 
el equilibrio étnico y cultural de la sociedad de destino y como un po-
tente factor de fragmentación social y de incremento de la violencia 
política, lo cual justifica una aproximación policial a la materia. Sur-
ge así una nueva forma de racismo y una política radical de identida-
des, que construye fronteras al interior de las sociedades y diferencia 
a los miembros legítimos de una comunidad —los nacionales— de 
los otros —los invasores, los migrantes—.

3) Migrantes como amenaza socioeconómica: se les ve como competidores des-
leales en el mercado de trabajo porque se “aprovechan” de la asis-
tencia ofrecida por los sistemas del Estado de bienestar de los países 
occidentales. Se enfatiza que la excesiva presencia de migrantes pue-

131		 Ortega Velázquez, Elisa, “La consolidación histórica...”, cit.
132		 Guild, Security and Migration in the 21st Century, p. 52.
133		 Campesi, “Migraciones, seguridad...”, cit., núm. 8.
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de desencadenar conflictos por el acceso a servicios públicos, y que 
su provisión indiscriminada es un factor de atracción para nuevos 
“beneficiarios”, poniendo en riesgo el sistema socioeconómico de las 
sociedades de destino.

El proceso de securitización de las migraciones puede ser leído desde 
la óptica de Agamben como un ejemplo del estado de excepción de las de-
mocracias contemporáneas, que miran a las migraciones como una ame-
naza a la seguridad nacional, fenómeno exacerbado por la emergencia del 
terrorismo internacional después del 11 de septiembre de 2001.134 Al iden-
tificarse a los migrantes como enemigos potenciales, capaces de poner en 
peligro la propia existencia de la sociedad, los actores políticos echan mano 
de esta retórica con fines electorales e implementan estrategias políticas y 
medidas de carácter excepcional, ya que consideran que son las únicas so-
luciones capaces de afrontar un peligro existencial. Así, a través del discurso 
securitario se producen espacios de excepción para las personas migrantes 
y solicitantes de asilo, identificadas como una amenaza para la seguridad, 
sometiéndolas a formas intrusivas de vigilancia y control y a poderes de 
policía excepcionales.

134		 Agamben y Costa, Estado de excepción..., cit.
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Capítulo segundo

BIOPOLÍTICA DEL RÉGIMEN 
INTERNACIONAL DE ASILO

I. Delimitación de la institución 
del asilo y sus modalidades

Según el Instituto de Derecho Internacional, el asilo es “la protección que un 
Estado otorga en su territorio o en otro lugar bajo el control de algunos de 
sus órganos a una persona que llega a solicitarlo”.135 Sin embargo, también 
señala que el Estado tiene el derecho de expulsar al asilado, salvo que otros 
Estados se nieguen a aceptarlo, y que en situaciones que involucran a con-
tingentes masivos de refugiados, depende de los Estados el manejarlos de la 
mejor forma sobre la base de compartirlos de la manera más equitativa entre 
sus respectivos territorios (artículo 2o.). Como se ve, en ninguna parte de 
esta definición, realizada en 1950 por una de las principales autoridades en 
derecho internacional, se hace referencia a los derechos de los refugiados. En 
otras palabras, en el año anterior a la adopción de la Convención de 1951, 
un importante cuerpo de juristas internacionales identificaron el derecho de 
asilo como fundamentalmente conferido a los Estados de acogida, no a la 
personas refugiadas.

El asilo es una institución reconocida en el derecho internacional públi-
co, desde la formación del Estado nación moderno, que tiene raíces históri-
cas bien establecidas en la práctica estatal. No obstante, el asilo ha existido 
desde la antigüedad, y originalmente era aplicable a toda persona perse-
guida por cualquier motivo, quien podía ponerse a salvo si entraba en un 
santuario, en un templo o en otro lugar sagrado asociado a la religión, pues 
allí no podía ser objeto de detención o castigo. La base de lo que en ocasio-
nes se ha llamado el “derecho de santuario” radicaba en la autoridad divina 
que imperaba en esos lugares. Existía la creencia de que la violación del 
asilo en un santuario traería aparejado un severo castigo de la divinidad a la 

135		 Instituto de Derecho Internacional, “Asilo en el derecho internacional público, Comi-
sión 5a., Resoluciones aprobadas en su sesión en Bath”, septiembre de 1950.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



30 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

cual éste estaba consagrado. Esta práctica fue común en diversas religiones 
y existió en distintas partes del mundo.136

Con la consagración del principio de soberanía estatal a partir de 1648 
(Paz de Westfalia), la persona perseguida que llegaba a otro Estado se ponía 
a salvo no por colocarse bajo la tutela de una deidad o figura religiosa, sino 
por la falta de autoridad del perseguidor en ese otro territorio. Así, con la 
aparición del moderno Estado nación, el asilo se transformó en una forma 
de protección internacional para los extranjeros perseguidos. Con el tiem-
po, los Estados han ido estableciendo las normas relativas de acceso al asilo 
en sus territorios de manera independiente y a partir de su propia voluntad 
soberana. Esto a pesar de los esfuerzos que se han hecho en el plano inter-
nacional, desde el periodo entre las guerras mundiales, en busca de criterios 
y normas comunes de alcance universal que regulen a la institución y den 
acceso, sin discriminación alguna, a todas las personas que sufren algún tipo 
de persecución y no pueden acogerse a la protección de su Estado.

Existen dos modalidades de asilo: el asilo político y el asilo bajo el esta-
tuto de los refugiados:137

1. El asilo político

El asilo político es la protección que un Estado ofrece a personas que 
no son sus nacionales cuando su vida, su integridad personal, su seguridad 
y/o su libertad se encuentran o podrían encontrarse en peligro con motivo 
de persecución por delitos políticos o comunes conexos con éstos. Histó-
ricamente, la práctica del asilo político es anterior a la existencia del régi-
men internacional de protección de los refugiados, que nació en el periodo 
de entreguerras del siglo XX, y del régimen internacional de protección de 
los derechos humanos, que tiene su origen al finalizar la Segunda Guerra 
Mundial. La razón es que desde hace muchos siglos se han producido mo-
vimientos forzosos de personas y grupos como resultado de persecuciones, 
guerras, revoluciones, luchas de poder y expulsiones individuales o masivas 
por causas políticas, sociales, religiosas, étnicas y otras.

136		 D’Estefano, M., Fundamentos del derecho internacional público contemporáneo, La Habana, 
Universidad de La Habana, 1985, p. 877.

137		 CoIDH, “Opinión Consultiva Oc-25/18, del 30 de mayo de 2018, solicitada por la 
República del Ecuador, la institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano 
en el Sistema Interamericano de Protección (interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 
y 22.8, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos”, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2018, párr. 65-68.
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El asilo político puede ser de dos tipos:

A. Territorial

Es la protección que un Estado brinda en su territorio a las personas 
nacionales o residentes habituales de otro Estado en donde son persegui-
das por motivos políticos, por sus creencias, opiniones o filiación política 
o por actos que puedan ser considerados como delitos políticos o comunes 
conexos. El asilo territorial se encuentra intrínsecamente relacionado con 
la prohibición de extradición por delitos políticos o comunes cometidos con 
fines políticos. Según la Convención sobre Asilo Territorial de 1954, adop-
tada en el seno de la Organización de los Estados Americanos (OEA), “todo 
Estado tiene derecho, en ejercicio de su soberanía, a admitir dentro de su 
territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el ejercicio de 
este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno” (artículo I).

B. Diplomático

Es la protección que un Estado brinda en sus legaciones, navíos de 
guerra, aeronaves militares y campamentos, a las personas nacionales o 
residentes habituales de otro Estado en donde son perseguidas por moti-
vos políticos, por sus creencias, opiniones o filiación política o por actos 
que puedan ser considerados como delitos políticos o comunes conexos, 
sin necesidad de que la persona perseguida abandone el país del que desea 
salir.

Según la Convención sobre Asilo Diplomático de 1954, adoptada tam-
bién bajo el auspicio de la OEA,

legación es toda sede de misión diplomática ordinaria, la residencia de los je-
fes de misión y los locales habilitados por ellos para habitación de los asilados 
cuando el número de éstos exceda de la capacidad normal de los edificios. 
Los navíos de guerra o aeronaves militares que estuviesen provisionalmente 
en astilleros, arsenales o talleres para su reparación, no pueden constituir re-
cinto de asilo (artículo I).

Y “todo Estado tiene derecho de conceder asilo; pero no está obligado a 
otorgarlo ni a declarar por qué lo niega” (artículo II).

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



32 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

2. El asilo bajo el estatuto de los refugiados

Esta forma de asilo tiene sus bases normativas en la Convención sobre 
el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, pero su origen 
se remonta a inicios del siglo XX, cuando la Sociedad de Naciones recibió 
el mandato de encontrar una solución al tema de los extranjeros desplaza-
dos por los conflictos bélicos y presentes en otro Estado distinto del de su 
nacionalidad, sin un vínculo jurídico efectivo ya con otro Estado.138 Su fin es 
otorgar protección a las personas que se encuentran fuera del país de donde 
son originarias o residen habitualmente, debido a un temor fundamentado 
de persecución por razones de etnia, religión, nacionalidad, pertenencia a 
un grupo social u opiniones políticas, y que no pueden o no quieren recla-
mar la protección de su país para poder volver (artículo 1.A de la Conven-
ción sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951).

El derecho de buscar y recibir asilo está consagrado en el artículo 14.1 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el cual señala que “en 
caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfru-
tar de él, en cualquier país”, y es considerado como un derecho humano.139 
Este derecho se encuentra reconocido no sólo en los instrumentos del siste-
ma universal de derechos humanos señalados, sino también en los sistemas 
regionales de derechos humanos, el americano, el europeo y el africano,140 y 
en varias Constituciones nacionales.141

138		 Gil-Bazo, María-Teresa, “El asilo en la práctica de los Estados de América Latina y 
África. Informe de investigación, 249”, Ginebra, ACNUR, 2013, p. 7.

139		 CoIDH, “Opinión Consultiva Oc-25/18...”, cit., párr. 132.
140		 El derecho al asilo está contemplado a nivel regional en el artículo 22.7 de la Con-

vención Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo XVII de la Declaración Ame-
ricana de Derechos y Deberes del Hombre y del Ciudadano; en el artículo 12 de la Carta 
Africana de los Derechos Humanos y de los Pueblos, y en el artículo 18 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

141		 Por ejemplo, en el continente americano el derecho de buscar y recibir asilo está 
consagrado en las Constituciones de 16 países: artículo 29 de la Constitución Política de 
Bolivia (2009); artículo 4o. de la Constitución Política de Brasil (1988); artículo 36 de la 
Constitución Política de Colombia (1991); artículo 31 de la Constitución Política de Costa 
Rica (1949); artículo 13 de la Constitución de Cuba (1976); artículo 41 de la Constitución 
de Ecuador (2008); artículo 28 de la Constitución Política de El Salvador (1983); artículo 
27 de la Constitución Política de Guatemala (1985); artículo 101 de la Constitución de Hon-
duras (1982); artículo 11 de la Constitución mexicana (1917); artículo 5o. de la Constitución 
Política de Nicaragua (1987); artículo 43 de la Constitución de Paraguay (1992); artículo 36 
de la Constitución de Perú (1993); Artículo 69 de la Constitución de la República Bolivaria-
na de Venezuela (1999), y el artículo 46 de la Constitución Política de República Dominicana 
(2010). Hay ocho países que, aunque carecen de norma constitucional, contemplan esta fu-
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En algunos países de América Latina, las normativas nacionales han 
incorporado el término “refugio” para abarcar todo lo relacionado con el 
régimen por la ONU. Sin embargo, estas normas son distintas de las que 
regulan el asilo político (diplomático y territorial), y que remiten al sistema 
de tratados en la materia que existe en el seno de la OEA. Este llamado 
“dualismo” entre los términos “asilo” y “refugio” en la región ocasiona que 
se asocie a cada uno con sistemas de protección completamente diferentes 
entre sí. Sin embargo, esto no sucede en el resto del mundo, en donde se 
habla de “asilo” y “solicitantes de asilo”, independientemente de si estamos 
hablando de asilo político o de asilo bajo el estatuto de los refugiados; por 
ejemplo, en inglés: asylum y asylum seekers, y en francés: asyle y demandeurs 
d’asyle.142

Sin embargo, en Latinoamérica se ha generalizado la idea de que el 
“refugio” es el sistema de protección establecido por la Convención de la 
Organización de las Naciones Unidas (ONU) sobre el Estatuto de los Re-
fugiados de 1951, y que el “asilo” se refiere a aquel que se otorga por per-
secución política. En la región existe una muy importante tradición en ma-
teria de asilo político, que se desarrolló a lo largo del siglo XX y dio lugar 
a la adopción de diversos tratados regionales para regularlo: Tratado de 
Derecho Penal Internacional (Montevideo, 1889); Convención sobre Asilo 
(La Habana, 1928); Convención sobre Asilo Político (Montevideo, 1933); 
Tratado sobre Asilo y Refugio Políticos (Montevideo, 1939); Tratado sobre 
Derecho Penal Internacional (Montevideo, 1940); Convención sobre Asilo 
Territorial (Caracas, 1954); Convención sobre Asilo Diplomático (Caracas, 
1954), y Convención sobre Extradición (Montevideo de 1993).

En suma, la figura genérica es el asilo, y las especies o modalidades son 
el asilo político, que puede ser territorial o diplomático, y el asilo bajo el es-
tatuto de los refugiados; esto es, el refugio. Y las tres modalidades tienen un 
propósito común: salvar la vida de las personas perseguidas, independiente-
mente del motivo de persecución.

gura en sus leyes nacionales: Argentina, Belice, Canadá, Chile, Estados Unidos de América, 
Panamá, Suriname y Uruguay. Y once países que no tienen regulaciones nacionales, pero 
algunos han ratificado la Convención de 1951 y su Protocolo de 1967: Antigua y Barbuda, 
Bahamas, Barbados, Dominica, Grenada, Guyana, Jamaica, San Cristóbal y Nevis, San Vi-
cente y las Granadinas, Santa Lucía, y Trinidad y Tobago.

142		 Walter San Juan, César, “El asilo y la protección internacional de los refugiados en 
América Latina: análisis crítico del dualismo asilo-refugio a la luz del derecho internacional 
de los derechos humanos”, en Franco, Leonardo (ed.), El asilo y la protección internacional de los 
refugiados en América Latina, Buenos Aires, ACNUR, UNLA, IIDH, 2003, pp. 23 y 24.
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II. La creación del sujeto refugiado: 
definición y límites

En términos generales, en derecho internacional una persona refugiada 
puede ser definida como aquella que se ve forzada a abandonar su lugar de 
residencia, por ciertas razones específicas, y que se encuentra fuera de su 
Estado de origen y no cuenta con su protección.143 En términos jurídicos, el 
artículo 1.A.2) de la Convención de Naciones Unidas sobre el Estatuto de 
los Refugiados de 1951 proporciona la definición universal de quién es un 
refugiado:

Artículo 1. Definición del término “refugiado”
A. A los efectos de la presente Convención, el término “refugiado” se apli-

cará a toda persona:
2) Que, como resultado de acontecimientos ocurridos antes del 1o. de 

enero de 1951 y debido a fundados temores de ser perseguida por motivos 
de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u 
opiniones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pue-
da o, a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal 
país; o que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales 
acontecimientos, fuera del país donde antes tuviera su residencia habitual, no 
pueda o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él.

…
B. 1) A los fines de la presente Convención, las palabras “acontecimientos 

ocurridos antes del 1o. de enero de 1951”, que figuran el artículo 1 de la sec-
ción A, podrán entenderse como:

a) “Acontecimientos ocurridos antes del 1o. de enero de 1951, en Europa”, 
o como

b) “Acontecimientos ocurridos antes del 1o. de enero de 1951, en Europa 
o en otro lugar”;

y cada Estado Contratante formulará en el momento de la firma, de la 
ratificación o de la adhesión, una declaración en que precise el alcance que 
desea dar a esa expresión, con respecto a las obligaciones asumidas por él en 
virtud de la presente Convención.

En esta definición del sujeto refugiado se pueden identificar las siguien-
tes limitaciones:

143		 Chimni, B. S., International Refugee Law: A Reader, Nueva Delhi-London, Sage, 2000, 
p. 1.
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1. Limitaciones temporal y geográfica

El artículo 1.A.2) de la Convención de 1951 establece una limitación 
temporal sobre quién puede ser refugiado: sólo se reconoce como refugia-
dos a aquellos que necesitan protección internacional como resultado de 
acontecimientos ocurridos antes del 1 de enero de 1951. Y el artículo 1.B.a), 
permite que los Estados protejan solamente a los refugiados que provengan 
de Europa. De este modo, la Convención de 1951 obligó a los Estados sólo 
con cierta clase de refugiados: los europeos y por eventos sucedidos antes 
de 1951.144

La limitación temporal fue solventada con el Protocolo de 1967, adicio-
nal a la Convención de 1951, que suprimió la fecha y aplicó el articulado 
de la Convención a todos los refugiados que sean reconocidos como tales. 
Sin embargo, la limitación espacial sólo fue eliminada en parte, ya que el 
Protocolo sólo contempló la supresión de dicha restricción geográfica para 
los nuevos Estados parte del instrumento legal (aquellos que no fueran parte 
de la Convención de 1951 con anterioridad), y la mantiene y respeta para 
los Estados que ya fueran parte del instrumento de 1951 y quisieran adhe-
rirse al Protocolo.145 Por tanto, para que la Convención de 1951 sea aplica-
ble en su totalidad, es necesario que los Estados se adhieran no sólo a ésta, 
sino también al Protocolo de 1967, y que lo hagan sin establecer la reserva 
geográfica.

2. Limitación de la perspectiva de género

La definición del sujeto refugiado no incluye como un motivo válido 
de persecución la violencia sexual y de género, excluyendo así de la protec-
ción internacional a las mujeres desplazadas de manera forzada por estas 
razones. Esta limitación fue abordada de manera muy incipiente en 1995, 
cuando el ACNUR emitió lineamientos para prevenir y responder a la vio-

144		 Einarsen, T., “Drafting History of  the 1951 Convention and the 1967 Protocol”, en 
Zimmermann, Andreas (ed.), The 1951 Convention Relating to the Status of  Refugees and Its 1967 
Protocol: A Commentary, Oxford, OUP, 2011, p. 52.

145		 El artículo 1.3 del Protocolo señala: “El presente Protocolo será aplicado por los Esta-
dos parte en el mismo, sin ninguna limitación geográfica, no obstante, serán aplicables tam-
bién en virtud del presente Protocolo las declaraciones vigentes hechas por los Estados que 
ya sean parte en la Convención en conformidad con el inciso a) del párrafo 1 de la sección B 
del artículo 1 de la Convención, salvo que se hayan ampliado conforme al párrafo segundo 
de la sección B del artículo 1”.
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lencia sexual que sufren las mujeres y niñas refugiadas, lo cual, reconoce, 
puede acontecer antes de que inicien la huida.146 Hasta 2002, el ACNUR 
emitió unas directrices que abordan de manera formal la persecución por 
motivos de género, en el contexto del artículo 1 a (2) de la Convención de 
1951 y/o el Protocolo de 1967. El ACNUR reconoció que si bien los actos 
de persecución son perpetrados mayormente por las autoridades de un país, 
en los casos de tratos gravemente discriminatorios y de violencia sexual y 
de género, los actos de persecución pueden ser perpetrados por agentes no 
estatales, pero tolerados por el Estado.147

El ACNUR define el género como “las relaciones entre hombres y muje-
res basada en la identidad, las condiciones, las funciones y las responsabilida-
des según han sido construidas y definidas por la sociedad y la cultura, asig-
nadas a uno y otro sexo”. Y resalta la importancia de que los funcionarios 
encargados del reconocimiento de la condición de refugiado consideren las 
solicitudes de asilo por este motivo, que abarcan actos de violencia sexual, 
violencia doméstica y familiar, planificación familiar forzada, mutilación 
genital femenina, castigo por transgredir valores y costumbres morales y 
discriminación contra miembros de la comunidad LGBT.148

Para hacer válido el género como motivo de persecución, el ACNUR 
señala que debe interpretarse como nexo causal de alguno de los motivos 
establecidos por la Convención de 1951: raza, religión, nacionalidad, perte-
nencia a determinado grupo social u opiniones políticas.149 Lo más común 
es establecer el nexo con el motivo “pertenencia a un grupo social”,150 de-
bido a que es una causal flexible que permite incluir no sólo a las mujeres, 
sino también a los grupos de la comunidad LGBT,151 que comparten una 
característica innata y entran en la definición de “determinado grupo so-
cial” señalada por el ACNUR. Esto en concordancia con el hecho de que el 
género per se no es estático ni inmutable.

146		 ACNUR, “Sexual Violence against Refugees: Guidelines on Prevention and Response 
(Unhcr)”, 1995.

147		 “Directrices sobre protección internacional: la persecución por motivos de género en 
el contexto del artículo 1o. a (2) de la Convención de 1951 y/o el Protocolo de 1967 sobre el 
estatuto de refugiados”, 2002.

148		 Ibidem, pp. 2 y 3.
149		 Ibidem, pp. 7-10.
150		 El ACNUR define como “grupo social a un grupo de personas que comparte una 

característica común distinta al hecho de ser perseguidas o que son percibidas a menudo 
como grupo por la sociedad. La característica será innata e inmutable, o fundamental de 
la identidad, la conciencia o el ejercicio de los derechos humanos”. ACNUR, “Directrices 
sobre la protección...”, cit., p. 4.

151		 ACNUR, “Directrices sobre protección...”, cit.
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3. Limitación de los motivos para pedir asilo

La Convención de 1951 establece un numéro cerrado de motivos por 
los cuales una persona puede ser considerada como perseguida y pedir 
asilo: raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social 
y opiniones políticas. De este modo, la definición de refugiado deja fuera 
a los desplazados internos, los refugiados económicos, los apátridas por 
razones no relacionadas con la persecución, las personas que huyen de 
situaciones generales de violencia o guerra, y aquellas que huyen de desas-
tres naturales o ecológicos.152 Aún más, los Estados conservaron el derecho 
de excluir de la categoría de refugiado a quienes consideraran “indignos o 
indeseables” sobre la base de la seguridad nacional y la seguridad pública, 
situación que encontró expresión en los artículos 1.F y 33.2 de la Conven-
ción de 1951.153

Algunos autores, como Black154 y Estévez,155 señalan que la definición 
de refugiado fue establecida normativamente en la Convención de 1951, 
pero producida con fines políticos para proteger a un tipo específico de 
refugiados; por ello no contempla las condiciones sociales, políticas, econó-
micas y ambientales que obligan a las personas a desplazarse en el contexto 
contemporáneo; por ejemplo, la violencia criminal y de género o los de-
sastres medioambientales. Visto desde esta perspectiva, es posible entender 
por qué la definición de refugiado de la Convención de 1951 no describe 
a los refugiados de nuestro tiempo, pero sí los excluye de la protección al 
condicionarlos con una serie de requerimientos legales creados a medida 
para cierta clase de refugiados.156 La limitación de los motivos para pedir 
asilo se intentó abordar desde los sistemas regionales de derechos humanos 
(africano y americano), que han elaborado definiciones ampliadas de quién 
es una persona “refugiada”.

La Convención de la Organización de la Unidad Africana por la que se 
regulan los aspectos específicos de los problemas de los refugiados en Áfri-
ca de 1969 repite la definición de refugiado de la Convención de 1951, y 
añade que

152		 Einarsen, “Drafting History of  the 1951 Convention and the 1967 Protocol”, p. 52.
153		 Hathaway, James C., “A Reconsideration of  the Underlying Premise of  Refugee Law”, 

Harvard International Law Journal 31, núm. 1, 1990, p. 172.
154		 Black, Richard, “Fifty Years of  Refugee Studies: From Theory to Policy”, International 

Migration Review 35, núm. 1, 2001.
155		 Estévez, Ariadna, Guerras necropolíticas..., cit.
156		 Ibidem, pp. 136-143.
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El término “refugiado” se aplicará también a toda persona que, a causa de 
una agresión exterior, una ocupación o una dominación extranjera, o de 
acontecimientos que perturben el orden público en una parte o en la totali-
dad de su país de origen, o del país de su nacionalidad, está obligada a aban-
donar su residencia habitual para buscar refugio en otro lugar fuera de su país 
de origen o del país de su nacionalidad (artículo 1.2).

Así, esta definición incluye, además de los motivos señalados en la Con-
vención de 1951, la agresión extranjera, la ocupación o dominación ex-
tranjera y acontecimientos que perturben gravemente el orden público en 
una parte o la totalidad del país, como motivos válidos para buscar la condición 
de refugiado. Y establece un nexo entre la ocurrencia de tales motivos y el 
abandono de las personas de su lugar de residencia habitual. De este modo, 
bajo los términos de esta definición pueden o no existir temores fundados 
de persecución, ya que lo que impera es la existencia de una situación grave 
que priva a las personas de las garantías normales y las obliga a abandonar 
su país para buscar protección en el extranjero.

En el caso del sistema interamericano de derechos humanos, la tercera 
conclusión de la Declaración de Cartagena de 1984 señala que la definición 
de refugiado, además de contener los elementos de la Convención de 1951 y 
el Protocolo de 1967, debe considerar como refugiadas “a las personas que 
han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido ame-
nazadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos 
internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras circunstan-
cias que hayan perturbado gravemente el orden público”. Como se aprecia, 
esta definición incluye como motivos válidos para pedir asilo la violencia 
generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la violación ma-
siva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público.

Las definiciones africana y americana de “refugiado” son muy pareci-
das, pero difieren en el alcance territorial: de acuerdo con la Convención 
de la OUA, las razones que dan lugar a la condición de refugiado pueden 
ocurrir “en una parte o en la totalidad del país de origen” (artículo 1.2), 
mientras que la definición de la Declaración de Cartagena no incluye esta 
referencia territorial.

La invariable intersección entre el régimen internacional de los refu-
giados y la normativa internacional de derechos humanos —cuyas piedras 
angulares son la dignidad de todas las personas y el principio de no discri-
minación— debería ser razón suficiente para que la Convención de 1951 
incluyera en su definición de refugiado a todas las personas perseguidas, 
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sin discriminación alguna, independientemente de su origen nacional, étnico, 
clase o género. Sin embargo, la Convención de 1951 adoptó una definición 
muy restrictiva de refugiado, lo cual es un claro indicador de que el espíritu 
de esta norma —y, por ende, el interés de los Estados signatarios— sólo era 
proteger a cierta clase de refugiados: los europeos blancos que huían de re-
gímenes comunistas tras el fin de la Segunda Guerra Mundial, y no a todas 
las personas perseguidas, lo cual sería acorde con su proclamado espíritu de 
universalidad y humanitarismo.

Como Chimni apunta, la definición legal de refugiado de la Conven-
ción de 1951, lejos de estar tocada por consideraciones humanitarias y de 
derechos humanos, fue producida de manera parcial para servir a los in-
tereses políticos de los Estados.157 Por ello, la categoría de “refugiado” es 
política y no normativa, y gira en torno a la selección de los migrantes más 
deseables para los fines de los Estados y no en torno a sus obligaciones de 
protección internacional y en materia de derechos humanos.158

En materia de protección y acceso a derechos, esta situación no es nada 
trivial, puesto que, como Zetter159 señala, las etiquetas —en este caso la 
de “refugiado”— no sólo describen e identifican, sino que son poderosos 
vehículos que condicionan la identidad y conducta de las personas (conce-
bidas como objetos de la política) a quienes se les adjudican. Así, categorías 
como “ciudadano”, “migrante irregular” o “refugiado” definen la identi-
dad, las trayectorias y expectativas de vida, y los derechos que estas per-
sonas creen tener y, algunas veces, pueden reivindicar. Para los solicitantes 
de asilo, el ser etiquetados como “refugiados” puede significar la diferencia 
entre la vida y la muerte. Sin embargo, los Estados no toman esta decisión 
desde una óptica legal y de derechos humanos, sino desde un enfoque bio-
político y de satisfacción de sus intereses.

Zetter160 apunta que desde fines de los años ochenta se puede notar la 
proliferación de categorías sociales y políticas para nombrar a las personas 
que se ven obligadas a dejar sus lugares de origen por razones no incluidas 
en la definición universal de refugiado; por ejemplo, desplazados forzados, 
migrantes forzados, migrantes irregulares, migrantes climáticos, migrantes 
medioambientales, desplazados internos, etcétera. Estas categorías han re-

157		 Chimni, B. S., “The Birth of  a «Discipline»: From Refugee to Forced Migration Stud-
ies”, Journal of  Refugee Studies 22, 2008, p. 16.

158		 Squire, Vicky, The Exclusionary Politics of  Asylum, London, Palgrave MacMillan, 2008, 
p. 7.

159		 Zetter, Roger, “Labelling Refugees: Forming and Transforming a Bureaucratic Iden-
tity”, Journal of  Refugee Studies 4, núm. 1, 1991.

160		 Idem.
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emplazado a la de refugiado, pero sin el estatuto legal y documentado que 
da acceso a derechos de esta categoría. Como anota Estévez,161 esta situa-
ción es funcional a la gestión racista del asilo, ya que en esas categorías se 
engloban a la mayoría de las personas perseguidas en el mundo, quienes vi-
ven, en su inmensa mayoría (86%),162 en países pobres, en donde opera otro 
régimen de asilo: el del tercer mundo.

III. Genealogía del régimen internacional 
de los refugiados

En este apartado se estudiará el desarrollo del régimen internacional de los 
refugiados durante sus cuatro etapas, que van de inicios del siglo XX, cuando 
el régimen fue creado, a la actualidad. Para ello, se usará el método genealó-
gico propuesto por Michel Foucault,163 que se puede definir como una forma 
de “hacer historia del presente” que da cuenta de las políticas involucradas y 
relaciones de poder que hacen que la historia de las cosas tenga un aspecto 
en particular. En el caso en concreto, el método genealógico se usará para en-
tender qué prácticas políticas y relaciones de poder han formado el presente 
del régimen internacional de los refugiados y qué entendimientos y discursos 
alternativos han sido marginados y olvidados.

La genealogía intentará dar cuenta de cuáles han sido las racionali-
dades dominantes durante las cuatro fases de desarrollo del régimen, las 
preocupaciones y perspectivas que permitieron delinear, construir y definir 
al sujeto refugiado “genuino”, y las estructuras que sustentan la crisis con-
temporánea de los refugiados. Para ello, será necesario cuestionar la historia 
tradicionalmente contada: que el régimen de los refugiados tiene como base 
una visión humanitaria, de protección y de derechos humanos.

1. 1914-1945: los inicios del control

El régimen internacional de los refugiados tiene su origen en las caóti-
cas condiciones que siguieron al estallido de la Primera Guerra Mundial. El 

161		 Estévez, Ariadna, “Refugees and Forced Migration”, en Baylis, John (ed.) The Glo-
balization of  World Politics: An Introduction to International Relations, Reino Unido-Nueva York, 
Oxford University Press, 2020, p. 416.

162		 ACNUR, “Global Trends. Forced Displacement in 2020”, Copenhagen, 2021, p. 2.
163		 Foucault, Michel y Vázquez, José, Nietzsche, la genealogía, la historia, 6a. ed., Valencia, 

Pre-Textos, 2008.
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gran número de personas que se vieron forzadas a huir como resultado de 
la Revolución rusa, el genocidio armenio, la desintegración de los imperios 
otomano y austrohúngaro y la reconfiguración de los Estados nación tras la 
Primera Guerra Mundial exigieron una respuesta por parte de la comuni-
dad internacional en la materia.

Con anterioridad al estallido de la guerra no existía un control efectivo 
de migrantes.164 Sin embargo, con la guerra se avivaron los temores sobre el 
“enemigo en casa”, que fueron el telón de fondo para la introducción de los 
primeros controles que se impusieron a los movimientos migratorios. Al fi-
nalizar la guerra, se redefinieron los territorios y las fronteras y se reconstru-
yó el concepto de nacionalidad; a la par, tuvo lugar la introducción sistemá-
tica de controles migratorios restrictivos en la mayoría de los Estados.165 De 
estos años data la creación de los pasaportes166 —cruciales para el control 
de la admisión de refugiados— y el uso del procedimiento de deportación, 
herramienta clave para deshacerse de los “migrantes indeseables” y “fal-
sos refugiados”, categorías de extranjeros que se generalizaron desde este 
tiempo.167 Durante este periodo se reformuló el control de los movimientos 
internacionales de población, al menos en parte, mediante el desarrollo de 
definiciones jurídicas internacionales de aquellos que cruzaban fronteras 
internacionales. En la década de 1920 los refugiados fueron definidos por 
primera vez en términos legales.168 Además, en 1924 el Tratado de Roma 
propuso la primera definición precisa de “emigrante” e “inmigrante”.169

Al terminar la guerra, y como resultado de la firma del Tratado de 
Versalles, en 1919 surgió el primer intento de organización formal de la 
comunidad internacional: la Sociedad de Naciones. El nuevo organismo in-
ternacional se enfrentó a problemas de enormes proporciones: Europa con-
taba con nuevos países surgidos de los antiguos imperios europeos desmem-
brados; había conflictos fronterizos entre minorías étnicas y nacionalistas; y 
en Rusia, con el derrocamiento de la monarquía zarista y el ascenso de los 
bolcheviques al poder en 1917, había un sangriento conflicto civil. Como 

164		 Ortega Velázquez, Elisa, “La consolidación histórica...”, cit.
165		 Ngai, Mae M., “The Strange Career of  the Illegal Alien: Immigration Restriction 

and Deportation Policy in the United States, 1921-1965”, Law and History Review 21, núm. 1, 
2003.

166		 Torpey, John, The Invention of  the Passport: Surveillance, Citizenship and the State, 2a. ed., 
Cambridge University Press, 2018.

167		 Noiriel, Gérard, Réfugiés et Sans-Papiers: la République Face au droit d’asile, Xixe-Xxe siècle, 
París, Hachette Littérature, 1998, p. 226.

168		 Zimmermann, Andreas, The 1951 Convention…, cit., p. 302.
169		  Noiriel, Gérard, Réfugiés et Sans-Papiers…, cit., p. 115.
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resultado, entre 1914 y1922 había entre cuatro y cinco millones de personas 
desplazadas forzadamente de sus países de origen: los refugiados.170

En 1921, el Comité Internacional de la Cruz Roja solicitó apoyo a la 
Sociedad de Naciones para que brindara asistencia a más de un millón de 
rusos desplazados durante la guerra civil en su país. La Sociedad de Na-
ciones nombró al explorador polar noruego Fridtjof  Nansen como “Alto 
Comisionado de la Sociedad de Naciones en relación con los problemas de 
los refugiados rusos en Europa”, quien negoció con los Estados de recep-
ción de los refugiados rusos la definición de su estatuto, protección legal, 
empleo y/o repatriación voluntaria. A su vez, convocó a una conferencia 
internacional, en la cual se acordó el establecimiento de documentos de 
viaje e identidad para los refugiados: los “pasaportes Nansen”.171 En 1922, 
la Sociedad de Naciones extendió la responsabilidad a Nansen: también se 
ocuparía de la situación de los aproximadamente dos millones de griegos 
que huyeron como resultado de la guerra greco-turca y, posteriormente, de 
los refugiados armenios, asirios, asirio-caldeos y turcos.172

Skran sugiere que los “pasaportes Nansen”, además de ayudar a los re-
fugiados a viajar, también tenían como fin “ayudar a los gobiernos a contar 
y monitorear a sus poblaciones de refugiados”.173 Noiriel sostiene que la re-
lativa facilidad con la que se instituyó este pasaporte en los años posteriores 
a la Primera Guerra Mundial sólo fue posible porque los Estados europeos 
creían que facilitaría la repatriación masiva de los refugiados desplazados 
por la guerra y la Revolución rusa.174 En suma, el sistema del pasaporte 
Nansen tenía como principal objetivo estabilizar, monitorear y controlar el 
movimiento de refugiados. Ciertamente, también tuvo un efecto humanita-
rio, porque facilitó el movimiento de aquellos refugiados que sin él se ha-
brían quedado sin poder viajar, por carecer de un documento de identidad, 
que era imprescindible tener para poder cruzar fronteras internacionales, 
dada la gran cantidad de controles fronterizos que ya había en toda Europa 
para esos años.

Para 1930 Nansen había muerto, y su encargo encontró continuidad, 
por un tiempo, en la Oficina Internacional Nansen. Sin embargo, la crisis 

170		 Hobsbawm, Eric J., Historia del siglo XX, trans. Juan Fací, Jordi Ainaud, and Carme 
Castells, Buenos Aires, Crítica, Grijalbo Mondadori, 1998, p. 59.

171		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., p. 18.
172		 Compilación de instrumentos jurídicos internacionales: principios y criterios relativos a refugiados y 

derechos humanos, ACNUR, Pontificia Universidad Católica del Perú́, Instituto de Estudios 
Internacionales, 1992, p. XIV.

173		 Skran, C., “Historical Development of  International Refugee Law”, en Zimmer-
mann, A. (ed.), The 1951 Convention…, cit., p. 7.

174		 Noiriel, Gérard, Réfugiés et Sans-Papiers…, cit., p. 106.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



43EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

económica mundial de 1929-1933 afectó fuertemente a Europa y permitió 
el ascenso de las fuerzas políticas fascistas. En Alemania, el ascenso de Hit-
ler al poder en 1933 y su idea de una raza aria superior provocó que para 
ese año se produjera un éxodo de judíos motivado por el recrudecimiento 
de las medidas represivas en su contra. Esto dio origen a que en ese año se 
nombrara al estadounidense James McDonald como “Alto Comisionado 
para los Refugiados procedentes de Alemania”. No obstante, su labor no 
fue fácil: la Sociedad de Naciones se encontraba en plena crisis de legitimi-
dad tras la salida del organismo internacional de Alemania, Italia y Japón, 
y había una nula solidaridad de sus demás miembros para ayudar financie-
ramente a estos refugiados.175

Para 1935 la situación de los judíos en Alemania era cada vez más inso-
portable al verse privados de la ciudadanía y del derecho al voto. El éxodo 
aumentó, pero la Sociedad de Naciones no mostró disposición de adoptar 
medidas más enérgicas a favor de esos refugiados. Decepcionado, McDo-
nald renunció a su cargo en diciembre de 1935, y en su carta de renuncia 
dejó en claro que el problema de los refugiados era de naturaleza política, 
y no meramente legal o humanitaria, por lo que debían realizarse esfuerzos 
para eliminar o mitigar las causas que creaban a los refugiados alemanes.176 
Se estima que en los dos años que duró su encargo ayudó a reasentar a unos 
ochenta mil judíos, sobre todo en Palestina.177

Los trabajos de Nansen y McDonald en el periodo entreguerras mun-
diales dieron pie a la adopción de una serie de acuerdos internacionales, 
que constituyen los primeros esfuerzos para definir al sujeto refugiado: el 
Acuerdo sobre Refugiados Rusos, del 5 de julio de 1922; el Acuerdo sobre 
Refugiados Armenios, del 31 de mayo de 1924; el Acuerdo sobre otros Gru-
pos de Refugiados (sirios y turcos), del 30 de junio de 1928; la Convención 
sobre el Estatuto Internacional de los Refugiados de 1933; el Plan para 
Brindar Certificados de Identidad a los Refugiados del Saar, del 30 de julio 
de 1935; el Acuerdo sobre la Condición de Refugiados venidos de Alema-
nia, del 4 de julio de 1936; la Convención de Refugiados venidos de Ale-
mania, del 10 de febrero de 1938, y el Convenio para Brindar Documentos 
de Viajes a Refugiados venidos de Alemania, Austria y España, del 15 de 
octubre de 1946.178

175		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., p. 18.
176		 Jennings, R. Y., “Some International Law Aspects of  the Refugee Question”, British 

Yearbook of  International Law 20, 1939, p. 110.
177		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., pp. 19 y 20.
178		 ACNUR , “Refugees without an Asylum Country No. 15 (XXX)-1979”, p. 3.
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Estos avances normativos dan cuenta de que la principal preocupación 
de los Estados no era la de asistir a los refugiados, sino la de controlarlos, ya 
que en estos años el régimen funcionó de manera temporal y con base en 
grupos y categorías específicos de refugiados, caracterizados por su origen 
nacional y el territorio del que salieron, sin hacer generalizaciones aplica-
bles a personas perseguidas de otros orígenes. En opinión de Holborn, el he-
cho de que el estatuto de refugiado tuviera este carácter tan limitado y tran-
sitorio facilitaba el asentamiento de estas personas y su control, en aras de 
evitar las complicaciones políticas relacionadas con la ayuda a los refugia-
dos; por ejemplo, la actividad política subversiva en contra de los gobiernos 
responsables de su exilio. Estas dificultades también se eliminaban casi por 
completo si las oficinas locales de refugiados tenían la facultad de decidir 
qué personas calificaban dentro de la definición aceptada de “refugiado” y 
quiénes no.179 Así, queda claro que el enfoque de estos avances normativos, 
en vez de la protección, era la gestión, el control y la despolitización de los 
refugiados a través de burocratizar el procedimiento para la obtención de la 
condición de refugiado.

2. 1945-1980: consolidación del control y la regulación de los refugiados

A. El fin de la Segunda Guerra Mundial y las políticas de la Guerra Fría

La Segunda Guerra Mundial interrumpió los esfuerzos emprendidos a 
favor de los grupos específicos de refugiados y ocasionó más desplazamien-
tos humanos en proporciones nunca antes vistas. Se calcula que en mayo de 
1945 había en Europa más de cuarenta millones de personas desplazadas, 
además de 11.3 millones de trabajadores forzosos y otros desplazados que 
las fuerzas aliadas encontraron en el territorio de la derrotada Alemania 
fascista. Antes del final de la guerra, en noviembre de 1943, se dio el primer 
paso hacia la creación de una organización mundial de ayuda a los refugia-
dos: la Administración de las Naciones Unidas de Socorro y Reconstrucción 
(UNRRA), que apoyó la repatriación, entre mayo y septiembre de 1945, de 
aproximadamente siete millones de personas.180 Curiosamente, la UNRRA 
estuvo auspiciada por las fuerzas aliadas, que, más allá de considerar el 
bienestar de los refugiados, estaban preocupadas por el desorden que po-

179		 Holborn, Louise W., “The Legal Status of  Political Refugees, 1920-1938”, American 
Journal of  International Law 32, núm. 4, 1938, p. 703.

180		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., pp. 15-17.
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dría causar la autorrepatriación descontrolada de las personas desplazadas 
por la guerra.181

Con el fin de la Segunda Guerra Mundial, el mundo quedó dividido en 
dos bloques, el capitalista y el socialista, e inició la era de la Guerra Fría, cu-
yas políticas guiaron el manejo del régimen internacional de los refugiados 
a través de la concesión del asilo a los disidentes de un bloque u otro, con 
el fin de presionar política y económicamente al bloque contrario. Además, 
en estos años el régimen también estuvo gestionado a modo de satisfacer las 
necesidades y los intereses prácticos de los Estados, como el atraer refugia-
dos calificados que fueran profesionistas, incluidos médicos y científicos, en 
los procesos de reconstrucción tras la guerra.182

La UNRRA funcionó hasta 1947, porque Estados Unidos, que finan-
ciaba el 70% de sus actividades, no estaba de acuerdo en la repatriación de 
refugiados a los nuevos países socialistas, por lo que retiró su apoyo econó-
mico y ejerció fuertes presiones para que se creara una nueva organización 
de ayuda a los refugiados, pero con una orientación diferente.183 Ya bajo el 
auspicio de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), en 1947 se creó 
la Organización Internacional de los Refugiados (OIR), un organismo tem-
poral y de mandato limitado (originalmente hasta 1950) que tuvo como fin 
registrar, clasificar y dar protección legal y política a aquellos refugiados que 
se sentían incapaces de regresar a sus países de origen, así como ayudarlos 
en su reasentamiento y reinserción en terceros países.184

En realidad, la creación de la OIR fue la respuesta de Occidente a los 
intentos soviéticos de que sus ciudadanos fueran devueltos a la fuerza, mu-
chos de los cuales habían sido desplazados y hechos prisioneros por los ale-
manes durante la guerra. De hecho, el mandato de la OIR iba claramente 
encaminado a reasentar a los refugiados en terceros países, con el fin de que 
no regresaran a los países socialistas. Por ello, la OIR sólo ayudó a la repa-
triación de 73 mil refugiados, una cifra menor comparada con el más de un 
millón de refugiados que ayudó a reasentar en Estados Unidos (que recibió 
cerca de la tercera parte de ellos), Australia, Israel, Canadá y varios países 
de América Latina.185 Los países occidentales receptores argumentaron que 
el reasentamiento de los refugiados ayudaba a “descongestionar” una Euro-

181		 Malkki, Liisa H., “Refugees and Exile: From «Refugee Studies» to the National Order 
of  Things”, Annual Review of  Anthropology 24, 1995, p. 499.

182		 Chimni, B. S., “The Birth of  a «Discipline»…”, cit.
183		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., pp. 15-17.
184		 ACNUR, “Refugees without...”, cit., p. 10.
185		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., pp. 20 y 21.
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pa devastada por la guerra. Sin embargo, el verdadero interés radicaba en 
poner presión al bloque socialista y usar la mano de obra de los refugiados 
en las economías de los países de reasentamiento en un tiempo de plena re-
construcción tras el fin de la guerra.186

En este periodo aparecieron dos elementos, que son clave en el derecho 
internacional de los refugiados contemporáneo: 1) la determinación individual 
del estatuto de refugiado, esto es, la calificación de la persona que solici-
ta asilo como digna de merecer protección internacional por parte de las 
autoridades. Esto, en virtud de que el preámbulo de la Constitución de la 
IRO hace repetidas referencias a los refugiados “auténticos”, y su anexo 1 
crea categorías187 de aquellos considerados como “indignos” de protección 
y asistencia internacional, entre ellos los migrantes económicos,188 y 2) el 
elemento objetivo o temor fundado como criterio de elegibilidad, ya que en los 
procedimientos de la IRO y su predecesora, la UNRRA, se requirió a los so-
licitantes de asilo que probaran su persecución para respaldar su solicitud 
de la condición de refugiado; esto es, se les impuso la carga de probar su 
derecho al asilo.189 Esto implicó echar a andar técnicas para probar la ve-
racidad de la solicitud de asilo y terminar de calificar y juzgar al refugiado 
“genuino”.190

Al finalizar la guerra, las potencias vencedoras convirtieron muchos de 
los antiguos campos de concentración nazis en “centros de reunión” para 
refugiados, en aras de organizar a estas poblaciones. Malkki sostiene que 
en estos “centros” se inició por primera vez el seguimiento burocrático y 
la documentación de los refugiados, sobre los que tomó forma la figura 
del sujeto refugiado contemporáneo.191 Además, como afirma Behrman, 

186		 Machado Cajide, Landy, “Aproximaciones sobre el surgimiento y evolución histórica 
del estatuto de los refugiados”, Anuario Digital CEMI 1, núm. 1, 2013, p. 94.

187		 Dentro de estas categorías también se encontraban exnazis o sus colaboradores y per-
sonas que hubieran participado en cualquier organización que tuviera como fin derrocar 
por la fuerza armada al gobierno de su país de origen o que fueran patrocinadores de movi-
mientos, que alentaran a los refugiados a no regresar a su país de origen. En un contexto de 
movimientos de liberación nacional en India, Argelia, Indochina y otros lugares, la creación 
de estas categorías de refugiados “indeseables” es indicador de que la política del régimen de 
refugiados, más que tener un objetivo humanitario de protección, era una herramienta para 
apuntalar la integridad de los estados imperiales de Europa y mediar las rivalidades geopolí-
ticas entre ellos. Simon Behrman, Law and Asylum: Space, Subject, Resistance, Londres, Routledge, 
2018, p. 109.

188		 Hathaway, “A Reconsideration…”, cit., p. 376.
189		 Ibidem, p. 139.
190		 Noiriel, Gérard, Réfugiés et Sans-Papiers…, cit., p. 152.
191		 Malkki, Liisa H., “Refugees and Exile…”, cit., p. 500.
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para el control y socavamiento de la figura del refugiado fue crucial el uso 
que se hizo del marco general de los refugiados —proporcionado por el 
derecho internacional— junto con el marco específico del procedimiento 
para determinar la condición de refugiado —proporcionado por las leyes 
nacionales de los Estados—. De este modo, los Estados pudieron aplicar un 
conjunto de normas internacionales, con toda la autoridad que conlleva, a 
través de un procedimiento de selección sobre el cual ellos tenían el control 
absoluto.192

Para 1950, año en que la OIR debía cesar en sus funciones, aún que-
daba un millón de refugiados en Europa sin solución, y había posturas en-
contradas en relación con la labor que la OIR desarrollaba. Los Estados 
miembros de la ONU coincidían en que era necesario dar continuidad a la 
cooperación internacional para los refugiados, pero existían contradiccio-
nes respecto a los métodos y objetivos de esa cooperación. Estados Unidos, 
que aportaba más del 66% de los fondos, reprochaba el alto costo de su 
funcionamiento. Los países socialistas, por su parte, consideraban que la 
OIR había sido utilizada por Occidente como un instrumento político para 
impedir el retorno de sus nacionales.193

B. Institucionalización del control de los refugiados 
a través de la Convención de 1951

En 1950 se creó el Alto Comisionado de Naciones Unidad para los Re-
fugiados (ACNUR), pero los países socialistas no vieron con buenos ojos 
su creación, al sentirse políticamente agredidos por la tendencia de propi-
ciar el reasentamiento de sus ciudadanos como refugiados en países occi-
dentales, en lugar de promover su repatriación. Estados Unidos quería una 
institución que le costara menos dinero y que no participara en operaciones 
de asistencia de emergencia, sino que se limitara a concluir el reasentamien-
to de los refugiados a los que la OIR aún no había ofrecido una solución. 
Y los países de Europa occidental, los más afectados por el problema de los 
refugiados, abogaban por una organización fuerte, permanente, indepen-
diente, con propósitos múltiples y potestad para recaudar fondos y asistir a 
los refugiados.194

Bajo este contexto, en 1951 se adoptó la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados; sin embargo, desde sus trabajos preparatorios afloraron 

192		 Hathaway, “A Reconsideration…”, cit., p. 144.
193		 Machado Cajide, Landy, “Aproximaciones sobre el surgimiento...”, cit.
194		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., pp. 21 y 22.
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diversas contradicciones por los intereses variados de los Estados parte. Del 
lado de los países occidentales, las negociaciones estuvieron encaminadas a 
limitar sus obligaciones legales hacia los refugiados.195 Los Estados europeos 
abogaban por diseñar un régimen legal que creara condiciones seguras para 
repartir la carga de refugiados.196 A Estados Unidos le preocupaba que se 
adoptara una definición universal de refugiado, ya que implicaría firmar 
un “cheque en blanco”, por lo que promovió una definición restringida.197 
Paquistán, de otro lado, expresó su oposición a una definición de refugiado 
que excluyera de la protección a los no europeos, especialmente a los 14.5 
millones de desplazados tras la partición de India y Pakistán en 1947, el 
mayor movimiento forzado de personas de la historia. Además, una defi-
nición tan restrictiva que se centrara sólo en los europeos dejaría fuera dos 
movimientos forzados de personas de suma importancia: los 800,000 pales-
tinos obligados a dejar sus hogares por los zionistas en 1948 y los refugiados 
creados por el estallido de la guerra en la península de Corea en 1950.198

En relación con el “derecho de asilo”, aun cuando había un “poderoso” 
fundamento legal en el artículo 14.1 de la Declaración Universal de De-
rechos Humanos (DUDH), que señala que “en caso de persecución, toda 
persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar de él, en cualquier país”, 
la opinión prevaleciente fue la de no reconocer un derecho de asilo en la 
Convención de 1951, de modo que cada Estado pudiera preservar su po-
testad soberana de autorizar o no la entrada en su territorio a las personas 
que estimara pertinentes. Lo que se hizo fue reconocer el principio de no 
devolución, es decir, la obligación de los Estados, de no expulsar ni devolver 
a un refugiado a otro Estado donde pueda sufrir persecución.199

De este modo, es claro que lo que motivó la adopción de la Conven-
ción de 1951 no fue la preocupación internacional humanitaria de hacerse 
cargo de los refugiados, sino más bien una racionalidad de control de los 
refugiados en aras de que los Estados no se vieran inundados con masas de 
solicitantes de asilo no deseados. Por ello, aunque la Convención de 1951 
aborda como tema central “la protección a los refugiados”, no reconoce el 
derecho de asilo en ninguno de sus apartados. Sólo hace una débil mención 
a este derecho en su preámbulo, pero relacionada con lo oneroso que puede 

195		 Loescher, Gil, Beyond Charity: International Cooperation and the Global Refugee Crisis, Oxford, 
OUP, 1996, p. 57.

196		 Schmahl, S., “Article 1b 1951 Convention”, en Zimmermann, A. (ed.), The 1951 Con-
vention Relating…, cit., p. 469.

197		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., p. 28.
198		 Einarsen, “Drafting History...”, cit., p. 57.
199		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., pp. 29 y 30.
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resultar para los Estados el concederlo: “Considerando que la concesión del 
derecho de asilo puede resultar excesivamente onerosa para ciertos países y 
que la solución satisfactoria de los problemas cuyo alcance y carácter inter-
nacionales han sido reconocidos por las Naciones Unidas no puede, por esto 
mismo, lograrse sin solidaridad internacional, [….]”.

A partir de que la Convención de 1951 entró en vigor, los Estados co-
menzaron a utilizarla en el plano doméstico como un medio para restringir 
la entrada de solicitantes de asilo; a la par, empezaron a introducir sistemá-
ticamente procedimientos de selección, vigilancia y detención. Por ejemplo, 
en Alemania occidental se estableció un “procedimiento de reconocimien-
to” para evaluar la “calidad de refugiado” de los solicitantes en función de 
la definición del artículo 1A de la Convención. Y en Italia, quienes ingre-
saban ilegalmente al país eran retenidos en “centros de acopio” donde se 
evaluaba su “calidad de refugiados” antes de ser liberados.200

C. La exclusión de los refugiados del sur global 
a través del Protocolo de 1967

Después de 1951, el problema de los refugiados no sólo no cesó, sino 
que se reprodujo y se diversificó. La concentración de los movimientos de 
refugiados se desplazó de Europa hacia África. Los conflictos de los años 
cincuenta y sesenta en ese continente y el proceso de descolonización que 
ocasionó sangrientas guerras civiles, particularmente en la región de los 
Grandes Lagos, produjeron miles de personas desplazadas forzadamente 
que no calificaban para ser refugiadas en los términos de la Convención 
de 1951. De este modo, la norma internacional base en la materia se vio 
amenazada con volverse obsoleta por las limitaciones temporal y geográfica 
con las que nació, y surgió la necesidad de actualizarla a través de un nuevo 
instrumento legal: el Protocolo de 1967.

La historia, como se cuenta a menudo, es que el Protocolo de 1967 re-
presenta el cumplimiento de las aspiraciones universales de la Convención 
de 1951 al eliminar las limitaciones temporal y geográfica de la norma; pero 
esto es sólo parcialmente cierto, porque también existieron otros factores 
que influyeron en su adopción; especialmente que en esos años los nuevos 
Estados independientes africanos estaban redactando su propio tratado in-
ternacional en la materia, que más tarde se convertiría en la Convención 

200		 Weis, Paul, “The International Protection of  Refugees”, American Journal of  International 
Law 48, núm. 2, 1954, p. 216.
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de la Organización de la Unidad Africana (OUA) sobre los Refugiados de 
1969. Esto no fue visto con buenos ojos por muchos Estados parte de la 
ONU ni por el ACNUR, ya que amenazaba la hegemonía de la Conven-
ción de 1951. En consecuencia, y en aras de preservar su primacía, se adop-
tó el Protocolo de 1967 para extender la protección de la Convención a los 
nuevos grupos de refugiados.201 Sin embargo, como dice Shah: “la principal 
intención detrás de la adopción del Protocolo era facilitar el mantenimiento 
de la influencia poscolonial en África a través de la agencia del ACNUR”.202

De este modo, la racionalidad que guió la adopción del Protocolo de 
1967 fue la de afianzar el alcance y la supremacía de la Convención de 1951, 
y no un enfoque humanitario universal hacia el refugiado; en otras pala-
bras, primó la ley de los refugiados sobre las personas refugiadas. Por ello, 
el nuevo instrumento legal no alteró la restrictiva definición de refugiado 
establecida en el artículo 1o. de la Convención de 1951, cuando justamente 
representaba la oportunidad idónea para hacerlo y ampliar la protección. 
Más bien la reafirmó y la fortaleció, porque con el Protocolo esta definición 
de refugiado asumió un carácter universal e indefinido.

Así, el nuevo instrumento legal sirvió para dejar fuera de la protección 
internacional a la abrumadora mayoría de migrantes forzados contemporá-
neos del sur global, quienes huían de condiciones de guerra civil, desastres 
naturales y dificultades económicas, razones no válidas para obtener la con-
dición de refugiado, según la Convención de 1951 y su Protocolo.203 Como 
Hathawey apunta: “La definición de refugiado establecida por el Protocolo 
ha permitido a las autoridades de los Estados desarrollados evitar la provi-
sión de una protección adecuada a los solicitantes de asilo del tercer mundo 
mientras escapan de la vergüenza política que implica el uso de una política 
de refugiados abiertamente eurocéntrica”.204

En los años siguientes, conflictos desde distintas latitudes generaron mi-
llones de refugiados alrededor del mundo: en 1971, la independencia de 
Bangladesh provocó la huida de aproximadamente diez millones de refu-
giados bangladeshíes a la India: el mayor desplazamiento de refugiados de 
la segunda mitad del siglo XX.205 Le seguirían los refugiados tibetanos en 

201		 Holborn, Louise W., “The Legal Status…”, cit., p. 185.
202		 Shah, Prakash, Refugees, Race and the Legal Concept of  Asylum in Britain, Londres, Caven-

dish, 2000, p. 103.
203		 Hathaway, “A Reconsideration…”, cit., p. 162.
204		 Ibidem, p. 164.
205		 Banerjee, P., “Forced Migration in South Asia”, en Fiddian-Qasmiyeh, Elena et al. 

(eds.), The Oxford Handbook of  Refugee and Forced Migration Studies, Oxford University Press, 
2016, p. 613.
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la India; los rohingyas de Birmania que huyeron a Bangladesh; los asiáticos 
expulsados de Uganda por el presidente Idi Amin en 1972, y los refugiados 
de Camboya, Laos y Vietnam tras las convulsiones políticas que afectaron a 
esos países desde 1975.206 El éxodo de Indochina se prolongó más de veinte 
años, durante los cuales más de tres millones de personas huyeron de sus 
países.207

A la par, desde la década de los setenta se formó una distancia cada vez 
mayor entre los países desarrollados de Europa occidental, Estados Uni-
dos, Canadá, Japón, Australia y las naciones del sur global (africanas, la-
tinoamericanas, varias asiáticas, e incluso algunas europeas) en los aspec-
tos industrial, tecnológico y educativo, así como en los niveles de bienestar 
económico. Esto tuvo como consecuencia un mayor volumen de migración 
internacional, lo cual llevó a que las potencias desarrolladas adoptaran una 
actitud defensiva y endurecieran sus políticas migratorias, lo cual impacta-
ría de un modo determinante el tratamiento de los refugiados en los años 
venideros.

3. 1982-2001: los refugiados como peones en los juegos geopolíticos 
de los Estados dominantes

La tercera fase se caracterizó por el aumento de las tensiones de la Gue-
rra Fría y las luchas de poder en el tercer mundo. Proliferaron los golpes 
de Estado en estos países y las intervenciones de las democracias occiden-
tales en sus guerras civiles, provocando su intensificación y la producción 
de grandes contingentes de refugiados.208 Los Estados dominantes tenían, 
como hasta ahora, evidentes intereses estratégicos para conceder el asilo, 
y utilizaron a los refugiados como peones en los juegos geopolíticos desti-
nados a desestabilizar a ciertos regímenes y a fomentar la rebelión en sus 
países de origen. Éste fue el caso de los muyahidín afganos en Pakistán, el Je-
mer Rojo camboyano en Tailandia, los movimientos de oposición de Eritrea 
y Etiopía con bases en Sudán y los rebeldes en Centroamérica.209

Así, los años ochenta se caracterizaron por los sucesivos movimientos 
forzados de población, en los que comenzaron a mezclarse factores de or-
den económico y político. Por ejemplo, en el cuerno de África, una serie 
de guerras, exacerbadas por el hambre, provocaron que millones de perso-

206		 Mcconachie, K., “Forced Migration in South-East Asia and East Asia”, p. 627.
207		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit., pp. 67-89.
208		 Chimni, B. S., “The Birth of  a «Discipline»…”, cit., p. 13.
209		 ACNUR, La situación de los refugiados..., cit.
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nas huyeran de sus hogares, como los etiopes que huyeron a países vecinos 
como Sudán, Somalia y Yibuti, en una de las migraciones forzadas más 
representativas de la década de los ochenta.210 En Afganistán —una región 
de importancia estratégica—, la invasión soviética causó la expulsión de seis 
millones de afganos hacia Pakistán e Irán.211 En Centroamérica, tres gue-
rras distintas —en Guatemala, El Salvador y Nicaragua— desembocaron 
en el desplazamiento de más de dos millones de personas.212 Y, en América 
del sur, el derrocamiento en Chile en 1973 del gobierno de Salvador Allen-
de y la instauración de una junta militar en Argentina en 1974 produjeron 
cerca de un millón de refugiados.213

En Centroamérica, en décadas anteriores habían tenido lugar luchas 
violentas entre los campesinos pobres sin tierras —que querían la refor-
ma social y agraria— y las elites propietarias de tierras, respaldadas por el 
ejército y las potencias occidentales. Por ello, la intervención militar de Esta-
dos Unidos en los ochenta a favor de las elites gobernantes, en aras de evitar 
la propagación del comunismo cerca de las fronteras estadounidenses, ya 
que se asociaba a los rebeldes con el régimen cubano comunista, así como 
para proteger sus intereses económicos en la región, fue clave para el éxodo 
de miles de personas.214

En Guatemala, desde 1954 Estados Unidos ayudó a la milicia guate-
malteca a derribar al presidente Juan Jacobo Árbenz, electo democrática-
mente, para proteger intereses corporativos y prevenir que se extendiera el 
comunismo en Guatemala, donde la guerrilla —apoyada por los indígenas 
que constituían la mayoría de la población, pero estaban excluidos de la 
vida política y económica— combatía al gobierno. En 1982, el general gua-
temalteco Efraín Ríos Montt dio un golpe de Estado para hacerse del poder 
y recibió ayuda militar de la Agencia Central de Inteligencia estadouniden-
se (CIA) para apagar las operaciones de insurgencia y eliminar las guerrillas. 
Ríos Montt creía que los grupos indígenas mayas eran “naturalmente” pro-
pensos al comunismo, por lo que la contrainsurgencia tenía como objetivo 
no sólo combatir a la guerrilla, sino eliminar a los indígenas mayas como 

210		 Kibreab, G., “Forced Migration in the Great Lakes and the Horn of  Africa”, en Fid-
dian-Qasmiyeh, Elena et al. (eds.), The Oxford Handbook of  Refugee…, cit., pp. 573 y ss.

211		 Monsutti, A. y Balci, B., “Forced Migration in Broader Central Asia”, p. 599.
212		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., p. 117.
213		 Zolberg, Aristide R. et al., Escape from Violence: Conflict and the Refugee Crisis in the Developing 

World, Nueva York, Oxford University Press, 1989.
214		 Bradley, M., “Forced Migration in Central America and the Caribbean: Cooperation 

and Challenges”, en Fiddian-Qasmiyeh, Elena et al. (eds.), The Oxford Handbook of  Refugee…, 
cit., p. 666.
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grupo. El presidente estadounidense Ronald Reagan financió las operacio-
nes de contrainsurgencia con armas y entrenamiento, y contribuyó activa-
mente a la matanza de más de veinte mil indígenas. Un millón de indígenas 
fueron desplazados internamente, mientras que otros 200,000 huyeron a 
México. Sólo un cuarto de estos refugiados fueron albergados en los campos 
del ACNUR.215

En Nicaragua, Estados Unidos había apoyado al régimen de Somo-
za por tres generaciones. Sin embargo, en la década de 1970, partidos 
políticos, estudiantes, sindicatos y muchos ciudadanos de clase media, así 
como la Iglesia católica, se opusieron al último de estos dictadores: Anasta-
sio Somoza Debayle. Para 1979, el Frente Sandinista de Liberación Nacio-
nal (FSLN), de izquierda, había avanzado significativamente, y en julio de 
1979 Somoza huyó del país, que quedó bajo el control de los sandinistas. En 
poco tiempo muchos nicaragüenses adinerados y de clase media y miles de 
miembros del gobierno de Somoza y las fuerzas armadas abandonaron el 
país. Mientras tanto, la mayoría de los nicaragüenses exiliados empezaron 
a regresar a sus casas. Algunos de los que huyeron a Honduras crearon un 
grupo armado de oposición conocido como los “contras” (contrarrevolucio-
narios), que durante la guerra de los años ochenta recibió apoyo de Estados 
Unidos, ya que éste consideraba que el gobierno sandinista de Nicaragua de 
izquierda era una amenaza para sus intereses.216

En El Salvador, que desde su independencia venía sufriendo frecuen-
tes golpes de Estado y violencia política, los grupos rebeldes —aunque 
fragmentados— también se impusieron durante los años setenta. Alenta-
dos por el clero católico, miles de campesinos se unieron a organizaciones 
que pedían la reforma agraria y más justicia social. El gobierno respondió 
aumentando la represión y se cometieron miles de homicidios políticos. 
Estas represiones, en lugar de acabar con la disidencia, propiciaron un 
mayor apoyo a los insurgentes, especialmente en las zonas rurales. Para 
enero de 1981 ya había una gran diversidad de grupos de oposición que 
se unieron para formar el Frente Farabundo Martí para la Liberación Na-
cional (FMLN), que se estableció como una importante presencia militar 
en muchas zonas del país y se convirtió en una fuerza política seria tanto 
dentro como fuera de sus fronteras. En respuesta, Estados Unidos aumentó 
la ayuda militar al gobierno salvadoreño y se inmiscuyó de forma más di-
recta en la campaña de las fuerzas armadas salvadoreñas contra el FMLN. 

215		 Jonas, S., “Guatemalan Migration in Times of  Civil War and Post-War Challenges”, 
Migration Policy Institute, 2013.

216		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., p. 135.
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El conflicto entre el ejército salvadoreño y el FMLN continuó a lo largo de 
toda la década de 1980.217

La mayoría de personas que huyeron de sus hogares como consecuen-
cia de estos conflictos armados se convirtieron en desplazadas internas o en 
migrantes irregulares en otros países de América central, como Honduras, 
Costa Rica, Belice y Panamá, o de América del norte, como México, Esta-
dos Unidos y Canadá. En América central y México sólo se reconocieron 
a alrededor de 150,000 refugiados. En Estados Unidos, a la mayoría de los 
más de 500,000 centroamericanos que llegaron buscando asilo se les denegó 
por consideraciones de carácter político. Los nicaragüenses en general eran 
bien recibidos y recibían asilo, mientras que a un gran número de guate-
maltecos y salvadoreños se les denegó y fueron expulsados.218 En suma, la 
mayor parte de los desplazados forzados de la región no fueron reconocidos 
como refugiados por los países receptores. Se argumentaba que el deterioro 
económico que afectaba a las naciones de procedencia y los problemas po-
líticos hacían sumamente difícil distinguir entre las personas que emigraban 
por motivos económicos y las que salían por factores político-ideológicos.219

Al término de la década de los ochenta, el final de la Guerra Fría creó 
nuevas oportunidades para la paz. Sin la intervención de las superpotencias, 
pronto finalizaron las guerras de poder que habían hecho estragos en varios 
países del tercer mundo. En Afganistán, las tropas soviéticas se retiraron del 
país en 1989, poco antes de que la propia Unión Soviética se desmoronara. 
En Etiopía, el gobierno del presidente Mengistu cayó en 1991, lo que se tra-
dujo en un periodo de calma relativa en el país. En Eritrea, la guerra civil 
más larga de África llegó a su fin en 1991, y el país obtuvo formalmente su 
independencia en 1993.220

En Centroamérica, el proceso de paz comenzó con el Acuerdo de Es-
quipulas II de 1987. El Salvador y Guatemala alcanzaron acuerdos formales 
de paz en 1992 y 1996, respectivamente, aunque muchos de los refugiados 
regresaron antes de esas fechas. En cada caso, los acuerdos de paz desem-
bocaron en movimientos de repatriación a gran escala, incentivados por 
los países a los que habían llegado los refugiados, que ya empezaban a con-
siderarlos como una “amenaza” a su seguridad. A mediados de la década 
de los noventa la casi totalidad de salvadoreños (32,000) habían regresado 

217		 Idem.
218		 Ibidem, pp. 138 y 139.
219		 Palma Mora, Mónica, “La situación de los refugiados en el mundo. Cincuenta años de 

acción humanitaria”, Migraciones Internacionales 1, 2001.
220		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit., pp. 145 y 146.
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a su país. Para 1999, 22,000 guatemaltecos habían sido repatriados desde 
México, mientras que otros 22,000 (11,000 nacidos en territorio mexicano) 
habían decidido establecerse de forma permanente en ese país. En Nicara-
gua, la repatriación a gran escala tuvo lugar en 1990, cuando el gobierno 
sandinista fue derrotado en las urnas. Así, a principios de la década de los 
noventa la mayoría de los 72,000 refugiados, 350,000 desplazados internos 
y 30,000 excombatientes regresaron a sus hogares.221

Finalmente, tras la caída de la Cortina de Hierro en 1989, miles de eu-
ropeos procedentes de los países socialistas —en los que estaban ocurriendo 
una serie de cambios sociopolíticos— empezaron a llegar a los países desa-
rrollados de Europa occidental, Estados Unidos, Canadá, Japón y Australia, 
lo cual influyó en el establecimiento de nuevas restricciones para acceder al 
asilo en estos países. En Europa, por ejemplo, se instrumentó una política 
de desviación de los refugiados hacia terceros países y se aplicó más rigu-
rosamente la Convención de 1951, a fin de excluir a las personas que no 
cumplieran cabalmente con la definición de refugiado. En Estados Unidos 
se instauró una política de asilo selectiva y desigual, que otorgó protección 
a las personas procedentes de países comunistas (como los cubanos), pero se 
la negó a las procedentes de El Salvador,222 Guatemala y Haití, aduciendo 
que se trataba de migrantes económicos y no de refugiados.223

4. 2001 a la actualidad: institucionalización de la gestión racista del asilo

La cuarta fase del régimen internacional de los refugiados está marcada 
por la amenaza mundial del terrorismo, la violencia criminal y de género, 
el exacerbamiento del cambio climático, el extractivismo y la pandemia por 
Covid-19. Los desplazamientos forzados (internos e internacionales) han 
continuado en aumento, a la par de los deseos de los países ricos de proteger 
sus fronteras de migrantes no deseados, generalmente pobres y no blancos, 
considerados económica, racial y culturalmente inferiores. Además, ha ido 
en aumento la desconfianza y deslegitimación de las motivaciones de los 
solicitantes de asilo del tercer mundo, a quienes se les considera como mi-

221		 Ibidem, p. 153.
222		 Bibler Coutin, Susan, Exiled Home: Salvadoran Transnational Youth in the Aftermath of  Vio-

lence, Global Insecurities, Durham, Londres, Duke University Press, 2016; Nations of  Emigrants: 
Shifting Boundaries of  Citizenship in El Salvador and the United States, Ithaca, Cornell University 
Press, 2007.

223		 Ramji-Nogales, Jaya et al., Refugee Roulette Disparities in Asylum Adjudication and Proposals for 
Reform, Nueva York, University Press, 2009.
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grantes económicos y una amenaza para la seguridad de los Estados. Esto 
ha tenido como resultado la implementación de estrictos controles, tanto en 
las fronteras físicas como en los procedimientos migratorios y de asilo.

La situación posterior al 11 de septiembre de 2001 ha dado lugar a 
una mayor colaboración entre las autoridades encargadas del asilo y la 
inmigración y los servicios de inteligencia y la policía; en suma, a un esce-
nario de securitización224 de las migraciones.225 La guerra global contra el 
terrorismo se ha utilizado como pretexto para incrementar el ámbito de las 
exclusiones de la Convención de 1951, lo cual ha permitido que se amplíen 
los motivos para la detención y que se deniegue a los solicitantes de asilo 
no sólo el asilo, sino el acceso a los procedimientos de determinación del 
estatuto de refugiado y que se facilite su expulsión sumaria. El elemento 
central que los Estados juzgan en las solicitudes de asilo es que los futuros 
refugiados no sean un riesgo potencial para su seguridad. Ello en virtud de 
que, en su opinión, “el asilo es una excepción [a su soberanía nacional] que 
permite pasar a demasiada gente”.226 Lo anterior ha tenido como resulta-
do que se institucionalice una gestión racista del régimen internacional de 
los refugiados; esto es, que se utilicen las burocracias para hacer cumplir 
políticas racistas, cuyo fin es seleccionar a los refugiados deseables de los 
indeseables.227

Esta forma de racismo no se basa simplemente en una noción de supe-
rioridad biológica, sino en el hecho de que la diferencia cultural conduce 
al colapso social y pone en peligro a la nación.228 La diferencia cultural y el 
miedo al “otro” son la base de este nuevo racismo, puesto que se cree que 
ese miedo a las diferencias culturales ha contribuido a la continuidad de la 
cultura y la nación.229 Al respecto, Barker afirma:

224		 La “securitización” es un término desarrollado por la Copenhagen School of  Critical 
Security Studies para nombrar al proceso mediante el cual un fenómeno político y social es 
comprendido a través de una “óptica securitaria” que justifica la adopción de medidas es-
peciales, que exceden el marco jurídico y los procedimientos ordinarios de decisión política. 
Waever, O., “Securitization and Desecuritization”, en Lipschutz, R. D. (ed.), On Security, 
Nueva York, Columbia University Press, 1995.

225		 Campesi, G., “Migraciones, seguridad y confines en la teoría social contemporánea”, 
Revista Crítica Penal y Poder 3, 2012.

226		 ACNUR, La situación de los refugiados…, cit.
227		 Estévez, “Refugees and Forced Migration”, p. 407.
228		 Barker, M., The New Racism: Conservatives and the Ideology of  the Tribe, Londres, Junction 

Books, 1981, p. 24.
229		 Ibrahim, Maggie, “The Securitization of  Migration: A Racial Discourse”, International 

Migration 43, núm. 5, 2005, p. 165.
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[...] si no fuera por los sentimientos de pertenencia, de compartir tradiciones, 
costumbres, creencias, idiomas —en una palabra, cultura— no habría socie-
dad. No podríamos vivir juntos y cooperar. Por tanto, la existencia de temores 
sobre el daño a la unidad de la nación es una prueba de que la unidad está 
amenazada. Los miedos se validan por sí mismos. Para los sentimientos, las 
costumbres componen lo más valioso de la nación. La nación es su “modo 
de vida”.230

Como anota Ibrahim, los Estados desarrollan tradiciones que, junto 
con los sistemas de justicia y los derechos, brindan seguridad a su pobla-
ción y garantizan la seguridad y estabilidad de la nación. Por ello, se con-
sidera que los migrantes y refugiados, al traer consigo diferentes culturas, 
pueden romper las tradiciones existentes y desequilibrar la nación, o, en 
última instancia, llevar a su desaparición. En suma, bajo esta óptica, las 
diferencias culturales amenazan la forma de vida existente. Por tanto, se 
considera racional preservar la propia cultura mediante la exclusión de 
grupos culturales distintos, como los migrantes y refugiados. Esta creencia 
negativa, que descansa sobre la base de una membresía social, no sólo es 
discriminatoria y prejuiciosa, sino una expresión clara de racismo. En pa-
labras de Ibrahim:

Este prejuicio racial que enfrentan los migrantes es el resultado de cosificar 
la diferencia racial y cultural y asociar dicha diferencia con la amenaza… 
La característica definitoria del nuevo racismo es que el pluralismo cultural 
conducirá a un conflicto interétnico que disolverá la unidad del Estado. Esta 
lógica se ha utilizado durante décadas como un medio para limitar la inmi-
gración y los solicitantes de asilo por parte de los gobiernos de derecha. Sin 
embargo, el intento de preservar el Estado rechazando a otros es ahora una 
medida respaldada también por los gobiernos liberales.231

Así pues, en la etapa actual, el régimen internacional de los refugiados 
ha pasado de tener una racionalidad de control, a una de selección de los 
refugiados más deseables bajo lógicas racistas.232 Para ello, los Estados libe-
rales han puesto en marcha distintas tecnologías de poder, con el fin de que 
lleguen a sus territorios sólo los refugiados deseables, o, dicho de otro modo, 
de que llegue el menor número posible de refugiados indeseables: los del 
tercer mundo.

230		 Barker, The New Racism…, cit., p. 17.
231		 Ibrahim, Maggie, “The Securitization of  Migration…”, cit., p. 166.
232		 Zetter, Roger, “Labelling Refugees…”, cit., p. 174.
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A. Los acuerdos de “tercer país seguro” y “primer país de llegada”: 
biopolíticas que desvían a los refugiados indeseados al tercer mundo

Los Estados a donde llegan los solicitantes de asilo son los que tienen 
la principal responsabilidad de evaluar su solicitud y, en su caso, otorgarles 
dicha protección. Sin embargo, la práctica de los países del norte global ha 
ido en el sentido de reducir el número de solicitantes de asilo en sus territo-
rios a través de biopolíticas como las del “primer país de llegada” y “tercer 
país seguro”, que trasladan a sus solicitantes de asilo a otros países, y con 
ello sus responsabilidades de protección internacional. En la práctica, esto 
ocasiona que en la actualidad haya dos régimenes de asilo funcionando si-
multáneamente: uno en el tercer mundo y otro en el norte global.233

Bajo la figura del “primer país de llegada”, los solicitantes de asilo pue-
den ser devueltos a Estados donde hayan encontrado protección internacio-
nal o puedan encontrarla, o donde tengan un contacto o vínculos estrechos. 
En el caso del “tercer país seguro”, los solicitantes de asilo pueden ser de-
vueltos a los Estados por los cuales hayan transitado en ruta hacia los países 
donde pedirán asilo, o incluso a Estados que no sean de tránsito, pero a 
través de un acuerdo bilateral o multilateral, que hace responsable a dichos 
Estados de otorgar la protección internacional.234

Estas prácticas han sido posibles a través de la instrumentalización de 
la Convención de 1951, ya que ésta no las contempla ni obliga, en ningún 
lado, a que las personas reciban asilo en los Estados con los que puedan 
tener algún lazo o por los que hayan transitado. De hecho, el origen de es-
tas figuras se remonta a fines de los años ochenta en Europa: la figura del 
“tercer país seguro” primero estuvo contemplada en la legislación de Dina-
marca, en la llamada “Cláusula Danesa” de 1986, y posteriormente en el 
resto de países europeos, que la incluyeron por el temor de que fueran vistos 
como de “más fácil” acceso al asilo.235 Su uso estuvo justificado en agilizar y 
hacer más eficiente el procedimiento de acceso al asilo, aunque el hecho de 
que en esos años se colapsaran las economías comunistas del Este y que los 
países de Europa del norte quisieran evadir sus responsabilidades interna-
cionales parece una teoría más realista sobre su surgimiento.

233		 Ortega Velázquez, Elisa, “Asilo: ¿derecho humano o prerrogativa del Estado?”, Temas 
de Derecho Constitucional 1, 2019, p. 77.

234		 ACNUR, “Consideraciones legales sobre el acceso a la protección y la relación entre 
las personas refugiadas y el tercer país en el contexto del retorno o traslado a terceros países 
seguros”, 2018, párr. 3-4.

235		 Noll, Gregor, Negotiating Asylum: The Eu Acquis, Extraterritorial Protection and the Common 
Market of  Deflection, The Hague, Londres, Martinus Nijhoff, 2000.
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El ACNUR, por su parte, avaló el uso de estos mecanismos a nivel glo-
bal en 1989, coincidentemente cuando las migraciones empezaron a to-
mar un giro securitario, bajo el argumento de que lo que no está prohibido 
está permitido.236 Señaló que los refugiados no tienen un derecho irrestric-
to de elegir el país de asilo, aunque “sus intenciones deberían tomarse en 
consideración”.237 La retórica que justifica estas figuras es que reducen los 
movimientos migratorios irregulares ulteriores, se evita la creación de situa-
ciones de refugiados en “órbita”, además de que se fomenta la cooperación 
internacional y la responsabilidad compartida.238

Eso sí, antes de que los solicitantes de asilo sean trasladados a otro país 
mediante un acuerdo de tercer país seguro, se debe evaluar individualmente 
—especialmente en el caso de niñas y niños no acompañados o separados— 
que el tercer país podrá cumplir con los siguientes requisitos: tener capaci-
dad para (re)admitir a la persona; darle acceso a un procedimiento justo y 
eficiente para la determinación de la condición de refugiado y otras necesi-
dades de protección internacional; permitirle permanecer legalmente en su 
territorio mientras se realiza la determinación, y otorgarle los estándares de 
tratamiento de la Convención de 1951 y las normas internacionales de de-
rechos humanos, incluyendo la protección contra la devolución y el acceso 
a buscar un empleo remunerado.239

Sin embargo, la figura del “tercer país seguro” es cuestionable desde el 
punto de vista legal, ya que puede violar —en caso de que no se cumplan al 
pie de la letra los requisitos de “tercer país seguro” que señala el ACNUR— 
el principio fundante del derecho internacional de los refugiados: la pro-
tección contra la devolución de una persona a un territorio en el cual sufra 
riesgo de persecución (artículo 33 de la Convención de 1951). Este principio 
es la piedra angular de la protección internacional, porque permite garan-
tizar y proteger los derechos fundamentales e inderogables a la vida, a la li-
bertad, a la seguridad y a la integridad de las personas perseguidas. Por ello, 
el traslado de un solicitante de asilo a un tercer Estado donde corra peligro 
su vida, su seguridad o su libertad, o donde pueda ser enviado a otro donde 
corra dichos riesgos (devolución indirecta), es una violación del principio de 
no devolución.

236		 ACNUR, “Problem of  Refugees and Asylum-Seekers Who Move in an Irregular Man-
ner from a Country in Which They Had Already Found Protection Problem of  Refugees and 
Asylum-Seekers Who Move in an Irregular Manner from a Country in Which They Had 
Already Found Protection. No. 58 (XI)-1989”, 1989.

237		 ACNUR, “Refugees without...”, cit.
238		 ACNUR, Consideraciones legales sobre el acceso..., cit., p. 3.
239		 Ibidem, párr. 2-5.
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En este sentido, en 2018 la Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos (CoIDH) señaló en su Opinión Consultiva 25/18, que de la prohibi-
ción de la tortura y otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, 
reconocida como norma de ius cogens y establecida en el artículo 5 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969, se desprende 
una base sólida de protección tanto contra la devolución como contra la de-
portación, la expulsión, la extradición o la remoción de una persona a otro 
Estado, o a un tercer Estado que no sea seguro, cuando exista presunción 
fundada para creer que estaría en peligro de ser sometida ya sea a tortura, 
o a tratos crueles, inhumanos o degradantes. Esto porque el principio de no 
devolución busca asegurar la efectividad de la prohibición de la tortura en 
toda circunstancia y respecto de toda persona, sin discriminación alguna. 
Por ello, al ser una obligación derivada de la prohibición de la tortura, el 
principio de no devolución en este ámbito es absoluto y adquiere también 
el carácter de norma imperativa de derecho internacional consuetudinario, 
es decir, de ius cogens.240

En suma, el uso de la figura del “tercer país seguro”, en casos donde 
no se cumplan estrictamente los requisitos señalados para tal efecto por el 
ACNUR, es contradictorio con la base del derecho de asilo, el principio de 
no devolución, ya que rompe con la señalada narrativa de protección de esta 
institución: evitar que las personas sean perseguidas y que su vida, su segu-
ridad o su libertad corran peligro.

Además de que los acuerdos de primer país de llegada y tercer país 
seguro carecen de una base legal al no estar previstos en la Convención 
de 1951, la práctica demuestra que cuando aquéllas son aplicados, el de-
recho de asilo queda vacío al quitarle su principal garantía: el principio 
de no devolución.241 De hecho, a través de estos acuerdos los países ricos 
disminuyen el número de solicitantes de asilo en sus territorios, evaden sus 
obligaciones de protección internacional, las trasladan a otros países (ge-
neralmente pobres), y, en último término, los dejan morir. A continuación, 
se señalan dos ejemplos de esto en el ámbito europeo, donde los Esta-
dos miembros de la Unión Europea (UE) han acordado tener una política 
común de asilo y refugiados, pero a costa de una gestión racista del asilo, 
donde los derechos de las personas necesitadas de protección internacio-
nal carecen de relevancia:

240		 CoIDH, “Opinión Consultiva Oc-25/18...”, cit., párr. 179, 81, 90.
241		 Ortega Velázquez, Elisa, ¿México como tercer país (in)seguro? El asilo como derecho humano en 

disputa, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2020, p. 29.
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a. El acuerdo del primer país de llegada en acción 
“el Sistema Dublín de la Unión Europea”

Este sistema fue adoptado originalmente como un acuerdo entre países 
en el Convenio relativo a la determinación del Estado responsable del exa-
men de las solicitudes de asilo presentadas en los Estados miembros de las 
Comunidades Europeas (97/C 254/01), del 15 de junio de 1990.242 Y fue 
integrado al derecho de la Unión Europea por el Reglamento 343/2003 del 
Consejo Europeo, del 18 de febrero de 2003, que después fue reemplazado 
por el Reglamento 604/2013, del 26 de junio de 2013, que contempla el sis-
tema Dublín III. Su fin es la repartición de los solicitantes de asilo entre los 
Estados parte de este convenio, para evitar que los países que ofrecen mayo-
res servicios a los solicitantes de asilo terminen asumiendo todo el gasto y la 
responsabilidad de los refugiados. Asimismo, intenta evitar que las personas 
soliciten asilo en el país de su elección (por los beneficios que otorgan los 
distintos países a los refugiados) o que presenten varias solicitudes de asilo 
en diferentes países (asylum shopping), o que se encuentren en Europa sin que 
ningún país tome la responsabilidad de examinar sus solicitudes (orbiting).

El sistema determina de forma rápida y a partir de criterios preesta-
blecidos qué Estado miembro es responsable de examinar las solicitudes de 
asilo presentadas en territorio de la Unión Europea (UE) por personas no 
comunitarias. Los criterios que contempla el sistema son que los solicitantes 
de asilo tengan vínculos familiares o culturales con el país que debe tramitar 
sus solicitudes o tener un visado o un permiso de residencia en un Estado 
miembro o en el país por donde han accedido a territorio europeo, ya sea 
de manera regular o irregular.

Así, salvo que los solicitantes de asilo sean niños, niñas o adolescentes 
no acompañados que puedan aspirar a una reunificación familiar, o que 
sean titulares de documentos de residencia válidos en un Estado miembro, 
si el solicitante ha cruzado anteriormente la frontera de un Estado miembro 
desde un país externo a la UE, este Estado será responsable del examen de 
su solicitud de asilo hasta doce meses después de la fecha de entrada en el 
primer Estado (artículo 13 Reglamento 604/2013). Para que este sistema 
funcione, la UE ha creado una base de datos común de registro de las per-
sonas que entran a los países, llamada Eurodac, por lo que todos los Estados 
miembros tienen la obligación de registrar las huellas digitales de todos los 

242		 Gil-Bazo, María-Teresa, “The Safe Third Country Concept in International Agree-
ments on Refugee Protection Assessing State Practice”, Netherlands Quarterly of  Human Rights 
33, núm. 1, 2015.
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solicitantes de protección internacional que cruzan sus fronteras (artículo 10 
Reglamento 604/2013).

El sistema es criticado, entre otras razones, por violar los derechos de los 
solicitantes de asilo, ya que no todos los Estados pueden ser considerados como 
“seguros” para estas personas, porque no todos realizan un examen justo y 
eficiente de las solicitudes de asilo ni tienen la misma capacidad para pro-
cesar las solicitudes que reciben, o incluso algunos países tienen sistemas de 
asilo con deficiencias sistemáticas.243

El Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) ha fijado su 
postura sobre este tema en el caso A.E.A contra Grecia, de 2018 (solicitud 
39034/12), al señalar que los Estados deben tener la capacidad práctica de 
procesar las solicitudes de asilo que reciban para poder otorgar una protec-
ción efectiva a las personas con necesidades de protección internacional. En 
caso contrario, violan los derechos humanos de los solicitantes de asilo a un 
recurso efectivo y a la prohibición de la tortura, previstos en los artículos 13 
y 3 del Convenio Europeo de Derechos Humanos (CEDH), respectivamen-
te. Además, el sistema Dublín ha sido cuestionado, porque los solicitantes de 
asilo son detenidos por largos periodos antes de ser transferidos a otro país, 
lo cual muchas veces se hace en contra de su voluntad.244 En países como 
Grecia incluso se ha documentado un alto riesgo de devolución colectiva 
tanto de los solicitantes de asilo antes de registrar su solicitud como de aque-
llos cuya petición ya ha sido registrada, lo cual ha sido condenado por el 
TEDH en el caso M.S.S. contra Bélgica y Grecia de 2011 (solicitud 30696/09).

Las devoluciones colectivas y en caliente han sido condenadas por el 
TEDH. Por ejemplo, en una primera sentencia del caso N.D. y N.T contra 
España, de 2017 (solicitudes 8675/15 y 8697/15), condenó al gobierno es-
pañol por devolver a dos personas a Marruecos porque saltaron la valla de 
Melilla. Ello sin que antes estas personas tuvieran acceso a intérpretes y a 
una asistencia jurídica que les informara de las disposiciones pertinentes 
del derecho de asilo o los procedimientos contra su expulsión, con lo cual 
se violaron así los artículos 4o. y 13 del CEDH, que contemplan la prohi-
bición de expulsiones colectivas de extranjeros y el derecho a un recurso 
efectivo, respectivamente. La lógica de la sentencia fue que la inmediatez 
de una expulsión en caliente impide la evaluación del caso individual, el 
conocimiento de la legislación española por parte de la persona extranje-

243		 Fratzke, Susan, “Not Adding Up. The Fading Promise of  Europe’s Dublin System”, 
2015.

244		 Guild, Elspeth et al., “Enhancing the Common European Asylum System and Alterna-
tives to Dublin”, CEPS Papers in Liberty and Security in Europe 83, 2015.
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ra y la posibilidad de interponer un recurso efectivo contra la expulsión o 
solicitar el asilo.

Sin embargo, la postura más reciente del TEDH sobre el mismo caso 
N.D. y N.T contra España (solicitudes 8675/15 y 8697/15), pero ahora en una 
sentencia de febrero de 2020, va en contra de toda lógica de protección para 
los posibles solicitantes de asilo en la UE, puesto que avaló las devoluciones 
en caliente en la frontera española, y, con ello, anuló su condena a España 
de 2017 por estas prácticas. El TEDH consideró que los migrantes denun-
ciantes se pusieron ellos mismos en una situación de ilegalidad al intentar 
entrar deliberadamente en España por la valla de Melilla. Y que la falta 
de un estudio individualizado de cada caso, como obliga el CEDH, podría 
atribuirse al hecho de que los extranjeros no habían utilizado los procedi-
mientos oficiales de entrada existentes para ese fin, y que, por lo tanto, la 
devolución había sido una consecuencia de su propia conducta.

Según el fallo, en la legislación española existen varios medios posibles 
de entrada al país por la vía regular, por lo que las personas devueltas po-
drían haber solicitado un visado o la protección internacional, en particular 
en el puesto fronterizo, pero también en las representaciones diplomáticas 
y consulares de España en sus respectivos países de origen o tránsito, o bien 
en Marruecos. El TEDH destaca entre las vías de acceso legal a España las 
oficinas de asilo creadas en el paso fronterizo de Melilla.

Como se ve, esta sentencia va en contra de los principios básicos no sólo 
del derecho internacional de los derechos humanos y de los refugiados, 
sino del propio Estado de derecho, ya que el que una persona cometa una 
infracción administrativa —en este caso la entrada irregular o por puerto no 
autorizado a un país— o incluso un delito, no le priva del derecho a la tutela 
judicial efectiva, prevista en el artículo 6 del CEDH. Concebir las cosas de 
este modo es poner a las personas extranjeras en un estado de excepción, en 
el que justamente por su origen nacional no tienen derecho —como el resto 
de personas— a la protección judicial efectiva. En este caso, se les priva del 
derecho a la defensa y a una decisión judicial que justifique la expulsión.

b. El Acuerdo Unión Europea-Turquía de 2016: 
lecciones desastrosas desde Europa

Este acuerdo tiene como premisa usar a Turquía como “tercer país se-
guro”, con el fin de erosionar la ruta migratoria de los Balcanes usada por 
sirios, afganos, eritreos, iraquíes y malienses que intentan llegar a Europa 
central y del norte para escapar de los conflictos armados y las dictaduras 
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militares en sus regiones de origen. Así, bajo una retórica de desarticular el 
modelo de negocio de los traficantes, proteger las fronteras exteriores de la 
UE y acabar con la crisis migratoria en Europa, el 18 de marzo de 2016 se 
adoptó la Declaración Conjunta UE-Turquía para desaparecer los incenti-
vos de migrantes y solicitantes de asilo para buscar rutas ilegales hacia la UE 
y acelerar la puesta en marcha del sistema de readmisiones que ya existía 
desde 2014 entre Turquía y la UE, pero que hasta 2016 se encontraba en 
suspensión para el retorno de nacionales de terceros países.

El Acuerdo consiste en el compromiso de la UE de otorgar a Turquía 
tres mil millones, adicionales a los tres mil millones ya comprometidos en el 
primero acuerdo, retirar los visados para los ciudadanos turcos a partir de 
junio de 2016 y el compromiso de continuar con la apertura de capítulos en 
la adhesión de Turquía a la UE. Esto a cambio de que todos los migrantes 
que lleguen a las islas griegas a través de Turquía sean devueltos a este últi-
mo país en caso de que no hayan solicitado asilo en Grecia o que, en caso 
de haberlo solicitado, sus solicitudes hayan sido declaradas infundadas o 
inadmisibles. Ello de acuerdo con la Directiva 2013/32/UE, del Parlamen-
to Europeo y del Consejo, del 26 de junio de 2013, sobre procedimientos 
comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional.245

La base legal del Acuerdo se encuentra en los artículos 35 y 38 de la 
Directiva 2013/32/UE, que admiten que en determinadas circunstancias 
puede considerarse inadmisible una solicitud de asilo si la persona ya ha 
sido reconocida como refugiada o si ya disfruta de protección suficiente 
en un “primer país de asilo”, o cuando una persona haya llegado a la UE 
desde un “tercer país seguro” que pueda garantizar un acceso efectivo a la 
protección. Sin embargo, este acuerdo es a todas luces ilegal, dado que Tur-
quía no puede considerarse como un país “seguro”, porque no ha adoptado 
la Convención de 1951 en su totalidad, al no haber ratificado el Protocolo 
de 1967, que amplía el ámbito geográfico de la Convención más allá de 
las fronteras europeas, por lo que no reconoce como personas refugiadas a 
quienes no son europeas. Esto además contraviene la Directiva 2013/32, 
que prohíbe las expulsiones colectivas de los solicitantes de asilo y obliga a 
las autoridades europeas a trasladar a “terceros países seguros” (que deben 
haber ratificado la Convención de 1951 sin restricciones geográficas) a las 
personas que ven rechazadas sus solicitudes de asilo.246

245		 European Council and Council of  the European Union, “Eu-Turkey Statement, 18 March 
2016”, 2016.

246		 Lucas, Javier de, “Refugiados como «Moneda De Cambio». Sobre el acuerdo entre la 
Unión Europea y Turquía del 18 de marzo de 2016”, Anuario de Derechos Humanos 12, 2016.
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Desde la entrada en vigor del Acuerdo, el saldo se traduce en miles de 
muertes en el mar Egeo, miseria, detenciones arbitrarias y sufrimiento para 
las personas migrantes y solicitantes de asilo que se han quedado varadas 
en las islas griegas en espera de la resolución de sus solicitudes de asilo. Al-
gunas personas han sido devueltas a Turquía, pero la mayoría se encuentra 
en los cinco hot spots de las islas griegas del Egeo.247 El número de devolu-
ciones a Turquía hasta fines de 2019 era bajo, porque los comités de apela-
ciones de asilo de Grecia fueron estableciendo, en la mayoría de los casos, 
que Turquía no brinda protección efectiva a los refugiados, por lo que no 
pueden ser devueltos allí.248 No obstante, en un primer balance, el Acuerdo 
ha tenido el efecto deseado por la UE: la reducción del número de solicitan-
tes de asilo en los otros Estados miembros: en 2015 y 2016 se presentaron 
1.3 millones de solicitudes de asilo en la UE; en 2017 esta cifra se redujo a 
la mitad, con 655,000 solicitudes; en 2018 el número disminuyó a 581,000 
solicitudes; en 2019 la cifra varió ligeamente a 631,300 solicitudes, y en 
2020, año de la pandemia por Covid-19, disminuyó a 416,600 solicitudes.249

c. La coyuntura en 2020

i. Juegos geopolíticos y autorización legal de las devoluciones en caliente

El 28 de febrero de 2020 Turquía abandonó el control de su frontera 
con Grecia; así, rompió el Acuerdo de 2016, con el fin de presionar a la 
UE para que destinara más dinero al mantenimiento de los refugiados en 
su territorio (algo previsto en el Acuerdo de 2016), y que la apoyara en su 
campaña militar en Siria (después de una intensificación de los ataques mi-
litares Siria-Turquía). Esta situación provocó graves enfrentamientos y ten-
siones entre policías griegos, que intentaban evitar a toda costa su entrada a 
Grecia, y los solicitantes de asilo, que intentaban llegar a territorio griego.250

Ante esta situación, Grecia y Bulgaria —también país vecino con Tur-
quía— cerraron su frontera. En especial, el gobierno griego reforzó sus 
fronteras para evitar la entrada de los migrantes y solicitantes de asilo pro-

247		 Aministía Internacional, “A Blueprint for Despair Human Rights Impact of  the Eu-
Turkey Deal”, 2017.

248		 Médicos sin Fronteras, “Grecia: a tres años del acuerdo entre la UE y Turquía, conti-
núa el ciclo de contención y desesperación”, 2019, disponible en: https://www.msf.mx/article/
grecia-a-tres-anos-del-acuerdo-entre-la-ue-y-turquia-continua-el-ciclo-de-contencion-y.

249		 “Asylum Statistics”, Eurostat, 2021.
250		 Pellicer, Lluís, “La UE cierra filas con la política griega de mano dura con la inmigra-

ción irregular”, El País, 4 de marzo de 2020.
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cedentes de Turquía y solicitó apoyo a la Agencia Europea de la Guardia 
de Fronteras y Costa (Frontex). A la par, suspendió temporalmente todas las 
solicitudes de asilo, como medida de “disuasión” para frenar ese flujo. Es de 
notarse que la Comisión Europea evitó pronunciarse sobre la (i)legalidad 
de esta suspensión del derecho a pedir asilo, pero sí exigió de manera firme 
a Turquía que cumpliera su parte del Acuerdo de 2016 y que contuviera a los 
migrantes y solicitantes de asilo, quienes venían huyendo de los conflictos y 
la situación en Oriente próximo, para que no se aglomeraran en la frontera 
griega.251 Asimismo, encomendó al gobierno griego que hiciera impenetra-
ble la frontera de su territorio; es decir, no importó que se suspendiera un 
derecho humano fundamental como es el asilo.

En respuesta, el gobierno griego invocó, por un lado, el artículo 72 del 
Tratado de Funcionamiento de la UE (TFUE), que señala que el espacio 
de libertad, seguridad y justicia en la UE se entenderá “sin perjuicio del 
ejercicio de las responsabilidades que incumben a los Estados miembros 
en cuanto al mantenimiento del orden público y la salvaguardia de la se-
guridad interior”. Y, por otro lado, el artículo 78 (3), que autoriza que el 
Consejo adopte “medidas provisionales a propuesta de la Comisión y pre-
via consulta al Parlamento Europeo”, si algún Estado miembro afronta una 
“afluencia repentina de nacionales de terceros países”. Ahora, es cierto que 
Grecia enfrenta un tema de orden público, y que debe ser atendido; pero 
también lo es que las personas migrantes y solicitantes de asilo llegaron a 
la frontera grecoturca alentadas por las autoridades turcas en su esfuerzo 
por presionar a la UE. Como se ve, los refugiados —principalmente afga-
nos, sirios, iraquíes y sudaneses— fueron usados como peones en los juegos 
geopolíticos de la región, sin que sus derechos sean relevantes, ni para la UE 
ni para Turquía.

Al respecto, el ACNUR declaró tajantemente el 2 de marzo de 2020 
que ni la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 ni la legis-
lación de la UE sobre refugiados establecen fundamentos jurídicos para la 
suspensión de la recepción de solicitudes de asilo, condenando así la ilegali-
dad de las acciones llevadas por el gobierno griego, y con una clara anuen-
cia de la UE. De hecho, el ACNUR recordó que si bien el artículo 78 (3) 
del TFUE autoriza que se tomen medidas provisionales, éstas deben tener 
en consideración la situación de las personas y sus derechos fundamentales. 
Además de que el artículo 78 (3) del TFUE no puede suspender el derecho 

251		 “Crisis de refugiados en Europa: la pugna entre la Unión Europea y Turquía en la 
que los refugiados sirios son «manipulados como peones»”, BBC News Mundo, 5 de marzo de 
2020.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



67EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

internacionalmente reconocido a solicitar asilo y el principio de no devolu-
ción, que también se encuentran contemplados en la legislación de la UE. 
Asimismo, afirmó que las personas que entren de manera irregular en el 
territorio de un Estado no deben ser penalizadas si se presentan sin demora 
ante las autoridades para solicitar asilo.252

Esta coyuntura ha sido aprovechada por Turquía, que incluso ya tenía 
planes para denunciar a Grecia en el Tribunal Europeo de Derechos Hu-
manos por los disparos y malos tratos a los refugiados, las devoluciones en 
caliente y que las fuerzas de seguridad griegas en la frontera terrestre gre-
coturca hubieran robado el dinero y las pertenencias de estas personas. Es 
de notarse que esta parte de la frontera no está contemplada en el Acuerdo 
de 2016, sino sólo la frontera marítima entre ambos países. En la frontera 
terrestre regía un acuerdo bilateral anterior, cuya aplicación fue suspendida 
por Turquía en 2018 ante la negativa de Grecia de devolver a ocho milita-
res turcos refugiados en Grecia y supuestamente implicados en el intento de 
golpe de Estado de 2016.253 De nueva cuenta, los refugiados fueron usados 
como moneda de cambio en los intereses políticos de los Estados.

De este modo, la Unión Europea, “región de justicia, cooperación, se-
guridad, libre circulación de personas y supresión de fronteras”, cerró su sis-
tema de asilo a los refugiados del tercer mundo a través de políticas racistas, 
que externalizan sus fronteras y trasladan sus responsabilidades de protec-
ción internacional a países pobres como Turquía; además, de manera cíclica, 
usa a los refugiados como peones en sus juegos geopolíticos.254 Bajo el discur-
so securitario de las migraciones, estas personas representan una amenaza 
potencial para los países europeos en términos de orden público, seguridad 
nacional, política, identidad y estabilidad socioeconómica, por lo que el ob-
jetivo es evitar que pisen sus territorios a través de la implementación de dis-
tintas políticas, como la del “tercer país seguro” y “primer país de llegada”.

ii. La pandemia por Covid-19: migrantes y solicitantes 
de asilo atrapados en hotspots

A poco menos de dos meses de los disturbios en la frontera grecoturca, 
la pandemia por Covid-19 puso en pausa los procedimientos migratorios no 

252		 ACNUR, “Declaración de ACNUR sobre la situación en la frontera entre Turquía y 
la Unión Europea, 2 de marzo de 2020”, 2020.

253		 Mourenza, Andrés, “Turquía envía 1.000 policías a la frontera para evitar que Grecia 
devuelva migrantes en caliente”, El País, 6 de marzo de 2020.

254		 Véase una revisión crítica de la situación en Europa en Lucas, Javier de, Mediterráneo: 
el naufragio de Europa, Valencia, Tirant lo Blanch, 2015.
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sólo en la Unión Europea, sino alrededor del mundo, y se afectaron a miles 
de personas migrantes y refugiadas que quedaron varadas en varios luga-
res de tránsito. Además, la medida universal en 2020 para evitar la propa-
gación del virus, antes del inicio de la vacunación, fue el autoconfinamiento, 
un privilegio del cual claramente no pueden gozar las personas migrantes 
y refugiadas.

Como respuesta a la crisis sanitaria mundial, el 22 de marzo de 2020 
las autoridades griegas anunciaron el confinamiento forzoso de las personas 
solicitantes de asilo en los campos de refugiados en territorio griego, entre 
ellos los hotspots, donde es de sobra conocido que estas personas permanecen 
en condiciones de hacinamiento, pues se han llegado a alojar hasta cuarenta 
mil personas, cuando su capacidad es de seis mil personas. Obviamente, el 
hacinamiento hizo imposible que no se propagara el virus.255 La situación 
en los campos griegos es emblemática de la violencia que sufren migrantes 
y solicitantes de asilo y el control que ejercen los Estados sobre ellos, que se 
ha acrecentado en tiempos de Covid-19, en los que se les confina y evita su 
propagación como si el virus estuviera materializado en ellos mismos.

El correlato normativo de estas prácticas encontró asidero a nivel co-
munitario en las Directrices sobre la aplicación de las disposiciones perti-
nentes de la UE en materia de procedimientos de asilo y retorno y de rea-
sentamiento ante el Covid-19, del 17 de abril de 2020, una comunicación 
de la Comisión Europea en la que se formalizó y legalizó la suspensión de los 
procedimientos de asilo y el cierre de fronteras en la UE. Nuevamente, el 
derecho fundamental de solicitar asilo se puso en pausa, ahora en razón de 
la pandemia.

B. La Declaración de Nueva York sobre Refugiados y Migrantes de 2016 
y el Pacto Mundial sobre los Refugiados de 2018: biopolíticas 
para una gestión racista del asilo

La Declaración de Nueva York sobre Refugiados y Migrantes de 2016 
se adoptó con el fin de abordar las insuficiencias de los instrumentos base 
del régimen internacional de los refugiados en el contexto contemporáneo. 
Este proceso se había iniciado desde 2001 con las Consultas Globales sobre 
Protección Internacional del ACNUR, que concluyeron que la Convención 
de 1951 sigue siendo la piedra angular del sistema de protección interna-

255		 Médicos sin Fronteras, “Covid-19: BBC, Panorama Investigates the Squalid Greek 
Refugee Camps Risking Virus Outbreak”, 2020.
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cional, y que los países deben definir al sujeto “refugiado” de un modo más 
amplio a como lo define la Convención del 1951, así como usar mecanismos 
adicionales (protección complementaria) para proteger a los refugiados que 
no encuadran en la definición de la Convención.256

Sin embargo, la Declaración no prosiguió con la labor de las Consultas 
Globales de 2001. En realidad, fue emitida con la misma retórica que la 
Agenda de 2030 para el Desarrollo Sostenible, del 25 de septiembre 2015, 
que, a la par de “reconocer las contribuciones positivas de los migrantes al 
crecimiento inclusivo y al desarrollo sostenible”, enfatiza los problemas comple-
jos que plantean “el desplazamiento forzoso y la migración irregular de per-
sonas en grandes movimientos”.257 En esta tónica, la Declaración de Nueva 
York llama al diseño de una política que prevenga que los refugiados huyan 
o busquen asilo en los países ricos, lo cual puede verse en afirmaciones como:

18. Invitamos a la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Refugiados a colaborar con los Estados y celebrar consultas con todos los 
interesados pertinentes […]. El objetivo sería aliviar las presiones sobre los países de 
acogida afectados, mejorar la autosuficiencia de los refugiados, ampliar el acceso a las so-
luciones que impliquen a terceros países y apoyar las condiciones existentes en los países de 
origen para el regreso en condiciones de seguridad y dignidad.

Aún más, la Declaración invita al sector privado y a la sociedad civil, 
incluidas las organizaciones de refugiados y migrantes, a participar en alian-
zas para apoyar estos fines.258 Con esto, el enfoque del régimen internacio-
nal de los refugiados pasó de ser una responsabilidad estatal en materia de 
derechos humanos y asistencia humanitaria a una cooperación de actores 
no estatales, lo cual contribuye a diluir más las obligaciones estatales en la 
materia.259 En suma, la Declaración fue un llamado a los gobiernos, a la so-
ciedad civil y a la iniciativa privada para trabajar juntos en un intento por 
evitar que más solicitantes de asilo lleguen a los países ricos.260

Esta perspectiva finalmente se cristalizó en los Pactos Globales sobre 
Migración y Refugiados de 2018. Específicamente, en el Pacto de Refugia-
dos se reafirmaron los objetivos de la Declaración de Nueva York, de “ali-
viar las presiones sobre los países de acogida” a través del involucramiento 

256		 ACNUR, Protección de los refugiados en el derecho internacional consultas globales del ACNUR 
sobre protección internacional, Barcelona, ACNUR, Icaria Editorial, 2010.

257		 ONU, “Agenda 2030 para el desarrollo sostenible”, 2015.
258		 ONU, “Declaración de Nueva York para los refugiados y los migrantes del 19 de sep-

tiembre de 2016”, 2016.
259		 Estévez, “Refugees…”, cit., p. 416.
260		 Ibidem, p. 417.
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de los países del tercer mundo en la recepción de solicitantes de asilo.261 A 
cambio, los países ricos y el sector privado se comprometieron a invertir en 
servicios e infraestructura en estos países.262 Además, el Pacto es claro en se-
ñalar que el acceso a los países desarrollados sólo se podrá hacer a través de 
medios “legales” limitados, como reunificación familiar, becas de estudiante 
o visas humanitarias.263 De este modo, los pactos globales sobre Migración 
y Refugiados de 2018 son un esfuerzo más para transferir las obligaciones 
internacionales de protección de los países ricos a los países del tercer mun-
do, en aras de que los migrantes irregulares y los solicitantes de asilo no 
lleguen a los países ricos, a la par de asegurar ganancias para los negocios 
internacionales.264

En conclusión, el asilo y su instrumentalización a nivel internacional a 
través del régimen de refugiados ha sido regulado desde sus inicios por una 
biopolítica que administra, controla y construye a los refugiados, a la par que 
favorece los intereses políticos y prácticos de los Estados dominantes. En la 
actualidad, a través del derecho, el régimen es usado para desviar y desechar 
a los solicitantes de asilo indeseados (generalmente personas no blancas y 
pobres) a países del tercer mundo; por ejemplo, con acuerdos bilaterales o 
multilaterales entre Estados (como los de “primer país de llegada” o el “ter-
cer país seguro”), o con normas de soft law (como la Declaración de Nueva 
York de Migrantes y Refugiados de 2016 y los pactos de Marrakéch de 2018).

Esta situación ocasiona que existan dos régimenes de asilo operando 
simultáneamente: uno en el norte global, donde se quedan los solicitantes 
de asilo que logran superar los procesos de filtrado porque son “deseables” 
y funcionales para los Estados dominantes; y otro en el sur global, donde la 
mayoría de personas perseguidas se quedan a merced de procedimientos de 
asilo injustos e ineficaces, a la par de condiciones económicas muy preca-
rias, sistemas de salud quebrados (y más en tiempos de Covid-19) y procesos 
de violencia de toda índole y desastres medioambientales.

IV. Racionalidad biopolítica del régimen internacional 
de asilo: selección, control y exclusión, no protección

Los movimientos forzados de personas a gran escala desafían los proyectos 
de los Estados de asegurar la manejabilidad y productividad de las pobla-

261		 ONU, “Pacto mundial sobre los refugiados”, 2018, párr. 7.
262		 Ibidem, párr. 32.
263		 Ibidem, párr. 95.
264		 Estévez, “Refugees…”, cit., p. 415.
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ciones. Por ello, desde sus inicios, el régimen internacional de los refugiados 
ha estado influenciado por dos elementos del paradigma biopolítico: 1) la 
gestión efectiva de la población en aras de promover los intereses, la riqueza 
y la fuerza de los Estados dominantes, lo cual se puede ver desde la primera 
fase de desarrollo del régimen, y 2) el control de la población a través de 
discursos y tecnologías de poder (biopolíticas), lo cual también se aprecia en 
las distintas etapas del régimen con la securitización de las migraciones y la 
retórica humanitarista, asistencial y de derechos humanos que gira en torno 
al asilo.

A través de los años, el régimen internacional de los refugiados se ha 
gestado como una parte de la política migratoria que surgió a partir de la 
preocupación generalizada de los Estados de controlar sus fronteras y, en 
este sentido, de reafirmar su derecho de decidir quién puede entrar en sus 
territorios y quién no. Como Hathaway apunta, sus orígenes se pueden en-
contrar en la necesidad estatal de “gobernar las interrupciones de la migra-
ción internacional regulada de acuerdo con los intereses de los Estados”.265

De este modo, el control de la migración y el asilo están indisoluble-
mente unidos, y las preocupaciones y los paradigmas utilizados para los 
refugiados son esencialmente los mismos que para el control general de la 
migración, y van de la mano con el surgimiento y consolidación del Estado 
nación moderno. Por ello, se puede afirmar que el régimen de los refugiados 
forma parte del dispositivo general de regulación migratoria. Sin embar-
go, durante mucho tiempo las leyes nacionales no diferenciaron claramente 
las clases de migrantes, incluidos los refugiados. Esto tendría lugar, como 
apunta Karatani,266 hasta el periodo inmediatamente posterior a la Segun-
da Guerra Mundial, lo cual sentaría las bases de la normativa contemporá-
nea en materia de refugiados.

Las preocupaciones y perspectivas que fueron dando forma al espacio 
para el asilo y delineando al sujeto refugiado en los primeros años del ré-
gimen quedaron plasmadas en la base legal del sistema: la Convención de 
1951, que construyó al sujeto refugiado “universal” y ha servido como pa-
trón para juzgar la elegibilidad del sujeto refugiado; esto es, para calificar si 
las personas perseguidas merecen ser protegidas internacionalmente o no. 
La Convención definió al sujeto refugiado de un modo fijo y estático, con el 
fin de excluir a otras personas perseguidas que no cumplan con los requi-
sitos que señala. La relevancia de establecer una definición de refugiado a 

265		 Hathaway, “A Reconsideration…”, cit., p. 133.
266		 Karatani, Rieko, “How History Separated Refugee and Migrant Regimes: In Search 

of  Their Institutional Origins”, International Journal of  Refugee Law 17, núm. 3, 2005, p. 517.
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nivel legal radica en que se creó la distinción entre refugiados “verdaderos” 
y refugiados “falsos”. De hecho, el procedimiento de determinación de la 
condición de refugiado, que aparentemente es necesario para vigilar esta 
distinción, también puede ser un mecanismo para emitir juicios subjetivos 
y racistas sobre si el refugiado es digno de que se le otorgue el asilo o no.

Si bien los Estados que ratifican o se adhieren a un tratado internacio-
nal contraen obligaciones jurídicas vinculantes, seguimos viviendo en un 
contexto donde la soberanía estatal juega un papel primario en las relacio-
nes internacionales, haya o no temas de derechos humanos comprometidos. 
Por ello, los instrumentos internacionales del sistema universal, que son la 
base actual del sistema legal de protección para los refugiados, no imponen 
a los Estados firmantes la obligación de otorgar la condición de refugiado 
a cada persona que les solicita asilo, y tienen la libertad de establecer sus 
propias reglas, procedimientos e instituciones para procesar las solicitudes 
de asilo y tomar decisiones.

De este modo, y a pesar de que el derecho de buscar y recibir asilo está 
presente en la DUDH y en la actualidad es considerado como un derecho 
humano, a la fecha ningún instrumento legal internacional define qué es 
“asilo” ni establece la obligación de otorgarlo a los Estados.267 En cambio, 
los Estados conservan un considerable margen de discresión para decidir a 
quién otorgarlo, y, en este sentido, definir quién es una persona refugiada y 
merece ser protegida internacionalmente en caso de persecución, a través 
de sus normas nacionales que regulan los procedimientos para la determi-
nación de la condición de refugiado.

A pesar de lo anterior, la narrativa dominante presenta al derecho in-
ternacional de los refugiados como un conjunto de normas con una visión 
humanitarista, asistencial y afín a los derechos humanos. Sin embargo, lejos 
de ser un medio para institucionalizar la preocupación de la comunidad 
internacional por el bienestar de las personas que se ven obligadas a huir 
de sus países, ha servido para institucionalizar la racionalidad de control y 
exclusión del régimen.268 De este modo, detrás del derecho de los refugiados 
codificado en la Convención de Naciones Unidas sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967 se encuentra un enfoque bio-
político de gestión de las poblaciones y securitización de los contingentes 
migratorios que preserva y fortalece la postestad de los Estados de decidir 
quién entra a sus territorios y quién no.

267		 Goodwin-Gill, G., “The International Law of  Refugee Protection”, en Fiddian-Qas-
miyeh, Elena et al. (eds.), The Oxford Handbook of  Refugee…, cit., p. 42.

268		 Hathaway, “A Reconsideration…”, cit., p. 130.
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Así pues, desde sus inicios, el derecho internacional de los refugiados ha 
sido un aparato de control que identifica, clasifica y selecciona a una clase 
limitada de personas perseguidas, a quienes califica y juzga como dignas 
de recibir protección internacional o no. La Convención de 1951 ha regu-
larizado y normalizado el enfoque biopolítico del régimen al categorizar 
legalmente al sujeto refugiado y, de esta forma, ponerlo bajo el control y 
la gestión del orden jurídico internacional y los Estados. Así pues, tras una 
inspección más detallada, es posible apreciar que todos los aspectos del de-
recho internacional de los refugiados, esencialmente expresados en la Con-
vención de 1951, y que tienen como base la neutralidad, la universalidad 
y, sobre todo, la legalidad, al final de cuentas son elementos clave para la 
producción del sujeto refugiado genuino y, a la par, del migrante forzado 
indeseable.

La teoría inmunitaria de Esposito puede ser útil para explicar el fun-
cionamiento contemporáneo del régimen de asilo, en el cual coexisten dos 
regímenes de asilo de manera simultánea: uno en el primer mundo y otro en 
el tercer mundo. Para Esposito, la regulación de la población es una especie 
de inmunización contra virus raciales y culturales (en el entendido de que la 
diferencia cultural conduce al colapso social y pone en riesgo a la nación), y 
hace una analogía entre la política de la vida y el sistema inmune del cuer-
po humano, que lucha contra amenazas exógenas de la misma forma que 
el biopoder lucha contra formas de vida que amenazan a la mayoría y a la 
nación.269

Así, la regulación de la migración es una biopolítica que opera como un 
sistema inmune que defiende al cuerpo (la población o la sociedad) a través 
de la creación de categorías como la de refugiado, que niegan al patógeno 
(virus raciales o culturales). Con la teoría de Esposito queda claro que el 
miedo al “otro” (el extranjero, migrante o refugiado) no sólo está dado por 
la existencia de lo distinto, sino por el temor de su propagación descon-
trolada, lo cual desafía no sólo los proyectos de los Estados de asegurar la 
manejabilidad y productividad de sus poblaciones, sino también la preser-
vación de la unidad cultural y nacional. Como se sabe, el vacunarse implica 
introducir una forma atenuada de infección para estimular la formación 
de anticuerpos capaces de neutralizar por anticipado las consecuencias pa-
tógenas; en el caso concreto, la categoría de refugiado es la inmunización 
contra virus raciales y culturales que los movimientos masivos de refugiados 
y sin control traen consigo.

269		 Esposito, Roberto y García Ruiz, Alicia, Comunidad, inmunidad y biopolítica, Barcelona, 
Herder, 2009, pp. 19 y 20.
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La categoría de refugiado sirve para filtrar a los candidados más desea-
bles (los refugiados genuinos), dejarlos entrar en pequeñas dosis al cuerpo del 
Estado y, de esta forma, “inmunizarlo”. Vista como inmunización, esta cate-
goría asegura la exclusión de la mayoría de migrantes forzados que no supe-
ran de manera exitosa el proceso de selección de los refugiados “genuinos” 
y a quienes se envía al régimen de asilo que opera en el tercer mundo. Este 
proceso se encuentra institucionalizado a nivel internacional en la Conven-
ción de 1951 y a nivel doméstico en las leyes nacionales de asilo que regulan 
el procedimiento para la determinación de la condición de refugiado.

Se trata de una “exclusión por medio de la inclusión”; dicho de otro 
modo, es una exclusión de la mayoría de migrantes forzados a través de la 
inclusión de los refugiados deseables y, por ende, “genuinos” en pequeñas 
dosis. Así es como opera el régimen internacional de refugiados en el pri-
mer mundo y su sistema de selección. El resto de migrantes forzados que no 
superan este proceso de filtrado son desviados, a través de biopolíticas como 
el “tercer país seguro” o el “primer país de llegada”, al régimen de asilo que 
opera simultáneamente en el tercer mundo, donde viven 86% de las perso-
nas perseguidas a nivel global.270 La eficacia de este mecanismo inmunitario 
radica en generar un discurso (el del derecho de asilo), que presenta el asun-
to de los refugiados como un tema humanitario y de derechos humanos, a 
pesar de que el asilo es una prerrogativa estatal, y el régimen internacional 
de los refugiados es una biopolítica que forma parte del dispositivo de con-
trol migratorio.

270		 ACNUR, “Global Trends. Forced Displacement in 2020”, p. 2.
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Capítulo tercero

LA POLÍTICA MIGRATORIA Y DE ASILO 
EN MÉXICO EN LOS SIGLOS XIX Y XX: LA RAZA 

Y LA CLASE COMO DISPOSITIVOS DE EXCLUSIÓN

I. Los inicios del México independiente: 
el mosaico racial heredado de la Colonia 

y la dispersa regulación en materia de extranjería

Durante la época colonial, la práctica del asilo en México se circunscribió, 
como en Europa, a las iglesias y monasterios, que eran lugares que se con-
sideraban sagrados e inviolables, donde las personas perseguidas recibían 
protección. La institución del asilo en México se laicizó y se empezó a de-
sarrollar hasta su etapa de país independiente y exclusivamente con fines 
de dar protección a las personas perseguidas por motivos políticos.271 En las 
primeras décadas del México independiente, la práctica del asilo fue limitada 
y estuvo condicionada al reducido número de representaciones diplomáticas 
del gobierno mexicano en el extranjero, en el caso del asilo diplomático, y a 
las dificultades geográficas y deficiencias en los medios de comunicación y 
transporte, que hacían sumamente difícil el arribo de las personas persegui-
das políticamente a territorio mexicano, en el caso del asilo territorial. En 
estos años el asilo mexicano se enfocaba en asistir, a través de la inmunidad 
diplomática, a los perseguidos políticos latinoamericanos que eran simpati-
zantes del gobierno mexicano y participaban en grupos políticos de oposición 
o rebelión en contra de los regímenes autoritarios de sus países.272

El mosaico de razas heredado de la Colonia y las primeras regulaciones 
en materia de extranjería y naturalización influenciaron de manera impor-
tante el desarrollo y la práctica nacional del asilo en los años venideros, 
puesto que en México, así como en otros países, la institución del asilo se 
enmarcó dentro de las leyes y políticas migratorias desde sus inicios como 

271		 Imaz, Cecilia, La práctica del asilo y del refugio en México, México, Potrerillos Editores, 
1995, p. 33.

272		 Serrano Migallón, Fernando, El asilo político en México, México, Porrúa, 1998, pp. 57-63.
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la única categoría migratoria que permitía el acceso legal y documentado 
al país de las personas perseguidas. De ahí la importancia de hacer una ge-
nealogía de las regulaciones migratorias, puesto que fue en este cuerpo de 
normas, con sus fobias y filias, donde se gestó de manera paralela la práctica 
y regulación del asilo en México.

En el virreinato existió un amplio mosaico de razas, que iban de las 
razas primarias (mestizos, mulatos y lobos) a otras de corte intermedio e 
inestable, tanto en trayectorias de blanqueo y ascenso (castizos, moriscos y 
saltapatrás) como en trayectorias irregulares y anárquicas, y donde se india-
nizaron o africanizaron los cuerpos (coyotes, zambaigos y chinos).273 Para 
fines del virreinato, esta mezcla de razas se empezaron a reducir, quedando 
las siguientes: españoles (criollos de aquí y gachupines de allá), mestizos, 
indios y castas, donde cabían los otros tipos.274 Durante la Nueva España, 
la inmigración de extranjeros fue constante desde Europa, pero cesó por 
completo con el inicio y durante la guerra de Independencia.275 En el Méxi-
co independiente, la raza europea permaneció, y durante el siglo XIX el 
conflicto fue conservar o no el polo racial orientador del cuerpo blanco y 
europeo del criollo, como centro de la civilización y la nueva nacionalidad 
mexicana, o cambiar de polo hacia el cuerpo mayoritario de la población: 
el mestizo, mezcla de indio y español.276

El ciudadano que se requirió para la nueva nación fue el criollo o mes-
tizo, por lo que se trató de convertir al mexicano a cualquiera de estas dos 
razas, lo cual implicó incorporar a los grupos de indígenas al cuerpo mesti-
zo del resto del país mediante cruzas biológicas y aculturación educativa.277 
Se creía que el único modo de conseguir una evolución política era a través 
de la importación de europeos y la dominación del indígena a través de la 
educación o formas disciplinarias crueles.278 A la par, los conservadores em-

273		 López Beltrán, C. y García Deister, V., “Aproximaciones científicas al mestizo mexica-
no”, História, Ciências, Saúde-Manguinhos 20, núm. 2, 2013.

274		 López Beltrán, C., “Hippocratic Bodies: Temperament and Castas in Spanish Ame-
rica (1570-1820)”, Journal of  Spanish Cultural Studies 8, núm. 2, 2007; Katzew, Ilona, Casta 
Painting: Images of  Race in Eighteenth Century Mexico, New Haven, Yale University Press, 2004.

275		 Cook, S. F., “Las migraciones en la historia de la población mexicana”, en Muriá, José 
María (ed.), Jalisco en la conciencia nacional, México, Gobierno del Estado de Jalisco-Instituto 
Mora, 1987.

276		 Falcón, Romana, Las rasgaduras de la descolonización: españoles y mexicanos a mediados del siglo 
XIX, México, El Colegio de México, 1996.

277		 López Beltrán, C. y Garcia Deister, V., “Aproximaciones científicas al mestizo mexica-
no”, História, Ciências, Saúde-Manguinhos 20, núm. 2, 2013, p. 393.

278		 Lomnitz, Claudio, “Antropología de la nacionalidad mexicana”, en Arizpe, Lourdes 
(ed.), Antropología breve de México, México, Academia de la Investigación Científica-CRIM, 
UNAM, 1993, p. 365.
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pezaron a promover un modelo de identidad binacional basado en lo que 
llamaron la “mestizofilia” o el amor por la idea de que la nación sería mes-
tiza y producto de la mezcla de sólo dos sangres y culturas: la indígena y la 
española.279 Se comenzó a idear la posibilidad de dar al mestizo, dignidad 
racial y hacer de la “raza mestiza” la raza nacional, por lo que la cultura 
nacional quedaría definida de ese modo.280

Desde la consumación de la Independencia no hubo una norma gene-
ral que reglamentara la inmigración en el país, por lo que se podría decir 
que la migración era libre.281 Sin embargo, sí existieron distintos instrumen-
tos legales que empezaron a delinear de manera separada los temas de na-
cionalidad, naturalización y condición jurídica de los extranjeros, así como 
de la incipiente política de asilo.

La Constitución de Apatzingán, del 22 de octubre de 1814, en su artículo 
13 hizo una clara consagración del ius soli para cortar la dominación espa-
ñola: “se reputan ciudadanos de esta América todos los nacidos en ella”.282 
El Plan de Iguala, del 24 de febrero de 1821, condensó el ideario de los 
hombres del movimiento insurgente consumado con la Independencia y no 
limitó la atribución de la nacionalidad mexicana a los nacidos en la nueva 
nación a través del ius soli, pues también utilizó el ius domicili para las perso-
nas que tenían un tiempo considerable viviendo en el territorio nacional.283 
Los Tratados de Córdoba, del 24 de agosto de 1821, establecieron en el 
artículo 15, que los españoles residentes en México podían declararse mexi-
canos o españoles residentes en México, y que los mexicanos residentes en 
España podían declararse mexicanos o españoles, adoptando una u otra pa-
tria. Sin embargo, no establecieron ninguna opción para criollos, mestizos 
o indígenas.284 El decreto del 16 de mayo de 1823 autorizó al Ejecutivo a 
expedir cartas de naturalización a favor de los extranjeros que lo solicitaran.

En materia de asilo, el Tratado de no Extradición por Delitos Políticos 
de 1823 entre México y Colombia prohibió la extradición de asilados po-
líticos a sus países de origen por los delitos que de esa índole hubieran co-

279		 Pérez Vejo, Tomás, España en el debate público mexicano, 1836-1867. Aportaciones para una 
historia de la nación, México, El Colegio de México-Instituto Nacional de Antropología e Hi-
storia, 2008, pp. 151 y 152.

280		 Lomnitz, “Antropología de la nacionalidad mexicana”, pp. 363-366.
281		 Theesz Poschner, Margarita, Migración húngara en México y Argentina (1939-1949), Méxi-

co, Centro de Estudios Migratorios, INM, 2012, p. 142.
282		 González Martín, Nuria, “Régimen jurídico de la nacionalidad en México”, Cuadernos 

Constitucionales México-Centroamérica 33, 1999, p. 20.
283		 Idem.
284		 Idem.
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metido. En este periodo destaca el asilo que el gobierno de Sebastián Lerdo 
de Tejada (1872-1876), presidente que sustituyó a Benito Juárez, otorgó a 
José Martí en 1875, quien tenía veintidós años cuando llegó a México pro-
cedente de España, de donde había sido deportado por participar en el mo-
vimiento de independencia de Cuba.285

La Ley sobre las Reglas para dar Cartas de Naturaleza, del 14 de abril 
de 1828, precisó las reglas aplicables para otorgar cartas de naturalización.286 
La Constitución de 1836 atribuyó no sólo la nacionalidad a los nacidos en 
México, sino también a los hijos de mexicanos, estableciendo un sistema 
híbrido de asimilación del ius sanguini y ius soli,287 además de señalar los 
requisitos para ser ciudadano mexicano, así como diversas causas de pér-
dida de la nacionalidad mexicana y la posibilidad de recuperar la calidad 
de mexicano.288 Finalmente, el Decreto sobre Extranjería y Nacionalidad de 
1854 fue el primer ordenamiento destinado a reglamentar de forma inte-
gral la nacionalidad, la naturalización y la condición jurídica de los extran-
jeros.289 Mezcló el ius soli y ius sanguini para obtener la nacionalidad y dio el 
derecho a toda persona de entrar, salir y transitar por México sin diferenciar 
al mexicano del extranjero, razón por la cual no existía como tal un control 
migratorio.

En la segunda mitad del siglo XIX las condiciones económicas, políticas 
y sociales en México no fueron propicias ni para la entrada de extranjeros ni 
para su instalación en territorio nacional.290 La pobreza económica que ca-
racterizaba a la mayor parte de la población mexicana, el analfabetismo y la 
falta de calificación de la mano de obra nacional, predominantemente indí-
gena, fueron los principales argumentos en los que se fundamentaron los di-
rigentes políticos de ese periodo para impulsar la colonización del país.291 Se 
creía que los extranjeros no sólo harían prosperar las regiones despobladas 
e improductivas, sino que también contribuirían a elevar el patrón de vida, 
particularmente de los indígenas, a quienes “era necesario reeducar”,292 y 

285		 Cátedra Extraordinaria “José Martí”, México, un lugar para Martí, México, UNAM, Edi-
torial Memorias, 2005, p. 28.

286		 Verdugo, Agustín, Principios de derecho civil mexicano, 1885.
287		 González, Martín, “Régimen jurídico de la nacionalidad en México”, p. 22.
288		 Arellano García, Carlos, “Los peligros de la doble nacionalidad”, Memorias del Congreso 

sobre Doble Nacionalidad, México, Miguel Ángel Porrúa, 1995, pp. 60 y 61.
289		 Derecho internacional, México, Porrúa, 1974, p. 133.
290		 Poschner, Theesz, Migración húngara en México y Argentina (1939-1949), p. 142.
291		 Dieter Berninger, George, La inmigración en México, 1821-1857, México, SEP, 1974.
292		 Palma Mora, Mónica, De tierras extrañas. Un estudio sobre la inmigración en México, 1950-

1990, México, Segob-INM-INAH, 2006, p. 51.
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“necesitaban desesperadamente lecciones de tecnología y moral, y los debe-
res del ciudadano y el europeo los sacarían del abismo”.293

Por lo anterior, se trató de promover la inmigración, en aras de que los 
extranjeros trajeran capitales que permitieran el desarrollo sostenido de la 
industria nacional, se generaran fuentes de empleo y se capacitara a la gen-
te en nuevos giros de la actividad económica, esto además del importante 
papel que los extranjeros tendrían en el blanqueamiento de la piel nacio-
nal.294 Así, la ideología colonial racista, según la cual la raza indígena era 
inferior a la española, pero a la vez redimible a través de la fe cristiana y la 
procreación con la raza española, imperó en las primeras décadas del Mé-
xico independiente.295

II. El porfiriato: los intentos de blanqueamiento 
de la población mexicana y la incipiente 

práctica de asilo (1876-1911)

Durante el siglo XIX existió la creencia de que México era un país despo-
blado, cuyos habitantes no eran suficientes ni en cantidad ni en calidad para 
explotar “los inacabables recursos naturales de la región”. Esto condujo a 
que el régimen de Porfirio Díaz realizara reiteradas invitaciones a la inmigra-
ción extranjera, de la cual se esperaba que aportara muchas ventajas, como 
la posibilidad de explotar dichos recursos y atraer inversiones, mejorar la 
composición étnica de la población a través del “blanqueamiento” de ésta 
y, además, hacer frente al expansionismo estadounidense.296 Con esta idea 
sobre la inmigración, que era compartida por las elites del siglo XIX, se tra-
taba de “aumentar la raza blanca, hacer fuerte a la nación, y enseñarle a 
ser industriosa”.297 De este modo, se patrocinó una política de colonización 
extranjera, que debía promover tanto la explotación de recursos naturales 
como una hibridación, que se pensaba necesaria para elevar el umbral bioló-
gico y cultural de las poblaciones atrasadas.298 Existía una política de fomento 

293		 Berninger, Dieter, La inmigración en México, 1821-1857.
294		 Gall, Olivia, “Racismos y xenofobias mexicanas frente a los migrantes: 1910-2018”, 

Revista Interdisciplinaria 26, num. 53, 2018, p. 117.
295		 Lomnitz, Claudio, “Hacia una antropología de la nacionalidad mexicana”, Revista 

Mexicana de Sociología 55, núm. 2, 1993, p. 186.
296		 Gleizer, Daniela, “Políticas inmigratorias en la construcción de la identidad nacional 

mexicana”, en Adonon, Akuavi (ed.), Identidades: explorando la diversidad, México, Barcelona, 
UAM-C, Anthropos Editorial, 2011, pp. 223 y 224.

297		 “Frutos de la guerra”, El Monitor Repúblicano, 9 de julio de 1948.
298		 Yankelevich, Pablo, “Revolución e inmigración en México (1908-1940)”, Anuario Digi-

tal 24 (2011-2012), p. 40.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



80 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

a la inmigración que pretendía abrir las puertas al capital y a la inmigración 
foránea.299

Francisco Pimentel, en su libro Memoria sobre las causas que han originado la 
situación de la raza indígena en México y medios para remediarla en 1864, sostiene que 
en México se tenía la necesidad de que las razas indígenas se diluyeran en la 
raza blanca a través de un mestizaje racial, con el fin de que se construyera 
una nación homogénea. Sin embargo, el nacionalismo étnico-cultural —la 
existencia de una comunidad política— sólo era posible a partir de la homo-
geneidad, por lo que el mestizaje se había convertido en el centro de un pro-
yecto de construcción nacional, en cuyo final se encontraba el ideal de una 
sola raza-nación blanca y no mestiza, ya que la raza mixta sólo era “de 
transición, pues después de poco tiempo todos llegarían a ser blancos”.300

Debido a lo anterior, en esta época los extranjeros tuvieron muchos 
privilegios en las nuevas leyes en la materia. La Ley sobre Extranjería y 
Naturalización de 1886, conocida como “Ley Vallarta”, brindaba el de-
recho a naturalizarse a los extranjeros que compraban bienes raíces en el 
país, que registraban a sus hijos nacidos en México, que aceptaban ocupar 
un cargo público o que llegaban como colonos con gastos pagados por el 
gobierno mexicano.301 Los requisitos que fijó la Ley para adquirir la na-
cionalidad mexicana eran: 1. residencia mínima de dos años en el país; 2. 
observar buena conducta; 3. tener una industria o profesión de qué vivir, y 
4. la voluntad de naturalizarse. Después de seis meses, el extranjero tenía 
que manifestar la renuncia a su anterior nacionalidad y a toda sumisión, 
obediencia, fidelidad y protección de todo gobierno extranjero; sin embar-
go, esta renuncia se hacía antes de que le fuera concedida la nacionalidad 
mexicana, por lo que en caso de que ésta no se le otorgara podía quedar en 
situación de apátrida.302 Un juez de distrito formaba el expediente de natu-
ralización, y solicitaba a la Secretaría de Relaciones Exteriores el certificado 
correspondiente, donde se ratificaba la renuncia de extranjería y la sumisión 
a las leyes mexicanas.303

El determinar la nacionalidad de mujeres y niños fue un asunto comple-
jo. Bajo la Ley de 1886, las mujeres mexicanas que contraían nupcias con 

299		 Palma Mora, De tierras extrañas. Un estudio sobre la inmigración en México, 1950-1990, p. 53.
300		 Pimentel, Francisco, Obras completas, vol. III, México, Editorial Económica, 1903-1904, 

p. 74.
301		 Yankelevich, Pablo, “Naturalización y ciudadanía en el México posrevolucionario”, 

Estudios de Historia Moderna y Contemporánea de México 48, 2014, p. 118.
302		 Ley de Extranjería y Naturalización, 20 de mayo de 1886, Instituto Nacional de Mi-

gración, p. 27.
303		 Yankelevich, Pablo, “Naturalización y ciudadanía...”, cit., p. 135.
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hombres extranjeros eran expatriadas y perdían su nacionalidad mexicana,304 
situación que fue legalmente ratificada por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación.305 En caso de quedar viuda del extranjero, la mujer recuperaba 
su nacionalidad mexicana si así lo solicitaba.306 En relación con los niños, 
la Ley señaló que “son mexicanos: I. Los nacidos en el territorio nacional 
de padre mexicano por nacimiento o por naturalización”, sin importar la 
nacionalidad y el estatus civil de la madre; esto es, la Ley presuponía que 
un niño nacido en México de padre extranjero también era extranjero.307 
De este modo, la determinación de la nacionalidad para mujeres y niños 
era compleja, porque no se les tomaba en cuenta como personas de pleno 
derecho, sino como dependientes de la nacionalidad o naturalización que 
tenía el padre o el esposo.

Durante el porfiriato, la inmigración europea no requirió de una legis-
lación particular que promoviera su incorporación a las actividades pro-
ductivas, toda vez que la xenofilia oficial facilitó su rápido ascenso social e 
integración a las elites económicas y políticas.308 Bajo este contexto, en 1908 
se adoptó la primera Ley de Migración en el país; a diferencia de las leyes 
que le sucederían, no hizo ninguna referencia a la raza para seleccionar a 
los migrantes; por el contrario, la presentación de la ley recuerda el princi-
pio de no discriminación que la origina: “Otra de las bases fundamentales 
del proyecto es la de la más completa igualdad de todos los países y de todas 
las razas, no estableciendo un solo precepto especial para ciudadanos de 
alguna nación, ni para los individuos de raza determinada”.309

La ley permitió la entrada libre al país a todos los extranjeros que “no 
fueran notoriamente nocivos” en el orden moral y sanitario,310 pero impedía 
la entrada de extranjeros con defectos físicos o mentales o que fueran “po-
líticamente indeseables”. Además, permitía que los extranjeros con más de 
tres años de residencia, y que se ausentaran por menos de un año, pudieran 

304		 Ley de Santa Anna, Decreto del Gobierno sobre Extranjeros y Nacionalidad, México, 
30 de enero de 1854, artículo 1o.

305		 Semanario Judicial de la Federación 588, segunda época, 13 de julio de 1881; Ley de 1886, 
artículo 2o.

306		 Yankelevich, Pablo, “Naturalización y ciudadanía...”, cit., p. 129.
307		 Augustine-Adams, Kif, “Hacer a México: la nacionalidad, los chinos y el censo de 

población de 1930”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Imigración y racismo. Contribuciones a la historia 
de los extranjeros en México, México, El Colegio de México, 2015, p. 174.

308		 Yankelevich, Pablo, “Hispanofobia y revolución: españoles expulsados de México 
(1911-1940)”, Hispanic American Historical Review 86, 2006, p. 41.

309		 Exposición de motivos en la Cámara de Diputados, Diario de Debates, 23 de noviembre 
de 1908.

310		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 229.
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regresar al país sin problema alguno.311 Se buscaba ensanchar el mestizaje 
gestando una corriente inmigratoria blanca y europea interesada en desa-
rrollar tareas agrícolas en regiones de escasa densidad poblacional.312

El principal criterio de selección resaltado por la Ley de 1908 fue de 
orden sanitario, pues prohibía de manera explícita el ingreso al país de ex-
tranjeros portadores de enfermedades directamente asociadas a la migra-
ción oriental, como peste bubónica, cólera y fiebre amarilla. Como señala 
Cunin, la neutralidad racial de la Ley no impidió que existieran indicadores 
en las boletas de migración que tomaran en cuenta las categorías raciales; 
así, la identificación racial es conocida y mencionada, pero no constituye 
oficialmente un instrumento de gobernanza de la inmigración.313 Por otro 
lado, Palma Mora ve la insistencia de la Ley en las cuestiones sanitarias 
como una manera indirecta de controlar la inmigración asiática, asociada 
con la difusión de enfermedades y epidemias.314

La Ley también trató de reglamentar todo el procedimiento de docu-
mentación y arribo de trabajadores extranjeros. Para tales motivos, creó el 
Servicio de Inspección de Migrantes,315 que no contaba con la estructura or-
ganizativa ni el personal necesario para velar por que se cumplieran las dis-
posiciones en materia de inmigración, pero sí servía para temas de control 
sanitario y vigilar a los inmigrantes originarios de China.316 Desde entonces, 
existió dificultad para ejecutar las normas migratorias en el país, toda vez 
que su correcta aplicación se vio afectada por la carencia de recursos, in-
fraestructura adecuada y personal calificado. Ello, además de la existencia 
de intereses contrapuestos, arbitrariedades, corrupción, e inclusive redes de 
“coyotaje” y tráfico de personas, en las que participaban autoridades migra-
torias, como ha documentado Yankelevich.317

311		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., pp. 143 y 144.
312		 Yankelevich, Pablo, ¿Deseables o inconvenientes? Las fronteras de la extranjería en el México 

posrevolucionario, México, ENAH-Iberoamericana Vervuert, 2011, p. 35.
313		 Cunin, Elisabeth, Administrar los extranjeros: raza, mestizaje, nación. Migraciones afrobeliceñas 

en el territorio de Quintana Roo, 1902-1940, trans. Silvia Kiczkovsky, Marseille, IRD Éditions, 
Éditions Ciesas, 2014, p. 109.

314		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 62.
315		 Landa y Piña, Andrés, El servicio de migración en México, México, Talleres Gráficos de la 

Nación, 1930, p. 9.
316		 Yankelevich, Pablo, “Corrupción y gestión migratoria en el México posrevoluciona-

rio”, Revista de Indias XXII, núm. 255, 2012, pp. 433-464.
317		 Yankelevich, Pablo, Los otros. Raza, normas y corrupción en la gestión de la extranjería en Méxi-

co, 1900-1950, México, El Colegio de México, Bonilla Artigas Editores, 2019, pp. 69 y ss. y 
145 y ss.
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Toda vez que la legislación porfirista sólo reparó en la organización de 
un servicio migratorio destinado a vigilar los puertos de ingreso e inspec-
cionar a los pasajeros y al personal de los barcos,318 entre 1895 y 1910 la 
población extranjera en México creció a más del doble, pero con una dis-
tribución irregular en su composición. Mientras que en 1895 la presencia 
europea disminuyó su representación de 45% a 39%, en 1910 la migración 
de origen asiático incrementó de 2% a 11%.319 Como nunca llegaron los 
contingentes masivos de europeos, se constató la incapacidad de México 
para atraer una corriente migratoria de “primer nivel”, y el gobierno por-
firista se vio obligado a fomentar la contratación de trabajadores orientales 
ante una demanda de mano de obra insatisfecha para atender trabajos 
agrícolas y de construcción de infraestructura; así, se inició una política ofi-
cial de promoción de la inmigración asiática.320 A la par, en 1882 se adoptó 
en Estados Unidos la primera legislación que prohibió el ingreso de chinos, 
que tuvo un impactó significativo en México, puesto que generó un tráfico 
ilegal de estos migrantes que buscaban desplazarse hacia Estados Unidos y 
el asentamiento permanente de aquellos expulsados de ese país en el noroc-
cidente de México.321

De este modo, los planes de colonización durante el porfiriato fraca-
saron y se admitió que las condiciones del país, especialmente las del cam-
po, no eran comparables con las de Estados Unidos, Argentina o Uruguay, 
países que fueron los principales polos de atracción en América para la in-
migración europea. A la par, el papel protagónico que tuvieron los escasos 
grupos de extranjeros en México durante el porfiriato, junto con el goce de 
privilegios y su estrecha relación con la clase política mexicana, generaron 
recelos y críticas en el resto de la población. Esta situación sentaría las bases 
de las legislaciones y políticas de extranjería en los años posrevolucionarios.

En materia de asilo, el gobierno de Porfirio Díaz lo utilizó como 
arma política de acuerdo con los intereses o especiales simpatías del presi-
dente, y su práctica comenzó a cobrar importancia hacia fines del régi-

318		 Segob, Colección de leyes, decretos, reglamentos y acuerdos. Ramo de inmigración, 1908-1909, 
México, Imprenta Diario Oficial, 1924.

319		 Camposortega Cruz, Sergio, “Análisis demográfico de las corrientes migratorias a 
México desde finales del siglo XIX”, en Ota Mishima, Maria Elena (ed.), Destino México: un 
estudio de las migraciones asiáticas a México, siglos XIX y XX, México, El Colegio de México, 1997, 
pp. 93-140.

320		 Yankelevich, Pablo, ¿Deseables o inconvenientes?..., cit., p. 25.
321		 Sucheng, Chan, Entry Denied: Exlusion and the Chinese Community in America, 1882-1943, 

Philadelphia, Temple University, 1991; Craib, Raymond B., “Chinese Immigrants in Porfi-
rian Mexico: A Preliminary Study of  Settlement, Economic Activity and Antichinese Senti-
ment”, Research papers series 28, 1996.
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men como medio de participación en la pacificación de la convulsionada 
Centroamérica.322 Por ejemplo, entre 1909 y 1910 el régimen porfirista le 
dio asilo a José Santos Zelaya y a José Madriz, presidentes liberales de Nica-
ragua derrocados por una sublevación conservadora patrocinada por Esta-
dos Unidos. Para tales efectos, Díaz envió al cañonero mexicano “General 
Vicente Guerrero” al puerto de Corinto, Nicaragua, para traer a Zelaya a 
México y salvarlo así de que fuera capturado por los conservadores o por 
los marinos estadounidenses, quienes vigilaban el puerto con sus barcos de 
guerra. El subsecretario de Relaciones Exteriores de ese entonces, Federico 
Gamboa, narró en sus memorias cómo ese gesto del gobierno mexicano 
provocó por obvias razones la inconformidad del gobierno de Estados Uni-
dos. En respuesta, Díaz, en su informe al Congreso del 10 de abril de 1910, 
al referirse a este caso, sostuvo que el proceder de México en ambos casos en 
nada se oponía al derecho de gentes universalmente aceptado.323

Por el contrario, en el contexto nacional, las corrientes revolucionarias 
que surgían en contra del régimen de Díaz eran fuertemente reprimidas por 
el gobierno, lo que orilló a que muchos mexicanos huyeran del país y encon-
traran asilo en territorio estadounidense. En este contexto, la prohibición 
estadounidense de extraditar a los perseguidos por causas políticas jugó 
un papel crucial para garantizar el asilo a los ciudadanos mexicanos que 
huían ante la intolerancia porfirista y persecución política que sufrían, y 
que emigraran a Arizona, a Texas y a Nuevo México.324 De hecho, su asilo 
en Estados Unidos les permitió seguir participando desde el exterior en los 
movimientos de insurrección nacional contra la dictadura de Díaz, a pesar 
de la fuerte presión del gobierno mexicano por extraditarlos o detenerlos.325

III. La Revolución mexicana: la creación 
del mito mestizo y la exclusión de los otros 

no criollos ni indígenas (1911-1920)

1. La mestizofilia, el delirio racial y la exclusión de los otros

La Revolución mexicana reforzó los sentimientos nacionalistas en un contex-
to de amenazas foráneas renovadas y una lucha política, en la que estuvieron 

322		 Serrano Migallón, El asilo político en México, pp. 61-63.
323		 Carrillo Flores, A., “El asilo político en México”, Revista Jurídica II, 1979; Imaz, La 

práctica del asilo y del refugio en México, p. 52.
324		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., pp. 66-69.
325		 Ibidem, pp. 74 y 75.
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involucrados mexicanos que eran hijos de extranjeros. Por ello, las normas 
revolucionarias tendieron un cerco alrededor de la nación con la pretensión 
de garantizar que los nacionales de “origen” fueran los beneficiarios exclusi-
vos de los derechos considerados fundamentales.326 La idea de los extranjeros 
como enemigos de la Revolución fue el fundamento y la expresión de los 
sentimientos nacionales que atravesaron las discusiones referidas a la extran-
jería en esos años.327 Y aunque se plantearon algunas propuestas e iniciati-
vas donde algunos sectores se pronunciaban por la necesidad de mantener 
las políticas poblacionistas basadas en la inmigración y la colonización, pre-
dominaron los rasgos nacionalistas que llamaban a un endurecimiento de las 
regulaciones en materia migratoria.328

Una serie de factores reforzaron las sospechas de los extranjeros en 
general en estos años; por ejemplo, la desconfianza innata frente a los ex-
tranjeros, la experiencia histórica frente a las intervenciones (francesa y es-
tadounidense), la explotación de mexicanos en empresas de capital extran-
jero asentadas en el país y la aceptación de que México no era un lugar 
atractivo para la inmigración europea. Así, en las primeras décadas del siglo 
XX se caracterizó a los extranjeros en México como “los desechos de in-
migraciones que no eran aceptadas en otras partes”.329 Se les calificó como 
personas que no tenían motivos aparentemente positivos para establecerse 
en el país, además de que se les acusó de venir a explotar, sacar provecho y 
competir deslealmente con los nacionales. Se señalaba que eran “aventure-
ros, desechos sociales y elementos viciados que eran malos ciudadanos”.330

El éxito económico y social que algunos grupos de extranjeros habían 
alcanzado durante el porfiriato, así como los mejores salarios y las condicio-
nes de trabajo más favorables a las que podían acceder, revivieron antiguos 
resentimientos en contra de ciertos grupos de extranjeros y generaron una 
gama de sentimientos xenófobos durante la etapa armada de la Revolu-
ción.331 Así, se empezaron a establecer requisitos y trámites a los que esta-
rían sujetos los potenciales inmigrantes, con el objetivo de que su presencia 
no compitiera ni desplazara de sus empleos a los mexicanos. Fue entonces 
que la política migratoria empezó a tomar marcados contornos raciales. 

326		 Yankelevich, Pablo, “Naturalización y ciudadanía...”, cit., p. 122.
327		 Ibidem, p. 126.
328		 González Navarro, Moisés, Los extranjeros en México y los mexicanos en el extranjero, 1821-

1970, vol. II y III, México, El Colegio de México, 1994.
329		 Landa y Piña, El servicio..., cit., p. 4.
330		 Loyo, Gilberto, La política demográfica de México, México, Partido Nacional Revoluciona-

rio, 1935, pp. 373 y 374.
331		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 57.
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El miedo a “invasiones” de gente “inasimilable” involucrada en el comer-
cio minorista no tardó en despertar reclamos por competencias comerciales 
que se manifestaban en fobias étnicas.332 Y aunque no existían un gran nú-
mero de extranjeros, la competencia con mexicanos en mercados laborales 
mal remunerados alentó resentimientos sociales y étnicos.333

Las posiciones de rechazo frente a la inmigración durante la primera 
mitad del siglo XX en México fueron reforzadas por dos procesos:

1. El nacionalismo revolucionario, que cuestionó cuál era el papel que 
debían desempeñar los extranjeros en el nuevo proyecto nacional. 
La Revolución primero repudió la pompa europeizante del régimen 
porfirista y luego el imperialismo, es decir, toda influencia del exte-
rior, desde lo político-económico hasta la moda, y se prefería exalta-
damente lo que fuera mexicano, que se identificó con la raíz indígena 
de la nación. Así, se revalorizó el pasado indígena y se pensó a los 
extranjeros fuera del proyecto nacional.334

2. Se diagnosticó a la población nacional como “heterogénea y disímbo-
la”, ya que las agrupaciones que la constituían diferían en anteceden-
tes históricos, características raciales, cultura (material e intelectual) 
e idiomas y dialectos.335 Por ello, la búsqueda de integración, uni-
dad e identidad común —materializadas en un proyecto nacional 
indispensable para el desarrollo del país— encontró su respuesta en 
el mestizaje: una nueva raza con la que todo mexicano podía iden-
tificarse, un recurso de identidad y unidad nacional, un sinónimo de 
la mexicanidad y la respuesta al sistema de castas de la Colonia, que 
ordenaba a los grupos sociales según la pureza de su sangre. Ahora 
el mestizo estaba en el escalón más alto de la jerarquía social, y era el 
factor de unidad social y eje identitario de la nación.336

Horcasitas sostiene que el mestizaje es una teoría racista que contó con 
teóricos que la sistematizaron, como Luis Cabrera y José Vasconcelos,337 y 

332		 Yankelevich, Pablo, “Corrupción y gestión...”, cit., p. 438.
333		 Yankelevich, Pablo, ¿Deseables o inconvenientes?..., cit., p. 47.
334		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 229.
335		 Gamio, Manuel, Forjando patria, México, Porrúa, 1918, pp. 37 y 38; Bokser, Judit, “La 

identidad nacional: unidad y alteridad”, en Gruzinsky, Serge (ed.), México: identidad y cultura 
nacional, México, UAM, 1994, p. 76.

336		 Pérez Vejo, España en el debate público mexicano, 1836-1867. Aportaciones para una historia de 
la nación, p. 179.

337		 Por ejemplo: Andrés Molina Enríquez en “Los grandes problemas nacionales” de 
1909; Luis Cabrera, José Vasconcelos, Manuel Gamio en Forjando patria de 1916. En Beatriz 
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se erigió como el pensamiento social que acompañó a la Revolución con la 
idea de que la mezcla de las razas y culturas indígena y criolla era deseable. 
El problema es que fue una ideología excluyente, porque dejó fuera del pro-
yecto nacional a quienes no formaban parte de estas dos ramas originarias. 
Así, no sólo fue una ideología o proyecto de unificación lingüística, racial 
y cultural, sino también un proyecto político del Estado para integrar a la 
población indígena y mantener fuera a aquellos extranjeros que se conside-
raban no asimilables dentro de esta fusión.338

La idea de que la homogeneidad social era una condición necesaria 
para la viabilidad del proyecto nacional no era nueva: había sido elaborada 
por varios intelectuales desde mediados del siglo XIX, aunque tampoco era 
una originalidad mexicana. La consideración de que era una tarea que de-
bía implementar el Estado —que iba asumiendo cada vez más el papel de 
árbitro social— era más reciente y, en el caso de México, una herencia del 
nacionalismo posrevolucionario. Se pensaba que el Estado podía, e incluso 
debía, interferir en el ámbito de las relaciones étnicas para lograr el tan an-
helado equilibrio social.339 Según Molina Enríquez, el mestizo estaba llama-
do a formar de una vez y para siempre la nacionalidad mexicana, y era el 
único elemento capaz de equilibrar el cuerpo social mediante la integración 
étnica.340 Aún más, se creía que el “México mestizo”, por el simple hecho de 
serlo, estaba vacunado contra el virus del racismo.

El mestizaje sentó los fundamentos teóricos que guiaron la política mi-
gratoria en los años siguientes. Aunque no se concluyó que debía cerrarse 
la puerta por completo a los extranjeros, se señaló que debían adaptarse y 
asimilarse al medio nacional. Para ello, se les dividió en “deseables” e “in-
deseables” según sus características étnicas, raciales, religiosas y cultura-
les. Los deseables eran aquellos que se pudieran asimilar a la población 
nacional, contribuyendo a acrecentar el mestizaje.341 La asimilabilidad es-
taba relacionada con la cercanía racial, bajo la premisa de que las uniones 
entre razas próximas o cercanas tendían a producir mezclas “robustas”, 
mientras que la mezcla de razas distintas daba lugar a una progenie inde-

Urías Horcasitas, Historias secretas del racismo en México (1920-1950), México, Tusquets 2007, 
p. 85.

338		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 228.
339		 Knight, Alan, Racismo, revolución e indigenismo: México, 1910-1940, México, UNAM, 

2004, p. 24.
340		 Molina Henríquez, Andrés, Los grandes problemas nacionales, México, Editorial Era, 

1981, p. 448.
341		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 230.
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seable.342 En muchos casos no sólo se habló de “inasimilabilidad” o “inde-
seabilidad”, sino incluso de “peligro de degeneración racial”, lo cual no 
era inusual para la época.343

El término “raza” se refería tanto a los cuatro grandes grupos raciales 
definidos a partir del color de la piel (blancos, negros, amarillos y cobrizos) 
como a los grandes grupos étnicos-culturales (latinos, germánicos, eslavos), 
o incluso a los grupos nacionales (españoles, mexicanos, etcétera).344 Los his-
panoamericanos, descendientes de una de las dos ramas originales del mes-
tizaje (o de las dos), fueron vistos como los más deseables de todos, mientras 
que otros grupos, entre ellos los orientales (particularmente los chinos), y 
aquellos categorizados como negros, gitanos, árabes, turcos o judíos, fueron 
considerados en distintos momentos los menos asimilables. El Estado tenía 
la tarea de fomentar la integración de los primeros y evitar la de los segun-
dos.345 En la “mestizofilia nacionalista” toda presencia extraña que atentara 
contra el anhelo de unidad étnica fue restringida e inclusive prohibida, y se 
alimentó una conciencia étnica excluyente, que condujo a la intolerancia 
hacia los “otros”: los extranjeros.346

2. El correlato normativo de la exclusión: la Constitución de 1917

La desconfianza hacia los extranjeros tuvo su correlato normativo: la 
Constitución de 1917. Los diputados constituyentes supieron traducir el re-
clamo popular interesado en restringir la presencia extranjera en distintos 
ámbitos de la economía y la política nacional y limitaron a los extranjeros 
en el dominio de bienes y recursos y en materia de representación ciuda-
dana.347 Como se quería limitar su injerencia política, los constituyentes 
reservaron los puestos políticos más importantes a los mexicanos, les prohi-
bieron el derecho de reunión con fines políticos y reforzaron el artículo 33, 

342		 Stern, Alexandra, “Mestizofilia, biotipología y eugenesia en el México postrevolucio-
nario: hacia una historia de la ciencia y el Estado”, Relaciones. Estudios de Historia y Sociedad 
XXI, núm. 81, 2000, p. 67.

343		 Gleizer, Daniela, “Los límites de la nación. Naturalización y exclusión en el México 
posrevolucionario”, en Gleizer, D. y López, P. (eds.), Nación y alteridad. Mestizos, indígenas en el 
proceso de formación nacional, México, UAM, 2015, pp. 113 y 114.

344		 Pérez Vejo, España en el debate.... cit., p. 95.
345		 Fitzgerald, David S. y Cook-Martin, David, “Elegir a la población: leyes de inmigra-

ción y racismo en el continente americano”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Inmigración y racismo. 
Contribuciones a la historia de los extranjeros en México, México, El Colegio de México, 2015.

346		 Knight, Alan, Racismo, revolución..., cit., p. 24.
347		 Yankelevich, Pablo, ¿Deseables o inconvenientes?..., cit.
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que facultaba al Ejecutivo a expulsar a los extranjeros sin juicio previo si su 
presencia en el país resultaba inconveniente.348

Hasta la década de 1910, el artículo 33 constitucional sólo se aplicó a 
agitadores políticos con militancia sindical urbana, a intelectuales con una 
animadversión hacia el régimen y a algunos extranjeros dedicados a ac-
tividades delictivas. No obstante, durante el carrancismo se procedió a la 
expulsión de extranjeros sin que mediara más que la decisión política de 
los comandantes militares y gobernadores.349 De esa manera, el artículo 33 
de la Constitución de 1917 fue utilizado para deportar de manera arbitra-
ria a los extranjeros “indeseables” cuya presencia en el país se consideraba 
inconveniente, utilizando el espacio de discrecionalidad que se le otorgó al 
presidente.350

En la recién elaborada Constitución de 1917 también se establecieron 
diversas limitaciones para los extranjeros de carácter laboral-administrativo 
en relación con las actividades que podían desempeñar, y se fijaron requisi-
tos y trámites con el objetivo de que su presencia no compitiera ni desplaza-
ra a los mexicanos de sus empleos.351 Se quería un México sin extranjeros, 
aunque al mismo tiempo éstos ayudaban en el aspecto económico, por lo 
que se limitaron sus dominios sobre tierras y aguas en el artículo 27, que 
dispuso que no podían adquirir, en ninguna circunstancia, terrenos que se 
encontraran a una distancia menor a cien kilómetros de las fronteras y cin-
cuenta kilómetros de las playas. Esto obedecía al deseo de proteger física-
mente los límites territoriales de la nación, sobre todo por las pérdidas de 
territorio del siglo XIX.352

En cuanto a la adquisición de la nacionalidad, la Constitución de 1917 
mantuvo el ius sanguini para adquirir la nacionalidad mexicana, y comenzó 
a integrar el ius soli: el derecho de nacionalidad que se adquiere por haber 
nacido en un territorio determinado.353 Por consiguiente, en 1917 había 
una pequeña diferencia entre ser nacional y naturalizado. Eran mexicanos 
por ius sanguini aquellos que nacían de padres mexicanos, dentro o fuera del 
país, pero no aquellos nacidos de padres extranjeros en territorio nacional, 

348		 Gleizer, Daniela, “Nacionalidad, naturalización y extranjería en el constituyente de 
1917”, Revista Mexicana de Derecho Constitucional 38, 2018, p. 265.

349		 Yankelevich, Pablo, “Hispanofobia y revolución...”, cit., pp. 37, 38 y 40.
350		 “Extranjeros indeseables en México (1911- 1940). Una aproximación cuantitativa a la 

aplicación del artículo 33 constitucional”, Historia Mexicana 53, núm. 3, 2004, p. 697.
351		 Yankelevich, Pablo, “Revolución e inmigración...”, cit., p. 49.
352		 Gleizer, Daniela, “Nacionalidad, naturalización...”, cit., p. 263.
353		 Yankelevich, Pablo, “Naturalización y ciudadanía...”, cit., pp. 114-123.
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a quienes se les excluía de participar en cargos de elección popular.354 De 
1911 a 1920 no se hizo referencia a los “mexicanos por naturalización” o 
“mexicanos naturalizados”, sino a “extranjeros naturalizados”, lo que sig-
nificaba que se les consideraba como extraños y era peligroso darles acceso 
a los altos puestos públicos del país.355

Para fines de este periodo, la nacionalidad comenzó a pensarse en tér-
minos raciales: quienes pertenecían a “razas cercanas” fueron considerados 
asimilables al mestizaje mexicano, y quienes no, fueron rechazados tanto por 
las políticas migratoria y de naturalización.356 La ideología del mestizaje fue 
ampliamente difundida desde la Revolución mexicana y compartida tanto 
por las elites políticas y culturales como por los sectores sociales medios y 
populares. Se fundamenta en la idea de que existía una única identidad 
nacional, que el mestizaje era su fundamento, y que la homogeneidad de 
la población era un garante primordial de su integridad y supervivencia.357

Finalmente, el texto de la Constitución de 1917 no incluyó un derecho 
de asilo de manera directa, pero su artículo 15 prohibió la celebración de 
tratados para la extradición de reos políticos, por lo que es posible deducir 
que la norma constitucional incluyó el derecho de asilo político de forma 
indirecta.358 No obstante, dados los disturbios internos que prevalecían, 
México no figuró como país destino de asilo durante este periodo, aunque 
destaca el caso de Giuseppe Peppino Garibaldi, nieto del artífice de la unifi-
cación italiana, Giuseppe Garibaldi, quien llegó a México en 1911 tras par-
ticipar en la guerra grecoturca y se unió a las fuerzas maderistas para luchar 
en batallas emblemáticas, como la de Casas Grandes, Chihuahua, donde se 
le otorgó el grado de general y fue nombrado por Madero como Jefe de la 
Legión Extranjera.359

En este periodo más bien destaca el exilio mexicano ante los sucesivos 
golpes de Estado y las rupturas violentas del orden interno en el país: predo-
minaba un ambiente de fuertes tensiones sociales, desestabilización política 
y represión autoritaria de las cúpulas oficiales en el poder que intentaban 
eliminar a los opositores. Tras el derrocamiento de Díaz, los colaboradores 

354		 Gleizer, Daniela, “Nacionalidad, naturalización...”, cit., p. 268.
355		 Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México, Diario de los 

Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, México, INEHRM, 2016, p. 1215.
356		 Gleizer, Daniela, “Nacionalidad, naturalización...”, cit., p. 270.
357		 Gleizer, Daniela, “Los límites de la nación...”, cit., p. 112.
358		 Imaz, Cecilia, La práctica del asilo..., cit., p. 48.
359		 Taylor, Lawrence, La gran aventura en México: el papel de los voluntarios extranjeros en los 

ejércitos revolucionarios mexicanos, 1910-1915, México, Consejo Nacional para la Cultura y las 
Artes-Universidad de Michigan, 1993, p. 63.
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porfiristas emigraron al exterior. Con el golpe de estado de Victoriano Huer-
ta en contra del gobierno de Madero, los maderistas emigraron también. Y 
con el ascenso político de Carranza, y durante las luchas intestinas entre 
las distintas corrientes revolucionarias (zapatistas, villistas y carrancistas), 
los huertistas harían lo mismo y buscarían asilo en Estados Unidos, Cuba, 
Belice, Guatemala y Francia.360

IV. El México posrevolucionario: 
racismo de Estado, migración y el asilo 

como estrategia política (1920-1934)

1. Racismo de Estado y leyes migratorias

A pesar del cuestionamiento que la Revolución mexicana hizo al papel de los 
extranjeros en el país y su oposición al proyecto colonizador del porfiriato, 
la pérdida de cerca de un millón de personas durante la Revolución, el des-
censo de la natalidad y la expatriación de mexicanos, llevaron a que en el 
México posrevolucionario se retomaran las tareas de aumentar la población 
nacional y atraer inmigrantes, tanto para el desarrollo nacional como para 
la modernización del campo y la industria. Así, se empezaron a seleccionar 
extranjeros con base en dos criterios: que tuvieran aptitudes para la coloniza-
ción agrícola y que compartieran tradiciones culturales similares, razón por 
la cual fueron bien recibidos españoles, italianos y portugueses.361

Se tenía la idea de excluir a aquellos extranjeros que constituyeran un 
peligro para la degeneración racial y la homogeneidad de la población, 
aunque hubo grupos con los que se hizo una excepción a través de un privi-
legium, como los menonitas, en aras de favorecer la reconstrucción nacio-
nal.362 En cambio, hubo otros grupos étnicos a los que se les prohibió su 
inmigración al país a través de “circulares confidenciales” emitidas por la 
Secretaría de Gobernación, en las que se definía el tipo de indeseabilidad. 
En 1921 se prohibió la entrada de chinos; en 1923 se prohibió la entrada a 
los nacionales de la India;363 y en 1924 se prohibió la entrada a las personas 

360		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., pp. 77-84.
361		 Skran, C. M., Refugees in Inter-War Europe: The Emergence of  a Regime, Oxford, Clarendon 

Press, 1995, p. 23.
362		 Aguilar Rivera, José Antonio, El sonido y la furia: la persuasión multicultural en México y 

Estados Unidos, México, Santillana Ediciones Generales, 2004, pp. 164 y 165.
363		 “Circular no. 33 del 13 de mayo de 1924”, Archivo Histórico de Instituto Nacional de Mi-

gración, México, exp. 4-362.1-76, s. f., en Yankelevich, Pablo y Alazraki Chenillo, Paola, “La 
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de raza negra.364 La respuesta oficial era que se trataba de una medida ten-
diente a proteger el mercado laboral mexicano.365

También hubo prohibiciones de acceso a trabajadores de origen sirio, 
libanés, armenio, palestino, árabe y turco, por consideraciones “económi-
cas” y para evitar “la mezcla de razas”, que producían una degeneración 
en los descendientes.366 En la década de los veinte, la presencia de chinos 
en el país alcanzó su máximo histórico, y se vio como una especie de “in-
vasión” y una “amenaza biológica” que degradaría la débil raza mexicana. 
En consecuencia, tuvieron lugar diversas prácticas racistas respecto de esta 
comunidad, como la prohibición de matrimonios entre mexicanos y chinos 
y la restricción de las zonas donde podían residir.367

El gobierno de Álvaro Obregón (1920-1924) buscó la forma de restrin-
gir la inmigración en un proyecto de Ley de Migración que presentó al 
Congreso en 1923, donde consideraba la necesidad de que el poder público 
tuviera la posibilidad de seleccionar a los inmigrantes y excluir a aquellos 
que no fueran elementos deseables. Sin embargo, como este proyecto no 
fue aporbado por el Congreso, se le concedieron facultades extraordinarias 
para legislar en materia de migración, y su proyecto fue retomado como 
base para la Ley de Migración que se adoptaría en 1926.368 Durante el go-
bierno de Plutarco Elías Calles (1924-1928), y “dadas las necesidades de la 
nación”, se continuó con la política de apertura a “toda inmigración de 
hombres de buena voluntad”,369 aunque se dejó fuera a aquellos que podían 
constituir una carga para la sociedad, amenazar las costumbres o resultar 
inadaptables al medio.370

En 1926 se adoptó la nueva Ley de Migración, que a pesar de conside-
rar a la inmigración como “un factor poderosísimo para el progreso de la 

arquitectura de la política de inmigración en México”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Nación y 
extranjería. La exclusión racial en las políticas migratorias de Argentina, Brasil, Cuba y México, México, 
UNAM-ENAH, 2009, p. 186.

364		 Cunin, Elisabeth, “¿México racista? Las políticas de inmigración en el territorio de 
Quintana Roo, 1924-1934”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Inmigración y racismo..., cit., p. 137.

365		 Yankelevich, Pablo, “Gringos Not Wanted”, Aztlán, Journal of  Chicano Studies 34, 2009, 
pp. 193-218.

366		 SRE, Memorias de labores..., cit., p. 512.
367		 Yankelevich, Pablo, “Revolución e inmigración...”, cit., p. 51.
368		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 233.
369		 Elías Calles, Plutarco, Pensamiento político y social, antología (1913-1936), México, Fidei-

comiso Archivos Plutarco Elías Calles, FCE-INEHRM, 1988, p. 157.
370		 “Informe Presidencial del General Plutarco Elías Calles. 1 de septiembre de 1925”, en 

González y González, Luis, Los presidentes de México ante la nación. Informes, manifiestos y documen-
tos de 1821 a 1966, vol. 3, México, Imprenta de la Cámara de Diputados, 1966, p. 656.
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nación”, estuvo más atenta a restringir el ingreso de los inmigrantes que a 
fomentarlo.371 Las medidas de la ley estuvieron destinadas a frenar la afluen-
cia de inmigrantes procedentes de los países del este y sur de Europa, así 
como de chinos y japoneses, que en su inmensa mayoría se internaban en 
México con la esperanza de poderse trasladar a Estados Unidos.372 Como 
nunca se expidió el reglamento de la ley, la Secretaría de Gobernación (Se-
gob) la ejecutó a través de normas y criterios basados en consideraciones ét-
nicas y raciales, plasmadas en anexos, acuerdos y circulares, que en muchos 
casos tenían el carácter de confidenciales.373 Así, se empezaron a seleccionar 
determinados contingentes migratorios bajo argumentos como “prevenir el 
peligro de una descomposición social, cultural y política” y “evitar la de-
generación racial de la población mexicana”.374 Además, se estableció en 
el Código Sanitario de 1926 un catálogo de enfermedades prohibidas que 
podían padecer los inmigrantes, particularmente chinos, árabes y judíos.375

Por tanto, la política migratoria fue de “puertas abiertas”, aunque con 
“algunas” excepciones, como la prohibición de entrada a chinos, indios, ne-
gros, sirios, libaneses, armenios, palestinos, árabes y turcos,376 en función de 
consideraciones económicas, de salud y de evitar la mezcla de razas.377 La 
base de las políticas migratorias era proteger a los mexicanos de los peligros 
de ciertas mezclas, pero también de las “otras” razas per se.378 Surgió enton-
ces la categoría de extranjero “inasimilable”, que apuntó hacia un variado 
arco de nacionalidades y pertenencias étnicas.379 En consecuencia, en esta 
etapa se inició la aplicación más frecuente del artículo 33 constitucional, 
ya que en los casos de declaratorias de indeseabilidad de extranjeros era la 
forma más expedita para resolver el conflicto.380

En la Ley de Migración de 1926 se definieron las figuras de turista, in-
migrante y emigrante; se ratificaron las exclusiones de la Ley de Migración 
de 1909 y se agregó a los analfabetos y a los que entraran al país sin un con-
trato de trabajo o recursos para subsistir. Se estableció la obligatoriedad del 
registro en el consulado mexicano del país de origen, así como la posibilidad 

371		 Yankelevich, Pablo, “Hispanofobia y revolución...”, cit., pp. 56 y 57.
372		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 65.
373		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 234.
374		 Yankelevich, Pablo, ¿Deseables o inconvenientes?..., cit., p. 36.
375		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 65.
376		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., pp. 134.
377		 SRE, Memorias de labores..., cit., p. 512.
378		 Idem.
379		 Yankelevich, Pablo, “Hispanofobia y revolución...”, cit., pp. 60.
380		 Ibidem, 37.
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de que los extranjeros pudieran traer a sus descendientes y demás familia.381 
Al ingreso, se les pedía una carta compromiso de trabajo por un plazo no 
menor a un año o tener recursos económicos para cubrir necesidades indi-
viduales o familiares por un término de noventa días. Además, se estableció 
la tarjeta de identificación del inmigrante, se creó el impuesto al inmigrante 
y se prohibió la entrada a los varones menores de edad de veinticinco años 
que no supieran leer o escribir por lo menos un idioma o dialecto o que 
fueran prófugos de la justicia, también a prostitutas o personas relacionadas 
con prácticas ilícitas.382

En 1926, el Servicio Migratorio Mexicano se convirtió en un depar-
tamento de la Secretaría de Gobernación, que tenía la responsabilidad de 
ejecutar el mandato de la ley en materia de inmigración y emigración, y fue 
organizado en delegaciones, oficinas, agencias y subagencias distribuidas en 
los principales puertos de entrada y salida de migrantes;383 sin embargo, no 
estuvo exento de prácticas de corrupción y abusos.384

Dada la complejidad que fue adquiriendo la entrada de extranjeros al 
país, en 1930 se adoptó una nueva Ley de Migración, que favorecía la inmi-
gración de extranjeros pertenecientes a razas que fueran asimilables y apor-
taran un beneficio para la especie y las condiciones económicas del país.385 
En esta ley, la inmigración estaba sujeta a criterios de selección interesados en 
la defensa del mestizo mexicano:386 pidió más dinero a los inversores, defen-
dió el puesto de los mexicanos en las empresas; prohibió la entrada de traba-
jadores extranjeros, otorgó a la Segob la facultad de controlar la inmigración 
de extranjeros, y determinó que el Departamento de Migración distribuiría 
a los inmigrantes según las necesidades del país.387 El Reglamento de la ley, 
emitido en 1932, reiteró la facultad discrecional de la Segob para establecer 
los criterios para la admisión de inmigrantes de acuerdo con su mayor capa-
cidad de asimilación.388 También creó el Consejo Consultivo de Migración 
para definir “la clase de elementos de inmigración deseables”, según sus con-
diciones de raza o étnicas, sus aptitudes para el trabajo y sus costumbres.389

381		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., p. 146.
382		 Ley de Migración de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, Mé-

xico, Segob, 1926, p. 6.
383		 Yankelevich, Pablo, “Corrupción y gestión...”, cit., p. 440.
384		 Yankelevich, Pablo, Los otros. Raza, normas..., cit., p. 145.
385		 Ley de Migración de 1930, Diario Oficial de la Federación, México, Segob, 1930.
386		 Ibidem, p. 6.
387		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., pp. 146.
388		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 237.
389		 Idem.
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Asimismo, se siguieron haciendo prohibiciones específicas de nacionali-
dades en circulares confidenciales: en 1929 se prohibió la inmigración rusa 
y polaca debido “al aumento de dicha inmigración”, y a que “en infinidad 
de casos vienen a dedicarse a hacer labor de agitación en la clase trabaja-
dora del país”. Ésta fue la primera restricción basada en consideraciones 
políticas.390 Además, la crisis económica de 1929 trajo como resultado la 
integración de medidas proteccionistas que tendían a dar prioridad a los 
trabajadores nacionales.391 Las autoridades argumentaban criterios racis-
tas para restringir cierta clase de inmigración, como “evitar la mezcla de 
razas que se ha llegado a probar científicamente que produce una degene-
ración en los descendientes”, por lo que se permitió la inmigración de las 
diversas nacionalidades según su tendencia a la asimilación.392

Con este afán, se promulgaron dos circulares confidenciales de la Se-
gob, en las cuales se resumían las prohibiciones de inmigración de los años 
anteriores.393 La Circular confidencial 250, del 17 de octubre de 1933, por 
razones étnicas prohibía la inmigración de individuos de raza negra, ama-
rilla (salvo los japoneses, por un tratado celebrado con Japón en 1904), 
malaya e hindú; por razones políticas, la inmigración de nacionales de las 
Repúblicas Socialistas Soviéticas, y por razones de malas costumbres y ac-
tividades notoriamente inconvenientes, la inmigración de gitanos.394 Tam-
bién se consideraron poco deseables polacos, lituanos, checos, eslovacos, 
sirios, libaneses, palestinos, armenios, árabes y turcos, y su entrada quedaba 
sujeta a la precalificación que la Segob hiciera de cada caso. Se exceptua-
ba de la restricción a los inversionistas que tuvieran un capital de al menos 
diez mil pesos, aunque aún requerían la autorización previa de la Segob.395 
Sin embargo, como se seguía considerando necesario hacer que entrara 
más población al país, en 1933 se hizo una reforma constitucional, que es-
tableció el ius soli como forma para obtener la nacionalidad, por lo que los 
nacidos en el país adquirían automáticamente la nacionalidad mexicana. 
Además, se siguió conservando el ius sanguini para los hijos de mexicanos 
nacidos en el extranjero.396

390		 Ibidem, p. 236.
391		 Ibidem, p. 232.
392		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., p. 145.
393		 Gómez Izquierdo, José Jorge, El movimiento antichino en México (1871-1934), Problemas del 

racismo y del nacionalismo durante la Revolución mexicana, México INAH, 1991, p. 111; González 
Navarro, Moisés, Los extranjeros en México..., cit., p. 36; Landa y Piña, El servicio..., cit.

394		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 238.
395		 Circular confidencial no. 250, del 17 de octubre de 1933, México, Segob, Archivo 

General de la Nación, Dirección General de Gobierno, 2.360 (29), c. 11. Exp. 15.
396		 González Navarro, Moisés, Los extranjeros en México..., cit., p. 48.
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Finalmente, la Circular confidencial 157, de abril de 1934, justificó que 
el criterio utilizado para restringir la entrada de ciertas nacionalidades era el 
grado de asimilación racial y cultural de los extranjeros, sin definir qué era 
eso.397 Y agregaba a la lista de extranjeros no deseables a letones, búlgaros, 
rumanos, persas, yugoslavos, griegos, albaneses, afganos, abisinios, argeli-
nos, egipcios y marroquíes. Además, esta circular prohibía la inmigración 
judía, independientemente de la nacionalidad que tuvieran los inmigrantes 
de dicho origen, por lo que establecía como requisito indispensable para to-
das las personas que ingresaran al país, declararar cuál era su raza, subraza 
y religión.398

2. El asilo como estrategia política

Una vez concluida la Revolución y lograda la pacificación, México em-
pezó a perfilarse como un país de destino para los perseguidos políticos. Sin 
embargo, su acceso se sujetó a las dos limitaciones generales de la inmigra-
ción: 1) que fueran de nacionalidades fácilmente asimilables, y 2) que fueran 
personas calificadas o ilustradas y, por tanto, de utilidad para el país.399 De 
hecho, la historia de la política mexicana de asilo se caracteriza en buena 
medida por la imposición de estos dos criterios de acceso: raza y clase.

En los periodos de Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles se protegió a 
los perseguidos políticos de Latinoamérica, a manera de estrechar los lazos 
culturales. Asimismo, los perseguidos políticos de Honduras, Cuba, Nicara-
gua, Bolivia y Perú400 encontraron protección e inmunidad en las embajadas 
mexicanas. Y, en la década de los treinta, se concedió asilo a personalidades 
políticas brasileñas y paraguayas.401 Dada la lejanía de estos países, el asilo 
territorial no resultó una opción viable, pero sí el diplomático: los represen-
tantes de las embajadas mexicanas se encargaron de otorgar protección en 
sus sedes y negociar con el gobierno del Estado territorial las garantías para 

397		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 238.
398		 Circular confidencial no. 157, del 27 de abril de 1934, México, Segob, Archivo Histó-

rico de la SRE, exp. III-2334-12.
399		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 85.
400		 Destaca el caso de Víctor Raúl Haya de la Torre, político peruano que se exilió en 

México en 1923 por su activismo político. Años más tarde, en el golpe de Estado de 1948 
en Perú, sus adversarios políticos lo persiguieron, pero Haya de la Torre alcanzó a refu-
giarse en la embajada de Colombia en Perú, de donde más tarde le permitieron exiliarse 
nuevamente en México en 1954.

401		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., pp. 85-92.
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los asilados en ellas, o gestionar el permiso de salida y traslado físico del 
asilado hacia los países más cercanos que acordaran acogerles. En muchos 
casos, la concesión del asilo diplomático generó controversias con el gobier-
no del Estado territorial, principalmente en aquellas situaciones en que se 
sustraía a personalidades importantes de su jurisdicción.402

México promovió intensamente el asilo diplomático por dos estrategias 
de carácter político: intervenir en la pacificación de los disturbios latinoa-
mericanos que amenazaban la estabilidad de la región, y ejercer un papel de 
promotor de los derechos humanos a nivel internacional con relativamente 
poco esfuerzo:403 México otorgaba protección a los perseguidos políticos en 
sus legaciones situadas en el extranjero a través de gestionarles su traslado 
a un tercer país sin tener que obligarse necesariamente a recibirlos en su 
territorio. De hecho, aun asilándoles en el territorio nacional, se trataba de 
casos aislados y particulares que reflejaban el carácter selectivo de la política 
de asilo.

La legislación mexicana en materia de asilo de esa época se limitaba al 
artículo 15 de la Constitución de 1917. Sin embargo, a nivel interamerica-
no, son relevantes dos instrumentos ratificados por México, y que fueron el 
sustento normativo de la política de asilo en el país por varios años:

La Convención sobre Asilo de La Habana de 1928, ratificada por Méxi-
co en 1929,404 es un tratado internacional adoptado por veinticuatro países 
que inició la reglamentación del asilo a nivel americano. Hasta antes de que 
México ratificara este tratado, la concesión del asilo no constituía un com-
promiso jurídico, sino más bien uno de orden político y moral invocado en 
virtud del principio de no extradición de los delincuentes del orden político. 
La Convención reguló el otorgamiento del asilo en legaciones diplomáticas, 
navíos de guerra, campamentos o aeronaves militares, pero sin diferenciar 
claramente entre asilo diplomático y asilo territorial ni determinar a quién 
competía la calificación del delito. La protección sólo se podía otorgar en 
casos de urgencia, sin definir este concepto, y durante el tiempo “estricta-
mente necesario” para que el asilado pusiera a salvo su integridad. Una vez 
otorgado el asilo, el Estado territorial debía brindar las garantías de respeto 
a la misión diplomática y el salvoconducto correspondiente.405

402		 Ibidem, pp. 121-125.
403		 Sepúlveda, César, Derecho internacional público, México, Porrúa, 2001, pp. 18 y 19.
404		 OEA, Información general de la Convención sobre Asilo de 1928, disponible en: http://www.

oas.org/juridico/spanish/firmas/a-23.html.
405		 Palma Mora, Mónica, “Destierro y encuentro. Aproximaciones al exilio latinoamerica-

no en México 1954-1980”, Amérique Latine Histoire et Mémoire. Les Cahiers ALHIM 7, 2003, p.  4.
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La Convención sobre Asilo Político de Montevideo de 1933, ratificada 
por México en 1936,406 modificó la Convención de La Habana de 1928, 
al incluir un artículo aclarando que la calificación del delito (o la delin-
cuencia política) corresponde al Estado que otorga el asilo (artículo 2o.); 
sin embargo, no definió qué es “asilo” ni reguló la calificación del delito ni 
las obligaciones directas de los Estados. Un aspecto relevante es que este 
tratado internacional caracterizó al asilo como una institución humanita-
ria que no requería reciprocidad y alcanzaba a cualquier ser humano, sin 
importar su nacionalidad (artículo 3o.). En el caso de México, este tratado 
constituyó la base legal para otorgar el asilo a los españoles durante el fran-
quismo.407 También en 1933 se adoptó en Montevideo la Convención sobre 
Extradición, ratificada por México en 1935.408

V. El cardenismo: la raza como dispositivo 
de exclusión de migrantes y refugiados (1934-1940)

1. Leyes migratorias racializadas

En el periodo cardenista tuvieron lugar reacciones xenófobas de ciertos gru-
pos conservadores de la sociedad mexicana ante la migración extranjera 
de grupos étnicos o determinadas procedencias nacionales. En respuesta, y 
en aras de no crear un ambiente de tensión social, el gobierno de Cárde-
nas acentuó el control de la inmigración y estableció límites a la entrada de 
extranjeros, basados en tablas diferenciales, que eran determinadas por el 
grado de asimilabilidad cultural y racial de éstos.409 Asimismo, impuso res-
tricciones laborales a los extranjeros para proteger al mercado laboral de los 
ciudadanos mexicanos.410

A decir de Yankelevich, en toda la década de los treinta imperó un cli-
ma xenófobo en el país, y sus secuelas se extendieron hasta después de la 
Segunda Guerra Mundial;411 sin embargo, el gobierno usó el discurso del 
mestizaje para proclamar que la política migratoria estaba exenta de pre-

406		 OEA, Información general de la Convención sobre Asilo Político de 1933, disponible en: https://
www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-37.html.

407		 Imaz, Cecilia, La práctica del asilo..., cit., p. 35.
408		 OEA, Información general de la Convención sobre Extradición de 1933, disponible en: http://

www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-35.html.
409		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., pp. 94 y 95.
410		 Ibidem, pp. 96 y 97.
411		 Yankelevich, Pablo, Los otros. Raza, normas..., cit., p. 51.
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juicios raciales, lo cual claramente era una ficción. El mestizaje no elimi-
naba la blanquitud como paradigma civilizatorio, a pesar del esfuerzo del 
gobierno de remarcar que las restricciones migratorias no obedecían a dis-
criminación racial. En realidad, las diferencias raciales y étnicas fueron los 
mecanismos para seleccionar a los migrantes deseables y excluir a los inde-
seables, por lo que la raza sirvió como dispositivo de exclusión y se plasmó, 
en consecuencia, en leyes racializadas:

En 1934 se adoptó una nueva Ley de Nacionalidad y Naturalización, 
que 1) abrogó de manera explícita la pérdida de nacionalidad para las mu-
jeres mexicanas que se casaran con un extranjero,412 aunque debían solicitar 
una declaración oficial de la Suprema Corte sobre su estatus mexicano para 
ejercer los derechos reservados exclusivamente a ciudadanos mexicanos;413 
2) estableció la adopción de la nacionalidad a través del ius soli: quien nacía 
en México era mexicano, aunque para los hijos de mexicanos nacidos en el 
extranjero se conservó el principio de filiación o ius sanguini;414 3) otorgó facili-
dades para obtener la nacionalidad mexicana a los hijos de naturalizados;415 
4) estableció una naturalización “privilegiada” para fomentar la naciona-
lización de latinoamericanos y españoles y otra “ordinaria”, y 5) defendió 
a la nación de quienes buscaban nacionalizarse para competir en mejores 
condiciones con los nacionales o por beneficio personal. Un problema que 
enfrentaban los extranjeros fue que tenían que renunciar a su nacionalidad 
de origen antes de saber si les sería otorgada la nacionalidad mexicana.416 
En consecuencia, muchos extranjeros, dependiendo de las leyes de naciona-
lidad de sus países de origen, quedaban en condición de apátridas una vez 
que se rechazaba su solicitud.417

En 1936 se adoptó la Ley General de Población, que sustituyó a la Ley 
de 1934 y reflejó la visión que se tenía del país en esos años: abundante en 
recursos naturales y escaso en población y asentamientos humanos para 
hacer frente a las agresiones del exterior. Esta ley representó un giro en la 
política demográfica, al considerar que el poblamiento del territorio era un 
proceso relacionado con la mortalidad, la distribución de la población y, 
en menor grado, con la repatriación e inmigración. Se contempló la fusión 

412		 Augustine-Adams, Kif, “Hacer a México...”, cit., p. 173.
413		 “Amparo Civil Directo, 4654/51, Figueroa Exiquio, Unanimidad de Cuatro Votos, 

Tercera Sala, Quinta Época, Parte 109 (Cix)”, Semanario Judicial de la Federación, México, 28 
de septiembre de 1951, p. 2827.

414		 Gleizer, Daniela, “Los límites de la nación...”, cit., p. 136.
415		 Poschner, Theesz, Migración húngara..., cit., p. 147.
416		 Artículos 12 y 14 de la Ley de 1886, artículos 8 y 17 de la Ley de Nacionalidad de 1934.
417		 Gleizer, Daniela, “Los límites de la nación...”, cit., p. 143.
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étnica de los grupos nacionales y el fortalecimiento del mestizaje mediante 
la asimilación de extranjeros; la protección del empleo de los nacionales, y la 
conservación y mejoramiento de la especie.418 A partir de esta ley, el lema 
fundamental de la política demográfica fue “México debe poblarse con 
mexicanos”.419 Para tales fines, se fomentaron los matrimonios, la natalidad 
y el cuidado de la salud de la población; se reafirmó el ius soli para adquirir 
la nacionalidad,420 y se estableció el control de los repatriados. Se anhelaba 
una comunidad capaz de consolidar el bienestar de la raza y la plenitud de 
la nación a través de su poblamiento con mexicanos.421

La Ley General de Población de 1936 ha sido la legislación más restric-
tiva que México ha tenido en materia de extranjería. En materia laboral, 
prohibió la entrada de manera indefinida de trabajadores extranjeros; a 
los ya presentes en el país les prohibió el ejercicio de profesiones liberales y 
limitó las actividades comerciales o industriales en las que participaban en 
los distintos lugares del país, en aras de controlar su distribución en el terri-
torio, un aspecto que el gobierno se reservaba el derecho de establecer.422 
Además, facultó a la Segob para que limitara la entrada de los extranjeros 
indeseables, para lo cual introdujo un sistema de cuotas (tomado de la legis-
lación estadounidense), a través del cual se determinaba el número máximo 
de trabajadores que podían admitirse por país.

Las cuotas de extranjeros se fijaban a través de tablas diferenciales que 
controlaban aspectos como raza, nacionalidad, sexo, edad, estado civil, ocu-
pación, medios económicos e ideología, y tomaban en consideración el inte-
rés nacional y la conveniencia de su admisión, a fin de que no constituyeran 
factores de desequilibrio.423 Las cuotas se revisaban anualmente y acepta-
ban preferentemente a extranjeros que de acuerdo con su origen étnico y 
cultural presentaran mayor disposición a asimilarse con los mexicanos, por 
lo que se hacía un estudio minucioso de cada caso.424 La ley era reflejo del 
pensamiento racial que guiaba a las políticas migratorias en aras del “me-
joramiento de la especie mexicana” por la vía de la distribución racial de la 
población, la fusión étnica de los grupos nacionales entre sí y el acrecenta-
miento del mestizaje nacional mediante la asimilación de elementos extran-

418		 Idem.
419		 Cabrera Acevedo, Gustavo, “México en el siglo XX”, en Conapo, El poblamiento de 

México, México, Conapo-Grijalbo, 1993, p. 21.
420		 Gleizer, Daniela, “Nacionalidad, naturalización...”, cit.
421		 González Navarro, Moisés, Los extranjeros en México..., cit., p. 33.
422		 Yankelevich, Pablo, “Revolución e inmigración...”, cit., pp. 68 y 69.
423		 Theesz Poschner, Margarita, Migración húngara..., cit., p. 148.
424		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 72.
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jeros. Puede decirse que esta ley fue una expresión de la ola de xenofobia 
que surgió después de la Primera Guerra Mundial.425

En la ley de 1936 se adoptó el concepto de “naturalización privilegiada” 
que, a diferencia de la “naturalización ordinaria”, tenía el objetivo de ofre-
cer facilidades a quienes por algún concepto tuvieran un “lazo especial de 
identificación con el país”: que el extranjero tuviera una industria, empresa 
o negocio que fuera de “utilidad” para la nación o implicara un “notorio 
beneficio social”; que tuviera hijos legítimos nacidos en México o estuviera 
casado con una mujer mexicana; o que fuera colono agrícola, “indolatino” 
o español. Desde 1934 se había introducido el criterio de selectividad para 
distinguir a los extranjeros entre “deseables” e indeseables”, por lo que en 
esta ley se especificó el número y la procedencia de los inmigrantes que el 
país favorecía; por ejemplo, aquellos provenientes de España y de los países 
de América, Portugal, Austria, Francia e Inglaterra. De los demás países 
sólo se admitían cien personas al año.426 Finalmente, la ley exigía una acti-
tud subjetiva, al solicitar al inmigrante que declarara que no tenía prejuicios 
raciales y que estaría dispuesto a formar una familia mestiza mexicana, por 
lo que se deduce que se favorecía más la entrada de solteros dispuestos a 
naturalizarse y asimilarse de manera rápida.427

Para 1939 se perfeccionaron los controles migratorios para aceptar úni-
camente a “elementos útiles y de solvencia económica que puedan ser fac-
tores de un verdadero progreso industrial y espiritual de nuestra Patria”.428 
Así, la selección de extranjeros fue más estricta, y debido a la situación in-
ternacional se suspendieron los permisos de ingreso de extranjeros europeos 
por motivos de turismo y visita.429

2. El asilo selectivo

Durante el gobierno de Lázaro Cárdenas el otorgamiento de asilo a los 
perseguidos políticos formó parte del discurso oficial, aunque no fue una 
política uniforme, sino más bien selectiva. La recepción de los republicanos 
españoles y el asilo político otorgado a León Trotsky (1937) contribuyeron 

425		 Ibidem, p. 66.
426		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit., p. 240. Artículo 7o. de la Ley de Población de 

1936.
427		 Theesz Poschner, Margarita, Migración húngara..., cit., p. 148.
428		 Segob, Memoria de la Secretaría de Gobernación. Septiembre de 1939 a agosto de 1940. Presentada 

al H. Congreso de la Unión por el Lic. García Téllez, secretario del ramo, México, 1940, p. 8.
429		 Ibidem, p. 81.
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a alimentar la imagen de México como un país de “puertas abiertas” en ge-
neral y del gobierno de Cárdenas en particular. Sin embargo, nuevamente 
la política de asilo cardenista estuvo determinada por los dos criterios ge-
nerales de selección de extranjeros: que fueran fácilmente asimilables y que 
contribuyeran al desarrollo nacional.

De este modo, la vocación hospitalaria del país fue distinta dependien-
do del grupo que solicitó asilo:430 si bien existía una especial predisposición 
para asistir a los exiliados españoles y perseguidos latinoamericanos, el 
acceso para los judíos perseguidos por los regímenes fascistas europeos se 
complicaba, pues se consideraba que no tenían voluntad para mezclarse y 
asimilarse con los mestizos.431 En realidad, la política de asilo del presidente 
Cárdenas con los perseguidos por los regímenes totalitarios europeos era 
ambigua y selectiva: por un lado, los miembros del servicio exterior mexi-
cano interpretaban las normas de formas muy variadas y, por otro lado, la 
Ley de 1936 coexistía con la Circular confidencial 157, que fue derogada 
en 1937, pero siguió vigente en lo relativo a las prohibiciones de entrada a 
algunos grupos de extranjeros, como los judíos.432

En 1939, debido a presiones políticas internacionales y al contexto de 
la Segunda Guerra Mundial, se dieron facilidades de acceder al país a los 
perseguidos políticos, y se incorporó por primera vez en la Ley General de 
Población la categoría migratoria de “asilado político”. La ley estableció 
que las solicitudes de asilo serían inaceptables si las personas abandonaban 
su país por razones de conveniencia personal o si pedían asilo en un país dis-
tinto de aquel en donde se había realizado la persecución. Además, señaló 
que ningún extranjero que se hubiera internado en el país como visitante 
temporal, turista o transmigrante sería aceptado como asilado. Por último, 
en relación con los apátridas, la ley dispuso que México negaría la expe-
dición de visados a todos los extranjeros que hubieran perdido su nacionali-
dad, y sólo serían admitidos en casos excepcionales de beneficio para el país 
y mediante acuerdo expreso y particular de la Segob.433

Con estos cambios en el estricto sistema de cuotas, México se solidari-
zaba con los perseguidos políticos, claramente con los exiliados españoles, 
que eran bien vistos por sus facilidades de “asimilación”, pero a la vez le 
cerraba las puertas a los apátridas que en esos años estaban representados 

430		 Bokser Liwerant, Judit y Gojman de Backal, Alicia, Encuentro y alteridad. Vida y cultura 
judía en América Latina, México, Fondo de Cultura Económica, 1999, pp. 343 y 344.

431		 Gall, Olivia, “Racismos y xenofobias...”, cit., p. 117.
432		 Gleizer, “Políticas inmigratorias...”, cit.
433		 Yankelevich, Pablo, Los otros. Raza, normas..., cit., p. 53.
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por los judíos alemanes y austriacos, a quienes las leyes de Nuremberg les 
habían privado de la nacionalidad alemana. De este modo, la política de 
asilo en México en el periodo cardenista sólo fue “de puertas abiertas” para 
los españoles, pero de puertas cerradas para los judíos. Las experiencias 
de estas dos poblaciones de refugiados dan cuenta de una política de asilo 
que fue usada para seleccionar a extranjeros racial, cultural y socialmente 
aceptables. Como sostiene Yankelevich, “la apología del mestizaje inver-
tía la fórmula del racismo extremo que se expresaba en el antisemitismo 
europeo”.434 Esto es, no bastaba con que los refugiados tuvieran la piel blan-
ca y poseyeran algún nivel educativo para recibir asilo en México, sino que 
además era imprescindible que tuvieran la voluntad de mezclarse y sumarse 
al mestizaje.

A. Los españoles republicanos exiliados del régimen franquista

A finales de los años treinta, se realizó la primera acogida masiva de 
refugiados españoles que huían de la guerra civil en España y de la dicta-
dura de Francisco Franco (1939-1975), lo que contribuyó decididamente al 
prestigio internacional de México como país de asilo. Se estima que entre 
15,000 y 20,000 españoles se refugiaron en el país, aunque hay otras es-
timaciones que señalan que fueron 40,000.435 Inicialmente, se les otorgó 
protección en las misiones diplomáticas mexicanas en Madrid. Sin embar-
go, al ser insuficientes, se diseñó un mecanismo de protección internacional 
para los refugiados, que fue excepcional en su género: México estableció sus 
propios centros de acogida de refugiados en el sur de Francia y en Portugal. 
Además, les otorgó asistencia económica mientras permanecían en el terri-
torio de estos países, les proporcionó los medios necesarios de identificación 
para su salida, y les cubrió el costo del traslado a México. Para ello, se apo-
yó en los gobiernos francés y portugués, y después en los fondos aportados 
por las organizaciones republicanas, como el Servicio de Evacuación para 
Refugiados Españoles y la Junta de Ayuda para Refugiados Españoles, que 
habían sido creadas con ese fin.436

El mecanismo de protección funcionaba de la siguiente forma: las le-
gaciones mexicanas en Francia y Portugal extendían títulos de viaje a los 
exiliados españoles, por los cuales eran considerados como inmigrantes per-

434		 Ibidem, pp. 53 y 54.
435		 Wollny, Hans, “México y el reto del asilo: una visión desde afuera”, Verfassus und Rech 

8, 2000, p. 376.
436		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 111.
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manentes en México. Por su parte, los gobiernos de Francia y Portugal les 
autorizaban mantener una residencia temporal en su territorio mientras se 
embarcaban hacia México.437 Una vez que lograban arribar al país, se les 
daban diversas facilidades para su naturalización; por ejemplo, se les eximía 
del requisito de comprobar que llevaran por lo menos dos años residiendo 
en el país para obtenerla. Además, a aquellos que eran intelectuales se les 
proporcionaron puestos de trabajo en universidades y colegios.438

La labor del cuerpo diplomático mexicano fue fundamental para otor-
gar asilo a este grupo de refugiados, pues fue el que gestionó su asistencia, 
su salida y su acogida. Asimismo, la creación de los campos de refugiados 
en Francia y Portugal proporcionó asistencia efectiva a los exiliados, pues 
éstos encontraron inmunidad frente a sus perseguidores, además de alimen-
to, alojamiento, servicio médico y documentos de viaje, para finalmente ser 
embarcados y trasladados a territorio mexicano. Este mecanismo constituyó 
un importante precedente como programa de protección internacional or-
ganizada al refugiado.

Este generoso apoyo humanitario se dio por la simpatía que México 
sentía por la causa republicana, y por los aspectos culturales compartidos 
con España, los cuales, a juzgar del gobierno, les facilitaban su asimilación 
e integración a la cultura nacional. En general, la inmigración española 
en México trajo consigo una “inyección de energías” en todos los campos, 
especialmente en el sector científico,439 lo cual, desde el punto de vista gu-
bernamental, constituyó un exitoso proyecto de desarrollo.440 Cabe señalar 
que sólo la Unión Soviética y México respaldaron al gobierno republicano 
mediante apoyo diplomático y con el envío de armas durante la guerra 
civil.441 Por el contrario, la Sociedad de Naciones y la comunidad interna-
cional asumieron una actitud indiferente ante las solicitudes de protección 
internacional que demandaba el gobierno republicano.442

437		 Ibidem, p. 113.
438		 Faber, Sebastián, “Silencios y tabúes del exilio español en México: historia oficial vs. 

historia oral”, Espacio, Tiempo, Forma 17, 2005, pp. 373-89.
439		 Por citar algunos ejemplos, dentro de los refugidos españoles que llegaron a México 

en 1939 se encontraban los poetas León Felipe y Ramón Xirau; las pintoras Teresa Martín 
y Loty de la Granja; la poeta Carmen Romero de Rayo, y la economista Trinidad Martínez 
Tarragó, quien, décadas más tarde (1974), fundaría el Centro de Investigación y de Docen-
cia Económicas (CIDE), uno de los centros educativos y de investigación más importantes y 
prestigiados de México.

440		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., pp. 378 y 379.
441		 Ibidem, p. 376.
442		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 109.
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A raíz de la crisis económica mundial, el gobierno mexicano recortó la 
financiación del transporte y el asentamiento de los republicanos españoles 
exiliados. Además, se les impusieron ciertas restricciones laborales, y sólo 
se les permitía trabajar en empleos o comercios que hasta entonces no 
hubieren sido ocupados o desarrollados por nacionales; esta política sería 
utilizada para encauzar las migraciones europeas a actividades poco de-
sarrolladas en el país.443 A finales de 1939, con la ocupación alemana en 
Francia, se imposibilitó la afluencia de los republicanos en los centros de 
acogida temporal, y no sería hasta el periodo de posguerra cuando su arri-
bo continuaría. Sin embargo, ya no se realizó a través de transportes or-
ganizados, sino a manera de salidas individuales,444 o de pequeños grupos 
que costearon sus propios gastos o recibieron el apoyo de organizaciones 
privadas.445

B. Los judíos exiliados del Tercer Reich

Los judíos fueron la principal comunidad afectada por los regímenes 
totalitarios europeos. El sentimiento xenófobo hacia esta comunidad inclu-
so llegó a que se le considerara como degenerativa de la raza. Además, 
surgieron campañas de propaganda en contra de la recepción de los judíos 
europeos que emigraban masivamente hacia Latinoamérica, las cuales es-
tuvieron organizadas por agrupaciones de conservadores y sectores socia-
les de ultraderecha.446 En México, la recepción de personas perseguidas de 
países que no fueran España sólo se permitió́ en una cifra muy inferior: se 
limitaba el ingreso de extranjeros de nacionalidades no americanas o sin 
origen hispánico, porque se les consideraba difícilmente asimilables al con-
texto cultural del país.447

Así, el Estado mexicano excluyó de la protección del asilo a ciertas na-
cionalidades y grupos religiosos de raza semítica y procedencia alemana, 
entre otras. De hecho, el gobierno de Cárdenas asumió un actitud bastante 
restrictiva hacia los judíos que solicitaban asilo en las embajadas mexicanas, 
y desde 1934 se impusieron medidas restrictivas para evitar que estos gru-
pos arribaran al país. Sin embargo, aun con estas condiciones, los refugia-

443		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., p. 378.
444		 Ibidem, p. 377.
445		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 115.
446		 Ibidem, pp. 116 y 177.
447		 Ibidem, p. 119.
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dos judíos recurrieron a su incursión ilegal en el país. De manera legal, la 
admisión se concentró en un círculo muy reducido, casos individuales y sólo 
tratándose de escritores e intelectuales, quienes mediante contactos políticos 
o vínculos personales con las elites influyentes en México consiguieron acce-
der al país.448 Este reducido grupo de asilados hicieron valiosas aportaciones 
culturales, principalmente en la literatura y en el periodismo.449

De este modo, los judíos exiliados de Alemania y Austria recibieron 
un trato muy distinto del gobierno mexicano en comparación con los es-
pañoles republicanos. En México, quienes no entraban en la definición de 
“perseguido político”, como los judíos, encontraban muy difícil el refugio. 
De hecho, hasta 1938 se les trató como inmigrantes y no como refugiados 
o perseguidos políticos.450 Además, se tenía una percepción negativa de esta 
población, principalmente por cuestiones ideológicas, además de que se les 
conocía por dedicarse al comercio y cometer usura en perjuicio de la pobla-
ción mexicana.451

En 1938, el conflicto judío adquirió dimensiones internacionales, y los 
países americanos comenzaron a involucrarse. Se celebró la Conferencia 
de Evian, una iniciativa del presidente de Estados Unidos, Franklin Delano 
Roosevelt, para discutir el problema de los refugiados judíos víctimas de las 
políticas discriminatorias del régimen nazi. México asistió invitado a Evian 
y, gracias a la presión estadounidense, consideró a los judíos primero como 
refugiados políticos, y desde 1939 como “refugiados raciales”, sujetos a una 
política diferente a la de los perseguidos políticos. Los primeros refugiados 
judíos llegaron a México en agosto de 1938, pero aún no se había resuelto 
el problema de su estatus legal, y surgieron discusiones sobre su alojamiento 
y empleo.452 Estos refugiados eran 1,500 polacos que fueron aceptados en 
México por petición expresa de Roosevelt; sin embargo, para 1947 se reu-
bicaron, casi en su totalidad, en Estados Unidos.453

448		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., p. 380.
449		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 129.
450		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 74.
451		 Ibidem, p. 75.
452		 Gleizer, Daniela, El exilio incómodo. México y los refugiados judíos, 1933-1945, México, El 

Colegio de México, Centro de Estudios Históricos, 2011, pp. 50 y 51.
453		  Yankelevich, Los otros. Raza, normas y corrupción en la gestión de la extranjería en México, 

1900-1950, pp. 123 y 124.
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VI. Leyes y políticas selectivas en materia 
de extranjería y asilo en tiempos de guerra 

y desarrollo estabilizador (1940-1970)

1. Leyes y políticas migratorias para seleccionar 
extranjeros deseables y rentables

Entre 1940 y 1970, México vivió una época de crecimiento económico, in-
dustrialización y urbanización. El criterio fundamental que reguló la inmi-
gración en esta etapa fue la protección de las fuentes de empleo y ocupación 
de los nacionales. Los extranjeros eran bienvenidos en tanto se sumarán a la 
modernización del país y, además, estuvieron dispuestos a mezclarse étnica 
y culturalmente con los mexicanos.454 Así, la inmigración extranjera pasó a 
ocupar un lugar secundario dentro de los objetivos de la política demográfi-
ca. La legislación emitida durante el llamado “milagro mexicano” o “desa-
rrollo estabilizador”, un modelo económico empleado en México entre 1954 
y 1970, daba la bienvenida a la inmigración y aceptaba el establecimiento de 
los extranjeros que contaran con recursos económicos propios y suficientes 
para radicar en el país, como los rentistas o jubilados; además, se les permitía 
invertir siempre y cuando la inversión fuera lícita y se apegara a las medidas 
establecidas. Por ejemplo, bajo esta política se permitió el arribo de un grupo 
importante de extranjeros pensionados de Estados Unidos.455

El gobierno de Ávila Camacho (1940-1946) facilitó la entrada de ex-
tranjeros “deseables”, como científicos, artistas, intelectuales y técnicos, con 
la sola restricción de no ejercer actividades políticas. Con los refugiados es-
pañoles se comprobó que ellos eran los extranjeros más asimilables de acuer-
do con el proceso histórico del país.456 Así, la política migratoria de Ávila 
Camacho siguió la misma línea del cardenismo. En 1942, la inmigración 
extranjera se prohibió completamente con motivo de la entrada de Méxi-
co a la Segunda Guerra Mundial. En 1945 se permitió la entrada ilimitada 
a españoles y sudamericanos, mientras que los extranjeros de otros países 
sólo eran admitidos después de un minucioso examen particular y bajo cir-
cunstancias excepcionales.457 Para 1946 se volvieron a abrir las puertas a la 
inmigración europea.

454		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 89.
455		 Ibidem, pp. 92 y 93.
456		 González Navarro, Moisés, Los extranjeros en México..., cit., p. 100.
457		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 73.
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Bajo este contexto, en 1947 se adoptó una nueva Ley General de Po-
blación, en la que se planteaba una política migratoria “no discriminatoria” 
desde el punto de vista racial, sino más bien selectiva.458 En su presentación, 
la ley menciona que México propugna la igualdad de razas frente al dere-
cho y la libertad, y que necesita aumentar su riqueza humana sin lesionar 
los derechos de los connacionales con una inmigración controlada.459 Otra 
característica de esta ley fue la de recabar la información de la población 
que entraba y salía del país, por lo que se creó una oficina de Registro de 
Población e Identificación, que más bien fue un registro de extranjeros. La 
clasificación de la población que entraba en el país se redujo a las categorías 
de inmigrante, inmigrado y no inmigrante. La Secretaría de Gobernación 
se encargó de administrar las condiciones y restricciones sobre los permi-
sos de residencia y trabajo para los extranjeros que entraban en el país, así 
como de fijar las cuotas de entrada por nacionalidades, por calidad migrato-
ria o por actividades permitidas. De esta manera, se decidía si el extranjero 
entraba en calidad de “deseable o indeseable”.460

La política establecida en la Ley General de Población de 1947 con-
servó los objetivos demográficos formulados desde 1936: el aumento de la 
población y su racional distribución dentro del territorio; la fusión étnica de 
los grupos nacionales; la asimilación étnica y cultural de los extranjeros a la 
sociedad mexicana; la protección de los nacionales en sus actividades eco-
nómicas, profesionales, artísticas, programas de salud, y la incorporación de 
los indígenas a la vida nacional en mejores condiciones físicas, económicas 
y sociales. Su aplicación quedó a cargo de la Secretaría de Gobernación.461 
Bajo esta ley, los extranjeros eran admitidos sin más limitaciones que las que 
imponían la realidad y el interés nacional, que residían en fortalecer la mo-
dernización e industrialización con base en el esfuerzo de los propios mexi-
canos.462 La ley buscaba coadyuvar al mejoramiento de las condiciones de 
vida de los mexicanos al ofrecer facilidades a la inmigración de inversionis-
tas y técnicos especializados, a quienes obligaba a adiestrar a trabajadores 
mexicanos en el empleo de métodos modernos de producción.463

458		 González Navarro, Moisés, Los extranjeros en México..., cit., p. 100.
459		 García García, Carlos, La política migratoria del estado mexicano, tesis de licenciatura, Mé-

xico, UNAM, Escuela Nacional de Ciencias Políticas y Sociales 1962, p. 193.
460		 Theesz Poschner, Margarita, Migración húngara..., cit., p. 151.
461		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 77.
462		 Ibidem, p. 91.
463		 Martínez García, Gerónimo, Evolución de la política de poblamiento en México, México, 

Consejo Nacional de Población, 1987, p. 20.
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2. La práctica del asilo diplomático selectivo

Durante los años inmediatos a la Segunda Guerra Mundial, México 
mantuvo sus reservas hacia los refugiados no españoles de Europa, princi-
palmente hacia los desplazados provenientes de Alemania, Austria, Checo-
slovaquia, Italia, Francia y Polonia, quienes fueron rechazados o aceptados 
en bajas cuotas.464 La política oficial de recepción hacia estos refugiados 
fue en extremo cautelosa: predominaba el sistema de cuotas con base en 
el país de origen y se desalentaba la inmigración de extranjeros de difícil 
asimilación al medio nacional por la posible reacción de los sectores ultra-
conservadores. Aunado a esto, la capacidad de recursos para recibir a los 
refugiados era limitada y estaba destinada, principalmente, para acoger a 
los republicanos españoles.465

Ante este panorama, se favoreció explícitamente a los refugiados del 
continente americano, otorgándoles la protección a través de las represen-
taciones diplomáticas de México en el continente. Una vez más, la prác-
tica mexicana del asilo hacia ciertos grupos de refugiados se determinaba 
por la simpatía política que el gobierno mexicano en curso encontraba en 
las revoluciones sociales de Guatemala, Panamá, Honduras, Cuba, Haití 
y República Dominicana. Asimismo, tuvieron lugar casos de asilo político 
otorgado a distintas personalidades, en su mayoría españolas: Concha Mén-
dez, escritora y poeta (1944); Manuel Altolaguirre, editor y poeta (1944); 
Andrés Eloy Blanco, ex ministro de Relaciones Exteriores de Venezuela 
(1948); Luis Buñuel, cineasta (1950); Manuel Tagüeña, comandante del 
ejército republicano durante la guerra civil española (1953); Carmen Parga, 
activista republicana y profesora (1953), y Víctor Raúl Haya de la Torre, 
político peruano (1954).

A nivel internacional, dada la magnitud de los desplazamientos forza-
dos de personas tras el fin de la Segunda Guerra Mundial, en el ámbito de 
Naciones Unidas se fundó en 1950 el Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Refugiados (ACNUR) y se adoptó la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados en 1951 y su Protocolo Adicional años más tarde 
(1967). Sin embargo, México no ratificó ninguno de esos documentos. En 
el ámbito regional, también se realizaron esfuerzos en materia de asilo en 
la X Conferencia Interamericana, realizada en Caracas en 1954, donde se 
adoptaron la Convención sobre Asilo Diplomático y la Convención sobre 

464		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., pp. 381-82.
465		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 120.
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Asilo Territorial, siendo la primera vez en la historia de la región que las dos 
modalidades de asilo político se regulaban de manera independiente. Am-
bos instrumentos internacionales fueron ratificados por México y fueron la 
base de su práctica de asilo por varios años ante la falta de una legislación 
nacional autónoma en la materia.

La Convención sobre Asilo Territorial, ratificada por México en 1981,466 
establece el derecho de todo Estado, en ejercicio de su soberanía, de recibir 
dentro de su territorio a las personas que juzgue conveniente, sin que por el 
ejercicio de este derecho ningún otro Estado pueda hacer reclamo alguno 
(artículo I). Señala el respecto irrestricto, según el derecho internacional, a 
la jurisdicción de cada Estado sobre los habitantes de su territorio, incluidos 
los asilados políticos (artículo III). Y afirma que aun cuando el ingreso de la 
persona perseguida haya sido subrepticio, no conlleva su expulsión o extra-
dición, siempre que el Estado asilante compruebe que se trata de un delin-
cuente político (artículos III a V). Reconoce a los asilados los derechos de 
libertad de reunión y de expresión, con el límite de que tales derechos no 
afecten al Estado asilante o al Estado expulsor (artículos VII, VIII). El Esta-
do receptor está obligado a ejercer vigilancia sobre los asilados en cuanto a 
su cercanía con las fronteras, a fin de evitar actos subversivos (artículo IX). 
Y respecto a la libertad de tránsito, el asilado tiene la obligación de notificar 
al Estado requerido el lugar al que se trasladará, quedándole prohibido ir a 
su Estado de procedencia o del que huyó (artículo X).

La Convención sobre Asilo Diplomático, ratificada por México en 
1957,467 regula el asilo en legaciones, navíos de guerra y campamentos o ae-
ronaves militares. Especifica que es derecho de los Estados otorgar el asilo o 
no (artículo II). Y, en atención a que uno de los supuestos de procedencia del 
asilo es la urgencia de obtener la protección, el artículo VI determina que 
por urgencia debe entenderse la persecución de que sea objeto una persona, 
bien que la realice una multitud o la autoridad política, lo que implicaría 
el riesgo de la integridad de tal individuo. La calificación de urgencia debe 
determinarla el Estado asilante. La Convención aclara en el artículo 10 que 
no importa si el gobierno de un Estado no está reconocido, sus ciudadanos 
tendrán la posibilidad de ser asilados, sin que ello tenga como resultado el 
reconocimiento del gobierno.

El procedimiento a seguir, una vez que se otorga el asilo, está regula-
do en los artículos XIII, XV y XVII, que determinan el otorgamiento del 

466		 OEA, Información general de la Convención sobre Asilo Territorial de 1954, disponible en 
http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-46.html.

467		 OEA, Información general de la Convención sobre Asilo Diplomático de 1954, disponible en 
http://www.oas.org/juridico/spanish/firmas/a-46.html.
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salvoconducto, única forma de abandonar el país. El Estado asilante puede 
solicitar que por escrito se le garantice la seguridad al asilado a fin de que 
sea trasladado a otro país sin riesgo. Ante el supuesto de que el traslado 
exija el tránsito por otro país, se debe solicitar su autorización mediante la 
presentación del salvoconducto. Durante el traslado, la seguridad del asila-
do está a cargo del Estado asilante; sin embargo, no tiene la obligación de 
radicarlo en su país, para lo que deberá obtener la anuencia de un tercer 
Estado y entregarlo a él. Este supuesto es conocido como “asilo neutro”, 
porque el tercer Estado no tiene ninguna relación con el asilado ni con los 
dos países implicados. Finalmente, se incluye en el artículo XVII la posibili-
dad de la extradición del asilado, por lo que el Estado tiene treinta días para 
solicitarlo. Después de este timpo, el Estado en que se encuentre la persona 
asilada dejará de vigilarla.

En este periodo, la labor de los diplomáticos mexicanos resultó fun-
damental para conseguir los salvoconductos para las personas perseguidas 
a las que México otorgó asilo.468 En algunas ocasiones esta clase de asilo 
ocasionó fricciones entre México y el gobierno del país perseguidor, por 
lo cual se incrementaron las relaciones de negociación a través del cuerpo 
diplomático mexicano, invocando el tratado interamericano en la materia. 
De igual modo, se procedió con cautela para evitar poner en peligro la 
neutralidad y no intervención de las misiones diplomáticas mexicanas. No 
obstante, la protección bajo el asilo diplomático resultaba insuficiente ante 
la incapacidad física y logística para alojar y mantener a todas las personas 
que solicitaban asilo en las embajadas, por lo que esta clase de asilo sólo 
funcionó para casos de extrema urgencia y peligro inminente tanto de la 
vida como de la libertad e integridad de los perseguidos políticos, especial-
mente personalidades políticas relevantes a quienes el Estado mexicano es-
taba interesado en proteger.

VII. México de “santuario” a “campo”: 
la clase como dispositivo de exclusión (1970-2000)

1. Legislación migratoria selectiva y regulación escasa 
en materia de asilo político y refugiados

El acelerado crecimiento demográfico, sus costos en materia de educación y 
empleo y el aumento de la migración rural-urbana, así como la emigración 

468		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., p. 139.
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iniciada a Estados Unidos en la década de los setenta, repercutieron en el di-
seño de los nuevos objetivos demográficos, los cuales quedaron plasmados en 
la nueva Ley General de Población de 1974. En la exposición de motivos se 
argumentó la importancia de rediseñar la política demográfica, se postuló la 
realización de programas de planificación familiar, disminución de mortali-
dad y de desarrollo regional.469 Asimismo, se planteó armonizar el comporta-
miento demográfico con las condiciones del desarrollo social y económico de 
la nación: ahora la política hacia la inmigración tendría que tomar en cuenta 
el contexto social, económico, político y cultural como referentes indispensa-
bles para la admisión de extranjeros.470

Así, las políticas migratorias se dirigieron nuevamente a proporcionar 
acceso a aquellos estratos sociales de extranjeros que contribuyeran al desa-
rrollo nacional, aunque la Ley de 1974 ya no expresaba de manera decisiva 
la necesidad de proteger las fuentes de empleo y ocupación de los mexi-
canos. Sin embargo, establecía que la Secretaría de Gobernación, previos 
estudios demográficos, era la dependencia autorizada para fijar el número 
de extranjeros que podrían admitirse y “sujetar a las modalidades que juz-
gue pertinentes la inmigración de extranjeros según sean sus posibilidades 
de contribuir al progreso nacional”.471 Al respecto, Palma Mora afirma que 
“La actitud oficial ante el fenómeno inmigratorio en la década de los años 
setenta conservó su connotación restrictiva, al limitar el establecimiento de 
trabajadores y de extranjeros sin recursos económicos y, en contraste, posi-
bilitar la llegada de inversionistas, rentistas y sobre todo, de personal califi-
cado y ejecutivo”.472

Según el artículo 32 de la Ley, los inmigrantes deberían ser “elementos 
útiles para el país y contar con los ingresos necesarios para su subsistencia”, 
a saber: científicos y técnicos y aquellos dedicados a la investigación o en-
señanza, de ahí que la nueva legislación inauguró la característica inmigra-
toria de “científico”. Y en el apartado de “no inmigrantes” (artículo 48) se 
incluyeron las categorías de consejero, visitante distinguido, visitante local y 
visitante provisional, las cuales tuvieron como objeto regular el intenso trá-
fico migratorio que tenía lugar en los diversos puertos de entrada al país.473

469		 “Ley General de Población de 1974”, en INM, Compilación histórica de la legislación migra-
toria en México, 1909-1996, 3a. ed., México, 2002, p. 241.

470		 Castillo, Manuel Ángel, “Las políticas y la legislación en materia de inmigración y 
transmigración”, en Alba, Francisco y Castillo, Manuel Ángel (ed.), Los grandes problemas de 
México, III, Migraciones internacionales, México, El Colegio de México, 2010, p. 552.

471		 Ibidem, p. 250.
472		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 100.
473		 Ibidem, p. 99.
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La regulación nacional del asilo en México en las últimas décadas del 
siglo XX siguió siendo escasa. La legislación migratoria de este periodo, la 
Ley General de Población de 1974, sólo contemplaba la categoría de “asila-
do político” como la forma de entrar al territorio nacional para las personas 
perseguidas por motivos políticos. Hasta 1990 se incluyó la categoría de 
refugiado en la Ley General de Población, con el fin de regular la estancia 
de una amplia población de centroamericanos, mayoritariamente de origen 
guatemalteco, que por motivos de violencia social y política y porque su 
vida corría peligro en su país de origen se habían internado en forma masi-
va al territorio mexicano desde la década de los ochenta.474 Sin embargo, en 
esos años no sólo no existía la categoría de refugiado en la Ley General de 
Población, sino que el gobierno tampoco había ratificado los instrumentos 
internacionales de Naciones Unidas en la materia.

En consecuencia, ante la llegada de los refugiados guatemaltecos en la 
década de los ochenta, el gobierno puso en marcha programas de asisten-
cia ad hoc que no implicaban su reconocimiento jurídico como refugiados. 
La justificación era que la motivación de los guatemaltecos para emigrar se 
debía a cuestiones fundamentalmente económicas, y no de persecución.475 
Dentro de los mecanismos adoptados para hacer frente al contingente de 
los refugiados guatemaltecos destacan la creación, por decreto del Ejecuti-
vo, de la Comisión Mexicana de Ayuda a Refugiados (Comar) en 1980, y la 
celebración de un convenio con el Alto Comisionado de las Naciones Uni-
das para los Refugiados para establecer una representación del ACNUR en 
México en 1982.476

La Comar se creó a nivel intersecretarial y se compuso por represen-
tantes de las secretarías de Gobernación, Relaciones Exteriores y Trabajo y 
Previsión Social; sus gastos de operación eran financiados en gran parte por 
el ACNUR, y no tenía facultad alguna para hacer el reconocimiento legal 
de la condición de refugiado: sólo gestionaba ante las autoridades migratorias 
la protección de un número reducido de personas como asiladas. Por ello, 
fue común que algunos de los perseguidos políticos llegaran a México bajo 
la protección del ACNUR, el cual hacía el reconocimiento de su condición 
como refugiados, sin que el gobierno mexicano participara en este acto.477

474		 Ibidem, p. 100.
475		 Buriano Castro, Ana et al., “Protección internacional y derechos de los perseguidos 

políticos en la experiencia mexicana”, Papeles de Población 57, 2008, p. 104.
476		 SRE, “Convenio entre el gobierno de los Estados Unidos Mexicanos y el Alto Comi-

sionado de las Naciones Unidas para los refugiados, (ACNUR) relativo al establecimiento en 
México de una representación de la oficina del Alto Comisionado”, 1982.

477		 Castro, Buriano et al., “Protección internacional y derechos de los perseguidos políti-
cos en la experiencia mexicana”, p. 104.
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A pesar de que en esos años no existía una regulación nacional específi-
ca en materia de asilo, México ya se encontraba obligado a nivel formal por 
los estándares interamericanos de derechos humanos en la materia:

1. La Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1967, ra-
tificada por México en 1981,478 contiene disposiciones importantes 
en materia de asilo: el derecho de toda persona de buscar y recibir 
asilo en territorio extranjero en caso de persecusión política (artículo 
22.7); el principio de no devolución, según el cual “en ningún caso 
el extranjero puede ser expulsado o devuelto a otro país, sea o no de 
origen, donde su derecho a la vida o a la libertad personal está en 
riesgo de violación a causa de raza, nacionalidad, religión, condición 
social o de sus opiniones políticas”, y la prohibición de la expulsión 
colectiva de extranjeros (artículo 22.9).479

2. La Declaración de Cartagena sobre los Refugiados de 1984, adop-
tada en el “Coloquio sobre la Protección Internacional de los Refu-
giados en América Central, México y Panamá: Problemas Jurídicos y 
Humanitarios”, amplía la definición de refugiado de la Convención 
de 1951 de la ONU e incluye a las personas que han huido de sus 
países porque su vida, su seguridad o su libertad han sido amena-
zadas por la violencia generalizada, la agresión extranjera, los con-
flictos internos, la violación masiva de los derechos humanos u otras 
circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público 
(conclusión tercera).

El sistema interamericano de derechos humanos abordó de esta forma 
el problema de las personas desplazadas por las guerras civiles de esos años 
en Centroamérica, quienes, a diferencia de los refugiados de las dictaduras 
sudamericanas, no quedaban incluidas en la definición de refugiado de la 
Convención de la ONU de 1951. Bajo la Declaración de Cartagena, todas 
las personas que integran un grupo pueden ser reconocidas como refugia-
das, mediante un reconocimiento prima facie, con base en la situación impe-
rante en su lugar de origen, sin que sea necesario que se realice un procedi-
miento de evaluación individual.

478		 OEA, Información general de la Americana sobre Derechos Humanos de 1967, disponible en ht-
tps://www.oas.org/dil/esp/tratados_B-32_Convencion_Americana_sobre_Derechos_Humanos_firmas.
htm.

479		 México está obligado a cumplir con los estándares de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos no sólo por haberla ratificado, sino también porque el artículo 133 cons-
titucional señala que todo tratado internacional ratificado es ley suprema en la República.
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A. El asilo político en la Ley General de Población 
de 1974 y su Reglamento

Los artículos 35 y 42.V de la Ley regularon esta categoría y la ubica-
ron dentro del apartado de extranjeros “no inmigrantes”; es decir, aquellos 
cuya estancia en el país es temporal. Esta categoría se aplicaba mayormente 
a los perseguidos políticos que solicitaban asilo en las sedes diplomáticas o 
embajadas mexicanas. A su llegada al país, se les admitía de manera provi-
sional en las oficinas de migración mientras la Segob resolvía si les otorgaba 
el asilo o no. El solicitante tenía que expresar los motivos de persecución, 
sus antecedentes personales, los datos necesarios para su identificación y el 
medio de transporte que utilizó. No se admitía como asilado al extranjero 
que procedía de un país distinto de aquel en el que se hubiera ejercido la 
persecución política. En relación con el asilo diplomático, sólo se podía pe-
dir si se era nacional del país donde la embajada mexicana se encontraba. 
Después de las investigaciones conducentes, se otorgaba el asilo diplomático 
a nombre de México (el cual tenía que ser ratificado posteriormente por la 
Segob) y se trasladaba al asilado a México.480

Los asilados políticos tenían que sujetarse a las siguientes condiciones: 
1) la Segob tenía la facultad de determinar la duración, el lugar de su estan-
cia y las actividades que podían llevar a cabo; 2) se permitió su reunificación 
familiar; 3) en caso de ausentarse del país, el asilado perdía todo derecho de 
regresar en esta calidad migratoria, salvo que hubiera salido con permiso 
de la Segob; 4) se estableció la pérdida de esta categoría en caso de que el 
asilado violara las leyes nacionales, además de las sanciones que le fueran 
aplicables; 5) los permisos de estancia bajo esta categoría se otorgaban por 
un año, con posibilidad de prorrogarse si se solicitaba su extensión treinta 
días antes de su vencimiento y persistían los motivos del asilo; 6) el asilado 
tenía que informar a la Segob sus cambios de domicilio y estado civil, así 
como pedir autorización para cambiar de actividad laboral, y 7) el asilo 
terminaba cuando las circunstancias que lo motivaron desaparecían, por lo 
que el asilado tenía treinta días para abandonar el país con sus familiares; 
sin embargo, era posible el cambio de calidad migratoria.481

480		 Artículo 88, fracciones I a V del Reglamento de la Ley General de Población.
481		 Artículos 42, fracción V, de la Ley General de Población y 88, fracción VII, de su 

Reglamento.
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B. La primera regulación de la categoría de “refugiado” 
en la legislación mexicana: las reformas de 1990 
a la Ley General de Población de 1974 y su Reglamento

El asilo que principalmente se otorgó en México hasta 1990 fue el di-
plomático, pues la legislación migratoria no contemplaba el ingreso terri-
torial de refugiados en el sentido señalado por la Convención de 1951; esto 
es, de amplios contingentes de personas perseguidas por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones 
políticas. Fue en 1990, con las reformas del 17 de julio a la Ley General de 
Población, cuando finalmente se incluyó la categoría de “refugiado” en la 
legislación migratoria mexicana. No se discutió la posibilidad de promulgar 
una ley autónoma en la materia, ya que se consideró más congrunte añadir 
la categoría de refugiado al artículo 42 de la Ley, que definía a los “no inmi-
grantes”, y que ya tenía incluida la categoría de asilado político. Tampoco 
estuvo en discusión incluir las disposiciones de la Convención de 1951 y su 
Protocolo de 1967, instrumentos que hasta esa fecha seguían sin ser ratifi-
cados por México.482

El artículo 42, fracción VI, de la Ley General de Población, definió 
como refugiados a los extranjeros que hubieran huido a otro país “para 
proteger su vida, seguridad o libertad cuando hayan sido amenazadas por 
violencia generalizada, la agresión extranjera, los conflictos internos, la vio-
lación masiva de derechos humanos u otras circunstancias que hayan per-
turbado gravemente el orden público en su país de origen”. Le Ley excluyó 
de esta categoría a los perseguidos políticos, reconoció el principio de no de-
volución y estableció la dispensa optativa de la Segob por su internación ile-
gal al país, “atendiendo al sentido humanitario y de protección que orienta 
la institución del refugiado”.483

A su llegada al país, se les admitía de manera provisional en las ofici-
nas de migración mientras la Segob resolvía si les otorgaba la condición de 
refugiados o no. El solicitante tenía que expresar los motivos por los que 
huyó de su país de origen, sus antecedentes personales, los datos necesarios 
para su identificación y el medio de transporte que utilizó. No se admitía 
como refugiado al extranjero que procedía de un país distinto de aquel en 
el que su vida, su seguridad o su libertad hubieran sido amenazadas, salvo 

482		 Imaz, Cecilia, La práctica del asilo..., cit., pp. 83 y 84.
483		 Decreto por el que se reforma y adiciona la Ley General de Población, Diario Oficial de 

la Federación, 17 de julio de 1990. Disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/ref/
lgp/LGP_ref05_17jul90_ima.pdf.
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en aquellos casos en que demostrara que no fue aceptado en el país del que 
proviniera.484

Los refugiados tenían que sujetarse a las siguientes condiciones: 1) la 
Segob tenía la facultad de determinar la duración, el lugar de su estancia 
y las actividades que podían llevar a cabo; 2) se permitió su reunificación 
familiar; 3) en caso de ausentarse del país, el refugiado perdía todo derecho 
de regresar en esta calidad migratoria, salvo que hubiera salido con permiso 
de la Segob; 4) se estableció la pérdida de esta categoría en caso de que el 
refugiado violara las leyes nacionales, además de las sanciones que le fueran 
aplicables; 5) los permisos de estancia bajo esta categoría se otorgaban por 
un año, con posibilidad de prorrogarse si se solicitaba su extensión treinta 
días antes de su vencimiento y persistían los motivos del refugio; 6) la estancia 
en el país bajo la condición de refugiado no creaba derechos de residencia 
para los refugiados; 7) el refugiado tenía que informar a la Segob sus cam-
bios de domicilio, el estado civil y el nacimiento de sus hijos en territorio na-
cional, así como pedir autorización para cambiar de residencia o actividad 
laboral, y 8) la condición de refugiado terminaba cuando las circunstancias 
que lo motivaron desaparecían, por lo que el refugiado tenía treinta días 
para abandonar el país con sus familiares; sin embargo, era posible el cam-
bio de calidad migratoria.485

Cabe señalar que ni la ley ni su reglamento establecieron un procedi-
miento transparente y expedito para obtener la condición de refugiado en el 
país, lo cual es un principio básico del asilo y de la protección internacional. 
Así, al no definirse el procedimiento legal, se dejaba a los solicitantes de re-
fugio en un limbo legal, que podía conllevar a permanecer en el país en la 
ilegalidad migratoria por tiempo indefinido.486

2. La política clasista de asilo en México en la segunda mitad del siglo XX

A. Los exiliados latinoamericanos

En el contexto latinoamericano México es reconocido por su larga tra-
dición de asilo con los perseguidos políticos, especialmente con personalida-
des políticas, intelectuales, artistas, activistas de derechos humanos y expre-
sidentes. La lista de personajes latinoamericanos que encontraron asilo en el 

484		 Artículo 89, fracciones I a IV del Reglamento de la Ley General de Población.
485		 Artículo 89, fracción V, del Reglamento de la Ley General de Población.
486		 Imaz, Cecilia, La práctica del asilo..., cit., p. 85.
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país durante la segunda mitad del siglo XX incluye a Pablo Neruda (1950), 
Juan Jacobo Árbenz (1954), Alaide Foppa y su familia (1954), Fidel Castro 
(1955), Hortensia Bussi —viuda de Salvador Allende— y sus hijas (1973), 
Ángel Hoces Salas (1973), Héctor José Cámpora (1976), Rigoberta Menchú 
(1981) y Gabriel García Márquez (1981).

Las experiencias de exilio en América Latina en la segunda mitad del 
siglo XX son muy diversas, pero en su mayoría estuvieron motivadas por 
persecuciones políticas o ideológicas. Las dictaduras de Rafael Leónidas 
Trujillo en República Dominicana (1930-1961), François Duvalier en Haití 
(1957-1971), Juan María Bordaberry en Uruguay (1973-1976), y la Junta 
Militar en Argentina (1976-1983), así como el derrocamiento de los gobier-
nos de Juan Jacobo Árbenz en Guatemala en 1954, de João Goulart en Bra-
sil en 1964, de Juan José Torres en Bolivia en 1971 y de Salvador Allende en 
Chile en 1973, provocaron el exilio tanto de funcionarios, dirigentes políti-
cos e intelectuales como de personas de clase media que eran profesionistas 
y técnicos. En cambio, la diáspora cubana de los años sesenta se caracterizó 
por contar con un mayor número de integrantes y la diversa composición 
social de éstos. También en Nicaragua, Perú, Colombia y Paraguay hubo 
personas que tuvieron que salir forzosamente de sus países por razones po-
líticas en estos años.

Los perseguidos políticos que encontraron asilo en México entre 1950 
y 1980 no sólo provenían de diferentes naciones latinoamericanas, sino que 
también diferían en sus perfiles socioeconómicos y políticos, así como en los 
motivos para abandonar sus países. Mientras que de Brasil, Bolivia y Uru-
guay llegaron académicos, intelectuales y líderes de la oposición, de Chile 
y Argentina arribó un grupo de asilados que provenían de un contexto so-
ciopolítico más amplio. La llegada de los perseguidos políticos de las emer-
gentes dictaduras militares del cono sur tuvo tal relevancia que transformó 
el fenómeno del exilio en México de un acontecimiento temporal a uno de 
mayor duración.487

Para asilarse en México, las personas perseguidas solicitaban la protec-
ción en las misiones diplomáticas mexicanas de sus países de origen. Sin 
embargo, el trato conferido a los solicitantes de asilo no fue el mismo en to-
das las embajadas, por lo que la política mexicana de asilo no se aplicó con 
la misma uniformidad y generosidad en todos los casos.

En Brasil, después del golpe de Estado de 1964, las autoridades de la 
embajada mexicana se mostraron muy solidarias con los perseguidos.488 En 

487		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 144.
488		 Meyer, Eugenia y Salgado Andrade, Eva, Un refugio en la memoria: la experiencia de los 

exilios latinoamericanos en México, México, UNAM-Océano, 2002, p. 135.
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el caso de los perseguidos políticos de Chile, las autoridades de la embajada 
mexicana en Santiago hicieron un esfuerzo muy considerable para conse-
guir el otorgamiento de los salvoconductos que garantizaban su salida segu-
ra de Chile y traslado a México; sin embargo, otros chilenos también llega-
ron a México bajo la protección del ACNUR, y otros más como estudiantes 
o visitantes.489 Los perseguidos políticos uruguayos recibieron protección de 
la embajada mexicana a pesar de que el gobierno uruguayo no reconocía la 
categoría de asilados y, por lo mismo, no otorgaba salvoconductos; no obs-
tante, salieron de su país en calidad de “protegidos”, y el gobierno mexicano 
los consideró como asilados políticos. También hubo casos de uruguayos, a 
quienes se les negó el asilo ante la falta de pruebas de su persecución políti-
ca, pero pudieron entrar a México como estudiantes o visitantes.490

En cambio, la embajada mexicana en Buenos Aires rechazó varias soli-
citudes de asilo a argentinos por falta de pruebas de su persecución política; 
por ello, se organizaron y entraron a México como estudiantes o visitantes 
con permisos de trabajo.491 Y en Colombia, las autoridades mexicanas de-
negaron el asilo a ciertas personas en 1976 para evitar conflictos con el go-
bierno local, después de haber otorgado asilo a dos familias formadas por 
ex guerrilleros del grupo armado Ejército de Liberación Nacional (ELN).492

De los perseguidos políticos de América del sur, los exiliados chilenos 
fueron atendidos con especial atención por las autoridades mexicanas debi-
do a las buenas relaciones que México había tenido con el gobierno de Sal-
vador Allende.493 También hay otras fuentes que explican la cordial política 
de asilo hacia los chilenos en la preocupación del presidente Echeverría por 
mostrar una imagen distinta de México a nivel internacional, luego de la 
represión estudiantil de 1968.494 En cambio, los miembros del exilio argenti-
no percibían que las autoridades mexicanas los clasificaban como activistas 
de organizaciones radicales, guerrilleros e intelectuales de izquierda, lo que 
implicaba que no tenían puestos de trabajo, casas o becas esperándoles.495

489		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., pp. 146-149.
490		 Rodríguez de Ita, Guadalupe, “Experiencias de asilo en las embajadas mexicanas”, 

en Dutrénit Bielous, Silvia y Rodríguez de Ita, Guadalupe (eds.), Asilo diplomático mexicano en 
el cono sur, México, Instituto de Investigaciones Dr. José María Luis Mora-Instituto Matías 
Romero-Acervo Histórico Diplomático de la Secretaría de Relaciones Exteriores, 1999, pp. 
46-48.

491		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., pp. 149 y 150.
492		 Ibidem, pp. 153 y 154.
493		 Ibidem, pp. 160 y 161.
494		 Buriano Castro, Ana y Dutrénit Bielous, Silvia, “En torno a la política de asilo mexi-

cana en el cono sur”, Historia actual on-line 2, 2003, p. 62.
495		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 167.
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Sin embargo, de manera general, puede señalarse que durante los go-
biernos de Luis Echeverría (1970-1976) y José López Portillo (1976-1982) 
los exiliados del cono sur, principalmente de Bolivia, Chile, Argentina, Pa-
raguay, Venezuela y Uruguay, encontraron asilo en México bajo un clima 
favorable hacia los perseguidos políticos de clase socioeconómica media 
(como profesionistas, técnicos, intelectuales y artistas), a la cual ellos per-
tenecían. Se facilitó su asilo por la política echeverrista de una reforzada 
solidaridad “sur a sur”, la bonanza petrolera desde mediados de los setenta 
y el estrato social de los asilados, quienes provenían del sector urbano en su 
gran mayoría.496 Al respecto, Palma Mora sostiene:

[…], los exiliados sudamericanos arribaron a un contexto sociopolítico de 
inconformidad y de lucha democrática, dirigida fundamentalmente por or-
ganizaciones de izquierda, tendencia ideológica compartida por ellos. Estas 
circunstancias, hasta cierto punto, contribuyeron a su pronta incorporación 
al medio académico y cultural del país e influyeron en las muestras de solida-
ridad de algunos mexicanos.497

El gobierno de Luis Echeverría apoyaba la pronta integración de los 
exiliados, como lo muestra una de sus afirmaciones públicas en 1975:

Los asilados políticos pueden trabajar con mayor libertad. Se ha formado 
un comité que gestiona el empleo de ellos y han tenido muchas ofertas, han 
salido a provincia y pienso que serán plenamente asimilados. No serán una 
carga, son personas laboriosas, universitarios, técnicos. Esto se ha hecho sin 
ninguna preocupación política, son hermanos en desgracia, asilados con toda 
sencillez, sin aspavientos, con espíritu de solidaridad.498

La mayoría de los asilados sudamericanos que llegaron a México en 
esos años lo hicieron en condiciones económicas precarias, puesto que mu-
chos habían sido despedidos de sus trabajos o tuvieron que huir apresura-
damente. Sin embargo, al llegar a México, el gobierno se hacía cargo de 
ellos hospedándolos durante uno o dos meses en los hoteles “Versalles” y 
“Del Prado” de la Ciudad de México; después de este periodo, tenían que 
buscar hospedaje y trabajo por cuenta propia.499 Muchos de los exiliados se 
incorporaron a la sociedad mexicana a través de su profesión, puesto que su 

496		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., pp. 383-385.
497		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 172.
498		 “Actitud del gobierno. Los asilados no serán una carga”, Excélsior, 5 de octubre de 

1973.
499		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 161.
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clase socioeconómica así se los permitía. Por ello, un gran número encontró 
empleo en instituciones de educación media o superior, como profesores o 
investigadores, mientras que otros trabajaron como periodistas, en editoria-
les o en los ámbitos cultural y artístico.500

Exiliados argentinos y uruguayos han destacado la solidaridad y las fa-
cilidades que las autoridades mexicanas les dieron para continuar desem-
peñando su actividad profesional, así como para organizarse en el exilio y 
seguir denunciando las políticas represivas vigentes en los países del cono 
sur. Como señala el periodista peruano Genaro Carnero Checa, en México 
se garantizaban a estos exiliados las tres t’s: “techo, trabajo y tribuna”.501 
En palabras de la argentina Tununa Mercado: “refugio, asilo, alojamiento, 
trabajo, papeles, esos eran los términos de la protección que prodigaron los 
políticos y el gobierno”.502

La incorporación al ámbito laboral de los exiliados sudamericanos fue 
facilitada de tal manera que incluso las instituciones de educación superior 
los contrataron de manera inmediata “sin contar con documentos proba-
torios de sus méritos académicos”, como apunta Palma Mora.503 Sin em-
bargo, la experiencia de los exiliados no calificados no fue la misma, y su 
integración en el país fue más difícil. Por ejemplo, los obreros chilenos que 
ingresaron a México asistidos por el ACNUR, ante la falta de perspectivas 
económicas, emigraron a Canadá. Los chilenos que permanecieron en el 
país eran principalmente profesionistas y técnicos.504 Esto denota un alto 
componente de clase en la práctica mexicana del asilo en estos años.

Las cifras que existen sobre los distintos exilios en México no son del 
todo confiables. Con respecto al exilio de los guatemaltecos, después del gol-
pe de Estado en 1954, el gobierno mexicano afirma haber otorgado asilo a 
318 personas. El Archivo Histórico de la Secretaría de Relaciones Exterio-
res revela que el exilio de brasileños en México entre 1964 y 1965 contaba 
con 83 personas. Según la información de protagonistas del exilio boliviano, 
éste se compuso por 72 personas en 1971, a los cuales se sumaron cien más 
en 1980. Sobre el número de los perseguidos políticos originarios del cono 
sur existen diferentes cifras: miembros del exilio chileno asumen que entre 
2,000 y 2,500 personas perseguidas llegaron a México junto a sus familiares; 

500		 Ibidem, pp. 165 y 166.
501		 Véjar P., Carlos, El exilio latinoamericano en México, México, UNAM, 2010, p. 10.
502		 Mercado, Tununa, “Esa mañana en la que creí estar en Asia”, en Yankelevich, Pablo 

(ed.), En México, entre exilios: una experiencia de sudamericanos, México, ITAM-Plaza y Valdés Edi-
tores, 1998, p. 114.

503		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 166.
504		 Ibidem, p. 169.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



122 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

sin embargo, otras cifras estiman de 6,000 a 8,000 el número de chilenos 
asilados en el país.505 Los exiliados argentinos estiman que el número de sus 
compatriotas en México era de 10,000.506

Hacia mediados de la década de los ochenta, al empezar a cambiar 
las condiciones sociopolíticas en Argentina (1983), Uruguay (1984), Brasil 
(1985) y Chile (1989), la mayoría de las personas que se habían exiliado en 
México regresaron a su país. Una pequeña cifra optó por quedarse, tanto 
por razones familiares, perspectivas socioeconómicas o laborales, como por 
el doloroso pasado que habían vivido en sus países.507

B. Los refugiados guatemaltecos

Otro contingente de refugiados que llegó a México en la segunda mitad 
del siglo XX fue el de los centroamericanos que procedían de Guatemala, 
El Salvador y Nicaragua, y que venían huyendo de la situación de violencia 
que existía en sus países.508 Estos refugiados no sólo se distinguieron de sus 
predecesores, los latinoamericanos, por su afluencia masiva, la forma de in-
gresar al país (ilegal) y sus motivaciones (laborales, económicas y políticas), 
sino también por su estrato socioeconómico: la mayoría provenía de zonas 
rurales y eran pequeños propietarios o jornaleros agrícolas de comunidades 
indígenas. Otros provenían del ámbito urbano, y eran obreros, subemplea-
dos, estudiantes, militantes y dirigentes de organizaciones sindicales y polí-
ticas.509

El contingente de guatemaltecos que llegó a la frontera sur de México 
fue el que más atrajo la atención, tanto del gobierno como de distintos gru-
pos de la sociedad mexicana, por tratarse de familias enteras de campesinos, 
mayormente indígenas, que ante la violencia y represión desatada por el 
gobierno militar guatemalteco en su contra —que los consideraba simpati-
zantes de los guerrilleros opuestos al gobierno— se vieron forzados a salir 
de su país ante las amenazas a su vida, su libertad y su seguridad.510 Se esti-
ma que a principios de la década de los ochenta unos 200 mil guatemaltecos 
habían huido de la severa represión militar en Guatemala, buscando refugio 

505		 Ibidem, pp. 154-156.
506		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 8.
507		 Ibidem, pp. 182 y 183.
508		 Aguayo, Sergio, El éxodo centroamericano, México SEP, 1985.
509		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., pp. 95 y 96.
510		 Federación Editorial Mexicana, “Informe de un genocidio: los refugiados guatemalte-

cos”, México, 1982.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



123EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

en México o en Estados Unidos.511 La represión militar afectó a todos los 
estratos de la sociedad guatemalteca, pero en diferentes formas: mientras 
que estudiantes, profesores, abogados y médicos fueron perseguidos en lo 
individual, las personas indígenas fueron perseguidas como grupo. A dife-
rencia de los latinoamericanos que anteriormente habían buscado asilo en 
México, las personas indígenas de Guatemala huyeron juntas con toda su 
comunidad y llegaron a México empobrecidas y traumatizadas.512

El primer contingente de refugiados guatemaltecos llegó a Chiapas en-
tre mayo y junio de 1981. México, que en este momento se encontraba en 
una crisis económica debido al endeudamiento externo relacionado con la 
caída de los precios del petróleo, no vio con buenos ojos la llegada masiva de 
campesinos e indígenas guatemaltecos en una situación de suma fragilidad 
socioeconómica. Como afirma Lamb:

La conceptualización del asilado como alguien proveniente de sectores urba-
nos, generalmente de buena formación intelectual, impregnó, en un comien-
zo, el tratamiento del problema. Para algunos sectores resultaba sorprendente 
considerar que los pobres campesinos, muchos de ellos indígenas, que por 
miles comenzabas a cruzar las fronteras con sus familias y sus escasas perte-
nencias, eran merecedores de asilo.513

Además, para el gobierno y las autoridades locales los refugiados guate-
maltecos representaban un problema considerable: temían que se desatara 
un caos político, económico, social y militar en la región.

La respuesta del gobierno fue ambivalente: la Secretaría de Relacio-
nes Exteriores opinó que los indígenas guatemaltecos debían ser aceptados 
como refugiados en lo que cambiaba la situación en su país. En cambio, 
la Dirección de Asuntos Migratorios de la Segob tomó la postura de otor-
gar asilo solamente a aquellos que pudieran comprobar fehacientemente 
que eran perseguidos políticos, ya que consideraba que la migración gua-
temalteca era motivada por razones económicas, y, si se les aceptaba como 
asilados, se impondría una competencia desleal para los mexicanos en el 
mercado laboral. Esta postura fue la que prevaleció en los primeros años de 
llegada de los guatemaltecos, y dificultó su establecimiento en México; ade-
más, la confusa situación en la que se encontraban derivó en abusos en su 

511		 Manz, Beatriz, Refugees of  a Hidden War. The Aftermath of  Counterinsurgency in Guatemala, 
Albania, State University of  New York Press, 1988, p. 7.

512		 Ibidem, p. 145.
513		 Lamb, Sidni, “Una tradición enriquecida por los desafíos”, Refugiados, número espe-

cial, 1989, pp. 11-14.
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contra y corrupción por parte de las autoridades fronterizas, cuyas acciones 
quedaron frecuentemente incontroladas.514

Obviamente, por su condición socioeconómica vulnerable, a estos refu-
giados les fue imposible probar que huían de su país por un temor fundado 
de persecución política. Además, su afluencia masiva hizo imposible que se 
aplicara el procedimiento que años antes se hacía en las embajadas mexi-
canas para otorgar asilo diplomático a los perseguidos. En consecuencia, la 
mayoría de los refugiados guatemaltecos entraron al país de manera ilegal, 
a lo que el gobierno respondió ordenando su deportación en 1981 y 1982. 
Sin embargo, los refugiados no podían ser detenidos, y tampoco disminuye-
ron.515 Por ello, en julio de 1980 el gobierno fundó la Comisión Mexicana 
de Ayuda a los Refugiados (Comar), y en 1982 firmó un convenio con el 
ACNUR para el establecimiento de una sede en México.

Para 1982 se habían construido 56 campos de refugiados a lo largo de 
la frontera con Guatemala, número que aumentó a 90 en 1983. Cuarenta 
y seis mil personas fueron alojadas tan sólo en estos campos, mientras que 
el número total de los refugiados guatemaltecos para 1983 en México se es-
timó entre 100,000 y 200,000.516 Los programas de ayuda a los refugiados 
centroamericanos se concentraron exclusivamente en tres estados del sures-
te mexicano: Chiapas, Campeche y Quintana Roo. Aquellos guatemaltecos 
que no se establecieron en los campamentos de refugiados fueron conside-
rados como migrantes económicos por las autoridades migratorias, y con 
frecuencia se procedía a su deportación.

Para adquirir la calidad migratoria de asilados tenían que solicitarlo 
ante las autoridades migratorias del sureste en procedimientos individua-
les, o bien dirigirse a la oficina del ACNUR en la ciudad de México para 
pedir la protección legal de este organismo. Se estima que para 1986 la Co-
mar y el ACNUR asistieron a 40,000 guatemaltecos, a quienes el gobierno 
mexicano les negaba el estatus de asilados, al calificarlos como migrantes 
económicos y sujetarlos, en consecuencia, a un régimen jurídico disminui-
do. Esto se debió, por un lado, a la presión estadounidense para no admitir 
migrantes en tránsito cuyo país de destino era precisamente Estados Uni-
dos, y, por otro lado, por la crisis política y económica en la que México se 
encontraba en la década de los ochenta.517

Así, durante los años del éxodo centroamericano, el ACNUR asumió́ la 
responsabilidad de llevar a cabo los procedimientos de reconocimiento, de 

514		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., pp. 197-199.
515		 Manz, Beatriz, Refugees of  a Hidden War..., cit., p. 146.
516		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., p. 200.
517		 Serrano Migallón, El asilo..., cit., pp. 205 y 206.
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determinar la condición de refugiado, y de brindar la protección que con-
llevaba tal condición. Una vez que los solicitantes de asilo en México eran 
reconocidos como refugiados bajo el Mandato del ACNUR,518 el Estado 
mexicano expedía el documento migratorio que aseguraba su legal estan-
cia en el país y garantizaba, entre otros, el derecho a la no devolución y la 
integración de los refugiados a la vida social, laboral y económica del país 
mediante el apoyo y asistencia, también, de la Comar.

La Comar y el ACNUR trabajaron conjuntamente en la canalización 
de fondos internacionales para financiar los programas de asistencia y ayu-
da para los guatemaltecos, que tenían la intención de lograr su reasenta-
miento en campos de refugiados y, a largo plazo, conseguir su autosuficien-
cia a través de cursos de capacitación, adiestramiento y el desarrollo de 
actividades de tipo rural y artesanal.519 Los refugiados también recibieron 
apoyo de otras organizaciones no gubernamentales y de la diócesis de San 
Cristóbal de las Casas, Chiapas, la cual era dirigida por el obispo Samuel 
Ruiz García, conocido por su lucha en la defensa de los derechos de los pue-
blos indígenas en México.520

La situación de seguridad era problemática, especialmente en los cam-
pamentos situados en la selva lacandona cerca de la frontera con Guatema-
la: tropas del ejército guatemalteco invadieron y ocuparon los campos de re-
fugiados en varias ocasiones sin que el mundo exterior se hubiera enterado. 
Por ello, en 1984 el gobierno mexicano decidió trasladar a los refugiados a 
otras zonas del país para salvaguardar su seguridad, y también para reducir 
los refugiados a través de la mayor distancia entre los campos y la frontera. 
Además, el gobierno mexicano no veía con buenos ojos la autoorganización 
de los indígenas guatemaltecos y su influencia en la sociedad chiapaneca y 
la atención que la diócesis de Samuel Ruiz otorgaba a los refugiados.521

Debido a la cercanía geográfica y cultural con su tierra natal, los habi-
tantes de los campamentos de la selva lacandona fueron los que más resis-
tieron al reasentamiento, a pesar de la inseguridad en dichos campos, los 
cuales se formaban por refugios permanentes, y cuyos habitantes trabaja-
ban en el campo o como carpinteros y tejedores; además, muchas personas 

518		 La condición de refugiado que compete al mandato del ACNUR es particularmen-
te importante en los Estados que no son parte de la Convención de 1951 ni del Protoco-
lo de 1967. Además, es una función principal de protección, de acuerdo con su mandato. 
ACNUR, “Normas procedimentales para determinar la condición de refugiado bajo el man-
dato de Acnur”, Ginebra, 2003.

519		 Wollny, Hans, “México y el reto...”, cit., p. 125.
520		 Manz, Beatriz, Refugees of  a Hidden War..., cit., p. 148.
521		 Ibidem, p. 150.
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jóvenes de Guatemala se habían casado con chiapanecos. Sin embargo, el 
gobierno mexicano mantuvo firme su postura contra la resistencia y quemó 
un campamento entero, incluyendo alrededor de cien casas, un almacén de 
alimentos y una clínica, para así obligar a las personas a mudarse. Asimis-
mo, a los periodistas y miembros de ONG y a la diócesis de San Cristóbal 
de las Casas se les prohibió entrar a la zona para aislar a los refugiados y 
hacerlos dependientes del gobierno.522

Aislados de la población mexicana, los refugiados guatemaltecos fueron 
alojados en nuevos campamentos coordinados por la Comar en los estados 
de Campeche y Quintana Roo en 1984 y 1985. Cada una de las aldeas de 
refugiados contaba con una escuela, atención médica, un taller y una igle-
sia. Sin embargo, las condiciones de vida seguían siendo difíciles para las 
personas, ya que muchos extrañaban el ambiente familiar y la cultura de 
Chiapas, a pesar de que la situación de seguridad era mejor.523 En 1986, el 
gobierno mexicano reconoció a más de cuarenta mil guatemaltecos como 
refugiados; sin embargo, entre 100,000 y 200,000 personas, cuyo objetivo 
era llegar a Estados Unidos, no recibieron este reconocimiento, ni del go-
bierno ni del ACNUR. De hecho, por miedo de ser deportados, la mayoría 
no hizo uso de los programas asistenciales elaborados y aplicados por el 
ACNUR, la Comar y las ONG.524

En 1993, tres años antes de la firma del acuerdo oficial de paz entre el 
gobierno y la guerrilla, el primer grupo de refugiados guatemaltecos regresó 
a su país. De los más de 42,000 refugiados reconocidos, sólo quedaban cerca 
de 22,000, de los cuales más de la mitad era población infantil nacida en 
México. Para el 2000, la mayoría de los guatemaltecos que se quedaron 
en México residían en el país bajo la categoría de “no inmigrantes” con de-
recho a moverse y trabajar (11,336); otros estaban con la categoría de “in-
migrantes” (8,149), y unos pocos se naturalizaron (2,506). Además, en aras 
de apoyar su integración definitiva al país, en los últimos años del siglo XX 
el gobierno incluyó la categoría de “asimilado” en la legislación migratoria, 
entre cuyos requisitos de otorgamiento destacaban el estar o haber contraí-
do matrimonio con mexicano, vivir en unión libre o tener un hijo mexicano 
consanguíneo o por adopción.525

La experiencia de los refugiados guatemaltecos que llegaron a México 
desde la década de los ochenta marca la transición del país de “santuario” 

522		 Ibidem, pp. 152 y 153.
523		 Ibidem, pp. 158-162.
524		 Palma Mora, De tierras extrañas..., cit., pp. 201 y 202.
525		 “Estadísticas migratorias”, Boletín del Instituto Nacional de Migración, México, Segob, 

2001, p. 6.
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a campo y muestra cómo la política de asilo mexicana conjuntó de manera 
tajante los dos elementos que fueron guiando la política migratoria y de asi-
lo en los siglos XIX y XX: la raza y la clase como dispositivos de exclusión.

VIII. La raza y la clase como dispositivos 
biopolíticos de exclusión en las políticas migratorias 

y de asilo en México en los siglos XIX y XX

A lo largo de la historia, los Estados han echado mano de dispositivos bio-
políticos de exclusión para que sus poblaciones tengan una composición y 
productividad deseables. Para ello, han definido en sus leyes y políticas mi-
gratorias a quién dejar pasar a su territorio, en qué periodo y bajo qué condi-
ciones. En suma, qué extranjeros consideran deseables en términos raciales y 
de clase. La exclusión de los extranjeros indeseables ha sido posible a través de 
un racismo de Estado, que, desde una perspectiva foucaultiana, puede plan-
tearse como un mecanismo que posibilita el ejercicio del biopoder y presenta 
al “enemigo político” como “peligro biológico”. Foucault analizó el racismo 
de Estado buscando comprender las relaciones de dominación a través de los 
mecanismos de control de la vida cotidiana: aparatos de vigilancia, criminali-
zación, persecución, castigo y control, ejecutados por políticos y trabajadores 
del Estado a través del derecho y diversos aparatos de dominación.526

Para Foucault, el racismo de Estado más peligroso es aquel donde se ejer-
ce el derecho soberano de hacer vivir o dejar morir. Es decir, no se refiere 
solamente el asesinato directo, sino a “todo lo que puede ser también muer-
te indirecta: el hecho de exponer a la muerte o de multiplicar para algunos 
el riesgo de muerte, o más simplemente la muerte política, la expulsión”.527 
Así, a través de dispositivos de exclusión, los Estados deciden quién vive y 
quién muere sin la necesidad del uso de la fuerza, pues estos objetivos se 
pueden cumplir a partir de que no hagan nada por salvar a poblaciones 
enteras, como los refugiados, a través del uso de distintas tecnologías de po-
der, como leyes restrictivas y racializadas en materia de extranjería y asilo, 
la securitización de las migraciones, los campos de refugiados, los centros 
de detención, los procesos burocráticos que desincentivan que las personas 
pidan asilo, entre otras.

El dispositivo racial que sentó las bases para el sistema de castas en la 
Colonia fue la clave para que se propagara la ideología colonial racista que 

526		 Foucault, Michel, Genealogía del racismo. De la guerra de razas al racismo de Estado, Madrid, 
La Piqueta, 1992, pp. 36 y 37.

527		 Ibidem, p. 266.
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proclamaba que la raza indígena era inferior a la española, pero a la vez 
redimible a través de la fe cristiana y la procreación con la raza española. 
Esta ideología imperó en México ya como país independiente e influenció 
de un modo significativo el tipo de ciudadano que se requirió para la nue-
va nación, quien tenía que ser de raza criolla o mestiza para ser aceptado. 
En consecuencia, se trató de convertir al mexicano a cualquiera de estas 
dos razas, lo que implicó, por un lado, dominar a los indígenas a través de 
cruzas biológicas, educación y formas disciplinarias crueles y, por otro lado, 
excluir a los extranjeros que no se asimilaran a alguna de estas dos razas. Se 
produjeron así sujetos segregados, explotables y excluidos: los indígenas y 
los extranjeros que no cumplieran con los cánones dictados por el Estado.

En las primeras décadas del México independiente, el dispositivo racial 
usó biopolíticas, plasmadas en las leyes y políticas de extranjería, la cuales 
incentivaban la presencia blanca y europea en aras de blanquear a la po-
blación autoctóna y obtener, de este modo, la anhelada raza mestiza. Sin 
embargo, el blanqueamiento no era el único objetivo: también se quería que 
los extranjeros trajeran capitales que permitieran el desarrollo económico 
nacional. Es decir, la política migratoria alentaba la llegada de extranjeros 
blancos con capital. En el porfiriato, el gobierno alentó una política de co-
lonización extranjera, que debía promover tanto la explotación de recursos 
naturales como la hibridación, la cual se pensaba que era necesaria para 
elevar el umbral biológico y cultural de las poblaciones indígenas atrasadas. 
Se quería que las razas indígenas se diluyeran en la raza blanca a través del 
mestizaje racial, con el fin de que se construyera una nación homogénea 
blanca, ya que la raza mestiza sólo era de transición. En consecuencia, se 
echaron a andar biopolíticas, que dieron acceso a privilegios y derechos a 
los extranjeros blancos europeos: entonces, la blancura de la piel funcionó 
como una tecnología de raza.

El mestizaje se convirtió en la ideología que acompañó a la Revolución 
mexicana. De este modo, una teoría racista, que excluía a quien no formara 
parte de las razas y culturas indígena y criolla, se legitimó como el proyecto 
de la nación mexicana, y el aparato estatal intervino a través de leyes y po-
líticas para lograr el tan anhelado equilibrio social en las relaciones étnicas. 
Lo más peculiar es que se difundía el discurso de que el “México mestizo”, 
por el simple hecho de serlo, estaba vacunado contra el virus del racismo. 
Sin embargo, se definieron tajante y legalmente los extranjeros que serían 
aceptables: aquellos que se asimilaran fácilmente al medio nacional y acre-
centaran el mestizaje. La asimilabilidad estaba relacionada con la cercanía 
racial, bajo la premisa de que las uniones entre razas próximas o cercanas 
tendían a producir mezclas “robustas”, mientras que la mezcla de razas 
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distintas daba lugar a una progenie indeseable. Entonces, se dividió a los 
extranjeros en deseables e indeseables según sus características étnicas, ra-
ciales, religiosas y culturales.

Si bien desde la Revolución mexicana se empezaba a vislumbrar un 
racismo de Estado, en el México posrevolucionario se volvió una realidad. 
El objetivo era garantizar, hacer proliferar y multiplicar la vida de la po-
blación mexicana. En consecuencia, se pusieron en marcha dispositivos de 
exclusión de ciertos extranjeros: negros, amarillos, malayos, hindús, rusos, 
gitanos, polacos, lituanos, checos, eslovacos, sirios, libaneses, palestinos, ar-
menios, árabes, turcos, letones, búlgaros, rumanos, persas, yugoslavos, grie-
gos, albaneses, afganos, abisinios, argelinos, egipcios, marroquíes y judíos de 
cualquier nacionalidad. A estos extranjeros se les atribuyeron características 
biológicas que, según el discurso “científico”, eran un riesgo o peligro bioló-
gico para la población mexicana, por lo que si se mezclaban con los mexica-
nos, la raza mestiza se podía debilitar y degenerar. Así pues, se instituciona-
lizó una gestión racista de la migración; esto es, se utilizaron las burocracias 
para hacer cumplir políticas racistas, cuyo fin era clasificar y seleccionar a 
los extranjeros deseables de los indeseables. Entonces, el racismo de Estado 
se materializó en biopolíticas que le fueron funcionales y se plasmaron en las 
leyes migratorias de esos años.

El asilo en México durante los siglos XIX y XX siguió la misma suerte 
que la migración. Su acceso se sujetó a las dos limitaciones generales de la 
inmigración basadas en raza y clase: 1) las personas asiladas tenían que ser 
de nacionalidades fácilmente asimilables, y 2) se privilegió la protección de 
las personas calificadas o ilustradas y, por tanto, de utilidad para el país. Por 
otro lado, es muy significativo que durante casi dos siglos no existieron regu-
laciones nacionales en la materia, lo cual parece ser un indicador de la falta 
de voluntad del gobierno mexicano por contraer obligaciones en relación 
con las personas extranjeras perseguidas.

El asilo apareció en la legislación nacional en 1939 bajo la categoría 
migratoria de “asilado político”. Por ello, por muchas décadas la base de la 
política mexicana de asilo se fundó únicamente en los convenios interameri-
canos en la materia, ya que el gobierno no ratificó ni la Convención sobre el 
Estatuto de los Refugiados de 1951 de la ONU ni su Protocolo de 1967, sino 
hasta casi cincuenta años después de su adopción: en el año 2000.528 Esta 
situación dificultó aún más que México reconociera como refugiadas a las 
personas que no eran perseguidas políticamente. En cambio, para abordar 

528		 “Tratados internacionales. Convención cobre el Estatuto de los Refugiados”, SRE, 
2021.
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el fenómeno de los grandes contingentes de refugiados, como el de los cen-
troamericanos de la década de los ochenta, adoptó soluciones temporales 
ad hoc, como la creación de la Comar, pero sin otorgarles el estatuto jurídico 
correspondiente a estas personas. No fue sino hasta 1990 cuando finalmen-
te la categoría de “refugiado” se incluyó en la legislación migratoria, más 
de cincuenta años después de la llegada del primer contingente masivo de 
refugiados: el de los españoles republicanos.

En el contexto latinoamericano México es reconocido por su larga tra-
dición de asilo político en los siglos XIX y XX, especialmente con perso-
nalidades políticas, intelectuales, artistas, activistas de derechos humanos y 
expresidentes. Se facilitó el acceso de los perseguidos políticos de la región 
de acuerdo con la simpatía que el gobierno mexicano en curso encontraba 
en las revoluciones sociales de estos países. De hecho, durante varias dé-
cadas la política mexicana imperante fue la de conceder asilo diplomático 
para intervenir en la pacificación de los disturbios latinoamericanos que 
amenazaban la estabilidad de la región, así como de ejercer un papel de 
promotor de los derechos humanos a nivel internacional con relativamente 
poco esfuerzo. México otorgaba asilo en sus representaciones diplomáticas 
en el continente a través de gestionar el traslado de los perseguidos políticos 
a un tercer país, sin tener que obligarse necesariamente a recibirlos en su 
territorio. Por el contrario, los casos en los que otorgó asilo territorial fue-
ron muy pocos, y se trataba, en buena medida, de personalidades políticas 
e intelectuales.

El discurso que presenta a México como un país tradicional de asilo 
o “de puertas abiertas” data del periodo cardenista; sin embargo, en estos 
años se echaron a andar algunas de las restricciones más severas que ha te-
nido el país en materia migratoria, las cuales se cristalizaron en normas ra-
cializadas que sólo facilitaron el acceso a ciertos extranjeros (perseguidos o 
no), y con independencia de que vinieran huyendo de los regímenes totalita-
rios en Europa. La política de “puertas abiertas” fue casi de forma exclusiva 
para los refugiados españoles que huyeron del franquismo; por el contrario, 
otros refugiados que también huían de régimenes fascistas encontraron “la 
puerta cerrada”, como fue el caso de los judíos exiliados del Tercer Reich.

La diferencia de trato de uno y otro grupo de refugiados radica, por un 
lado, en la concepción del español como un extranjero altamente asimilable 
en términos raciales, culturales y sociales, además de tener facilidad y dispo-
sición de mezclarse con los mexicanos, y, por otro lado, en la percepción de 
que los judíos no eran asimilables a los mexicanos, y mucho menos tenían 
la voluntad de sumarse al mestizaje, por la creencia milenaria de que es una 
comunidad muy cerrada. Así pues, para recibir asilo en México no basta-
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ba con que los refugiados tuvieran la piel blanca y poseyeran algún nivel 
educativo, sino que además era imprescindible que tuvieran disposición de 
mezclarse con los mexicanos.

En las últimas décadas del siglo XX tuvieron lugar otros dos casos pa-
radigmáticos en materia de asilo: el de los latinoamericanos que huían de 
las dictaduras del Cono Sur, y el de los centroamericanos, de Guatemala, El 
Salvador y Nicaragua, que huían de la situación de violencia en sus países, 
y cuya situación se asemeja mucho a la de los movimientos poblacionales 
contemporáneos de desplazamiento forzado. De nueva cuenta, la política 
mexicana de asilo fue selectiva y distinta con uno y otro grupo, y la diferen-
cia de trato se basó en cuestiones raciales y de clase.

A los sudamericanos, en general, se les abrieron las puertas y se les die-
ron distintas facilidades de integración por la creencia de su fácil asimila-
ción con los mexicanos y su estrato socioeconómico. Y, aunque llegaron al 
país en condiciones económicas muy precarias, el gobierno mexicano vio 
con buenos ojos que se trataba de profesionistas y técnicos. En cambio, a 
los centroamericanos se les dio otro trato, porque se trataba de contingentes 
masivos de indígenas y campesinos no alfabetizados, precarizados y trau-
matizados por la violencia en sus países. Por ende, no fueron bien recibidos, 
y México pasó de ser el “país santuario” de asilo para españoles y latinoa-
mericanos, al “campo” para los centroamericanos.
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Capítulo cuarto

LA PRODUCCIÓN DEL DERECHO AL ASILO 
VACÍO: MÉXICO COMO PAÍS FRONTERA

I. Treinta años conteniendo migrantes 
indeseados para Estados Unidos a través 

de discursos securitarios (1988-2018)

El 11 de septiembre de 2001 marcó un hito en el manejo de la política mi-
gratoria en Estados Unidos: la Immigration Act de 2001 creó el Department 
of  Homeland Security (DHS), una agencia con facultades en materia de 
migración y antiterrorismo, con nuevos métodos de identificación y vigilan-
cia, y unidades encargadas de controles externos, como el Immigration and 
Customs Enforcement (ICE) y la Coast Guard.529 Sin embargo, desde años 
antes de la amenaza global del terrorismo, el proceso de externalización de 
la frontera estadounidense ya se venía gestando bajo otros discursos, como el 
del narcotráfico.

Desde luego, México, por su posición geográfica, ha tenido una activa 
participación y colaboración en este proceso, específicamente para contener 
a la migración centroamericana, y le ha servido como moneda de cambio 
para favorecer sus intereses comerciales a costa de las vidas y los derechos 
humanos de los migrantes y solicitantes de asilo procedentes de esta región. 
Esto se puede ver en las últimas tres décadas, independientemente del parti-
do político que esté en el poder. Así, la securitización de las migraciones ha 
sido usada para externalizar las fronteras estadounidenses a México desde 
hace años; se pueden distinguir cuatro tipos de discursos.

1. 1988-2000: discurso “los migrantes irregulares como narcotraficantes”

Estados Unidos usó como primer discurso para externalizar el control 
de su frontera a México el asociamiento de los migrantes irregulares con 

529		 Ziaotti, R., “Mapping Remote Control: The Externalization of  Migration Manage-
ment in the 21st Century”, en Ziaotti, R. (ed.), Externalizing Migration Management: Europe North 
America and the Spread of  “Remote Control” Practices, Nueva York, Routledge, 2016, p. 5.
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narcotraficantes, el cual empata con la construcción securitaria del migran-
te irregular como una amenaza socioeconómica y un peligro al orden públi-
co.530 Este discurso, que tiene como bastiones al combate de la migración irre-
gular y la “guerra contra las drogas” (provenientes de México y Colombia),531 
tiene sus orígenes en el periodo que siguió a la aprobación de la Immigra-
tion Reform and Control Act (IRCA) de 1986, que regularizó a 2.3 millones 
de mexicanos y criminalizó el empleo de migrantes irregulares.532 En este 
periodo destaca la puesta en marcha de la operación Gatekeeper, del 1o. de 
octubre de 1994, que tenía por objeto disuadir de cruzar la frontera a las 
personas migrantes irregulares y conducirlas a rutas más peligrosas por el 
desierto.533

Asimismo, en aras de contener a la migración irregular, se adoptaron 
dos leyes en 1996: la Illegal Immigration Reform and Immigrant Respon-
sibility Act (IIRIRA) implementó medidas de control en las fronteras y en 
los lugares de trabajo, y aumentó los supuestos de deportación y las restric-
ciones para el acceso a prestaciones públicas y servicios sociales por parte 
de los migrantes irregulares, y la Antiterrorism and Effective Death Penalty 
Act amplió sustancialmente el uso de la detención obligatoria sin fianza, así 
como la lista de delitos que tienen como consecuencia la deportación obli-
gatoria de migrantes autorizados, incluyendo aquellos de larga duración y 
permanentes.534

Del lado mexicano, bajo el gobierno de Salinas (1988-1994), y coin-
cidentemente un año después de la firma del TLCAN, en 1993 se creó el 
Instituto Nacional de Migración (INM) para la gestión migratoria y la con-
tención de la migración irregular en tránsito, a través de dos dispositivos: 
detener y deportar ejes de la política migratoria mexicana hasta nuestros 
días. En 1996, con el gobierno de Zedillo (1994-2000), la Ley General de 
Población fue reformada para permitir verificaciones migratorias a lo largo 
y ancho de todo el país (artículo 151). El gobierno estadounidense entrenó 
a agentes migratorios y fuerzas militares y de seguridad mexicanos para 
profesionalizar sus labores. Y en 1998 se echó a andar la “Operación Se-

530		 Campesi, G., “Migraciones, seguridad y confines en la teoría social contemporánea”, 
Revista Crítica Penal y Poder 3, 2012, pp. 6 y 7.

531		 Alba, F., “La política migratoria mexicana después de Irca”, Estudios Demográficos y 
Urbanos 14, 1999, pp. 21 y 22.

532		 Durand, J., “La «desmigratización» de la relación bilateral: balance del sexenio de 
Felipe Calderón”, Foro Internacional 53, núm. 3-4, 2013, p. 763.

533		 Ibidem, p. 764.
534		 “Informe sobre migraciones en Estados Unidos: detenciones y debido proceso”, Co-

misión Interamericana de Derechos Humanos, Washington, 2010, párr. 5.
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llamiento” —análoga a la Gatekeeper de 1994—,535 que involucró acciones 
coordinadas entre México y Estados Unidos en la frontera con Guatemala 
para detectar migrantes irregulares.536 Además, México tenía la tarea de 
fungir como enlace de Estados Unidos con Centroamérica para crear ac-
ciones coordinadas en materia migratoria, lo cual fue realizado a través del 
“Proceso Puebla” de 1996.537

Para el gobierno de Fox (2000-2006) ya había una estación migrato-
ria en la ciudad de México y veinticuatro estancias provisionales, que se 
concentraban en su mayoría en en el sur del país.538 El programa de este 
sexenio fue el “Plan Sur” (2001), cuyo discurso fue proteger “la dignidad de 
las personas migrantes y combatir la corrupción y la impunidad”.539 En la 
práctica implicó operativos del INM, de la Policía Federal Preventiva (PFP) y 
de la Procuraduría General de la República (PGR) en importantes puntos de 
cruce de migrantes centroamericanos,540 así como la construcción de nuevas 
estancias migratorias, inversión en tecnología y contratación de servidores 
públicos.541 Al terminar el sexenio foxista, el INM ya contaba con 52 centros 
de detención migratoria.542

2. 2001-2017: discurso “los migrantes irregulares 
y solicitantes de asilo como terroristas”

Con los atentados terroristas del 11 de septiembre de 2001, el discurso 
securitario cambió y se asoció a los migrantes irregulares con terroristas, 
usándose la construcción securitaria del migrante como amenaza a la segu-
ridad nacional,543 por lo que se tomaron medidas para frenar y contener tal 

535		 Munguía, A., La política migratoria en los Estados Unidos, Puebla, BUAP, 2015, p. 106.
536		 Cortés, M., “Política inmigratoria de México y Estados Unidos y algunas de sus con-

secuencias”, Región y Sociedad 15, núm. 27, 2003.
537		 Conferencia Regional sobre Migración, “Conferencia Regional sobre Migración, CRM o 

Proceso Puebla, 15 años”, San José, CRSM, 2011.
538		 Casillas, R., “El Plan Sur de México y sus efectos sobre la migración internacional”, 

Ecuador Debate 56, 2002.
539		 Grayson, G. W., “Mexico’s Forgotten Southern Border Does Mexico Practice at Home 

What It Preaches Abroad?”, Washington D. C., Center for Immigration Studies, 2002.
540		 M. E. y Trejo Anguiano, A., “Políticas de seguridad fronteriza y nuevas rutas de mo-

vilidad de migrantes mexicanos y guatemaltecos”, Liminar. Estudios Sociales y Humanísticos 5, 
núm. 2, 2007.

541		 Casillas, R., “El Plan Sur de México...”, cit., pp. 203 y 204.
542		 Castillas R., Rodolfo, “Las rutas de los centroamericanos por México, un ejercicio de 

caracterización, actores principales y complejidades”, Migración y Desarrollo 10, 2008.
543		 Campesi, G., “Migraciones, seguridad...”, cit., pp. 6 y 7.
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“amenaza”. Del lado de Estados Unidos se reconfiguró la gestión migrato-
ria: se crearon instituciones (Department of  Homeland Security y sus distin-
tas agencias), se emitieron leyes (Patriot Act, que convirtió la migración irre-
gular en un asunto de seguridad nacional) y órdenes militares excepcionales 
que autorizaban la detención indefinida de los extranjeros sospechosos de 
terrorismo (un estado de excepción manifiesto),544 se aumentó el muro fron-
terizo con México, se intensificaron los operativos en lugares de trabajo y se 
incrementó el número de agentes de la Patrulla Fronteriza.545

Del lado de México se emprendieron acuerdos bilaterales y multilate-
rales y acciones de control de la migración centroamericana. Se formó el 
Grupo de Alto Nivel de Seguridad Fronteriza (GANSEF) entre México-
Guatemala (2002) y México-Belice (2005) para trabajar tanto contra el te-
rrorismo como contra el crimen organizado, la migración irregular, el trá-
fico ilícito de mercancías y la seguridad pública fronteriza.546 El “Operativo 
Escudo Comunitario” (2005) buscó contener el flujo de pandillas centroa-
mericanas en tránsito por México hacia Estados Unidos.547 En 2005 se reco-
noció al INM como instancia de seguridad nacional. Y en 2006 se firmó el 
“Memorándum de entendimiento entre los gobiernos de los Estados Unidos 
Mexicanos, de la República de El Salvador, de la República de Guatema-
la, de la República de Honduras y de la República de Nicaragua, para la 
repatriación digna, ordenada, ágil y segura de nacionales centroamericanos 
migrantes vía terrestre”.548

En el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012) se echó a andar el “Plan 
Puebla-Panamá” (2008), que tenía como discurso impulsar la infraestructu-
ra y las inversiones en energía en la región para reducir las condiciones de 
pobreza, desigualdad y violencia.549 Sin embargo, sirvió para externalizar 
la frontera estadounidense hacia México a partir de un enfoque de seguri-
dad regional para evitar la entrada de terroristas potenciales por la frontera 
sur de Estados Unidos, y, a la vez, permitir la coordinación regional de las 

544		 Agamben, Giorgio y Costa, Flavia, Estado de excepción: Homo sacer II, 1, Buenos Aires, 
Adriana Hidalgo, 2004, p. 6.

545		 Durand, J., “La «desmigratización»...”, cit., p. 764.
546		 Calleros, J. C., “El vínculo entre seguridad nacional y migración en México”, Revista 

Mexicana de Política Exterior 88, 2009.
547		 Carreón, M. et al., “Frontera sur de México: migración y seguridad”, en Herrera, L. 

(ed.), México país de migración, México, Siglo XXI Editores, 2009, pp. 247 y 248.
548		 Rodríguez, P., “Los desafíos que planea la migración irregular a las políticas migra-

toria y de seguridad nacional de México: análisis a partir de gestión realizada entre 2001 y 
2014 y el caso de referentes internacionales”, Política y Estrategia, 127, 2016, p. 111.

549		 Carreón, M. et al., “Frontera sur de México...”, cit., pp. 247 y 248.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



137EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

deportaciones y la contención de la migración irregular al norte. Este plan, 
ahora llamado “Proyecto de Integración y Desarrollo de Mesoamérica”, 
implicó la transferencia de 4,529 millones de dólares de Estados Unidos a 
México de 2008 a marzo de 2017.550

Finalmente, con la Iniciativa Mérida (2008) se reconoció la necesaria 
cooperación bilateral en materia de seguridad entre los dos países para con-
trarrestar la violencia ocasionada por las drogas. Para ello, Estados Unidos 
suministró recursos a México para equipamiento y capacitación de funcio-
narios mexicanos para el combate a redes criminales, tráfico de drogas y 
personas, así como para el control de los flujos migratorios irregulares.551 
Con esta iniciativa, de 2008 a mayo de 2017, Estados Unidos transfirió a 
México 2.8 billones de dólares.552

En el gobierno de Peña Nieto, 2012-2018, entró en vigor el “Programa 
Integral Frontera Sur” (2014) como una estrategia nacional enfocada “a la 
protección de los derechos humanos de los migrantes, el desarrollo de los 
estados fronterizos y el fortalecimiento de la seguridad en la zona”.553 Sin 
embargo, de nuevo, su objetivo fue reafianzar el papel de México como di-
que de contención de los migrantes centroamericanos a través de agresivos 
operativos en corredores y hotspots de migrantes en Chiapas, Tabasco, Oa-
xaca y Veracruz.554

La externalización de la frontera estadounidense a México tiene resul-
tados visibles. Por ejemplo, el Global Detention Project señaló que de 2010 
a 2016 Estados Unidos fue el país con mayor incremento en las detenciones 
de personas migrantes, seguido por México, que ocupa el número dos en la 
lista de los doce países que detienen a más personas migrantes.555 Ello, con 
independencia de que los detenidos sean niños, puesto que de 2013 a 2017 
estos dos países estuvieron a la cabeza en detener a niños migrantes.556 De 

550		 Agencia Mexicana de Cooperación Internacional para el Desarrollo, “Proyecto de In-
tegración y Desarrollo de Mesoamérica Años 2008-2017. Proyecto Mesoamérica”, México, 
AMEXCID, 2018.

551		 U.S. Embassy Mexico, “Iniciativa Mérida-Panorama General”, México, 2008.
552		 Seelke, C. R. y Finklea, K., “U.S.-Mexican Security Cooperation: The Mérida Initia-

tive and Beyond”, Washington D. C., Congressional Research Service, 2017, p. 2.
553		 Segob, “Programa Frontera Sur: proteger la vida de las personas migrantes y fortale-

cer el desarrollo regional”, México, 2015.
554		 REDODEM, “Migrantes invisibles, violencia tangible. Informe 2014”, México, 2015; 

Boggs, C., “Mexico’s Southern Border Plan: More Deportations and Widespread Human 
Rights Violations”, México, WOLA, 2015.

555		 Global Detention Project, “Annual Report 2016”, Ginebra, 2017, p. 6.
556		 Global Detention Project, “Annual Report 2017”, Ginebra, 2018, p. 8; Global Detention 

Project, “Annual Report 2018”, Ginebra, 2019, p. 5.
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este modo, los países de destino han incrementado la detención de personas 
migrantes antes de llegar a su territorio, y lo hacen con la ayuda de los paí-
ses de tránsito. Éste es el caso de Estados Unidos y el trabajo de detención 
que realiza México con los migrantes centroamericanos.

II. La producción del derecho al asilo vacío: 
las caravanas migrantes como invasiones

Las caravanas migrantes que han llegado a México desde finales de 2018 
procedentes de Centroamérica han dado un nuevo giro al discurso securita-
rio de las migraciones: literalmente se les ha equiparado con “invasiones”,557 
condensando las tres construcciones del migrante irregular bajo la lente secu-
ritaria: como amenaza al orden público y la seguridad nacional; como ame-
naza sociocultural, y como amenaza socioeconómica.558 Las respuestas de 
los gobiernos de Estados Unidos y México han sido acordes, convirtiendo 
a México en la primera línea de “defensa” del muro al que hizo referencia 
el expresidente Trump en todo su mandato y consolidándolo como un país 
frontera.559

La migración centroamericana y su cruce por México no es algo nuevo: 
Tapachula, la principal ciudad fronteriza del sur, históricamente ha sido 
su cruce habitual en la ruta hacia Estados Unidos. Las razones para mi-
grar de las personas de esta región incluyen pobreza, guerras civiles, de-
sastres medioambientales, e incluso cambio climático, violencias de todos 
tipos (institucional, de mercado, familiar, criminal), deseos de reunificación 
familiar, entre otras, aunado a un débil Estado de derecho y a territorios 
impregnados por el crimen organizado. Esta realidad, precaria y violenta, 
está fuertemente vinculada a los estragos causados por los largos conflictos 
armados que tuvieron lugar en la región entre 1960 y 1990, y a que aún 
prevalecen muchas de las situaciones que los provocaron, a pesar de la firma 
de acuerdos de paz y la instalación de regímenes “democráticos”.560

Las oligarquías políticas, económicas y militares quedaron casi intactas 
y tomaron nuevos rumbos con el apoyo de Estados Unidos, donde se asentó 

557		 Trump, D., “The Mayor of  Tijuana, Mexico, Just Stated That «the City Is Ill-Pre-
pared to Handle This Many Migrants, the Backlog Could Last 6 Months». Likewise, the U.S. 
Is Ill-Prepared for This Invasion, and Will Not Stand for It. They Are Causing Crime and 
Big Problems in Mexico. Go Home!”, Twitter, 2018.

558		 Campesi, G., “Migraciones, seguridad...”, cit., pp. 6 y 7.
559		 “Trump: «México debe frenar la ‘invasión’ de inmigrantes»”, El País, YouTube, 2019.
560		 Cuevas, N., “Narrativa centroamericana: frontera, violencia y exilio. Apuntes para 

una crónica de la corrupción”, Valenciana 10, núm. 20, 2017.
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una importante migración centroamericana en los años de las guerras civi-
les.561 Algunos de estos migrantes se organizaron en pandillas criminales, y 
el gobierno de George H. W. Bush los deportó entre 1989 y 1993. De vuelta 
a la región, pandillas como Barrio 18 y la MS13 se expandieron y trajeron 
consigo violencia y muerte para la población civil. Así, la violencia generali-
zada se convirtió en una realidad para la región, provocando desplazamien-
tos forzados de personas.562

Las caravanas emergieron como una “nueva” forma de migración ma-
siva y organizada, que ha permitido dar visibilidad, acompañamiento y 
protección a las personas migrantes por parte de organizaciones sociales, 
medios de comunicación y organismos de derechos humanos. Además, son 
relativamente seguras y baratas para migrar, en comparación con los muy 
altos costos de los traficantes de personas (“coyotes”).563 Las caravanas han 
sido calificadas como una forma de supervivencia,564 o una nueva forma 
de autodefensa y transmigración, “una nueva forma de lucha migrante”.565 
Incluso, como han tenido una importante composición de jóvenes, han sido 
consideradas como una “estrategia de movilidad y espacio de protección, 
autonomía y solidaridad para los adolescentes centroamericanos”.566

Sin embargo, la novedad no es la forma de migrar en caravanas, ya que 
anteriormente han tenido lugar este tipo de movimientos: a) la Caravana 
de Madres Centroamericanas, desde 2004 busca a sus hijos migrantes per-
didos en México y camina por las rutas que transitaron éstos, parando en 
estaciones migratorias, recorriendo las vías del tren, entrando en las cárceles 
mexicanas, en los prostíbulos y en centros de baile, y buscando los cuerpos 
de sus hijos e hijas en hospitales y morgues,567 y b) el Viacrucis Migrante, un 

561		 ACNUR, “Centroamérica (Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua): patrones 
de violaciones de los derechos humanos”, Ginebra, 2008.

562		 Andino, T., “Maras y violencia. Estado del arte de las maras y pandillas en Honduras”, 
Análisis 1, 2016; Santamaría, G., “Maras y pandillas: límites de su transnacionalidad”, Revista 
Mexicana de Política Exterior 81, 2007.

563		 El Colegio de la Frontera Norte, “La caravana de migrantes centroamericanos en 
Tijuana 2018. Diagnóstico y propuestas de acción”, México, 2018.

564		 Torre-Cantalapiedra, E., “Políticas migratorias y de protección internacional tras el 
paso de las caravanas por México”, México, El Colef, 2019.

565		 Varela, A. y McLean, L., “Caravanas de migrantes en México: nueva forma de auto-
defensa y transmigración”, Revista Cidob d’Afers Internacionals 122, 2019, p. 167.

566		 Glockner, V., “Las caravanas de migrantes como estrategia de movilidad y espacio de 
protección, autonomía y solidaridad para los adolescentes centroamericanos”, Iberoforum 27, 
2019.

567		 Varela, A., “Caravana de madres centroamericanas, un ejemplo de las nuevas luchas 
migrantes”, en Estévez, A. y Vázquez, L. (ed.), Derechos humanos y transformación política en con-
textos de violencia, México, UNAM-FLACSO, 2015.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



140 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

símil de las dificultades del camino de Cristo con el de los migrantes, desde 
2011 es un evento de protesta que vincula lo religioso con lo político y ac-
ciones colectivas contenciosas, y es utilizado por los migrantes en tránsito y 
sus defensores como vía para hacer públicas sus demandas.568

La novedad de las caravanas que han surgido desde octubre de 2018 es 
que inician en los territorios de origen de los migrantes (por ejemplo, Hon-
duras), son de un gran volumen, tienen una amplia presencia de mujeres, 
niños y jóvenes, y reciben una importante cobertura de los medios de co-
municación. Además, involucran a una compleja red de actores: migrantes 
y deportados que ya conocen las rutas, defensores de derechos humanos, 
agencias internacionales responsables de gestionar crisis humanitarias, me-
dios de comunicación y expertos, funcionarios, y poblaciones organizadas y 
fragmentadas de las comunidades que atraviesan estas caravanas.569

1. Estados Unidos: biopolíticas para gestionar las caravanas migrantes

Desde el inicio de las caravanas migrantes en octubre de 2018, el enton-
ces gobierno de Donald J. Trump puso en marcha acciones para frenar esa 
migración no deseada y produjo un derecho al asilo vacío para los centroa-
mericanos a través de tres biopolíticas que lo dejaron sin su parte medular: 
el principio de no devolución. Para ello, como en otros periodos, la partici-
pación de México como país frontera ha sido esencial.

A. Remain in Mexico Policy o Migrant Protection Protocols 
(MPP) de enero de 2019

El 20 de diciembre de 2018570 Estados Unidos anunció que pondría en 
marcha la Remain in Mexico Policy —o también conocida como Migrant 
Protection Protocols (MPP)—, la cual empezó a funcionar formalmente el 
25 de enero de 2019.571 Este programa se fundamenta en la sección 235(b)

568		 Vargas, F., “El vía crucis del migrante: demandas y membresía”, Trace 73, 2018, 
p. 120; Martínez Hernández-Mejía, I., “Reflexiones sobre la caravana migrante”, Análisis 
Plural, 2018, p. 233.

569		 Varela y McLean, “Caravanas de migrantes en México...”, cit., p. 175.
570		 DHS, “Secretary Kirstjen M. Nielsen Announces Historic Action to Confront Illegal 

Immigration”, Washington, D. C., 2018.
571		 DHS, “Policy Guidance for Implementation of  the Migrant Protection Protocols”, 

Washington, D. C., 2019.
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(2)(c) de la Immigration and Nationality Act, y consiste en que las personas 
no mexicanas572 que solicitan asilo en la frontera sur de Estados Unidos de-
ben esperar la resolución de sus casos en territorio mexicano. De este modo, 
durante todo el tiempo que dure su procedimiento deben permanecer fuera 
de territorio estadounidense, presentándose a varias audiencias, en un pro-
ceso que puede durar semanas, meses o años.573 En principio, los niños y 
otros grupos poblacionales en condiciones de vulnerabilidad, como mujeres 
embarazadas, personas mayores y personas visiblemente enfermas o con 
alguna discapacidad, no están sujetas al Programa, dependiendo la decisión 
del Customs and Border Protection (CBP) al revisar cada caso,574 aunque la 
práctica ha demostrado lo contrario.575

Al 21 de enero de 2021, fecha en la que oficialmente se dio por con-
cluido este ilegal Programa (ya bajo la administración del presidente Joe 
Biden),576 el DHS había devuelto a más de 71,021577 personas a México: un 
país donde es sumamente complicado que puedan llevar un seguimiento 
adecuado de su procedimiento de asilo, y donde su vida e integridad corren 
peligro, e incluso donde pueden sufrir persecución a manos del crimen or-
ganizado o ser sometidas a tortura.578 Por lo anterior, el Programa viola las 
disposiciones legales internacionales respecto de las cuales Estados Unidos 
se encuentra obligado tanto en materia de acceso a la justicia y debido pro-
ceso como en asilo, protección contra la devolución y protección contra la 
tortura, y que se encuentran contenidas en el Pacto Internacional de Dere-
chos Civiles y Políticos de 1966 (artículos 7o. y 14.1), que ratificó en 1992 la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 

572		 A pesar de que los MPP no eran aplicables a ciudadanos mexicanos, organizaciones 
documentaron la devolución de varias personas de nacionalidad mexicana bajo el programa. 
Brigida, A. C., “Mexican Asylum Seekers Are Facing Long Waits at the U.S. Border. Advo-
cates Say That’s Illegal”, Time, 2019.

573		 DHS, “Migrant Protection Protocols”, Washington D. C., 2019.
574		 CBP, “Guiding Principles for Migrant Protection Protocols (MPP)”, Washington D. 

C., 2019.
575		 Garza, R., “Trump’s War on Asylum-Seekers Is Endangering Pregnant Women”, 

Nueva York, ACLU, 2019; Human Rights Watch, “«Like I’m Drowning» Children and 
Families Sent to Harm by the Us «Remain in Mexico» Program”, Nueva York, HRW, 2021, 
p. 22.

576		 DHS, “Declaración del DHS sobre la suspensión de nuevos registros en el programa 
de protocolos de protección a migrantes”, Washington D. C., 2021.

577		 TRAC Immigration, “Details on MPP (Remain in Mexico) Deportation Proceedings”, 
Nueva York, Syracuse University, 2021; US Department of  Homeland Security, “Migrant 
Protection Protocols Fy2021”, Washington D. C., DHS, 2021.

578		 Del Valle, G., “Trump’s Remain in Mexico Policy is Causing Asylum-Seekers to Miss 
Court Dates-and Get Deported”, Vice, 2019.
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Degradantes de 1984 (artículos 3o.), que ratificó en 1994, y el Protocolo de 
1967 de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 (artículo 
I.1), que ratificó en 1968.

Asimismo, los MPP violan el propio derecho nacional estadounidense 
en materia de asilo, que se encuentra codificado en la Refugee Act 1980, 
la cual pretendió implementar las obligaciones de Estados Unidos bajo el 
Protocolo de 1967 e incorporó las protecciones sustantivas de la Conven-
ción de 1951 para “revisar y regularizar los procedimientos que rigen la 
admisión de refugiados en los Estados Unidos” y hacer que la ley “refleje 
claramente las obligaciones legales [de Estados Unidos] en virtud de acuer-
dos internacionales”.579

Los MPP socavan las posibilidades de las personas bajo el programa de 
acceder al asilo al dificultarles conseguir un abogado que los representara en 
Estados Unidos. Además, se les hace depender de los servicios humanitarios 
limitados y sobrecargados disponibles en las ciudades mexicanas fronterizas 
más peligrosas, como Tijuana, Mexicali, Nogales, Ciudad Juárez, Piedras Ne-
gras, Nuevo Laredo y Matamoros. También han significado violaciones al 
derecho al debido proceso, ya que durante su vigencia han tenido lugar noti-
ficaciones deficientes a las personas bajo el programa, que han resultado en la 
pérdida de derechos y han creado el riesgo de que no asistan a las audiencias 
por causas ajenas a ellas. Así pues, si las personas no llegan a la Corte, se les 
deporta en ausencia y se viola su derecho a una audiencia plena e imparcial y 
se les priva de su derecho de solicitar asilo.580

Este programa ha expuesto a los migrantes y solicitantes de asilo a 
peligros letales: está documentado que en su camino hacia y desde los tri-
bunales estadounidenses para oír sus resoluciones de asilo y migración, y 
en la calle en México, mientras buscan trabajo y comida, han sido golpea-
dos, secuestrados y violados. Por ejemplo, a enero de 2021, Human Rights 
First documentó más de 1,500 casos de violaciones, secuestros, tortura y 
otros ataques violentos a las personas devueltas a México bajo los MPP.581 
Sin embargo, el discurso que usó el gobierno del expresidente Trump fue 
que los MPP eran una “alternativa” a la separación de familias, una for-
ma de reducir la sobrepoblación en los centros de detención y una de las 
iniciativas del DHS más “exitosas” que alcanzó una “eficacia operacional” 

579		 US Supreme Court, “Ins V. Stevic, 467 U.S. 407”, 1984, pp. 425 y 426.
580		 Human Rights Watch “«Like I’m Drowning»…”, cit., pp. 28-39.
581		 Human Rights First, “Human Rights First Welcomes Admission of  First Asylum 

Seekers Forced to «Remain in Mexico» after Two Years of  Danger and Delay”, Nueva York, 
HRF, 2021.
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al reducir el número de solicitantes de asilo que llega a la frontera sur de 
Estados Unidos.582

Estas afirmaciones claramente cierran los ojos a los peligros a los que 
se enfrentan las personas que son devueltas a México, pero que bajo la 
óptica de los altos mandos de la administración del expresidente Trump, 
como Mark Morgan, excomisionado del ICE, fueron calificados como 
“anecdóticos”.583 Sin embargo, como es bien sabido, México es un espa-
cio donde los migrantes irregulares y solicitantes de asilo sufren violencia, 
abusos, delitos, e incluso la muerte: es un país destruido y desposeído por 
masacres y desapariciones forzadas (San Fernando, Cadereyta, Ayotzina-
pa, etcétera), ejecuciones, linchamientos, feminicidios, homicidios, crímenes 
contra personas LGBT, trata sexual y laboral, reclutamientos forzados por 
parte del crimen organizado, secuestros, extorsiones, guerras entre cárteles, 
etcétera, todas situaciones ampliamente documentadas, especialmente por 
la sociedad civil organizada en México.584

B. “Declaración Conjunta México-Estados Unidos” de junio de 2019

El 31 de mayo de 2019, el expresidente Donald J. Trump amenazó con 
imponer un régimen arancelario a las exportaciones de los productos mexi-
canos de forma progresiva a partir del 10 de junio de 2019 en caso de que 
el gobierno mexicano no hiciera algo decisivo para frenar la migración irre-
gular centroamericana. En este contexto de amenazas veladas y mediáticas, 
el 7 de junio de 2019 se firmó la “Declaración Conjunta México-Estados 
Unidos”. Este instrumento, que no es reconocido por el sistema jurídico 
mexicano como acuerdo internacional, implicó acciones de ambos gobier-
nos en tres ejes: 1. en seguridad, porque implicó el despliegue de la Guardia 
Nacional, prioritariamente en la frontera sur de México; 2. en la amplia-

582		 US Department of  Homeland Security, “Assessment of  the Migrant Protection Proto-
cols (MPP) October 28, 2019”, 2019.

583		 White House, “Press Briefing by Acting CBP Commissioner Mark Morgan”, Washing-
ton, D. C., 2019.

584		 REDODEM, “Migrantes en México: recorriendo un camino de violencia. Infor-
me 2016”, 2017, disponible en: http://redodem.org/wp-content/uploads/2019/07/Informe-
Redodem-2016.pdf. “El Estado indolente: recuento de las violencias en las rutas migratorias 
y perfiles de movilidad en México. Informe 2017”, 2018, disponible en: http://redodem.org/
wp-content/uploads/2019/07/Informe-Redodem-2017.pdf. Suárez, Ximena et al., “Un camino de 
impunidad. Miles de migrantes en tránsito enfrentan abusos y medidas severas en México”, 
2015, disponible en: https://www.wola.org/wp-content/uploads/2016/09/Camino-de-Impunidad_
Espanol-1.pdf.
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ción de los MPP a otros puntos de la frontera, y 3. en el desarrollo de una 
estrategia regional, a través del Plan de Desarrollo Integral, que busca un 
aumento de inversión en México y Centroamérica, pero sin dar datos sobre 
aportaciones económicas u otras consideraciones.585

La firma de este documento se acompañó de un instrumento accesorio 
denominado “Acuerdo suplementario entre Estados Unidos y México”,586 
que manifiesta:

Estados Unidos y México iniciarán negociaciones para establecer los térmi-
nos definitivos de un acuerdo bilateral vinculante para abordar el reparto 
de la carga y la asignación de la responsabilidad de procesar las solicitudes de 
refugio de los migrantes.

Como mínimo, dicho acuerdo incluiría, de conformidad con las obligacio-
nes legales nacionales e internacionales de cada parte, un compromiso bajo el 
cual cada parte aceptaría la devolución y procesaría las solicitudes de estatus 
de refugiado de nacionales de terceros países que hayan cruzado el territo-
rio de una de las partes para llegar a un puerto de entrada o entre puertos de 
entrada de la otra parte.

Con este acuerdo México se comprometió a otorgar permisos de es-
tancia para las personas que fueran devueltas de Estados Unidos, durante 
la resolución de sus procedimientos. Al respecto, la secretaria de Goberna-
ción, Olga Sánchez Cordero, declaró que se ofrecerían oportunidades labo-
rales, acceso a la salud y educación a las personas migrantes en México.587 
Sin embargo, el comisionado del INA, Francisco Garduño Yáñez, desvirtuó 
estas declaraciones, y señaló que se había contemplado un programa de 
becas y trabajos temporales con control, pero no se preveía apoyarlos con 
vivienda y trabajo.588

En términos prácticos, estos instrumentos de junio de 2019 constitu-
yeron un “acuerdo de tercer país seguro” de facto para México, aunque por 
razones políticas no se le haya dado esa denominación. Claramente México 
no tiene las condiciones para ser un país seguro para los solicitantes de asilo 

585		 SRE, “Declaración conjunta México-Estados Unidos”, 2019.
586		 “Texto íntegro del acuerdo”, La Jornada, 15 de junio de 2019.
587		 “El diálogo es para construir acuerdos: ofreceremos oportunidades laborales, acceso a 

la salud y educación a las personas migrantes en territorio nacional, para aquellas que entren 
de forma ordenada, regulada y segura. Veamos hacia adelante. #Méxicounidoesgrande”, 
@M_OlgaSCordero, Twitter, 2019.

588		 “Instala INM 12 puntos en frontera sur, prevé deportar dos mil 500 al día”, Notimex, 
18 de junio de 2019.
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que ha definido el ACNUR, sino más bien es un espacio donde los derechos 
humanos y las vidas de estas personas no están a salvo.589

C. Directiva Asylum Eligibility and Procedural Modifications, 
de julio de 2019

La directiva Asylum Eligibility and Procedural Modifications, emitida 
conjuntamente por el DHS y el Department of  Justice (DOJ), acabó de 
bloquear el sistema de asilo de Estados Unidos para los centroamericanos. 
Esta normativa señala que sólo pueden solicitar asilo en la frontera sur de 
Estados Unidos quienes: a) hayan pedido asilo en otro tercer país “seguro” 
por el que hayan transitado y se les haya negado dicha protección; b) hayan 
sido víctimas de formas “severas” de tráfico de personas, o c) hayan transi-
tado por algún país que no sea parte de la Convención sobre el Estatuto de 
los Refugiados de 1951 o de la Convención contra la tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984.

Es de notarse que no existe excepción alguna en caso de que los solici-
tantes de asilo sean niños, así que a quienes no se encuentren en alguna de 
las excepciones señaladas se les inicia un proceso de deportación rápida y se 
les traslada a sus países. Como México es parte de las convenciones de 1951 
y de 1984, sólo califican como excepciones a la restricción de solicitar asilo 
en la frontera México-Estados Unidos las dos primeras, quedando así blo-
queado el acceso al asilo para la mayoría de centroamericanos que transitan 
por México hacia ese país en busca de protección internacional.590

La directiva fue cuestionada legalmente por distintas organizaciones 
de la sociedad civil —como la American Civil Liberties Union (ACLU), el 
Center for Constitutional Rights, y el Southern Poverty Law Center, entre 
otras— no sólo porque es una flagrante violación al principio de no devolu-
ción —piedra angular del derecho de asilo—, sino también porque las leyes 
estadounidenses de migración y asilo sólo restringen que una persona pida 
asilo en caso de que esté “firmemente asentada/establecida” en otro país 
antes de llegar a Estados Unidos y exista un acuerdo de tercer país seguro 

589		 Ortega Velázquez, Elisa, ¿México como tercer país (in)seguro? El asilo como derecho humano en 
disputa, México, UNAM-IIJ, 2020.

590		 Department; US Homeland Security and US Executive Office for Immigration Re-
view, “Asylum Eligibility and Procedural Modifications”, Washington, D. C., US Homeland 
Security Department, 2019.
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con ese país y al solicitante de asilo se le haya garantizado un “procedimien-
to completo y justo” ahí.591

El 11 de septiembre de 2019 la Corte Suprema de Estados Unidos des-
echó las primeras impugnaciones legales de la directiva, dando una primera 
victoria al gobierno del expresidente Trump.592 Ello a pesar de la incon-
gruencia que representa el considerar tanto a México como a los países 
centroamericanos como terceros países “seguros”, ya que justamente son 
los países de origen de solicitantes de asilo por el clima generalizado de 
inseguridad y las violaciones sistemáticas de derechos humanos que preva-
lecen en sus territorios. A pesar de esto, dos cortes federales de apelaciones 
confirmaron el bloqueo a la directiva, primero en julio de 2020 y luego en 
febrero de 2021.593

D. Acuerdos de tercer país “seguro” con Centroamérica de 2019

Otra de las estrategias del gobierno del expresidente Trump en 2019 
para vaciar el derecho de asilo fue la firma de acuerdos de “tercer país se-
guro” con los países de Centroamérica, independientemente de la nomen-
clatura final que tomaron, los cuales estuvieron mediados —al igual que en 
el caso de México— por amenazas de orden comercial y político para su 
concreción.594

En el caso de Guatemala, debido a amenazas estadounidenses de impo-
nerle aranceles si no lograba reducir el número de migrantes de ese país o 
que pasan por él rumbo a Estados Unidos, el gobierno guatemalteco aceptó 
los términos del acuerdo anunciado por Trump el 26 de julio de 2019. El 
acuerdo prevé que quienes solicitan asilo en Estados Unidos, pero han pasa-
do previamente por Guatemala, sean llevados de nuevo a este país para que 
puedan permanecer allí como asilados en caso de reunir las condiciones re-
queridas.595 Estados Unidos ve esto como un acuerdo de tercer país seguro.

591		 Human Rights First, “Trump Administration’s Third-Country Transit Bar Is an Asy-
lum Ban That Will Return Refugees to Danger”, Nueva York, Human Rights First, 2019.

592		 U. S. Supreme Court, “William P. Barr, Attorney General, Et Al. V. East Bay Sanctu-
ary Covenant, Et Al. (No. 19a230)”, Washington, D. C., US. Supreme Court, 2019.

593		 American Civil Liberties Union, “East Bay V. Barr. Updated: February 16, 2021”, 
Nueva York, ACLU, 2021.

594		 US Department of  Homeland Security, “Fact Sheet: DHS Agreements with Guate-
mala, Honduras, and El Salvador”, Washington D. C., US Department of  Homeland Secu-
rity, 2019.

595		 Semple, Kirk, “Qué significa el acuerdo que firmaron Estados Unidos y Guatemala en 
materia de asilo”, The New York Times, 30 de julio de 2019.
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En el caso de El Salvador, el 20 de septiembre de 2019, el presidente 
Nayib Bukele firmó un acuerdo asimilable a la figura del tercer país segu-
ro, aunque no fue llamado explícitamente así. Mediante este acuerdo, El 
Salvador se comprometió a recibir a personas de cualquier nacionalidad 
que soliciten o hayan solicitado asilo en Estados Unidos. Con similitudes 
al acuerdo pactado con Guatemala, en el documento no hay menciones 
de acciones para fortalecer el estatus de los migrantes salvadoreños, pero 
sí abrió la puerta para que Estados Unidos enviara hacia El Salvador a los 
solicitantes de asilo que no quiere.596 Finalmente, el 21 de septiembre de 
2019 el gobierno hondureño también hizo público el anuncio de un acuer-
do muy similar al aceptado por sus dos vecinos, Guatemala y El Salvador. 
El acuerdo señala que Estados Unidos podrá deportar a Honduras a los 
solicitantes de asilo que hayan pasado por este último país en su camino 
hacia el norte.597

Claramente, la firma de estos tres acuerdos de tercer país “seguro” de 
asilo con los países centroamericanos que producen el mayor número de so-
licitantes de asilo en la región fue una estrategia más del gobierno de Trump 
para desvirtuar por completo el derecho de asilo. Si ya resultaba completa-
mente inadecuada la consideración de México como tercer país “seguro” 
de facto, poner en ese papel a los países productores de refugiados, en donde 
existen las tasas de homicidio más altas en el mundo, como son el caso de 
El Salvador y Honduras,598 carece de todo sentido. En este sentido, la nue-
va administración en Estados Unidos, acorde a las promesas electorales de 
Joseph Biden Jr. en materia migratoria, suspendió el 6 de febrero de 2021599 
los tres acuerdos de tercer país seguro con Centroamérica, los cuales no 
sólo desnaturalizaron el derecho de asilo, sino que desafiaron también todo 
sentido común.

596		 Rauda Zablah, Nelson, “El acuerdo que convirtió a El Salvador en otro cómplice de 
Trump”, El Faro, 23 de septiembre de 2019.

597		 “Crisis migratoria: Honduras acepta recibir a solicitantes de asilo deportados por 
EE.UU.”, BBC News Mundo, 26 de septiembre de 2019.

598		 UNODC, “Global Study on Homicide. Homicide Trends, Patterns and Criminal Jus-
tice Response”, Vienna, UNODC, 2019, p. 17; Asmann, Parker y Jones, Katie, “Balance de 
Insight Crime de los homicidios en 2020”, InSight Crime, Argentina, 2020.

599		 Blinken, Antony J., “Suspending and Terminating the Asylum Cooperative Agree-
ments with the Governments El Salvador, Guatemala, and Honduras”, Washington D. C., 
US Department of  State, 2021.
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2. México: el guardia fronterizo de Estados Unidos

A. Detención y deportación para una “migración segura, ordenada y regular”

Ante el fenómeno de las caravanas, la primera respuesta gubernamen-
tal del gobierno del presidente López Obrador, y acorde con sus promesas 
electorales,600 fue tener una política “humanitaria” que incluyó el otorga-
miento de visas por razones humanitarias, y se otorgaron 10,571 visas a 
nacionales de Honduras, El Salvador y Guatemala en enero de 2019.601 A la 
par, en mayo de 2019 el gobierno presentó el “Plan de Desarrollo Integral: 
El Salvador, Guatemala, Honduras, México”, elaborado por la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe, en aras de que las personas 
de la región no tengan que migrar. Este proyecto gira en torno a cuatro 
ejes: 1) desarrollo económico: fiscalidad e inversión, integración comercial, 
energética y logística; 2) bienestar social: educación, salud y trabajo; 3) sos-
tenibilidad ambiental y gestión de riesgos, y 4) gestión integral del ciclo 
migratorio con seguridad humana: derechos, medios de vida y seguridad 
centrada en las personas.602

No obstante, la estrategia humanitaria no duró demasiado: la alternan-
cia política que tuvo lugar en México, la “nueva” visión pro-derechos hu-
manos del gobierno entrante y la continua crisis humanitaria que se vive en 
Centroamérica tuvieron un “efecto llamada”, y las caravanas centroameri-
canas siguieron y llegaron a la frontera sur de México. Entonces, se dio un 
viraje a la política migratoria mexicana y se retomaron sus dos ejes esencia-
les: detención y deportación. Con estas añejas estrategias, comunes a todos 
los gobiernos mexicanos, se disminuyó drásticamente el otorgamiento de vi-
sas humanitarias y aumentaron la separación de familias, la sobrepoblación 
en las estaciones migratorias, la falta de acceso a la salud, y las violaciones 
a los derechos al debido proceso y a la protección internacional.603 Eso sí, la 
actuación del gobierno mexicano ha estado cobijada por el lema principal 

600		 “Donde come uno, comen dos: López Obrador. El morenista declaró que el fenómeno 
migratorio no se debe de atender con medidas coercitivas, sino ofreciendo empleo y desarro-
llo a los centroamericanos”, Reporte Índigo, 21 de octubre de 2018.

601		 Segob, “Boletín mensual de estadísticas migratorias 2019”, México, Registro e Identi-
dad de Personas, Unidad de Política Migratoria, 2019, p. 116.

602		 CEPAL, “Plan de desarrollo integral: El Salvador, Guatemala, Honduras, México”, 
Santiago de Chile, 2019.

603		 Alianza Américas, “La frontera sur es una tortura silenciosa: misión de observación”, 
México, 2019.
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de los Pactos de Marrakech de 2018 sobre migrantes y refugiados “migra-
ción segura, ordenada y regular”, de los cuales fue un grande impulsor.

Especialmente, México aumentó el número de detenciones y deporta-
ciones de los nacionales de Honduras, Guatemala y El Salvador, y en 2019 
llegó a una cifra récord, que muestra un “eficaz” abordaje de la crisis migra-
toria por parte del gobierno mexicano respecto a estos países:

País Detenciones 2019 Deportaciones 2019

Honduras 78,232 72,125

Guatemala 52,412 50,794

El Salvador 21,494 20,039

Total 152,138 142,958

Total anual (todas nac.) 182,940 149,812

% CA del total 83.16% 95.42%

Fuente: elaboración propia con datos de la Unidad de Política Migratoria de la Segob.604

Bajo el gobierno del expresidente Trump, México tuvo la encomienda 
de hacer impenetrable su frontera sur para que la migración centroameri-
cana no llegara a su territorio, actuando como una frontera extendida de 
Estados Unidos y como un verdadero muro fronterizo. De hecho, el “Plan 
de Migración y Desarrollo”, presentado en diciembre de 2019 por el can-
ciller mexicano Marcelo Ebrard, señala que el flujo de migrantes que llegó 
a la frontera sur de Estados Unidos pasó de 144,116 personas en mayo de 
2019 a 42,710 a noviembre del mismo año, lo que indica una disminución 
del 70.4%.605 Sin embargo, los costos en materia de derechos humanos de 
los migrantes y solicitantes de asilo centroamericanos son altos, situación 
que parece no ser relevante para ninguno de los gobiernos: ni los de origen 
ni los de tránsito o destino.

B. “Quédate en México”: el tercer país (in)“seguro”

El 20 de diciembre de 2018, el gobierno de México, a través de la can-
cillería, utilizó un discurso humanitario para justificar su aceptación del 

604		 Segob, “Boletín mensual...”, cit., pp. 124, 128 y 133.
605		 Ebrard, Marcelo, “Presentan resultados del plan para atender causas de migración en 

Centroamérica”, Lopezobrador.org, 26 de diciembre de 2019.
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Programa “Quédate en México”, que le fue impuesto por Estados Unidos 
de manera “unilateral”, señalando que606

1. Autorizará, por razones humanitarias y de manera temporal, el ingreso de 
ciertas personas extranjeras provenientes de Estados Unidos que hayan ingre-
sado a ese país por un puerto de entrada o que hayan sido aprehendidas entre 
puertos de entrada, hayan sido entrevistadas por las autoridades de control 
migratorio de ese país, y hayan recibido un citatorio para presentarse ante un 
Juez Migratorio. Lo anterior con base en la legislación mexicana vigente y los 
compromisos internacionales suscritos, como la Convención sobre el Estatuto 
de los Refugiados, su Protocolo, así como la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, entre otros.

2. Permitirá que las personas extranjeras que hayan recibido un citatorio 
soliciten su internación a territorio nacional por razones humanitarias en los 
lugares destinados al tránsito internacional de personas, permanezcan en te-
rritorio nacional bajo la condición de “estancia por razones humanitarias”, y 
puedan realizar entradas y salidas múltiples del territorio nacional.

3. Garantizará que las personas extranjeras que hayan recibido su citato-
rio gocen plenamente de los derechos y libertades reconocidos en la Consti-
tución, en los tratados internacionales de los cuales es parte el Estado mexica-
no, así como en la Ley de Migración. Tendrán derecho a un trato igualitario 
sin discriminación alguna y con el debido respeto a sus derechos humanos, así 
como la oportunidad de solicitar un permiso para trabajar a cambio de una 
remuneración, lo que les permitirá solventar sus necesidades básicas.

4. Procurará que la implementación de las medidas que tome cada go-
bierno se coordine a nivel técnico-operativo con la finalidad de desarrollar 
mecanismos que permitan la participación de las personas migrantes con ci-
tatorio en su audiencia ante un Juez Migratorio estadounidense, el acceso 
sin interferencias a información y servicios legales, así como para prevenir 
fraudes y abusos.

Las acciones que tomen los gobiernos de México y de Estados Unidos no 
constituyen un esquema de Tercer País Seguro, en el que se obligaría a las 
personas migrantes en tránsito a solicitar asilo en México. Están dirigidas a 
facilitar el seguimiento de las solicitudes de asilo en los Estados Unidos, sin 
que eso implique obstáculo alguno para que cualquier persona extranjera 
pueda solicitar refugio en México.

El Gobierno de México reitera que toda persona extranjera deberá obser-
var la Ley mientras se encuentre en territorio nacional.

606		 SRE, “Comunicado: posicionamiento de México ante la decisión del gobierno de 
EUA de implementar la sección 235(B)(2)(C) de su Ley de Inmigración y Nacionalidad, 20 
de diciembre de 2018”, México, 2018.
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Este Programa, cuyas acciones están lejos de ser humanitarias, no sólo 
fue aceptado por el gobierno mexicano en diciembre de 2018, sino que fue 
ampliado a través de la “Declaración Conjunta México-Estados Unidos” y 
su acuerdo suplementario de junio de 2019. Al permitir que miles de perso-
nas en situación de vulnerabilidad se devuelvan a su territorio en condicio-
nes inhumanas e inseguras, México se convirtió en cómplice de las políticas 
de vaciamiento del derecho de asilo desplegadas por la administración del 
expresidente Donald J. Trump, además de ser de facto un tercer país de asilo, 
pero inseguro.607

El Programa “Quédate en México” es manifiestamente contrario a la 
legislación mexicana y al derecho internacional, los cuales reconocen tanto 
el derecho a solicitar asilo y el principio de no devolución como el derecho de 
las personas a no ser sometidas a tortura o tratos inhumanos, crueles o degra-
dantes, y los principios de unidad familiar e interés superior de la niñez.608 
Además de esto, en términos formales, el acuerdo de junio de 2019 que 
amplió este programa fue firmado por un servidor público de la Secretaría 
de Relaciones Exteriores, cuyas funciones y competencias no le permiten 
firmar un tratado internacional,609 ya que la aprobación de los tratados in-
ternacionales y convenciones diplomáticas suscritos por el Ejecutivo Fede-
ral es una atribución exclusiva del Senado de la República.610 Asimismo, el 
acuerdo migratorio se realizó sin coordinación con la Secretaría de Gober-
nación, autoridad con la competencia en asuntos migratorios, según la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal (artículo 27, fracción V).

607		 Ortega Velázquez, Elisa, “México como tercer país ¿seguro? Instrumentalización del 
derecho de asilo”, Frontera Norte 32, 2020.

608		 A nivel internacional se pueden señalar: la Convención sobre el Estatuto de los Re-
fugiados de 1951 (artículo 33) y su Protocolo de 1967 (artículo I), ratificados por México en 
el 2000; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículos 7o. y 14.1), ratifi-
cado en 1981; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes de 1984 (artículo 3o.), ratificada en 1986; la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos de 1966 (artículos 5.2, 17 y 19), ratificada en 1981, y la Convención 
sobre los Derechos del Niño de 1989, ratificada en 1990. A nivel nacional se encuentran 
la Constitución (artículos 1o. y 11); la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria 
y Asilo Político de 2011; la Ley General para Prevenir, Investigar y Sancionar la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 2017, y la Ley General sobre los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de 2014.

609		 El Acuerdo fue firmado por el consultor jurídico adjunto, Alejandro Celorio, de la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores, por instrucciones de la presidencia de la República. FJED 
et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo». Contexto de riesgo y violaciones a los 
derechos humanos de personas sujetas al programa «Quédate en México»”, México, FJED, 
Asylum Access México, IMUMI, Wola, 2020, p. 39.

610		 Artículo 76, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Durante la vigencia de este programa, de enero de 2019 a febrero de 
2021 fueron devueltas 71,021611 personas desde Estados Unidos a ciudades 
de la frontera norte mexicana, donde han enfrentado una multiplicidad de 
situaciones de riesgo social, agravadas en razón de la edad, el género, la et-
nia, la orientación sexual y la preferencia de género, como:612

	— Violencia, que resulta de las operaciones de las organizaciones cri-
minales (secuestros, robos, extorsión) y autoridades estatales.

	— Carencia de condiciones de estancia dignas en México mientras 
esperan la resolución de sus solicitudes de asilo en Estados Unidos 
(falta de documentación migratoria con autorización para trabajar, 
pobreza, discriminación, obstáculos para el derecho al acceso a un 
trabajo digno, imposibilidad de acceder a servicios bancarios, difi-
cultades para el ejercicio del derecho a la educación, salud, vivien-
da, entre otros).

	— Vulnerabilidad frente a la trata de personas con fines de explotación 
laboral o sexual, así como otras formas de esclavitud moderna.

	— Riesgos frente a la militarización fronteriza en México y políticas 
persecutorias.

El Programa “Quédate en México” pone en riesgo la integridad, la vida 
y la salud de las personas migrantes y solicitantes de asilo, por el contexto de 
extremo riesgo que prevalece en algunas ciudades de la frontera mexicana, 
situadas en estados mexicanos que el mismo gobierno estadounidense con-
sidera como de “alto riesgo” en materia de criminalidad y secuestros, por lo 
que recomienda a sus ciudadanos no viajar ahí; por ejemplo, Tamaulipas 
(Matamoros y Nuevo Laredo), Chihuahua (Ciudad Juárez), Coahuila (Pie-
dras Negras), Sonora (Nogales).613 Sin embargo, las personas solicitantes de 
asilo sujetas al Programa “Quédate en México” han sido enviadas a estas 
ciudades, que históricamente han adolecido de altos niveles de violencia, im-
punidad, corrupción y control por parte de grupos del crimen organizado.614

De este modo, México no ha brindado las condiciones mínimas para 
la seguridad de las personas que se ha comprometido a recibir de Estados 
Unidos. Esta desprotección estatal hace que estas personas sean más vulne-

611		 Immigration, “Details on MPP (Remain in Mexico) Deportation Proceedings”, Secu-
rity, “Migrant Protection Protocols Fy2021”.

612		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p.12.
613		 “Mexico Travel Advisory”, Travel.State.Gov, Washington, D. C., 2021.
614		 INEGI, “Encuesta nacional de victimización y percepción sobre seguridad pública 

(Envipe) 2020. Principales resultados”, 2020.
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rables de ser víctimas de delitos graves, como asesinatos, secuestros, desapa-
riciones, abuso sexual, tortura y extorsión. Además, la falta de condiciones 
para vivir una vida digna, como tener acceso a empleo, vivienda, salud y 
educación, hacen que muchas personas sujetas al programa sobrevivan en 
el territorio mexicano muy por debajo del umbral de la pobreza multidi-
mensional, lo cual no sólo es un obstáculo significativo para el disfrute de 
sus derechos humanos, sino que las expone a ser víctimas de diversos tipos 
de explotación de parte de actores estatales, empresariales o criminales.615

La situación de las personas procedentes de Centroamérica, y que in-
tentan acogerse a la protección internacional en Estados Unidos y cruzan 
por México, no es alentadora. No sólo no pueden acceder al asilo en Estados 
Unidos (o se les dificulta al máximo), sino que, en México, que es el “tercer 
país seguro” de facto en el cual podrían obtenerlo, no tienen posibilidades 
muy significativas de lograrlo. De un lado, porque México actúa de manera 
firme y rápida en su detención y deportación (o devolución en caliente) des-
de su llegada a la frontera sur, tal como demuestra, por ejemplo, la rápida di-
solución de la caravana migrante de enero de 2020. Y, de otro lado, porque, 
en caso de que puedan solicitar asilo en México, se enfrentan a un sistema de 
asilo lento y deficiente que no los protege contra la devolución, porque está 
plagado de obstáculos jurídicos y prácticos, que producen un derecho huma-
no al asilo sin contenido y sistemáticamente no realizable para las personas 
con necesidades de protección internacional como éstas.616

Las cifras de la Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado de 2019 
ejemplifican lo anterior, pues sólo un 21% de los nacionales de El Salvador, 
Guatemala y Honduras pudo obtener protección internacional en México:

País Solicitudes 
de asilo

Concesión de asilo y
protección complementaria

Tasa 
de aprobación

El Salvador 9,045 2,354 26%
Guatemala 3,799 457 12%
Honduras 30,093 6,209 20%
Total 42,937 9,020 21%

Fuente: elaboración propia con datos de la Comar.617

615		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p. 62.
616		 Ortega Velázquez, Elisa, “Niños, niñas y adolescentes solicitantes de asilo en México: 

una crítica a los defectos del procedimiento para el reconocimiento de la condición de refu-
giado”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado 152, 2018, p. 152.

617		 Comar, “La Comar en números, actualización al mes de diciembre de 2019”, México, 
Comisión Mexicana de Ayuda al Refugiado, 2019.
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Finalmente, el Programa ha implicado que el gobierno de México otor-
gue funciones de control migratorio a la Guardia Nacional —compuesta 
mayoritariamente por militares— por encima de las competencias que por 
ley sólo competen al Instituto Nacional de Migración y sus agentes.618 De 
hecho, en las negociaciones de la Declaración Conjunta de junio de 2019 
que expandió el Programa, el canciller mexicano, Marcelo Ebrard, presentó 
ante la delegación estadounidense —como avance— la intención de desple-
gar 6,000 elementos de la Guardia Nacional en la frontera sur de México 
para contener el flujo migratorio centroamericano.619

Así pues, el gobierno federal mexicano, a propósito de los compromi-
sos asumidos en la Declaración Conjunta, comenzó a seguir el enfoque es-
tadounidense, que históricamente se ha caracterizado por considerar a las 
personas migrantes como problemas de seguridad nacional.620 Estas accio-
nes han sido posibles a través de “una maraña de disposiciones jurídicas que 
permiten a la Guardia Nacional —desde su naturaleza militar— realizar 
funciones de control, verificación y revisión migratoria, con especial énfasis 
en la detención; a pesar del discurso formal y garantista de la Ley de Mi-
gración y de la política migratoria en general”.621

Así pues, la política de militarización de 2019 es resultado de la im-
plementación de las responsabilidades asumidas por México a partir del 
Acuerdo de junio 2019, a través de las cuales, para “ordenar” la migra-
ción irregular, terminó de militarizar su frontera sur con la recién estrenada 
“Guardia Nacional”. Esto ha implicado una sistemática persecución y un 
uso desproporcionado de la fuerza en contra de las personas migrantes y 
solicitantes de asilo. Los agentes de la Guardia Nacional, haciendo uso de 
eufemismos como “rescate” y “resguardo”, en realidad hacen detenciones, 
tomando como aparente modelo la actuación de la patrulla fronteriza esta-
dounidense. Así, la actuación de la Guardia Nacional ha incluido el uso de 
escudos de seguridad, golpes, piedras y gases lacrimógenos, para impedir el 
ingreso de migrantes y solicitantes de asilo por la frontera sur mexicana.622 
Por ejemplo, la caravana migrante que llegó a México en enero de 2020, 

618		 Morales Vega, Luisa G., “Revisión crítica de la migración irregular como riesgo a la 
seguridad nacional”, Revista da Faculdade Mineira de Direito 23, núm. 45, 2020, p. 120.

619		 Ebrard, M., “Informe al senado del 14 de junio”, México, SRE, 2019.
620		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p. 29.
621		 Morales Vega, Luisa G., “El entramado normativo de la detención migratoria en Mé-

xico: un dispositivo biopolítico”, en Ortega Velázquez, Elisa (ed.), Derecho y migración forzada: 
aportes desde los estudios biopolíticos y necropolíticos, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2021.

622		 Henríquez, E., “GN lanza gases lacrimógenos y frena a migrantes en el Suchiate”, La 
Jornada, México, 20 de enero de 2020.
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antes del inicio de la pandemia por Covid-19, fue recibida por la Guardia 
Nacional en un operativo muy similar a los que ejecuta la patrulla fronteriza 
de Estados Unidos.623

De este modo, en contraposición con sus obligaciones asumidas en ma-
teria de derechos humanos, México ha implementado políticas migrato-
rias con enfoques de seguridad nacional, a través del control fronterizo, la 
externalización de las fronteras y la militarización en los últimos años. El 
uso de los cuerpos de seguridad nacional en labores migratorias es causa 
de violaciones graves a los derechos humanos de las personas migrantes y 
solicitantes de asilo. Como la práctica en México demuestra, los operativos 
de la Guardia Nacional en materia migratoria han aumentado el número de 
deportaciones, lo cual no es un asunto que incida en el papel que debe tener 
este cuerpo de seguridad en la erradicación de la comisión de delitos, como 
el tráfico y la trata de personas.624

Aún más, el acorralamiento de personas migrantes en las fronteras, au-
nado a su persecución en ciudades fronterizas y albergues de la sociedad 
civil, ha generado un escenario desfavorable para las personas defensoras de 
los derechos de las personas migrantes y personas con necesidad de protec-
ción internacional.625 Al respecto, la CNDH se ha pronunciado en contra de 
la militarización del INM, entre otras acciones a través del nombramiento 
de personas con perfil militar para conducir sus representaciones u oficinas 
en dieciocho de las 32 entidades federativas.626

III. Un derecho al asilo vacío: los migrantes 
irregulares y solicitantes de asilo como riesgo 

biológico ante la pandemia por Covid-19

Desde la peste negra en el siglo XIV hasta la fiebre amarilla en el siglo XIX, 
la historia muestra que las fronteras se cierran bruscamente durante las pan-
demias. Así, desde que se declaró la pandemia por Covid-19, los gobiernos 
alrededor del mundo han impuesto restricciones fronterizas en aras de frenar 
la propagación del virus. Se estima que entre marzo y mayo de 2020, el 93% 
de la población mundial residía en países con algún tipo de restricción sobre 

623		 Pradilla, A., “México insiste en ser la primera línea del muro de Trump”, The Washing-
ton Post, 20 de enero de 2020.

624		 Artículo 7o. de la Ley de la Guardia Nacional de 2019.
625		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p. 87.
626		 CNDH, “CNDH, casas y albergues para migrantes expresan preocupación por mili-

tarización”, México, 2020.
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la movilidad de las personas. Un escenario de desplazamientos restringidos a 
nivel global no sólo es excepcional, sino también anómalo, dado que la mo-
vilidad humana ha acompañado siempre, con mayor o menor intensidad, la 
historia de la humanidad.627

Si bien la movilidad no ha cesado del todo, la pandemia por Covid-19 
ha traído consigo limitaciones importantes a los desplazamientos de per-
sonas, quienes han ocasionado que éstos sean más complejos y arriesga-
dos que en otros momentos. Claramente hay personas que han sufrido esta 
situación de una manera más acuciante; por ejemplo, aquellas que habían 
iniciado un viaje forzadas por circunstancias extremas en sus lugares de 
origen, por la existencia de conflictos o violencia extrema, por violaciones 
sistemáticas a sus derechos o por persecuciones por razones políticas, étni-
cas, religiosas o sexuales, etcétera. Para 2020 esta población sumó un poco 
más de ochenta millones a nivel global, y un 84% de ésta se ubicó en países 
en vías de desarrollo.628 La pandemia por Covid-19 ha tenido como efecto 
añadir una mayor vulnerabilidad e inseguridad a situaciones previamente 
existentes, como las referidas, y ha hecho que los desplazamientos de estas 
personas, ya de por sí complejos, ahora sean más precarios y peligrosos, 
puesto que los conflictos que producen los flujos de refugiados no han ce-
sado, y las personas siguen moviéndose para intentar salvar sus vidas y las 
de sus familias.

A raíz de la pandemia y las restricciones a la movilidad a nivel global, 
muchas de las personas desplazadas forzadamente se han quedado blo-
queadas a la mitad de sus trayectos en países no seguros.629 Otras que sí 
han podido llegar a puertos seguros para pedir protección internacional han 
entrado en periodos de cuarentena confinada (en condiciones no siempre 
óptimas) y de una larga espera para solicitar asilo, puesto que en muchos 
países las medidas de confinamiento también han limitado el funciona-
miento de los sistemas de asilo. No obstante, muchas otras personas con 
necesidades de protección internacional ni siquiera han tenido acceso a 
solicitar asilo, puesto que los Estados de tránsito y destino, con el pretexto 

627		 CEAR, “Informe «situación de las personas en necesidad de protección internacional 
ante la Covid-19»”, Madrid, 2020, p. 5.

628		 ACNUR, “Mid-Year Trends Report 2020”, Ginebra, 2020; “El desplazamiento for-
zado supera los 80 millones de personas a mediados de 2020 en un momento en que la 
Covid-19 pone a prueba la protección a personas refugiadas en todo el mundo”, ACNUR, 
2020.

629		 ACNUR, “Acnur: es necesario vigilar los daños que podría provocar la pandemia 
del coronavirus sobre los derechos humanos y los derechos de los refugiados a largo plazo”, 
2020.
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de no propagar el virus a sus poblaciones, las deportan de manera sumaria 
al lugar del cual venían huyendo o a países no seguros, con los riesgos que 
ello conlleva.

De este modo, la pandemia por Covid-19 ha logrado hacer lo que ni los 
ataques terroristas de 2001 ni la “crisis migratoria” de 2015-2016 pudieron: 
a las pocas semanas de declararse aquélla, los Estados Unidos cerraron la 
mayoría de fronteras y suspendieron el derecho de asilo. Así pues, en el 
contexto contemporáneo el derecho de asilo se enfrenta con numerosos de-
safíos dados los confinamientos, el cierre de fronteras generalizado, las pre-
carias condiciones de higiene en los campos de refugiados y los problemas 
económicos que agravan las condiciones de vida de las personas solicitantes 
de asilo y las refugiadas. Sin embargo, parece que el principal desafío es que 
los Estados alrededor del mundo han puesto en cuarentena sus obligaciones 
en materia de protección internacional usando discursos que presentan a las 
personas perseguidas como un riesgo para la salud pública. Naturalmente, 
ni Estados Unidos ni México han escapado a estas prácticas, y más bien han 
reforzado sus prácticas en materia de externalización fronteriza, pero ahora 
bajo un nuevo discurso: “los migrantes irregulares y los solicitantes de asilo 
como riesgo biológico”.

1. Estados Unidos y la instrumentalización del Covid-19 
para desaparecer el asilo

La pandemia por Covid-19 fue el pretexto perfecto para que el expresi-
dente Trump terminara de imponer su agenda antiinmigrante en un con-
texto muy adverso para el derecho de asilo que se venía gestando desde el 
inicio de su administración, y que parecía que había alcanzo su punto álgi-
do en 2019 con el inicio de los Protocolos de Protección al Migrante (MPP) 
en enero y la firma de los acuerdos de “tercer país seguro” con México, 
El Salvador, Guatemala y Honduras desde junio. Sin embargo, en 2020 
la situación del asilo se tornó aún más difícil por la pandemia, puesto que 
el gobierno estadounidense, para “frenar la propagación del virus”,630 de-
cidió suspender el derecho de solicitar asilo, sin importar si ya se encontraba 
un procedimiento de asilo en marcha, como fue para las personas bajo los 
MPP, o si se trataba de solicitudes nuevas.

630		 El gobierno estadounidense, al igual que otros alrededor del mundo, emitió una De-
claratoria de Emergencia Sanitaria por Covid-19 (13 de marzo de 2020). The White House, 
“Declaratoria de emergencia sanitaria por Covid-19”, Washington D. C., TWH, 2020.
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A. Aplazamiento del Programa “Quédate en México” por el Covid-19

Dada la pandemia, en un comunicado conjunto del DHS y el De-
partment of  Justice (DOJ), el 23 de marzo de 2020 se anunció el aplaza-
miento de las audiencias para las personas sujetas a los MPP.631 Esta situa-
ción se prolongó casi un año, hasta el 19 de febrero de 2021, una vez que 
la administración del presidente Joe Biden autorizó la reanudación de los 
procesos pendientes bajo este programa.632 De este modo, las personas que 
habían solicitado asilo bajo estos programas tuvieron que permanecer ha-
cinadas en los campamentos y refugios antihigiénicos que se encuentran 
ubicados en ciudades fronterizas mexicanas, corriendo ahora con un riesgo 
adicional a los que de por sí ya sufren: contraer el virus, dados la falta de 
acceso adecuado al agua potable y al saneamiento y el poco o nulo acceso a 
la atención médica en México, un servicio que en tiempos de pandemia se 
ha vuelto imprescindible. Por ejemplo, Human Rights Watch descubrió que 
en Matamoros alrededor de 2,500 solicitantes de asilo vivían en condiciones 
de hacinamiento en tiendas de campaña que alojan hasta cinco personas, y 
que cuentan con un escaso acceso a duchas al aire libre y baños portátiles.633

La suspensión de las audiencias ante las cortes migratorias estadouni-
denses para las personas bajo el Programa debido a la pandemia por Co-
vid-19 extendió por tiempo indefinido la multiplicidad de situaciones de 
riesgos en México. Sin embargo, en todo 2020, ni por la emergencia sanita-
ria el gobierno estadounidense generó medidas mínimas para la prevención 
o mitigación de los riesgos sociales y de contagio por Covid-19 que han 
puesto en peligro su vida, su integridad, su salud y otros derechos humanos 
mientras permanecen en México. Una de ellas hubiera sido permitirles lle-
var su procedimiento de asilo en libertad condicional en Estados Unidos, 
siguiendo las normas sanitarias correspondientes (como aplicarles pruebas 
sanitarias o cuarentenas).634

La respuesta gubernamental, en cambio, fue suspender su derecho de 
solicitar asilo y obligarlas a elegir entre regresar a sus países de origen, con 
los riesgos que ello implica, o permanecer en las ciudades fronterizas mexi-

631		 DHS y DOJ, “Joint DHS/EOIR Statement on MPP Rescheduling”, Washington, D. 
C., DHS, DOJ, 2020.

632		 US Department of  Homeland Security, “DHS Comienza a Procesar a Individuos Del 
MPP a Estados Unidos Para Completar Sus Procedimientos Migratorios”, Washington, D. 
C., DHS, 2021.

633		 Human Rights Watch, “Estados Unidos: políticas del Covid-19 ponen en riesgo la vida 
de solicitantes de asilo”, Nueva York, HRW, 2020.

634		 “«Like I’m Drowning» Children and Families Sent to Harm by the Us «Remain in 
Mexico» Program”.
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canas más peligrosas bajo este inhumano programa, expuestas a un alto 
riesgo de violencia y a condiciones potencialmente mortales, sin importar si 
son adultos, niños, bebés o mujeres embarazadas.

B. La aplicación del título 42 del USC en tiempos de pandemia: 
normas racializadas para desaparecer el asilo

Desde el 20 de marzo de 2020 ninguna petición de asilo fue admiti-
da, y se facultó a los agentes de la patrulla fronteriza para tomar decisio-
nes con respecto a las personas solicitantes de asilo que llegaran por tierra 
a la frontera estadounidense.635 Para hacer esto, el gobierno se valió de la 
Order Suspending Introduction of  Certain Persons from Countries Where 
a Communicable Disease Exists,636 una regulación interina de emergencia 
que permite que los centros para el control y prevención de enfermedades 
(CDC) prohíban la entrada a Estados Unidos, por motivos de salud públi-
ca, de personas que puedan propagar enfermedades. El fundamento legal 
de esta normativa es la Public Health Service Act 1944,637 codificada en el 
título 42 del USC, que autoriza al cirujano general de los Estados Unidos 
a “suspender” la “entrada de personas (nacionales o extranjeras) o bienes” 
cuando una “enfermedad transmisible en un país extranjero” plantee “un 
peligro grave de introducción de dicha enfermedad en los Estados Unidos” y 
“la suspensión... sea necesaria en interés de la salud pública” (sección §362).

Sin embargo, la Orden de los CDC redefine y amplía la disposición an-
terior: no impone como requisito que la persona prohibida esté infectada o 
contagiada, o que represente un peligro para la salud pública, y no requiere 
una determinación individualizada. La Orden está cuidadosamente elabo-
rada para ser aplicada solamente a “los extranjeros sin documentos válidos de 
viaje que ingresan al país por tierra”.638 Es decir, se trata de una norma racia-
lizada que sólo es para cierta de clase personas que el gobierno estadouni-

635		 Ortega Velázquez, Elisa, “Vidas desechables: deportación de migrantes irregulares, 
solicitantes de asilo y niños no acompañados de Estados Unidos por Covid-19”, Nexos, 2 de 
septiembre de 2020.

636		 US Department of  Health and Human Services, “Notice of  Order under Sections 
362 and 365 of  the Public Health Service Act Suspending Introduction of  Certain Persons 
from Countries Where a Communicable Disease Exists”, Centers for Disease Control and Preven-
tion, 2020.

637		 Esta ley se encuentra codificada en el título 42 del US Code §265.
638		 Services, “Notice of  Order under Sections 362 and 365 of  the Public Health Service 

Act Suspending Introduction of  Certain Persons from Countries Where a Communicable 
Disease Exists”.
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dense considera como “un peligro para la salud pública”, y a quienes coin-
cidentemente les es aplicable el proceso sumario de deportación,639 previsto 
en la orden ejecutiva Designating Aliens for Expedited Removal,640 del 23 
de julio de 2019. De este modo, la orden de los CDC es inaplicable a los 
ciudadanos estadounidenses y residentes legales permanentes, tal como lo 
contempla el fundamento legal que le dio sustento (sección §362 de la Public 
Health Service Act 1944).

Como justificación para emitir esta regulación, el gobierno estadouni-
dense alegó que cierta clase de extranjeros —los migrantes irregulares que 
llegan por tierra a la frontera sur, y dentro de los que se encuentran solici-
tantes de asilo y niños migrantes no acompañados— podían ser portadores 
de Covid-19, y que, por tanto, eran “una amenaza para la salud del perso-
nal de los centros de detención”.641 Por ello, facultó a los agentes de la pa-
trulla fronteriza para que, al interceptarlos en sus fronteras (especialmente 
la sur), los rechazaran y “devolvieran” (primariamente a México, por obvias 
razones).642 Bajo esta política, es casi imposible solicitar asilo, aún tratándo-
se de niños. La única manera en que una persona puede evitar la devolución 
es manifestar voluntariamente un temor de tortura y que el oficial de la pa-
trulla fronteriza lo estime “razonablemente creíble”.643

De este modo, invocando la pandemia por Covid-19 y haciendo una in-
terpretación mañosa y sin precedentes de la sección §362 de la ley de 1944, 
la orden se erigió como una normativa alterna en materia migratoria y en 
una base explícita de deportación para migrantes irregulares, solicitantes de 
asilo y niños migrantes no acompañados, que son su población objetivo, y 
violó, al menos, los siguientes derechos de estas personas:

1) El derecho de solicitar asilo,644 previsto en la Refugee Act 1980, codi-
ficada en el título 8 del USC, sección § 1158.

2) El derecho de no ser devueltas a lugares donde corran peligro de 
persecución (principio de no devolución), previsto en el artículo 33 

639		 American Immigration Council, “A Primer on Expedite Removal”, AIC, 2019.
640		 US Department of  Homeland Security, “Designating Aliens for Expedited Removal”, 

DHS, 2019.
641		 Kanno-Youngs, Zolan y Semple, Kirk, “Trump Cites Coronavirus as He Announces a 

Border Crackdown”, The New York Times, 20 de marzo de 2020.
642		 Miroff, Nick, “Under Coronavirus Immigration Measures, U.S. Is Expelling Border-

Crossers to Mexico in an Average of  96 Minutes”, The Washington Post, 30 de marzo de 2020.
643		 Lind, Dara, “Leaked Border Patrol Memo Tells Agents to Send Migrants Back Imme-

diately-Ignoring Asylum Law”, Nueva York, Pro Publica, 2020.
644		 Hackman, Michelle, “Trump Administration is Sued over Pandemic Deportation 

Policy”, The Wall Street Journal, 10 de junio de 2020.
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de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y en el 
artículo I.1 de su Protocolo de 1967. Estados Unidos es parte de este 
último tratado internacional desde 1968 y, por tanto, se encuentra 
legalmente obligado a cumplir con sus estándares.645

3) El derecho de ser protegidas en contra de la tortura, previsto en la 
Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, In-
humanos o Degradantes de la ONU de 1984.646 Al ser parte de este 
tratado internacional desde 1994, el gobierno estadounidense está 
obligado a “no expulsar, extraditar ni efectuar el regreso involuntario 
de ninguna persona a un país en el que existan motivos fundados 
para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura, indepen-
dientemente de si se encuentra físicamente presente en los Estados 
Unidos”. Esto, de acuerdo con la Foreign Affairs Reform and Re-
structuring Act of  1998, Pub. L. 105-277, 112 Stat. 2681, 2681-821 
y el 8 C.F.R. § 208.16(c), que implementa la Convención.

4) Las garantías básicas del derecho al debido proceso, ya que la orden 
no prevé ningún procedimiento, aunque sí autoriza las deportacio-
nes sin audiencia previa (incluso para personas que viajan lejos de la 
frontera) y niega el acceso a solicitar asilo.

5) Las garantías y protecciones legales para los niños migrantes no 
acompañados previstas en la Trafficking Victims Protection Reau-
thorization Act (TVPRA), la cual exige que el DHS, a través de ICE, 
tome “una determinación, caso por caso”, dentro de las 48 horas 
posteriores a que un niño es aprehendido. Para el caso de los niños 
que no son nacionales de un país contiguo, la ley señala que ICE 
debe transferirlos en un plazo de 72 horas a la Office of  Refugee 
Resettlement (ORR), que depende del Department of  Health and 
Human Services (HHS). Para el caso de los niños que son residentes 
o nacionales de un país contiguo, como México o Canadá, esto sólo 
será posible si argumentan ante ICE que han sido víctimas de trata 
o que temen regresar a su país; en caso contrario, se les deporta a su 

645		 Estados Unidos sólo ha ratificado el Protocolo de 1967 (en 1968), adicional a la Con-
vención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951. UNHRC, “States Parties, 
Including Reservations and Declarations, to the 1967 Protocol Relating to the Status of  
Refugees”, Ginebra, UNHRC, 2019.

646		 Estados Unidos ratificó el 21 de octubre de 1994 la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes de la ONU, por lo cual se encuentra 
obligado a cumplir con los estándares que prevé dicho tratado internacional, disponible en: 
https://indicators.ohchr.org.
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país de origen.647 Sin embargo, la orden del CDC no aborda ni res-
peta ninguna de estas disposiciones, pero sí autoriza las deportacio-
nes sumarias de niños migrantes no acompañados.

En consecuencia, en 2020 los niños, al igual que los adultos, fueron de-
portados de forma sumaria de Estados Unidos sin que tuvieran la posibili-
dad de solicitar asilo. A algunos se les deportaba a las pocas horas de haber pi-
sado suelo estadounidense; a otros se les sacaba a media noche de los refugios 
del gobierno para subirlos a aviones y deportarlos sin siquiera avisarles a sus 
familias,648 incluso contraviniendo la propia política de ICE, que establece 
que deben “deportarse” únicamente en el día.649 A unos más se les recluyó 
solos en hoteles por días o semanas, en vez de enviarlos a los albergues del 
gobierno mientras esperaban la deportación a sus países de origen,650 man-
teniéndose una custodia a distancia.651

Esta situación fue bastante controversial, y generó demandas en contra 
del Departamento de Justicia,652 que intentó evadir la supervisión de los tribu-
nales al detener a los niños no acompañados en hoteles y argumentando que 
los hoteles quedaban fuera de la protección que otorga el “Acuerdo Flores”, 
que establece los lineamientos generales para el trato de los niños migrantes 
no acompañados que se encuentran bajo cuπstodia del gobierno como, por 
ejemplo, proporcionar información sobre dónde se encuentran detenidos.653 
Sin embargo, según cifras oficiales, en el primer año de la pandemia se depor-
taron de forma sumaria y silenciosa654 al menos a 4,056655 niños migrantes no 

647		 Lee, Jennifer J. y Ortega Velázquez, Elisa, “The Detention of  Migrant Children: A 
Comparative Study of  the United States and Mexico”, International Journal of  Refugee Law 32, 
núm. 2, 2020, pp. 10 y ss.

648		 Dickerson, Caitlin, “La confusión de ser repentinamente deportado cuando tienes 10 
años”, The New York Times, 22 de mayo de 2020.

649		 Congressional Research Service, “Unaccompanied Alien Children: An Overview”, 
2019.

650		 Merchant, Nomaan, “Ap Exclusive: Migrant Kids Held in Us Hotels, Then Expelled”, 
AP News, 22 de julio de 2020.

651		 O’Toole, Molly, “Under Trump Policy, U.S. Plays Custody Keep-Away with Migrant 
Children”, Los Angeles Times, 18 de mayo de 2020.

652		 “Us Sued over Expulsion of  Migrant Children Detained in Hampton Inns”, The Ari-
zona Republic, Arizona, 2020.

653		 Justice for Immigrants, “What Is the Flores Settlement Agreement and What does it 
Mean for Family Separation and Family Detention?”, Washington, D. C., 2019.

654		 Woltjen, Maria, “The White House is Quietly Deporting Children”, The New York 
Times, 22 de junio de 2020.

655		 ICE, “Ice Annual Report Fiscal Year 2020”, Washington, D. C., DHS, 2020, p. 4.
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acompañados,656 con lo cual se violaron las normativas que les otorgan pro-
tecciones legales cuando están bajo custodia del gobierno y les dan acceso a 
solicitar asilo.

En noviembre de 2020, un tribunal federal dictó una orden temporal 
contra el gobierno que prohibía las deportaciones bajo el título 42 de los 
niños no acompañados. El 29 de enero de 2021, el presidente Biden firmó 
una orden ejecutiva para establecer como política oficial la exención de la 
aplicación del título 42 —previamente temporal— de los niños no acom-
pañados. Sin embargo, ha seguido utilizando esta normativa para deportar 
a la mayoría de las personas adultas y familias solicitantes de asilo que han 
sido aprehendidas en la frontera durante sus primeros meses en el poder en 
2021. Además, no se han vuelto a abrir todos los puertos de entrada oficia-
les a los solicitantes de asilo ni se ha asegurado de que los funcionarios de la 
CBP admitan a todos los niños no acompañados que solicitan asilo.657

Aún más, los efectos de eximir la aplicación del título 42 a los niños 
no acompañados son: 1) los niños se han visto obligados a separarse de sus 
familias solicitantes de asilo para cruzar la frontera solos y pedir asilo en Es-
tados Unidos, pues si solicitan protección junto con sus familias, todos son 
expulsados en aplicación del título 42, y 2) mientras que la CBP sigue recha-
zando a los niños en los puertos oficiales de entrada, los niños que entraron 
de manera irregular están pasando más tiempo recluidos del permitido por 
la ley en los centros de detención de la patrulla fronteriza, conocidos por los 
malos tratos que infligen a los niños migrantes.658

Aún más, durante 2020 la administración del expresidente Trump no 
sólo deportó de manera sumaria a migrantes y solicitantes de asilo, sino que 
lo hizo sin observar las medidas epidemiológicas necesarias659 para no es-
parcir el virus y deportó a personas infectadas,660 con lo que contribuyó a 
la propagación del Covid-19 a países pobres661 y con sistemas sanitarios 

656		 Kriel, Lomi, “The Trump Administration Is Rushing Deportations of  Migrant Chil-
dren During Coronavirus”, The Texas Tribune, 18 de mayo de 2020.

657		 Amnistía Internacional, “Empujados al peligro. Devoluciones forzadas de niños y ni-
ñas migrantes no acompañados efectuadas por Estados Unidos y México”, Londres, 2021, 
pp. 6-8.

658		 Idem.
659		 Montes, Juan, “U.S. Fails to Prevent Deportation of  Migrants Infected with Covid-19, 

Guatemalan Officials Say”, The Wall Street Journal, 24 de junio de 2020.
660		 Sieff, Kevin y Miroff, Nick, “U.S. Is Deporting Infected Migrants Back to Vulnerable 

Countries”, The Washington Post, 21 de abril de 2020.
661		 Banco Mundial, “Los países de Latinoamérica y El Caribe necesitan gastar más y 

mejor en salud para poder enfrentar una emergencia de salud pública como el Covid-19 de 
manera efectiva”, Washington, D. C., BM, 2020.
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quebrados.662 Según una investigación de The New York Times y The Marshall 
Project, los centros de detención son lugares estrechos e insalubres donde el 
distanciamiento social y el lavado de manos —esenciales para evitar la pro-
pagación del Covid-19— son imposibles de llevar a cabo, además de que el 
equipo de protección es prácticamente inexistente.663 Esto explica por qué 
hasta abril de 2021 hay al menos 12,018 migrantes infectados por Covid-19 
en estos lugares, según datos del propio ICE.664

Desde su llegada a la presidencia, el expresidente Trump entabló una 
guerra abierta al asilo a través de la emisión de órdenes ejecutivas y polí-
ticas —ante la imposibilidad de hacerlo por la vía del Congreso— que lo 
fueron restringiendo hasta el punto de hacerlo casi inaccesible desde que 
se declaró la pandemia por Covid-19. La orden de los CDC, a pesar de ser 
una normativa que proviene del Poder Ejecutivo y es a todas luces ilegal e 
inconstitucional, en la práctica ha modificado las leyes de migración y asilo 
sancionadas por el Congreso, las cuales otorgan protecciones legales a las 
personas con necesidades de protección internacional y a los niños migran-
tes no acompañados bajo custodia gubernamental. Claramente, esta regula-
ción no formó parte de un plan coherente de salud pública para afrontar la 
pandemia; más bien, es un ejemplo de cómo una norma fue instrumentali-
zada para servir a los intereses políticos de una gestión racista y clasista de la 
migración y el asilo por parte de Estados Unidos y de su entonces presidente 
en turno: Donald J. Trump.

2. México: “Quédate en la boca del lobo” en tiempos de Covid-19

México, al igual que otros países, declaró en marzo de 2020 la emergen-
cia sanitaria nacional a raíz de la pandemia por Covid-19. Esto conllevó el 
desarrollo de una serie de políticas para minimizar y evitar el contagio, que 
incluyeron la identificación de las zonas de mayor transmisión, el distancia-
miento social, la promoción del uso de equipo de protección individual, la 
suspensión de actividades no esenciales y la limitación del tráfico fronterizo.665 

662		 Brigida, Anna-Catherine y Pérez Joachin, Morena, “The Coronavirus Pipeline. U.S. 
Deportations of  Migrants Have Exported Covid-19 to Guatemala and Prompted Fear, Chaos, 
and a Collapse of  Already Fragile Health Services”, The Texas Observer, 11 de agosto de 2020.

663		 The Marshall Project, “How Ice Exported the Coronavirus an Investigation Reveals 
How Immigration and Customs Enforcement Became a Domestic and Global Spreader of  
Covid-19”, The New York Times, Nueva York, 2020.

664		 ICE, “Covid-19 Ice Detainee Statistics by Facility. As of  04/18/2021”, 2021.
665		 Secretaría de Salud, “Consejo de salubridad general declara emergencia sanitaria na-

cional a epidemia por coronavirus Covid-19”, México, SSA, 2020.
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Sin embargo, la respuesta de salud pública en México parece haber olvidado 
a las personas migrantes y solicitantes de protección internacional, a pesar 
de que diversos organismos internacionales han exhortado a los gobiernos 
a adoptar un enfoque que garantice su inclusión, independientemente de su 
estatus migratorio, en las acciones de planificación, respuesta y mensajes de 
salud pública frente a la pandemia de Covid-19.

En este sentido, a los pocos días de la declaración del Covid-19 como 
pandemia por la Organización Mundial de la Salud (OMS), distintos or-
ganismos internacionales de derechos humanos —el Alto Comisionado de 
las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, la Organización Inter-
nacional para las Migraciones, la OMS y el ACNUR— emitieron un co-
municado conjunto señalando que los Estados deberían liberar sin demora 
a todas las personas refugiadas, migrantes y apátridas detenidas, en aras de 
mitigar el contagio entre estas poblaciones.666 Sin embargo, el gobierno 
de México ha obviado los estándares reforzados emitidos por estos orga-
nismos internacionales en materia de respeto, protección y garantía de los 
derechos humanos durante el contexto de la pandemia de migrantes y so-
licitantes de asilo.

A. Detención arbitraria, indefinida e insalubre

La detención migratoria es una práctica consolidada desde hace al me-
nos cuatro décadas667 en el país, y no se detuvo durante el primer año de la 
pandemia. De hecho, de acuerdo con el artículo 99 de la Ley de Migración, 
la detención de migrantes irregulares que son adultos tiene la característica 
de ser de orden público, por lo que, al estar determinada por mandato de 
ley, la autoridad está obligada a realizarla.

La detención migratoria se lleva a cabo en estaciones migratorias y es-
tancias provisionales, que son instalaciones físicas bajo responsabilidad del 
INM, cuyo fin es retener sin posibilidad de salida, hasta la resolución de su 
estatus migratorio, a las personas extranjeras que no hayan acreditado una 
situación migratoria de regular estancia en el país o a los solicitantes de asi-
lo que inician este procedimiento ante las autoridades migratorias. Según 

666		 ACNUDH et al., “Los derechos y la salud de las personas refugiadas, migrantes y 
apátridas deben protegerse en la respuesta al Covid-19. Comunicado de prensa conjunto de 
ACNUDH, OIM, ACNUR y OMS”, 2020.

667		 Pérez García, Nancy y Arroyo Quintana, Elizabeth, “La detención migratoria en Mé-
xico: privación de libertad en estaciones migratorias”, Anuario de Derechos Humanos del Instituto 
de la Judicatura Federal I, 2017, p. 448.
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el Consejo Ciudadano del INM (CCINM), en México operan 59 centros 
migratorios que son utilizados como lugares de detención para personas mi-
grantes y solicitantes de asilo bajo responsabilidad del INM: 32 estaciones 
migratorias; quince estancias provisionales “tipo A” para una estadía máxi-
ma de 48 horas, y doce estancias provisionales de “tipo B” para una estadía 
máxima de siete días.668

La detención en estaciones migratorias tiene graves consecuencias sobre 
la salud física y mental de migrantes y solicitantes de asilo. Tanto la sociedad 
civil como la CNDH han documentado la sistemática violación de derechos 
humanos que tiene lugar en estos espacios, donde prevalecen condiciones de 
hacinamiento, y las personas ahí detenidas son víctimas tanto de una aten-
ción médica deficiente como de maltratos físicos y psicológicos, e incluso, de 
posibles actos de tortura.669 Las enfermedades más comunes que padecen 
los internos son gripe, tos y dolor de garganta, seguidos de dolor de cabeza, 
hipertensión, diabetes y enfermedades gastrointestinales con síntomas como 
diarrea y vómito, además de enfermedades de la piel, como escabiosis o sar-
na y pediculosis o infestación por piojos.670 Ante este panorama, el mayor 
obstáculo en materia de salud que se ha detectado es la carencia de atención 
médica oportuna, suficiente y diferenciada a grupos con necesidades especí-
ficas, puesto que sólo el 40% de las estaciones migratorias cuenta con perso-
nal médico, mientras que el resto de las estaciones carecen de este servicio.671

Desde antes de la pandemia, las instalaciones de las estaciones migra-
torias en México no reúnen las condiciones de habitabilidad e higiene, y 
ponen en peligro la salud y la vida de las personas ahí detenidas. Por ello, 
desde hace varios años la CNDH ha emitido recomendaciones en aras de 
que las instalaciones se ajusten a las directrices nacionales e internacionales 
en la materia.672 Claramente, en un contexto de pandemia por Covid-19, 
las estaciones migratorias son espacios inseguros y coadyuvantes al contagio 

668		 Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración, “Informe final. Personas en 
detención migratoria en México. Misión de monitoreo de estaciones migratorias y estancias 
provisionales del Instituto Nacional De Migración”, México, CCINM, 2017, p. 43.

669		 Sin Fronteras IAP, “Derechos cautivos. La situación de las personas migrantes y suje-
tas a protección internacional en los centros de detención migratoria: siete experiencias de 
monitoreo de la sociedad civil”, México, 2015, p. 66.

670		 Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración, “Informe final...”, cit., p. 118.
671		 Insyde, “Informe: el umbral del dolor, el acceso a los servicios de salud en estaciones 

migratorias”, México, Instituto para la Seguridad y la Democracia A. C., 2017, p. 23.
672		 CNDH, “Informe especial. Situación de las estaciones migratorias en México, hacia 

un nuevo modelo alternativo a la detención”, México, CNDH, 2019. “Recomendación No. 
47/2017. Sobre el caso de violaciones a los derechos humanos a la protección a la salud y a 
la integridad personal cometidas En agravio de V1 y V2, personas en contexto de migración, 
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del virus entre la población recluida, precisamente porque la privación de 
libertad, aunada a las condiciones de inhabitabilidad, impiden el distancia-
miento social, la adecuada higiene y otras prácticas preventivas y de aten-
ción médica.673

En consecuencia, a unos días de declarada la pandemia por la OMS, el 
17 de marzo de 2020 la CNDH emitió medidas cautelares para prevenir 
el contagio del Covid-19 en las estaciones migratorias del INM.674 El INM 
aceptó las medidas cautelares y señaló que las estaciones migratorias a su 
cargo contaban con los insumos necesarios y suficientes de higiene para mi-
tigar al máximo los riesgos del virus, además de que tenían una ocupación 
del 45.46%, asegurando que “ninguno de los recintos migratorios del insti-
tuto registra hacinamiento de personas extranjeras”.675

No obstante, las medidas llevadas a cabo por el INM no se cumplieron 
ni fueron adecuadas para salvaguardar la vida, la integridad y la salud de las 
personas detenidas.676 Además, las prácticas de detención migratoria en el 
contexto de crisis sanitaria mundial no pararon en 2020, aunque de abril a 
junio disminuyeron de forma significativa, retomando los ritmos habituales 
en los meses siguientes:

Detenciones 2020
En. Feb. Mar. Abr. May. Jun. Jul. Ago. Sept. Oct. Nov. Dic. Total

14,119 8,377 8,421 2,628 2,251 2,304 4,737 7,445 8,831 12,253 9,557 6,337  87,260

Fuente: elaboración propia con datos de la Unidad de Política Migratoria de la Segob.677

en la estación migratoria del Instituto Nacional De Migración en Tapachula, Chiapas”, 
México, CNDH, 2017.

673		 FJED et al., “Informe sobre los efectos de la pandemia de Covid-19 en las personas 
migrantes y refugiadas que pusieron en riesgo la vida y salud de las personas allí privadas 
de libertad. Violaciones a derechos humanos documentadas por organizaciones defensoras 
y albergues en México”, México, FJED, Asylum Access México, CMDPDH, IMUMI, Sin 
Fronteras IAP, Alma Migrante, 2020, pp. 45 y ss.

674		 CNDH, “Exige CNDH acciones urgentes para evitar hacinamiento y contagio masivo 
de coronavirus en personas migrantes alojadas en estaciones del Instituto Nacional de Mi-
gración (INM), 17 de marzo de 2020”, México, CNDH, 2020.

675		 El INM tiene una capacidad para alojar a 6,728 personas extranjeras en sus estaciones 
y estancias migratorias y según su informe al 17 de marzo de 2020 la ocupación era de 3,059. 
INM, “Acepta INM medidas cautelares emitidas por la CNDH. Boletín No. 091/2020”, 
México, INM, 2020.

676		 FJED et al., “Informe sobre los efectos de la pandemia...”, cit., p. 54.
677		 Segob, “Boletín mensual de estadísticas migratorias 2020”, Registro e Identidad de Perso-

nas Unidad de Política Migratoria, México, 2020, p. 130.
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La carencia de condiciones de habitabilidad y prevención del conta-
gio de Covid-19 en las estaciones migratorias y estancias provisionales del 
INM hacen propicio el contagio y ponen en riesgo la salud y la vida de las 
personas allí privadas de su libertad. Esto generó sentimientos de angustia, 
desesperación y temor entre los internos ante su falta de liberación y la in-
minente prolongación de los plazos de detención ante la imposibilidad de 
ser deportados a sus países por el cierre de fronteras en Centroamérica. En 
consecuencia, se registraron múltiples actos de protesta, motines e incendios 
al interior de las estaciones migratorias: el 23 de marzo en la estación mi-
gratoria Siglo XXI en Tapachula, Chiapas; el 29 de marzo, en la estación 
migratoria en Villahermosa, Tabasco; el 31 de marzo en la estación migra-
toria en Tenosique, Tabasco; el 2 de abril en las instalaciones del INM de 
Hermosillo, Sonora, y el 6 de abril en el albergue provisional de Piedras 
Negras, Coahuila.678

A raíz del riesgo latente en el contexto de la pandemia de la Covid-19 
para las personas privadas de su libertad en estaciones migratorias, organi-
zaciones de la sociedad civil interpusieron ocho juicios de amparo en el cen-
tro, en el sur y en el norte del país para exigir su liberación. La respuesta del 
Poder Judicial fue distinta, dependiendo la región: en la capital del país, los 
juzgados emitieron medidas altamente garantistas de derechos humanos, 
mientras que en la zona norte los juzgados emitieron medidas muy limita-
das, y, en consecuencia, ineficaces para atender la situación, y en la región 
sur los juzgados simplemente rechazaron la admisión de las demandas. Sin 
embargo, aun en el caso de las medidas de protección que se dictaron en los 
amparos que prosperaron, las autoridades demandadas han obstaculizado 
la efectividad del recurso judicial, puesto que han proporcionado informa-
ción incompleta en sus informes de cumplimiento a las medidas cautelares 
decretadas, e incluso se han negado a cumplir con las órdenes judiciales de-
cretadas, o han negado la existencia de los actos reclamados.679

Por ejemplo, al 6 de agosto de 2020 el INM negó cualquier caso de con-
tagio por Covid-19 entre la población detenida en estaciones migratorias. 
Asimismo, mencionó que

en todo momento ha actuado con estricto apego al respeto de los derechos 
humanos de las personas migrantes, y en acatamiento a la Ley de Migración 
y su reglamento, y en cumplimiento a las medidas sanitarias establecidas por 

678		 FJED et al., “Informe sobre los efectos de la pandemia...”, cit., pp. 45 y ss.
679		 Ibidem, p. 78.
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el Gobierno de México en el actual contexto de la contingencia sanitaria por el 
coronavirus SARS-Cov-2.680

Sin embargo, la sociedad civil y la CNDH681 documentaron la falta de 
implementación de medidas sanitarias y atención médica en las estaciones 
migratorias, además de que hay reportes de personas contagiadas, e incluso 
de fallecimientos.682

Aún más, la información sobre los internos contagiados por Covid-19 
no es pública, y sólo puede ser conocida a través de solicitudes de informa-
ción. Animal Político reportó que sólo a través de este mecanismo se pudo 
conocer que al 26 de octubre de 2020 había 52 internos positivos de Co-
vid-19 en las estaciones migratorias, y que del inicio de la pandemia a esa 
fecha el INM sólo había aplicado 78 pruebas de Covid-19 a la población 
detenida.683 La falta de aplicación de pruebas es un claro indicador de que 
es probable que muchos casos de Covid-19 en las estaciones migratorias no 
hayan sido diagnosticados ni atendidos debidamente.

Igual de preocupante es que México, con estas prácticas, al igual que 
Estados Unidos, ha contribuido a esparcir el virus a países pobres y con sis-
temas sanitarios quebrados, porque aunque los números totales de personas 
detenidas y deportadas en 2020 disminuyeron por la pandemia, el porcentaje 
del total de personas detenidas y deportadas que corresponde a los nacionales 
de Centroamérica tuvo variaciones mínimas con respecto a 2019. Esto indi-
ca, por un lado, un decidido sesgo de la política migratoria mexicana para 
detener y deportar a las personas de estas nacionalidades y, por otro lado, el 
papel que tuvo México en 2020 para diseminar el Covid-19 en estos países:

680		 INM, “Acata INM resolución de juzgado con responsabilidad, apego a los derechos 
humanos y en el marco de la ley y el reglamento de migración. Comunicado No. 085/2020”, 
México, INM, 2020).

681		 CNDH, “Recomendación No. 34/2020 sobre el caso de violaciones a los derechos 
humanos a la vida, a la protección de la salud, así́ como al acceso a la información en materia 
de salud, RNN agravio de V, migrante salvadoreño, quien falleció́ a causa de Covid-19, tras 
permanecer bajo custodia del Instituto Nacional De Migración en la estación migratoria de 
la Ciudad de México, así́ como a la protección de la salud de personas en contexto de migra-
ción alojadas en dicho recinto y de todas aquellas que ingresan, se alojan o trabajan en ese 
sitio”, México, 2020.

682		 “Denuncian muerte de migrante haitiano en centro de detención de Tapachula, Chia-
pas. Organizaciones señalaron que según testimonios de otros migrantes detenidos «los guar-
dias lo dejaron agonizar hasta morir»”, Aristegui Noticias, 8 de agosto de 2020.

683		 Ureste, Manu y Pradilla, Alberto, “Migración no reporta casos Covid en centros de 
detención; documentos revelan al menos 52 contagios. México deportó a miles de personas 
desde el inicio de la pandemia sin hacerles PCR, el INM reconoce que sólo realizó 78 prue-
bas”, Animal Político, México, 30 de noviembre de 2020.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



170 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

País Detenciones 2020 Deportaciones 2020

Honduras 38,995 25,541

Guatemala 32,242 22,166

El Salvador 8,670 3,931

Total 79,907 51,638

Total anual (todas nac.) 87,260 53,891

% CA del total 91.57% 95.81%

Fuente: elaboración propia con datos de la Unidad de Política Migratoria de la Segob.684

B. La caravana migrante de octubre de 2020 como vehículo 
transmisor del Covid-19

Tras permanecer varios meses cerrada, la frontera entre México y 
Guatemala fue abierta el 18 de septiembre de 2020, por lo que al poco 
tiempo se integró una nueva caravana migrante en Honduras para salir en 
grupo el 1 de octubre con rumbo a Guatemala-México-Estados Unidos. 
Tal parece que la pandemia era la última de las preocupaciones de estas 
personas, ante un clima de extrema inseguridad, violencia y probreza —agu-
dizado por la pandemia— del cual intentaban huir. Los gobiernos de Mé-
xico y Guatemala, comprometidos desde 2019 con Estados Unidos a frenar 
este tipo de movimientos a través de acuerdos de “tercer país seguro”, de 
inmediato adoptaron un discurso, que estigmatizó a las personas migrantes 
y solicitantes de asilo de la caravana como vehículos transmisores del virus 
SARS-CoV-2;685 esto es, como un riesgo biológico para las poblaciones de 
tránsito y destino. En consecuencia, aplicaron un decidido enfoque de re-
presión.

El gobierno de Guatemala activó el 29 de septiembre el “Protocolo de 
Alerta Temprana en Zonas Fronterizas”, que habilita a los ciudadanos que 
viven en zonas fronterizas a “reportar” la presencia de migrantes a las au-
toridades para que les detengan y deporten.686 La caravana llegó a Gua-

684		 Segob, Boletín Mensual de Estadística..., cit., 13 y 39.
685		 GTPM, “Los gobiernos de la región criminalizan y estigmatizan las migraciones y el 

derecho al asilo con la excusa de la emergencia sanitaria”, Grupo de Trabajo sobre Política Migra-
toria, 2020.

686		 Prensa Comunitaria KM169 to Prensa Comunitaria KM169, 29 de septiembre de 
2020, disponible en: https://prensacomunitar.medium.com/guatemala-prepara-protocolo-de-deportación-
ante-nueva-caravana-migrante-3e630f0d4dbd.
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temala el 1o. de octubre, por lo que el presidente Alejandro Giammatei, 
en un discurso altamente xenófobo y estigmatizante de los miembros de la 
caravana,687 señaló que “no permitiremos que puedan venir personas a vio-
lentarnos y a poner en riesgo la seguridad sanitaria que tanto nos ha costado 
controlar”; además, identificó a mujeres y niños como “escudos humanos”, 
y les pidió a las personas hondureñas que retornaran a su país.688

Así, aduciendo razones sanitarias, la caravana fue recibida con un gran 
despliegue militar y policial, y los migrantes y solicitantes de asilo de la ca-
ravana fueron repelidos mediante un uso excesivo de la fuerza y deportados 
en caliente, negándoles el derecho de buscar protección internacional. Los 
ministerios de Defensa, Gobernación, Salud y Relaciones Exteriores gua-
temaltecos tuvieron parte activa en los operativos, además de que también 
hubo participación de agentes del DHS estadounidense.689

De este modo, los acuerdos de tercer país seguro de los países centroa-
mericanos con Estados Unidos de 2019 surtieron los efectos deseados por el 
expresidente Trump, desplazando la frontera estadounidense un país más al 
sur, Guatemala, y ensanchando cada vez más el muro. El gobierno guate-
malteco asumió por primera vez el control casi total del fenómeno, disolvió 
la caravana antes de que tocara territorio mexicano y deportó a más de 
3,000 hondureños.690 Anteriormente, el gobierno de Guatemala permitía 
el libre tránsito de migrantes hasta la frontera con México, a raíz del Con-
venio Centroamericano de Libre Movilidad entre Honduras, El Salvador, 
Guatemala y Nicaragua. Y aunque en el caso de las caravanas que surgie-
ron desde 2018 hizo algunos intentos por reprimir su avance, México fue el 
que se encargó de la tarea de contener y deportar a los migrantes y solicitan-
tes de asilo de las caravanas. En el contexto actual, sin embargo, este conve-

687		 Giammattei, Alejandro, “En medio de la emergencia sanitaria actual, nuestro deber 
es garantizar la vida de nuestros ciudadanos ante grupos que pueden vulnerar la seguridad 
y la vida, Por lo que se tomarán las medidas junto con Honduras para contener la violación 
de las fronteras”, Twitter, 2020.

688		 Larios, Brenda, “Jornada presidencial: declaran estado de prevención en seis departa-
mentos. La medida fue implementada luego del ingreso irregular de una caravana migrante 
de más de 3 mil hondureños”, Agencia Guatemalteca de Noticias, 2 de octubre de 2020.

689		 Asylum Access México et al., “Situación de los derechos humanos de las personas en 
movilidad humana en México y el norte de Centroamérica. Violaciones al principio de no 
devolución y a derechos humanos de personas en movilidad, como consecuencia del rechazo 
en fronteras, deportaciones masivas y detención migratoria por parte de los gobiernos de la 
región”, México, 2020, pp. 31 y 32.

690		 “La primera caravana de migrantes en tiempos de coronavirus se dirige a EE.UU. a un 
mes de las elecciones”, BBC News, 1o. de octubre de 2020.
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nio no impidió que las autoridades guatemaltecas les cerraran las puertas a 
los integrantes de la caravana.691

El gobierno de México, a través de varios comunicados del INM, tam-
bién estigmatizó a los miembros de la caravana, sugiriendo que eran agentes 
transmisores de Covid-19, y que su ingreso irregular o su sola presencia po-
nía en riesgo a la sociedad mexicana. Por ejemplo, en el Boletín 362/2020, 
del 30 de septiembre, desmintió la posible regularización del ingreso de ca-
ravanas de personas migrantes e hizo hincapié en las restricciones sanitarias 
para ingresar al país derivadas de la pandemia por Covid-19.692

En el Boletín 366/2020, emitido el 1o. de octubre, el INM criminalizó 
públicamente la migración irregular anunciando sanciones hasta de cárcel 
para las personas extranjeras que ingresaran a México sin las medidas sani-
tarias derivadas de la pandemia por Covid-19 y pusieran en riesgo la salud 
de otras personas.693 Para ello, citó el Código Penal Federal, que establece 
sanciones de tres días a tres años de prisión y hasta cuarenta días de multa a 
quien, a sabiendas de estar enfermo de un mal grave en periodo infectante, 
ponga en peligro de contagio la salud de otro. Además, añadió que el Có-
digo Penal de Chiapas impone cinco años de prisión, y el de Tabasco, de 
dos a diez años por la referida conducta.694 A partir de este señalamiento 
estigmatizante, el Estado mexicano hizo evidente la criminalización de las 
personas migrantes y solicitantes de asilo que conformaban la caravana, a 
quienes configuró como sujetos de derecho penal a partir de la presunción 
de que son vehículos de contagio del Covid-19; en suma, de que son un 
riesgo biológico.

Aunado a lo anterior, se hicieron despliegues simbólicos de las fuerzas 
de seguridad en la frontera sur, encabezados por el propio comisionado del 
INM y con elementos de la Guardia Nacional y el ejército mexicano,695 en 
aras de recordar a los miembros de la caravana que el gobierno mexicano 
frenaría el avance de aquellos que trataran de ingresar al país de forma irre-

691		 Reina, Elena, “La pandemia no frena a una nueva caravana de migrantes centroame-
ricanos. Alrededor de 3.000 personas se unen en Guatemala a los cientos de hondureños que 
salieron el miércoles rumbo a Estados Unidos”, El País, 2 de octubre de 2020.

692		 INM, “Desmiente INM promover o regularizar el ingreso de caravanas de personas 
migrantes a México. Boletín No. 362/2020”, México, 2020.

693		 INM, “Advierte INM sanción a personas extranjeras que ingresen al país sin medidas 
sanitarias derivadas del Sars-Cov-2. Boletín 366/2020”, México, 2020.

694		 Vergara, Rosalía, “El INM amaga con cárcel si caravana migrante ingresa a México 
sin medidas sanitarias”, Proceso, 1o. de octubre de 2020.

695		 INM, “Supervisa comisionado del INM frontera de Chiapas con Guatemala. Boletín 
No. 372/2020”, México, 2020.
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gular, y que las autoridades sanitarias mexicanas colaboraban con el INM 
en sus operativos.696

El presidente López Obrador, por su parte, en su conferencia del 2 de 
octubre, atribuyó la conformación de una nueva caravana migrante en 
tiempos de Covid-19 a la coyuntura de la elección presidencial en Estados 
Unidos, soslayando la insoportable situación en Centroamérica —ahora 
exacerbada por la pandemia—, que obliga a la gente a desplazarse de ma-
nera forzada. Al respecto, sostuvo: “es una provocación, es un asunto que 
yo creo que tiene que ver con la elección en Estados Unidos. Hay indicios 
de que esto se armó con ese propósito. Pero no nos estamos chupando el 
dedo”.697 Sin embargo, el costo político de reprimir a la caravana migrante 
de octubre de 2020 ya no lo llevó el gobierno mexicano, puesto que la auto-
ridad guatemalteca ya había tomado el relevo en estas tareas.

Los discursos xenófobos, discriminatorios y estigmatizantes utilizados 
por los gobiernos de México y Guatemala dan cuenta de la instrumentali-
zación del Covid-19 para caracterizar a las personas migrantes y solicitantes 
de asilo como vehículos transmisores del virus, negándoles toda posibili-
dad, ahora con el pretexto de la pandemia, de poder solicitar protección 
internacional. En realidad, las acciones de estos gobiernos no hacen sino 
alinearse con la política general que imperó todo 2020 en Estados Unidos, 
de suspender el derecho de asilo a través del uso racializado de la pandemia 
para evitar la entrada de extranjeros indeseados, sin importar si se trata de 
solicitantes de asilo y se viola el principio de no devolución.

C. La “boca del lobo”

La gravedad y desprotección de los migrantes y solicitantes de asilo bajo 
el Programa “Quédate en México” se han magnificado por la pandemia de 
Covid-19. A la fecha, no existen diagnósticos sociales y sanitarios oficiales y 
de carácter público que den cuenta de las acciones llevadas a cabo por Mé-
xico para prevenir, mitigar y atender los casos de Covid-19 entre las perso-

696		 Reina, Elena, “México moviliza a agentes de migración en la frontera sur ante el avan-
ce de la caravana. El gobierno de López Obrador se prepara para la llegada de un nuevo 
grupo de miles de migrantes centroamericanos a un mes de las elecciones presidenciales en 
Estados Unidos”, El País, 2 de octubre de 2020.

697		 “Amlo dice que caravana migrante es «extraña» y la califica como una provocación. 
Para el presidente, es raro que haya salido una caravana en víspera de la elección en Estados 
Unidos. Más de 3 mil personas que salieron de Honduras ya están en Guatemala”, Animal 
Político, 2 de octubre de 2020.
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nas sujetas al programa. Esto es grave, considerando que la vulnerabilidad 
de esta población no sólo radica en circunstancias de riesgo social y jurídico, 
sino en las posibles complicaciones médicas que pudieran haber resultado o 
verse agravadas por su prolongada espera en México, toda vez que sus au-
diencias de solicitud de asilo en Estados Unidos se pospusieron por casi un 
año a raíz de la pandemia: de marzo de 2020 a febrero de 2021.698

Se pueden identificar al menos dos ejes que hacen que la estancia de las 
personas sujetas al Programa “Quédate en México” en el país en tiempos de 
pandemia sea un auténtico “Quédate en la boca del lobo”: las violaciones 
graves de derechos humanos que sufren durante su estancia y el aumento de 
la militarización en el país.

a. Violaciones graves de derechos humanos

México ha sido el socio ideal para que Estados Unidos llevara a cabo el 
Programa “Quédate en México” por dos años, aun en tiempos de pande-
mia. El INM no ha cesado en difundir su discurso de hacer cumplir la ley y 
asegurar que la internación al país “sea de manera segura, ordenada y regu-
lar”, y que es “necesario acatar medidas sanitarias y evitar aglomeraciones 
que faciliten la transmisión de la Covid-19”.699

La sociedad civil ha documentado deportaciones realizadas por el go-
bierno mexicano a altas horas de la noche o la madrugada, a través de 
puntos fronterizos sin condiciones de seguridad y atención digna para las 
personas deportadas, que contribuyan a salvaguardar sus vidas, su salud y 
su integridad, frente a las condiciones de riesgo generadas por la pandemia 
de Covid-19.700 Los casos documentados muestran que los servidores del 
INM, en múltiples ocasiones, dejan a las personas migrantes devueltas bajo 
el Programa en horarios nocturnos sin protección y asesoría en las inmedia-
ciones de los puntos de internación a México.701

Además, estas personas, por lo general, no encuentran espacio en los 
saturados albergues o no cuentan con dinero para pagar alojamientos par-
ticulares. Por ello, los campamentos improvisados, abarrotados de carpas, 
representan para algunos la única opción para asistir a sus audiencias en Es-

698		 DHS y DOJ, “Joint DHS/EOIR Statement on MPP Rescheduling”. Security, “DHS 
comienza a procesar a individuos del MPP a Estados Unidos para completar sus procedi-
mientos migratorios”.

699		 INM, “Mantiene INM vigilancia en la frontera sur. Boletín No. 005/202”, 2021.
700		 FJED et al., “Informe sobre los efectos de la pandemia...”, cit., pp. 115-118.
701		 Ibidem, pp. 46 y 47.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



175EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

tados Unidos, y no ser movilizados bajo el criterio arbitrario del INM hacia 
la frontera sur de México.702 Estos campamentos improvisados, en medio 
de la pandemia de Covid-19, claramente representan un grave riesgo para 
la integridad y salud de las personas que allí esperan por sus audiencias. 
En el caso de Matamoros, la precariedad es tal que ante la falta de agua 
corriente y potable las personas recurren al contaminado río Bravo como 
única fuente para obtenerla.703

Otra situación de vulnerabilidad de estas personas es la falta de recursos 
económicos para llevar su proceso de asilo en Estados Unidos y tener los 
medios para trasladarse a las audiencias y obtener representación legal. Sin 
embargo, como se encuentran atrapadas en México, muchas sin la posibi-
lidad de trabajar o de siquiera salir de los lugares donde se protegen de la 
extorsión y secuestro de las organizaciones criminales mexicanas, así como 
del contagio de Covid-19, la situación coadyuva al desistimiento de sus so-
licitudes de asilo.704

El programa “Quédate en México” genera graves riesgos de devolu-
ción a lugares donde las personas pueden ser víctimas de tortura y perse-
cución en México y ser víctimas de delitos, como secuestros,705 ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas y reclutamiento forzado en el nar-
co.706 Es bien sabido que los actores armados no estatales de los que son 
víctimas las personas migrantes y solicitantes de asilo en su tránsito por 
México son las organizaciones criminales trasnacionales, las cuales gene-
ralmente ejecutan los secuestros y dirigen el tráfico y trata de personas para 
diversos fines de explotación.707

Estas situaciones de criminalidad no han cesado durante la pandemia 
por Covid-19.708 Uno de los casos más representativos de esta situación en el 
primer año de la pandemia fue el hallazgo en enero de 2021 de los cuerpos 
de diecinueve migrantes calcinados —entre ellos dieciséis guatemaltecos— 

702		 Ibidem, p. 50.
703	 “Migrantes reclaman servicios básicos en campamentos de frontera México-EE.

UU.”, 	EFE News, 12 de octubre de 2020.
704		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p. 53.
705		 MSF, “Sin salida. La crisis humanitaria de la población migrante y solicitante de asilo 

atrapada entre Estados Unidos, México y el triángulo norte de Centroamérica (TNCA)”, 
CDMX-Nueva York-Río de Janeiro-Barcelona, 2020, pp. 6-17.

706		 Pradilla, A., “Buscó asilo y terminó con el narco”, Animal Político, 22 de enero de 2021.
707		 Leutert, Stephanie, “El crimen organizado y la migración centroamericana en Méxi-

co”, Austin, The University of  Texas at Austin, 2018, pp. 11 y ss.
708		 Human Rights Watch, “México: abusos contra solicitantes de asilo en la frontera con 

Estados Unidos”, Washington, D. C., 2021).
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en Camargo, Tamaulipas.709 En este crimen tuvieron participación doce 
policías estatales,710 e incluso ocho agentes del INM, quienes mes y medio 
antes de los hechos habían resguardado una de las camionetas que se en-
contró calcinada junto con los migrantes.711

b. Aumento de la militarización en el país

Desde el 4 de mayo de 2020, el despliegue militar en México se ha 
incrementado debido a la ejecución del plan DN-III-E, que funge como 
estrategia nacional de contención del Covid-19 y ha supuesto la moviliza-
ción por todo el país de más de 250 mil elementos del ejército, la marina, 
la armada y la fuerza aérea mexicanas.712 La participación de elemen-
tos militares en la emergencia sanitaria no se ha reducido a actividades 
de movilización de material médico y de bioprotección, sino que abarca 
funciones relacionadas con la seguridad pública, la vigilancia en la imple-
mentación de medidas de distanciamiento social, y también tareas huma-
nitarias.713

La emergencia sanitaria a raíz de la pandemia por Covid-19 ha dado 
elementos a México para instrumentalizar la militarización como un dis-
positivo de control social, configurándose una clara violación al principio 
de actuación excepcional, consagrado en el artículo 29 de la Constitu-
ción.714 La inclusión de militares en tareas civiles —como aquellas rela-
cionadas con el acceso al derecho a la salud— y de seguridad pública, 
conforman un “Estado de excepción” de facto, que es inconstitucional y 

709		 “Tamaulipas: hallan calcinados los cuerpos de 19 personas asesinadas en el noreste de 
México”, BBC News, 24 de enero de 2021.

710		 Arroyo, Lorena, “Los policías involucrados en la masacre de Tamaulipas confiesan 
haber matado a los migrantes, pero niegan haberlos quemado”, El País, 25 de febrero de 
2021.

711		 INM, “Ofrece INM cubrir gastos de repatriación de los cuerpos de personas migran-
tes guatemaltecas asesinadas en Camargo, Tamaulipas. Boletín No.080/2021”, México, 
INM, 2021.

712		 “El ejército y la fuerza aérea mexicanos continúan aplicando el plan DN-III-E, de-
bido a la contingencia sanitaria Covid-19”, México, Secretaría de la Defensa Nacional, 
2020.

713		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., pp. 37 y 38.
714		 Salazar Ugarte, Pedro, “Estado de excepción, suspensión de derechos y jurisdicción”, 

en Ferrer Mac-Gregor y Poisot, Eduardo (eds.), Derechos humanos en la Constitución: comentarios de 
jurisprudencia constitucional e interamericana, México, SCJN, UNAM, Konrad Adenauer Stiftung, 
2013.
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somete a las personas a reglas y poderes extraordinarios.715 La inclusión 
del ejército en tareas estratégicas durante la pandemia ha favorecido y 
magnificado la securitización fronteriza y, migratoria y se ha traducido en 
medidas represivas y en una mayor limitación a los derechos humanos de 
las personas migrantes y solicitantes de asilo —en especial de niños, muje-
res y pueblos indígenas y afrodescendientes— frente a las actuaciones de 
los elementos militares.716

715		 “Estado de excepción. Ahora vivimos en un estado de excepción, decretado por volun-
tad presidencial. Pende de un artículo transitorio incluido en la Ley de la Guardia Nacional, 
que es inconstitucional”, El Financiero, 13 de mayo de 2020.

716		 FJED et al., “Informe de investigación «En la boca del lobo»...”, cit., p. 37.
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Capítulo quinto

EL RÉGIMEN CONTEMPORÁNEO DE ASILO 
EN MÉXICO: PRODUCTOR DE ESPACIOS DE EXCEPCIÓN 

PERMANENTES Y DERECHOS VACÍOS

I. El régimen de detención en México 
como fundamento del estado de excepción migratorio

1. El discurso legal internacional: la detención migratoria 
como medida de ultima ratio y con garantías

Tradicionalmente, el derecho a la libertad personal ha sido entendido desde 
la perspectiva de la libertad física (libertad de tránsito o movimiento), y goza 
de una protección especial tanto en el derecho internacional como en el cons-
titucional, aceptándose de manera general que su restricción sólo puede ser 
adoptada en circunstancias particulares y con el debido respeto de requisitos 
sustantivos y formales.717 Así, este derecho se encuentra protegido tanto por 
el artículo 9o. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como 
por el artículo 7o. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
así como el artículo 5o. del Convenio Europeo para la Protección de los De-
rechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, y el artículo 6o. de la 
Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos. En México, 
este derecho se encuentra primordialmente regulado en los artículos 14 y 16 
de la Constitución federal.

Jurídicamente, la detención718 de una persona migrante por razón de 
su estatus migratorio, sin perjuicio de la edad, puede proceder en dos situa-
ciones:

717		 Artículo 9o. del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; artículo 7o. de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículo 5o. del Convenio Europeo para 
la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales; artículo 6o. de la 
Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los Pueblos.

718		 En este trabajo se hace referencia a que una persona está “detenida” si se encuentra 
privada de su libertad sin tener la posibilidad de entrar y salir libremente del lugar donde 
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1. Como sanción penal, porque el migrante infringe la legislación que pe-
naliza: a) el ingreso de personas extranjeras de forma irregular al país 
o por lugares no habilitados; b) la entrada al país mientras está vigen-
te una prohibición de reingreso; c) la estancia en el país cuando la ley 
establece impedimentos específicos de ingreso, o d) la permanencia 
en el país, con fines de empleo, estudio o reunificación familiar, sin te-
ner la autorización correspondiente; entre otras. Es decir, se trata de 
aquellos casos en los que la migración irregular está tipificada como 
un delito o crimen, se efectúa en cárceles y, por ende, su regulación y 
su sanción se encuentran dentro del derecho penal.

2. Como medida cautelar (detención administrativa o preventiva), porque el 
migrante infringe la legislación de extranjería y se requiere su presen-
cia para: a) investigar su situación migratoria e identidad; b) asegurar 
su permanencia y accesibilidad mientras esto sucede, ya sea para regu-
larizar su situación o tramitar su expediente administrativo de depor-
tación y garantizar que se ejecute dicha medida y abandone el país. 
Es decir, se trata de aquellos casos en los que la migración irregular 
está tipificada como infracción, se practica en estaciones migratorias 
y su regulación y sanción se enmarcan en el derecho administrativo.

Sea como sanción penal o como medida cautelar, la detención de las 
personas migrantes por razón de su condición migratoria irregular es una 
práctica de uso generalizado que causa malos tratos y otras violaciones de 
derechos humanos para las personas migrantes. Por ello, la protección y 
garantía del derecho a la libertad de las personas migrantes debe basarse en 
los siguientes principios y estándares:

A. Principio de excepcionalidad de la detención por razones migratorias

La detención de personas migrantes en el marco de procedimientos mi-
gratorios sólo debe ser utilizada como medida de último recurso, dándose 
prioridad a alternativas menos coercitivas, especialmente no privativas de 
libertad.719 Ahora bien, si en el ámbito penal la prisión preventiva durante 

ha sido alojada sin perjuicio de la diferente terminología o eufemismos utilizados para de-
nominar esta situación: albergar, aprehender, asegurar, internar, alojar, presentar, retener, 
etcétera. Esto en virtud de que lo relevante está en las implicaciones prácticas y la naturaleza 
jurídica de este hecho, que conllevan a evaluarlo de acuerdo con los principios, las normas y 
los estándares que rigen el derecho a la libertad personal.

719		 CTM, “Comentario general No. 2. Sobre los derechos de los trabajadores migratorios 
en situación irregular y de sus familiares”, CMW/C/GC/2, Ginebra, Comité de Trabaja-
dores Migratorios, 2013, párr. 26.
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un procedimiento es una medida excepcional, en los procedimientos rela-
tivos al ingreso y la permanencia de personas extranjeras en un territorio, 
el estándar de presunción a favor de la libertad (favor libertatis) debe ser más 
elevado y respetado con mayor rigurosidad, al tener las infracciones migra-
torias una naturaleza civil o administrativa y no penal.720 Al respecto, el Re-
lator de Naciones Unidas para los Derechos de los Migrantes ha afirmado 
que la detención debe imponerse como medida de último recurso, durante 
el periodo más breve posible y cuando no exista una medida menos restricti-
va. Sin embargo, los gobiernos están obligados a establecer en su legislación 
nacional una presunción en favor de la libertad: considerar primero medi-
das alternativas no privativas de la libertad, evaluar cada caso y elegir la 
medida menos rigurosa. De este modo, el principio general que debe regir 
en los procedimientos migratorios es la libertad de la persona.721

B. Presunción de libertad y medidas alternativas a la detención

En el derecho administrativo rige como principio general, que ante 
eventuales infracciones de naturaleza administrativa, las personas deben es-
tar en libertad durante el procedimiento. En materia migratoria, en caso 
de ser necesario, pueden aplicarse medidas alternativas a la detención que 
cumplan con los objetivos de la política migratoria, sin que se recurra a la 
privación de la libertad. El Relator para los Derechos de los Migrantes ha 
señalado que “el derecho a la libertad y seguridad personales obliga a los 
Estados a considerar en primer lugar alternativas a la privación de libertad 
de los migrantes que sean menos rigurosas”,722 a través de las cuales los mi-
grantes, los solicitantes de asilo y los refugiados pueden residir en la comu-
nidad y circular libremente mientras se resuelve su situación.723

Por su parte, el Comité de Trabajadores Migratorios ha destacado que 
deberá aplicarse la medida menos restrictiva e intrusiva posible a cada caso 
concreto.724 Ello implica que los Estados deben establecer en la ley, y ase-
gurar en la práctica, una serie de medidas alternativas a la detención en el 

720		 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Informe sobre migraciones en Es-
tados Unidos: detenciones y debido proceso”, Washington, CIDH, 2010, párr. 38.

721		 CDH, “Informe del relator especial sobre los derechos humanos de los migrantes, 
François Crépeau”, A/HRC/20/24, Nueva York, Consejo de Derechos Humanos-Asam-
blea General de la ONU, 2012, párr. 68.

722		 Ibidem, párr. 50.
723		 Ibidem, párr. 56.
724		 CTM, “Comentario general No. 2...”, cit., párr. 26.
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marco de los procesos migratorios, ya que las mismas son menos gravosas 
y constituyen una respuesta adecuada y coherente al respeto de los dere-
chos humanos de las personas migrantes.725 Así, deben preverse directrices 
detalladas y dar una formación adecuada a los jueces y otros funcionarios 
del Estado, como los policías, los guardias fronterizos y los agentes de inmi-
gración, con el fin de garantizar una aplicación sistemática de medidas no 
privativas de la libertad en lugar del internamiento.726

C. Asegurar todas las garantías del debido proceso

En caso de que excepcionalmente se recurra a la detención, o a medidas 
alternativas a ésta, los Estados deben asegurar todas las garantías de debi-
do proceso, con independencia de la nacionalidad, la condición migratoria 
o de residencia727 y cualquier otra condición, sea que se trate de un pro-
cedimiento administrativo o jurisdiccional.728 El Comité de Trabajadores 
Migratorios y el Relator Especial de Derechos Humanos de los Migrantes 
han enfatizado la necesidad de asegurar estas garantías a las personas mi-
grantes de manera efectiva: cualquier detención debe estar debidamente 
fundamentada por la autoridad competente, y destaca la necesidad y pro-
porcionalidad de la medida en el caso concreto. Además, debe justificarse por 
qué no es aplicable ninguna de las medidas alternativas previstas en la le-
gislación. En el caso de que se aplique una medida alternativa a la libertad; 
por ejemplo, presentarse periódicamente ante la autoridad, también tiene 
que fundarse y motivarse.

En caso de que se practique una detención, deben satisfacerse, entre 
otras, las siguientes garantías a la persona detenida: 1) debe ser informada, 

725		 CDH, “Informe del relator...”, cit., pp. 48-50.
726		 Ibidem, párr. 53.
727		 CoIDH, “Opinión consultiva Oc-25/18, del 30 de mayo de 2018, solicitada por la 

República del Ecuador la institución del asilo y su reconocimiento como derecho humano 
en el Sistema Interamericano de Protección (Interpretación y alcance de los artículos 5, 22.7 
y 22.8, en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos”, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2018), párr. 124-27. CIDH, “Andrea 
Mortlock (Estados Unidos), Informe No. 63/08, Caso No. 12.534”, Washington D. C., Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos, 2008, párr. 83. “Juan Raúl Garza C. Estados 
Unidos, Informe No. 52/01”, Washington D. C., Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 2001, párr. 88 y 89.

728		 CoIDH, “Nadege Dorzema C. República Dominicana”, San José, Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, 2012, párr. 157. “Caso Familia Pacheco Tineo vs. Estado 
Plurinacional de Bolivia”, San José, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2013, 
párr. 130.
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de manera verbal y por escrito, acerca de los motivos de la detención en un 
idioma que comprenda, así como también de los derechos que le asisten;729 
2) debe ser puesta en comunicación inmediata con un abogado y provista de 
asistencia jurídica gratuita;730 3) se le debe facilitar un intérprete o traductor, 
los medios para ponerse en contacto con sus familiares y aquellos necesa-
rios para impugnar la privación de su libertad731 a través de un recurso legal 
efectivo, y 4) se le debe comunicar su derecho a la asistencia consular, el 
cual comprende: (i) el derecho a ser notificado de sus derechos bajo la Con-
vención de Viena sobre Relaciones Consulares de 1963;732 (ii) el derecho de 
un acceso efectivo a la comunicación con un funcionario consular, y (iii) el 
derecho a la asistencia.733

D. Condiciones adecuadas de detención

Con el fin de que la detención no sea arbitraria, ésta debe practicarse 
por el plazo más breve posible, y bajo ninguna circunstancia debe ser indefi-
nida. Para ello, la ley debe fijar un plazo máximo de detención, que también 
debe cumplir los criterios de razonabilidad, necesidad y proporcionalidad. 
Además, las personas migrantes no deben estar detenidas en lugares desti-
nados a la detención de personas acusadas o condenadas por infracciones 
de índole penal.734 Los lugares de la detención deben cumplir con ciertas 

729		 Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria, “Deliberación revisada No.5, sobre 
la privación de libertad de las personas migrantes”, Ginebra, Grupo de Trabajo sobre la 
Detención Arbitraria de la ONU, 2018, principio 6. Asamblea General de la ONU, “Con-
junto de principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión”, en Adoptado por la Asamblea General en su resolución 43/173, Nueva York, 
Asamblea General de la ONU, 1988, principio 10, artículo 9.2 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos.

730		 Comisión de Derecho Internacional de la ONU, “Expulsión de extranjeros, texto de los 
proyectos de artículo aprobados provisoriamente en primera lectura por el Comité de Redac-
ción, 64 Período de Sesiones, Doc. a/Cn4/L.797”, Nueva York, 2012, artículos 19 y 26.

731		 CDH, “Informe del relator especial...”, cit., párr. 15-20. CTM, “Comentario general 
No. 2...”, cit., párr. 41. CoIDH, “Nadege Dorzema C. República Dominicana”, párr. 137. 
“Caso Familia Pacheco...”, cit., párr. 133.

732		 Esta Convención fue ratificada por México en 1965.
733		 “Comentario general No. 2...”, cit., párr. 30-31. ONU, “Conjunto de principios...”, 

cit. CoIDH, “Opinión consultiva Oc-16/99, del 1o. de octubre de 1999, solicitada por los 
Estados Unidos Mexicanos, “El derecho a la información sobre la asistencia consular en el 
marco de las garantías del debido proceso legal”, San José, Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, 1999, párr. 106.

734		 Artículo 17.3 de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de 
Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares de 1990.
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características: primero, deben ser distintos a los de índole penitenciaria, 
por lo que deben prohibirse los mecanismos sancionatorios y otros procedi-
mientos vinculados a los aspectos punitivos y de reinserción social propios 
de la política criminal; segundo, en estos lugares se deben garantizar están-
dares adecuados en materia del derecho a la alimentación adecuada, a la 
asistencia sanitaria oportuna y de calidad adecuada, el derecho a la infor-
mación, a comunicarse con familiares y recibir visitas, a realizar actividades 
recreativas, a comunicarse periódicamente con un abogado, y a practicar su 
religión en condiciones adecuadas.735

E. Principio de no detención de niños migrantes

El Comité de Derechos del Niño ha señalado que el artículo 37.2 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, que prevé la detención de niños 
como medida de último recurso, sólo podría ser aplicada en casos de ni-
ños en conflicto con la ley penal. Por ende, no es aplicable para infracciones 
migratorias en que pueden incurrir los niños migrantes en situación irregu-
lar. En esos casos, el Comité ha subrayado que debe regir el principio de no 
detención,736 pues se vulnera su principio de interés superior.737

Además, existe el consenso general de que a los niños no acompañados 
nunca se les debe privar de su libertad.738 Tampoco debe privarse de liber-
tad a las familias con hijos,739 y no puede justificarse bajo el argumento de 
preservar la unidad familiar.740 Por el contrario, para los supuestos de niños 
junto a sus padres o tutores, debe primar siempre de forma conjunta el de-
recho a la preservación de la unidad familiar con el derecho a la libertad 
personal de toda la familia frente a las potestades de un Estado en materia 

735		 CDH, “Informe del relator especial...”, cit., párr. 21-23.
736		 Committee on the Rights of  the Child, “2012 Day of  General Discussion «the Rights 

of  All Children in the Context of  International Migration»”, Geneve, Committee on the 
Rights of  the Child, 2012.

737		 OHCHR, “Estudio de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos sobre los problemas y las mejores prácticas en relación con la aplica-
ción del marco internacional para la protección de los derechos del niño en el contexto de la 
migración”, A/HRC/15/29, Ginebra, 2010.

738		 Comité de los Derechos del Niño, “Observación general No. 6. Trato de los menores 
no acompañados y separados de su familia fuera de su país de origen”, CRC/GC/2005/6, 
Ginebra, 2005, párr. 61.

739		 CTM, “Comentario general No. 2...”, cit., párr. 44.
740		 OHCHR, “Estudio de la Oficina del Alto Comisionado...”, cit., párr. 24.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



185EL ASILO COMO DERECHO EN DISPUTA EN MÉXICO...

de control migratorio, a fin de evitar la separación familiar.741 Al respecto, el 
Relator Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes ha subraya-
do que “la utilización ideal de un enfoque basado en los derechos entraña-
ría la adopción de medidas alternativas para toda la familia; por tanto, los 
Estados deberían elaborar políticas para alojar a toda la familia en lugares 
alternativos a los centros de internamiento en régimen cerrado”.742

F. Prohibición de detención como sanción penal a infracciones migratorias

El Comité de Trabajadores Migratorios de Naciones Unidas, al exami-
nar disposiciones que establecen la privación de la libertad por infringir la 
regulación relativa al ingreso a un país, ha recomendado que, a fin de ajus-
tar las legislaciones nacionales a la Convención Internacional sobre la Pro-
tección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fa-
miliares de 1990743 y otros instrumentos internacionales, se elimine “como 
delito penado con privación de libertad la entrada irregular de una persona 
[al] territorio [de otro Estado]”.744 Ello, en virtud de que la detención de 
personas migrantes utilizada como un mecanismo de control migratorio 
constituye una respuesta desproporcionada, arbitraria,745 inadecuada e in-
eficaz746 para dar respuesta a la inmigración irregular; además, criminaliza 
la migración irregular747 y produce un grave impacto en el ejercicio de los 
derechos de las personas migrantes.

En un sentido similar, el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbi-
traria ha enfatizado que “tipificar como delito la entrada por vías irregu-
lares en el territorio de un Estado trasciende el interés legítimo de los Es-

741		 UNICEF, “UNICEF Written Submission. 2012 Day of  General Discussion Commit-
tee on the Rights of  the Child. The Rights of  All Children in the Context of  International 
Migration”, Nueva York, 2012.

742		 CDH, “Informe del relator especial...”, cit., párr. 87.
743		 México ratificó la Convención en 1999.
744		 Comité de Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de 

sus Familiares, “Observaciones finales. México, CMW/C/Mex/Co/01”, México, 2006, 
párr.15.

745		 Comité de Derechos Humanos, “Observación general No. 8. Derecho a la libertad 
y a la seguridad personales (artículo 9)”, HRI/GEN/1/Rev.9, vol. I, Ginebra, 1982, párr. 
1. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Informe sobre migraciones...”, cit., 
párr. 232.

746		 CDH, “Informe del relator especial...”, cit., párr. 8.
747		 CoIDH, “Caso Vélez Loor vs. Panamá”, San José, Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, 2010, párr. 251.
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tados de controlar y regular la inmigración ilegal y da lugar a detenciones 
innecesarias”.748 En igual sentido se ha pronunciado la Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos,749 ya que estas prácticas vulneran el principio 
de no discriminación, al promover la xenofobia y el racismo, y legitiman 
prácticas de exclusión y discriminación hacia a un grupo social particular, 
contribuyendo a crear una incorrecta asociación entre migración irregular 
y delincuencia.750

2. La detención migratoria en México: inconstitucional, ilegal y arbitraria

Al menos en la letra de la ley, desde 2008 la migración irregular no está 
criminalizada en México, año en que la Ley General de Población —vi-
gente hasta 2011, en que se emitió la Ley de Migración— despenalizó esta 
conducta. Al respecto, la exposición de motivos de esta reforma precisó:

En repetidas ocasiones la Comisión Nacional de Derechos Humanos (CNDH) 
ha manifestado la necesidad de despenalizar esta conducta como una medi-
da urgente para evitar mayores violaciones a los derechos humanos de los 
migrantes. La CNDH ha considerado como una necesidad impostergable 
legislar en materia migratoria para lograr una reforma integral que excluya 
la criminalización de los migrantes indocumentados.751

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos había resaltado desde 
años antes que “la criminalización del migrante indocumentado […] au-
menta su vulnerabilidad, al ser en todo momento susceptible de una arbi-
traria actuación de los servidores públicos federales, estatales y municipales 
para su exacción, maltrato y, en ocasiones, hasta abuso sexual”.752

748		 CoIDH, “Opinión consultiva Oc-18. Condición jurídica y derechos de los migrantes 
indocumentados”, San José, Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2003, párr. 
100-101.

749		 CoIDH, “Caso Vélez Loor...”, cit.
750		 Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, “Observación general No. 

30, Discriminación contra los no ciudadanos”, Ginebra, 2004, párr. 19.
751		 Al respecto, véase el Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposicio-

nes de la Ley General de Población, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de 
julio de 2008, p. 6, disponible en: http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/proceso/lx/105_
DOF_21jul08.pdf.

752		 CNDH, “Informe especial de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre 
la situación de los derechos humanos en las estaciones migratorias y lugares habilitados del 
Instituto Nacional de Migración en la República Mexicana”, México, 2005, p. 2.
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La base constitucional de la función migratoria se encuentra en el ar-
tículo 11, que prevé la “libertad de tránsito”, pero a la vez subordina el 
ejercicio de este derecho a las facultades de la autoridad administrativa “por 
lo que toca a las limitaciones que impongan las leyes sobre emigración, 
inmigración y salubridad general”. Éste es el fundamento constitucional de 
la detención migratoria, que según la propia Constitución se ubica en los 
dominios del derecho administrativo, y no del derecho penal, puesto que en 
México la migración irregular es una infracción de carácter administrativo, 
y no criminal. Por ende, la autoridad migratoria considera que esta medida 
es una restricción a la libertad de movimiento de las personas extranjeras 
en el país, y que tiene una base legítima y constitucional, a pesar de que sus 
efectos prácticos son los propios de una privación de la libertad, como la 
experiencia demuestra.753

En su versión original, vigente hasta 2011, el artículo 33 constitucio-
nal facultaba al Ejecutivo a expulsar a los extranjeros cuya permanencia 
juzgara inconveniente, sin necesidad de juicio previo. Este artículo fue uno 
de los pocos que permaneció intacto y sin recibir cambio alguno desde la 
promulgación de la Constitución en 1917 y, en realidad, era un límite más 
a la “libertad de tránsito” prevista en el artículo 11 constitucional, ya que 
su ejercicio se subordina a las limitaciones que impongan las leyes “sobre 
extranjeros perniciosos residentes en el país”. El hecho de que a nivel cons-
titucional estuviera contemplada de manera expresa una expulsión inme-
diata de extranjeros, sin juicio previo y al arbitrio del Ejecutivo, era una 
excepción a la garantía de audiencia reconocida a “todas las personas” en 
el artículo 14 de la Constitución.754 Sin embargo, esta disposición estuvo vi-
gente por casi cien años, y deja ver el clima de excepcionalidad migratoria 
que de manera general ha prevalecido en el país, especialmente después de 
la Revolución mexicana.755

El artículo 33 constitucional fue modificado a través de la reforma cons-
titucional en materia de derechos humanos de 2011, y señala que el Ejecu-
tivo podrá expulsar extranjeros “previa audiencia” y “con fundamento en 
la ley, la cual regulará el procedimiento administrativo, así como el lugar y 
tiempo que dure la detención”. Como se ve, la redacción actual también es 

753		 Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración, “Informe final. Personas en 
detención migratoria en México. Misión de monitoreo de estaciones migratorias y estancias 
provisionales del Instituto Nacional de Migración”, México, CCINM, 2017.

754		 Rodríguez y Rodríguez, Jesús, Las reservas formuladas por México a instrumentos internaciona-
les sobre derechos humanos, México, CNDH, 1998.

755		 Véase el capítulo III de este trabajo.
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desafortunada, y convalida el sistema migratorio mexicano de detención, la 
privación de la libertad y la facultad de expulsión del INM.

La detención migratoria en México tiene su origen en los actos adminis-
trativos de control, verificación, revisión y presentación migratorios.756 La 
Ley de Migración señala que estos actos se pueden llevar a cabo en cualquier 
parte del territorio nacional,757 y consisten, primordialmente, en constatar 
que las personas extranjeras cumplen con las disposiciones migratorias, y se 
realizan por el personal del INM.758 En el desempeño de estas funciones, la 
ley dispone que el INM puede ser apoyado por otras autoridades (artículo 
81). Tal es el caso de la Guardia Nacional, una institución de seguridad pú-
blica y carácter civil,759 pero que se conforma por policías navales, militares 
y federales, además de civiles, y cuyo entrenamiento y conformación es de 
orden principalmente militar.760

Según la Ley de la Guardia Nacional, este cuerpo de seguridad —en 
coordinación con las autoridades del INM— tiene facultades de control, 
verificación y presentación migratorios, que podrá realizar en todo el terri-
torio nacional, con excepción de las instalaciones destinadas al tránsito in-
ternacional de personas (pasos fronterizos terrestres, puertos o aeropuertos); 
además, a petición del mismo INM, podrá resguardar las estaciones migra-
torias y a los extranjeros que en ellas se encuentren (artículo 9, fracciones 
XXXV y XXXVI). De este modo, un cuerpo de seguridad, que se supone 
es de carácter civil, aunque su entrenamiento y conformación es principal-
mente militar, tiene facultades de detener a las personas migrantes, lo cual 
es ampliamente conflictivo en materia de derechos humanos, por obvias 
razones, y viola, además, los estándares interamericanos, que disponen que 

756		 Artículos 81, 92, 97 y 99 de la Ley de Migración.
757	 	Ibidem, artículo 97.
758		 El INM es un órgano desconcentrado de la Secretaría de Gobernación que tiene por 

objeto la ejecución, el control y la supervisión de los actos realizados por las autoridades 
migratorias en territorio nacional, así como la instrumentación de políticas en la materia 
(artículo 19 de la Ley de Migración).

759		 La Guardia Nacional se creó en 2019, como un órgano administrativo desconcentra-
do de la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, mediante el “Decreto por el que 
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de Guardia Nacional”, publicado en el Diario Oficial 
de la Federación del 26 de marzo.

760		 Según el artículo sexto transitorio del Decreto, la formación, el régimen disciplinario, 
el ingreso, la educación, la capacitación, la profesionalización, los ascensos y prestaciones 
“podrán estar homologados en lo conducente, a las disposiciones aplicables en el ámbito de 
la Fuerza Armada permanente”. Por ello, su entrenamiento ha estado a cargo de la Secreta-
ría de la Defensa Nacional y de la Secretaría de Marina.
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el orden público interno debe reservarse a la policía civil, y sólo excepcio-
nalmente a las fuerzas armadas.761

Si en las acciones de control, verificación y revisión migratorias que 
realiza el INM, por sí o en colaboración con otras autoridades (como la 
Guardia Nacional), las personas no acreditan su situación migratoria regu-
lar en el país, la ley dispone que deben ser “presentadas” —en el caso de 
los adultos—762 en estaciones migratorias o lugares habilitados para ello (ar-
tículo 99). La “presentación” es la medida administrativa que dicta el INM 
para ordenar el “alojamiento” de estas personas en las estaciones migrato-
rias mientras se determina su situación migratoria en el país, ya sea para su 
regularización o “asistencia para el retorno”. Así, la detención migratoria 
en México se configura formal y materialmente a través de los actos de 
“presentación” y “alojamiento”.

En principio, la ley señala que la “presentación” no podrá exceder del 
término de 36 horas, contadas a partir de que las personas son puestas a 
disposición del INM (artículo 68). Sin embargo, el artículo 111 de la misma 
ley dispone, como regla general, que el INM cuenta con quince días hábiles 
más para resolver la situación migratoria de las personas, plazo que puede 
extenderse a sesenta días hábiles si no hay información sobre la identidad de 
éstas o cuando exista impedimento para que viajen. Aún más, la ley señala 
que este plazo puede ampliarse de forma indefinida —y en este sentido la 
detención de la persona— en el supuesto de ejercer medios de defensa legal, 
como el juicio de amparo, lo que constituye una detención arbitraria y una 
clara violación al derecho de acceso a la justicia de migrantes y solicitantes 
de asilo en el país.

3. Estado de excepción migratorio en México

La detención de migrantes irregulares y solicitantes de asilo en México 
es una práctica que viola sus derechos humanos, además de que puede ca-
lificarse como arbitraria e inconstitucional. Para definirla, tanto la Ley de 

761		 Esta situación viola los estándares interamericanos en la materia, que disponen que el 
orden público interno debe reservarse a la policía civil y sólo excepcionalmente a las fuerzas 
armadas. CoIDH, “Caso Alvarado Espinoza y Otros vs. México”, San José, Corte Interame-
ricana de Derechos Humanos, 2018.

762		 Anteriormente a noviembre de 2020, la ley autorizaba en su artículo 99 la detención 
de todos los migrantes irregulares, fueran niños o adultos; pero desde esta fecha en que se 
reformó la ley, en aras de estar armonizada con los estándares internacionales en materia de 
niños, se hizo la precisión de “adultos”.
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Migración como el INM hacen uso de eufemismos como “presentación” 
y763 “alojamiento”,764 en aras de argumentar que no se trata de una priva-
ción de la libertad, sino de una restricción al libre tránsito. Sin embargo, 
en estricto sentido, este acto que ejecuta la autoridad migratoria es una 
detención administrativa que vulnera el derecho a la libertad personal, y, 
por ende, debe sujetarse a las garantías que establece el artículo 21 consti-
tucional, que permite que las detenciones de libertad efectuadas por autori-
dades administrativas duren como máximo 36 horas.765 Por tanto, como la 
Ley de Migración establece plazos que exceden lo permitido por la Consti-
tución, existe una clara inconstitucionalidad de esta ley federal.

Si la detención migratoria fuera en realidad una detención preventiva, 
no debería superar las 72 horas que establece la Constitución, y una vez 
transcurrido ese plazo se debería poner a la persona a disposición de un 
juez. No obstante, en México la aplicación de la detención migratoria está 
generalizada como una acción de penalización de la migración irregular, 
sin que se distinga a los solicitantes de asilo y, por tanto, sin atender a lo 
dispuesto por los estándares internacionales, que señalan que las personas 
refugiadas están exentas de sanciones relacionadas con el ingreso irregular 
al territorio,766 tal como lo recoge el artículo 7o. de la Ley sobre Refugiados, 
Protección Complementaria y Asilo Político.

De este modo, si bien formalmente la migración irregular es una in-
fracción administrativa en México, la detención migratoria que se practica 
implica en sí misma una sanción administrativa por la presunción de un 
ingreso irregular. Haciendo una comparación con el derecho penal, en el 
que para que exista una medida cautelar es necesario que conste la existen-
cia de un delito, en este caso no necesariamente sucede, porque se parte de 
una presunción de violación a la Ley de Migración, la cual se prueba o no 
durante el procedimiento administrativo migratorio.767

Esta situación es una muestra clara del estado de excepción migratoria 
que impera en el país, donde los migrantes y solicitantes de asilo no gozan 

763		 Artículos 3, fracción XXIV, y 99 de la Ley de Migración.
764		 Artículo 3, fracciones XI y XXIV, 68, 99, 106 a 109 y 111 de la Ley de Migración.
765		 Sin Fronteras IAP, “La detención de personas extranjeras en estaciones migratorias”, 

México, 2012, p. 8.
766		 La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 (artículo 31), ratificada 

por el gobierno mexicano en 2000, y el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por 
Tierra, Mar y Aire (artículo 19), que complementa la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, ambos adoptados en 2000 y ratificados 
por México en 2003.

767		 Sin fronteras IAP, “Evolución y retos del asilo en México. 20 años de asistencia legal e 
incidencia por las personas refugiadas”, México, 2016, p. 36.
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de los mismos derechos y garantías que el resto de personas. Otra circuns-
tancia que evidencia esta excepcionalidad migratoria es el hecho de que la 
Guardia Nacional —que está obligada legalmente a registrar las detencio-
nes que lleva a cabo en el Registro Nacional de Detenciones—768 no realice 
el registro de las detenciones de personas migrantes que lleva a cabo, toda 
vez que entre los supuestos por los cuales una persona puede ser detenida no 
se encuentran los relativos a las acciones de control migratorio.769 Esto, sin 
duda, es resultado de considerar legalmente que la detención migratoria no 
es una privación a la libertad personal, sino una restricción a la libertad de 
tránsito, razón por la cual la ley y las autoridades migratorias la denominan 
“presentación”.

Claramente, el bien jurídico que se vulnera con la detención migratoria 
es la libertad personal de los migrantes y solicitantes de asilo; sin embargo, 
el que esta medida se llame legalmente “presentación” en vez de “deten-
ción” tiene implicaciones de gran calado en materia de derechos humanos 
y da pie a que se cometan arbitrariedades e ilegalidades cuando se practica, 
además de que se deja a estas personas en estado de desprotección e inde-
fensión. De este modo, a pesar de que formalmente en México la migración 
irregular no es un delito, en la práctica tiene efectos criminalizantes, y pare-
ce que denominarla “presentación” es una simulación legal para esconder el 
verdadero tratamiento que existe del fenómeno y que fundamenta el estado 
de excepción migratorio que prevalece.

4. El régimen de detención mexicano en contexto de raza y clase: 
hondureños, guatemaltecos y salvadoreños como población objetivo

Las detenciones y deportaciones hechas por el Instituto Nacional de 
Migración en el periodo 2016-2020 dejan algo que ver: hay un marcado 
sesgo en términos de raza y clase, puesto que las cifras oficiales apuntan a 
que la población objetivo de estas dos acciones, que constituyen la base de 
la política migratoria en México, han tenido como población favorita para 
su aplicación a los nacionales de tres países: Honduras, Guatemala y El 

768		 El artículo 17 de la Ley Nacional del Registro de Detenciones de 2019 y el lineamiento 
segundo de los “Lineamientos para el funcionamiento, operación y conservación del registro 
Nacional de detenciones” de 2019 obligan a la Guardia Nacional a registrar las detenciones 
que realiza.

769		 Morales Vega, Luisa G., “El entramado normativo de la detención migratoria en Mé-
xico: un dispositivo biopolítico”, en Ortega Velázquez, Elisa (ed.), Derecho y migración forzada: 
aportes desde los estudios biopolíticos y necropolíticos, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2021, p. 78.
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Salvador. Estos países son productores de flujos de refugiados desde hace 
varios años por sus altos índices de violencia, marginación y pobreza, redes 
de criminalidad, un endeble Estado de derecho y desastres medioambien-
tales, entre otros, lo cual obliga a la gente a desplazarse para intentar salvar 
su vida y la de sus familias:

Detenciones 2016-2020
País 2016 2017 2018 2019 2020

Honduras 54,226 31,349 56,076 78,232 38,995
Guatemala 62,278 36,337 45,607 52,412 32,242
El Salvador 33,531 12,074 13,325 21,494 8,670
Total 150,035 79,760 115,008 152,138 79,907
Total anual detenidos
(todas las nacionalidades) 186,216 93,846 131,445 182,940 87,260

% CA del total detenidos 80.5% 84.9% 87.4% 83.1% 91.5%
% CA detenidos 2016-2020 85.5%

Fuente: elaboración propia con datos de la Unidad de Política Migratoria. Boletínes Esta-
dísticos Anuales 2016-2020, disponible en: http://www.politicamigratoria.gob.mx.

De este modo, el 85% del total de personas extranjeras detenidas en 
el periodo 2016-2020 en México procede de Honduras, Guatemala y El 
Salvador, mientras que en materia de deportaciones el 95% del total de 
personas extranjeras deportadas en el periodo también procede de estos 
tres países:

Deportaciones 2016-2020
País 2016 2017 2018 2019 2020

Honduras 53,857 29,959 53,571 72,125 25,541
Guatemala 62,299 35,874 44,680 50,794 22,166
El Salvador 33,384 11,706 12,666 20,039 3,931
Total 149,540 77,539 110,917 142,958 51,638
Total anual deportados
(todas las nacionalidades) 159,872 82,237 115,686 149,812 53,891

% CA del total deportados 93.53% 94.28% 95.87% 95.42% 95.81%
% CA deportados 2016-2020 94.98%

Fuente: elaboración propia con datos de la Unidad de Política Migratoria. Boletínes Esta-
dísticos Anuales 2016-2020, disponible en: http://www.politicamigratoria.gob.mx.
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II. La definición de refugiado en México: 
universal, regional y con perspectiva de género

1. Fundamento internacional y constitucional del derecho de asilo en México

A nivel internacional, México es parte de todos los tratados internacionales 
relevantes en el tratamiento del asilo político y los refugiados. En el ámbito 
universal, es parte de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 
1951 y su Protocolo de 1967, ratificados en 2000; del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 1966 (artículos 7o. y 14.1), ratificado en 
1981, y de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, de 1984 (artículo 3o.), ratificada en 1986. En el 
ámbito regional, es parte de la Convención sobre Asilo Territorial de 1954, 
ratificada en 1981; de la Convención sobre Asilo Diplomático de 1954, rati-
ficada en 1957; de la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 
1966 (artículos 5.2, 22.7), ratificada en 1981, y de la Convención Interameri-
cana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985 (artículo 13), ratificada en 
1987. Además, México estuvo presente en la adopción de la Declaración de 
Cartagena sobre Refugiados de 1984, la cual, a pesar ser de no ser un tratado, 
sino una norma de soft law, es un instrumento relevante para el tratamiento 
de los refugiados.

A nivel nacional, los fundamentos jurídicos del tratamiento del asilo 
político y de los refugiados se pueden encontrar desde la Constitución, por 
lo que, al menos a nivel formal, el tratamiento de los refugiados en México 
se encuentra bien establecido. La Constitución incluyó el derecho de bus-
car y recibir asilo el 15 de agosto de 2016; esto es, dieciséis años después de 
que el gobierno ratificó la Convención de 1951 y su Protocolo, y cinco años 
después de que se emitió la primera ley autónoma en la historia del país que 
regula el tratamiento de los refugiados, lo cual tuvo lugar en 2011.

Así, el artículo 11 constitucional, párrafo segundo, señala: “Toda perso-
na tiene derecho a buscar y recibir asilo. El reconocimiento de la condición 
de refugiado y el otorgamiento de asilo político, se realizarán de confor-
midad con los tratados internacionales. La ley regulará sus procedencias y 
excepciones”. Este artículo se relaciona con lo señalado en el artículo 1o., 
que reconoce los derechos humanos que la propia Constitución establece, 
así como aquellos contenidos en los tratados internacionales de los que Mé-
xico es parte, a todas las personas en el país, incluidas claramente migrantes, 
solicitantes de asilo y refugiadas. Asimismo, se relaciona con el artículo 133, 
que establece que los tratados internacionales de los que México es parte, 
y que están acordes con la Constitución, son ley suprema en el país.
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La Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 
del 27 de enero de 2011, es la ley federal que regula las tres categorías re-
lacionadas con el derecho de asilo que México reconoce: asilados políticos, 
refugiados y personas a quienes se les otorga protección complementaria.770 
Esta ley constituye el marco normativo específico y autónomo en materia 
de refugiados, así como de actuación de la Comar, que funcionó por poco 
más de treinta años a través del decreto del Ejecutivo que la creó en 1980. 
Antes de la promulgación de la ley, las únicas disposiciones que regulaban 
las obligaciones internacionales de México, por haber ratificado las conven-
ciones en esta materia en 2000, eran la Ley General de Población, su Re-
glamento y una circular administrativa del Instituto Nacional de Migración.

Por décadas, la Ley General de Población probó ser insuficiente para 
regular esta materia: no respetaba los estándares internacionales de pro-
tección de refugiados ni establecía de manera clara el procedimiento admi-
nistrativo para ser reconocido como refugiado, con lo cual se violaban los 
derechos al debido proceso y la justicia en general; mucho menos contem-
plaba los derechos de los refugiados en el país. Para esta ley, la condición 
de refugiado era una mera categoría migratoria, no reconocía su carácter 
internacional y tampoco preveía la protección complementaria.771 Además, 
a raíz del convenio firmado por el gobierno mexicano con el ACNUR en 
1982, por veinte años la determinación de la condición de refugiado estuvo 
a cargo de la representación de este organismo en el país, pues el gobierno 
mexicano asumió esta responsabilidad hasta mediados de 2002. No obstan-
te, siguió acompañado en esta labor por el ACNUR, a través de un grupo de 
trabajo, en el que participaban varias oficinas de gobierno y representantes 
de la sociedad civil, y que analizaba las solicitudes de manera individual.772

De este modo, al publicarse la Ley sobre Refugiados y Protección Com-
plementaria en 2011 y su Reglamento en 2012, México avanzó normativa y 
formalmente en la protección de los derechos de las personas solicitantes de 
asilo, refugiadas, beneficiarias de protección complementaria y sus familia-

770		 Para el ACNUR, la protección complementaria se refiere a los “mecanismos legales 
para proteger y otorgar el estatuto a las personas en necesidad de protección internacional 
que no satisfacen los criterios establecidos en la definición de refugiado de la Convención de 
1951, de acuerdo a la interpretación de los Estados”. ACNUR, “Declaraciones del Acunar 
sobre la protección subsidiaria a personas amenazadas por violencia indiscriminada, bajo la 
directiva de reconocimiento del Consejo de Europa”, Ginebra, 2008, p. 3.

771		 Sin Fronteras IAP, “Personas solicitantes de asilo y refugiadas. La figura en México”, 
México, 2012.

772		 Sin Fronteras IAP, “Evolución y retos del asilo...”, cit., p. 21.
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res. La condición de refugiado es declarativa, y no constitutiva,773 es decir, 
una persona es refugiada por lo que ha vivido y no por el hecho de que se le 
reconozca como tal, por lo que las personas a quienes se les ha reconocido 
como refugiadas en México son titulares de un estatuto de asilo y gozan del 
derecho de no devolución, son autorizadas a residir de manera definitiva 
en el país, tienen permiso de trabajar y acceso a derechos sociales, como 
salud y educación, además de que se les expiden documentos de identidad 
y viaje.774

2. El refugiado en la legislación mexicana del siglo XXI

La Ley define en su artículo 3o. como refugiado a todo extranjero

I. Que debido a fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, género, pertenencia a determinado grupo social u opi-
niones políticas, se encuentre fuera del país de su nacionalidad y no pueda o, 
a causa de dichos temores, no quiera acogerse a la protección de tal país; o 
que, careciendo de nacionalidad y hallándose, a consecuencia de tales acon-
tecimientos, fuera del país donde antes tuviera residencia habitual, no pueda 
o, a causa de dichos temores, no quiera regresar a él;

II. Que ha huido de su país de origen, porque su vida, seguridad o libertad 
han sido amenazadas por violencia generalizada, agresión extranjera, con-
flictos internos, violación masiva de los derechos humanos u otras circunstan-
cias que hayan perturbado gravemente el orden público, y

III. Que debido a circunstancias que hayan surgido en su país de origen 
o como resultado de actividades realizadas, durante su estancia en territorio 
nacional, tenga fundados temores de ser perseguido por motivos de raza, 
religión, nacionalidad, género, pertenencia a determinado grupo social u opi-
niones políticas, o su vida, seguridad o libertad pudieran ser amenazadas 
por violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, violación 
masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado 
gravemente el orden público.

Como se aprecia, es una definición muy completa y acorde con los prin-
cipales estándares internacionales en la materia y respecto de los cuales Mé-
xico se ha obligado. La fracción I recoge la definición universal de refugiado 
de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo 

773		 Artículos 12 y 47 de la Ley.
774		 Artículos 5, 6, 44 y 48 de la Ley, artículo 87 del Reglamento y artículo 54, fracción I 

de la Ley de Migración.
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de 1967. La fracción II plasma la definición ampliada de refugiado estable-
cida por la Declaración de Cartagena de 1984. En concordancia con esta 
fracción, la Ley establece en el artículo 26 el reconocimiento grupal de la 
condición de refugiados o prima facie en el caso de presentarse un ingreso 
masivo a territorio nacional de un grupo de solicitantes que hayan huido de 
su país ante violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, 
violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan 
perturbado gravemente el orden público, y dicha situación produzca un in-
cremento sustancial de las solicitudes de reconocimiento de la condición de 
refugiado. En este caso la Ley dispone que se les atenderá como grupo, en 
tanto no existan elementos que aconsejen su atención en lo individual. Una 
vez atendido el ingreso masivo, y en cuanto sea posible, se procederá a la 
determinación individual de la condición de refugiado, sin perjuicio de que 
puedan solicitar directamente el reconocimiento.

Y la fracción III del artículo 13 incorpora la figura del refugiado sur place 
o in situ, que son aquellos refugiados que no huyeron de su país, sino que es-
tando en el extranjero, y a causa de circunstancias sobrevenidas (por ejemplo, 
golpe de Estado o guerra civil en su país) o como resultado de las actividades 
que hayan realizado durante su estancia en México, no pueden regresar a su 
país, y se convierten en refugiados. A pesar de que estos refugiados no están 
expresamente mencionados en la Convención de 1951, se encuentran ampa-
rados por ésta, ya que el ACNUR ha señalado que la Convención sólo señala 
la necesidad de que los refugiados estén fuera de su país.775

Además de estar armonizada con los instrumentos internacionales, la 
definición mexicana de refugiado es una norma de carácter progresivo, ya 
que incluye el género de manera expresa como causal de persecución, a 
pesar de que ningún tratado internacional en materia de asilo lo conside-
ra como causal independiente para reconocer la condición de refugiado, 
lo cual es muy valioso, porque reconoce una realidad: que la vida de mu-
chas personas corre peligro debido a su condición por género. Esta inclu-
sión es vista como una buena práctica regional776 y ha sido elogiada por el 
ACNUR,777 que hasta 2002 reconoció de manera formal que el género es 

775		 ACNUR, “Manual de procedimientos y criterios para determinar la condición de 
refugiado en virtud de la Convención de 1951 y el Protocolo de 1967 sobre el estatuto de los 
refugiados”, Ginebra, 1992, párr. 94-96.

776		 “Protección de refugiados en América Latina. Buenas prácticas legislativas”, 2013, 
pp. 30-32.

777		 El ACNUR llegó a calificarla como innovadora y como un paso adelante en la protec-
ción de los derechos de los refugiados LGBT. “Acnur expresa satisfacción ante aprobación 
de ley sobre refugiados en México. Aprobada con 73 votos a favor, la iniciativa de ley sobre 
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una causal de persecución que abarca actos de violencia sexual, doméstica 
y familiar, planificación familiar forzada, mutilación genital femenina, cas-
tigo por transgredir valores y costumbres morales, y discriminación contra 
miembros de la comunidad LGBT.778

Sin embargo, para hacer válido el género como motivo de persecución, 
el ACNUR señala que debe interpretarse como nexo causal de alguno de 
los motivos establecidos por la Convención de 1951: raza, religión, naciona-
lidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas, siendo 
el más común la “pertenencia a un grupo social”,779 debido a que es una 
causal flexible y permite incluir no sólo a las mujeres, sino también a diver-
sos grupos, como los miembros de la comunidad LGBT.780 En el caso de 
México, toda vez que el género está establecido a nivel legal como una cau-
sal autónoma de persecución, para hacerla valer no es necesario que quede 
subsumida en alguno de los otros motivos de la Convención de 1951, como 
la pertenencia a un grupo social determinado. Aún más, la Ley establece en 
diversos artículos los principios aplicables a los casos de solicitantes por mo-
tivos de género, como la no discriminación y atención especial, de acuerdo 
con las especificidades del caso.781

A pesar de estos avances a nivel legal, es preciso señalar que a nivel re-
glamentario no existe la misma técnica legislativa que se elogia de la Ley, 
puesto que el artículo 4, fracción IV, de su Reglamento define que género es 
“El género o las preferencias sexuales del solicitante”.782 Es decir, el Regla-

refugiados y protección complementaria viene a llenar un vacío en la legislación mexicana. 
En México viven más de 1.400 Refugiados”, México, ACNUR, 2010.

778		 ACNUR, “Directrices sobre protección internacional: la persecución por motivos de 
género en el contexto del artículo 1 a (2) de la Convención de 1951 y/o el Protocolo de 1967 
sobre el estatuto de refugiados”, 2002, pp. 2-3.

779		 El ACNUR define como “grupo social”: “un grupo de personas que comparte una 
característica común distinta al hecho de ser perseguidas o que son percibidas a menudo 
como grupo por la sociedad. La característica será innata e inmutable, o fundamental de 
la identidad, la conciencia o el ejercicio de los derechos humanos”. “Directrices sobre la 
protección internacional: «pertenencia a un determinado grupo social» en el contexto del 
artículo 1 a (2) de la Convención de 1951 sobre el estatuto de los refugiados y/o su protocolo 
de 1967”, Ginebra, 2002, p. 4.

780		 ACNUR, “Directrices sobre protección internacional No. 9. Solicitudes de la condi-
ción de refugiado relacionadas con la orientación sexual y/o la identidad de género en el 
contexto del artículo 1a (2) de la Convención sobre el estatuto de los refugiados de 1951 y/o 
su protocolo de 1967”, Ginebra, 2012.

781		 Artículos 8, 20, 23 y 42 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y 
Asilo Político.

782		 Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación, del 21 de febrero de 2012.
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mento define género de manera tautológica, apartándose del espíritu de la 
Ley y de los lineamientos del ACNUR en la materia. Esta situación causa 
confusión acerca de cuál es el contenido de la fracción I del artículo 13 de la 
Ley, pues no queda claro si el género, como está definido en el Reglamento, 
sigue el sentido que se le dio a esta causal en la exposición de motivos de la 
Ley y se le agregó el componente de orientación sexual, o si se reemplazó 
la definición de la Ley.

Así, el reto es que se interprete de manera adecuada el motivo de perse-
cución, y que se entienda que las mujeres no son las únicas beneficiarias de 
este motivo, sino todas las personas que sufren de persecución por su géne-
ro. Entonces, el problema de la aplicación de esta causal en México es que 
el espectro de a quién se le considera refugiado/a por motivos de género 
puede ser muy amplio o muy reducido, dependiendo del criterio propio del 
evaluador y sus consideracione sobre lo que es el “género”.783

III. El procedimiento para la determinación 
de la condición de refugiado en México

Formalmente, el procedimiento mexicano para el reconocimiento de la con-
dición de refugiado es de carácter administrativo, e inicia a petición de par-
te y culmina con el reconocimiento o no de un derecho. Sin embargo, este 
procedimiento tiene características que lo diferencian de cualquier otro pro-
cedimiento administrativo: el principio de no devolución784 y la carga de la 
prueba compartida tanto para el solicitante de asilo como para la autoridad 
responsable del reconocimiento.785 Además, en realidad es un procedimiento 
de carácter jurisdiccional, pues tiene como objetivo central decidir la existen-
cia/inexistencia de derechos humanos inherentes a la condición de refugiado 
y, por lo tanto, la toma de las medidas necesarias para su protección.786 A 
pesar de estas particularidades, existen características comunes con los de-
más procedimientos administrativos: 1) el acceso a representación legal;787 

783		 Sánchez Nájera, Felipe, “El género como causal el reconocimiento de la condición 
de refugiado en el sistema de asilo mexicano”, Programa de Derechos Humanos, México, UIA, 
2019, p. 7.

784		 Artículos 5 y 6 de la Ley y artículo 22 del Reglamento.
785		 Artículos 23 y 24 de la Ley y artículos 32, 40 y 41 del Reglamento.
786		 Sánchez Nájera, Felipe, “Temas del procedimiento administrativo para el reconoci-

miento de la condición de refugiado: representación legal, entrevistas y recursos de revisión 
en los procedimientos de asilo en México”, Programa de Derechos Humanos, México, UIA, 2019.

787		 Artículos 11 y 21 de la Ley y artículos 7, 20 y 45 del Reglamento.
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2) el derecho a una entrevista personal,788 y 3) la posibilidad de impugnar la 
resolución negativa de primera instancia mediante un recurso de revisión.789

1. Solicitud de reconocimiento de la condición de refugiado

Para poder acceder al procedimiento de determinación de la condi-
ción de refugiado, el solicitante tiene que presentar su petición dentro del 
plazo legal establecido: treinta días hábiles, contados a partir del día hábil 
siguiente al que haya ingresado al país. En el caso de los refugiados sur place, 
el plazo corre a partir del día siguiente al que tengan conocimiento de los 
hechos que les impiden regresar a su país. La Comar puede aceptar solici-
tudes fuera de plazo cuando existan razones fuera del control del solicitante 
que le impidan hacerlo en el plazo de treinta días.790 La solicitud puede ser 
presentada de forma oral o escrita y en cualquier idioma, para lo cual el so-
licitante debe contar con el apoyo de un traductor o intérprete.791

Cabe señalar que las autoridades tienen la obligación de identificar a 
las personas con necesidades de protección internacional y deben propor-
cionarles información adecuada y sin que medie una intención de desisti-
miento. Por ello, la ley establece que cualquier funcionario que tenga co-
nocimiento de la pretensión de una persona extranjera de solicitar asilo 
deberá dar aviso por escrito y de manera “inmediata” a la Segob, aunque 
el Reglamento de la Ley aclara que este aviso debe darse específicamente 
a la Comar y en un plazo de no más de 72 horas.792 En este sentido, la Ley 
obliga a la Comar a proporcionar información a los extranjeros sobre su de-
recho de solicitar asilo y del procedimiento correspondiente,793 de manera 
“clara, oportuna y gratuita”,794 y al INM, a detectar a los extranjeros con 
necesidades de protección internacional, informarles de ese derecho, reci-
bir su solicitud y enviarla a la Comar dentro de las 72 horas siguientes a su 
recepción.795

788		 Artículos 21, 23, 24 de la Ley y artículos 27 a 34 del Reglamento.
789		 Artículos 19, 25, 39, 40 y 47 de la Ley y artículos 45, 55, 59-60 y 80 del Reglamento.
790		 Artículos 18 de la Ley y 19 del Reglamento.
791		 Artículo 18 de la Ley y artículo 17, fracciones II y III, del Reglamento.
792		 Artículo 21 de la Ley y artículo 18 del Reglamento.
793		 Artículo 15 del Reglamento.
794		 Artículo 19 de la Ley.
795		 Artículos 16 y 17, fracción IV, del Reglamento y artículos 173, fracción IV, y 228 del 

Reglamento de la Ley de Migración.
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2. Admisión de la solicitud y expedición de la constancia 
de solicitante de la condición de refugiado

Una vez que se formaliza la solicitud, la Comar debe expedir al solici-
tante y a sus dependientes, una constancia de trámite respecto de la solici-
tud de reconocimiento de la condición de refugiado.796 Con esta constancia, 
la persona tiene derecho a que el INM le expida una Tarjeta de Visitante 
por Razones Humanitarias,797 la cual tiene una validez de entre seis meses 
y un año, y se puede renovar si el motivo de su expedición persiste después 
de su fecha de vencimiento. La Tarjeta de Visitante por Razones Huma-
nitarias contiene un número de población (CURP), que facilita el acceso a 
educación, a servicios de salud pública y a un empleo formal en México, por 
lo cual esta tarjeta desempeña un papel esencial en el acceso de los solici-
tantes de asilo a derechos sociales, económicos y culturales mientras dura el 
procedimiento. Además, a partir de este momento, la persona tiene derecho 
a no ser devuelta a su país de origen, a no ser sancionada adminitrativa ni 
penalmente por el ingreso o permanencia irregular, y a que se le garanticen 
los derechos a la confidencialidad y a la no discriminación.798

3. La entrevista de elegibilidad

Esta es la etapa más importante del procedimiento: aquí se analizan 
los motivos por los que el solicitante de asilo abandonó su país de origen; 
de hecho, la decisión final del procedimiento se basa en buena medida en 
el testimonio dado por el solicitante de asilo en la entrevista. Según la Ley, 
las personas solicitantes deben ser entrevistadas de manera personal por la 
Comar y, en caso necesario, con la asistencia de un intérprete, ya sea en sus 
instalaciones, en las estaciones migratorias o en otros lugares habilitados 
para ello.799

Toda vez que el reconocimiento de la condición de refugiado es indi-
vidual, todas las personas que acompañan a la persona solicitante deben 
tener la oportunidad de ser entrevistadas individualmente, con el propósito 
de determinar si pueden presentar una solicitud independiente.800 En las en-
trevistas se debe considerar el contexto social y cultural de donde provenga 

796		 Artículo 22 de la Ley.
797		 Artículo 52, fracción V, inciso c) de la Ley de Migración.
798		 Artículos 5-8 de la Ley y artículos 12, 22 y 28 del Reglamento.
799		 Artículos 21, 23, 24 de la Ley y artículos 27-34 del Reglamento.
800		 Artículos 26 de la Ley y artículo 31 del Reglamento.
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el solicitante, así como su edad, su género y otras circunstancias particula-
res.801 Además, se otorgarán medidas especiales de protección a las personas 
solicitantes en condiciones de vulnerabilidad, como mujeres embarazadas, 
niñas, niños y adolescentes, personas adultas mayores, con discapacidad, 
enfermos crónicos, víctimas de tortura u otros tratos o penas crueles, inhu-
manos o degradantes, de abuso sexual y violencia de género.802

4. La decisión final

La resolución final emitida por la Comar debe estar fundada y motivada 
e informarse por escrito al solicitante o a su representante legal, dentro de 
los diez días hábiles siguientes a su emisión,803 y puede ser en tres sentidos:

a) La persona solicitante es reconocida como refugiada, en los términos 
de las fracciones I (Convención de 1951) o II (Declaración de Carta-
gena) del artículo 13 de la ley.

b) La persona solicitante recibe protección complementaria debido al 
riesgo de que pueda sufrir tortura o tratos crueles, inhumanos o de-
gradantes.804

c) No se le otorga protección internacional.

A las personas extranjeras reconocidas como refugiadas y a aquellas 
que reciben protección complementaria se les otorga la condición migrato-
ria de residentes permanentes en México,805 aunque los beneficiarios de la 
protección complementaria no gozan de los mismos derechos que los refu-
giados; por ejemplo, no cuentan con el derecho de reunificación familiar.806 
Los familiares de las personas reconocidas como refugiadas obtienen un 
estatuto derivado807 de refugiados en virtud de su parentesco o grado de de-
pendencia con los solicitantes principales del estatuto, sin perjuicio de que 
puedan solicitar directamente el reconocimiento individual de la condición 
de refugiado.808

801		 Artículo 23 de la Ley y artículos 27, 29 y 30 del Reglamento.
802		 Artículos 6, 9 y 20 de la Ley y artículos 35-37 y 61-66 del Reglamento.
803		 Artículo 25 de la Ley y artículo 45 del Reglamento.
804		 Artículos 25 y 29 y 30 de la Ley y artículos 46 y 48-50 del Reglamento.
805		 Artículo 48 de la Ley, artículo 87 del Reglamento y artículo 54, fracción I de la Ley de 

Migración.
806		 Artículos 74-79 del Reglamento.
807		 Artículo 2, fracción VI, del Reglamento.
808		 Artículo 12 de la Ley y artículos 2, fracción VI, 13, 68 y 82 del Reglamento.
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Para el análisis de los casos, la Comar debe solicitar a la Secretaría de 
Relaciones Exteriores su opinión sobre el país de origen; además, puede 
pedir información a otras dependencias y entidades de la administración 
pública federal sobre los antecedentes del solicitante.809 Entre los aspectos 
que deben considerarse para la evaluación de las solicitudes se encuentran: 
los derechos fundamentales violados y, en su caso, el daño alegado; los ries-
gos objetivos a la vida, a la seguridad o a la libertad del solicitante; la in-
minencia o potencialidad del riesgo; el agente de persecución; la causa que 
da origen a la persecución; la protección efectiva de su país de origen, la 
posibilidad de reubicarse dentro de su país de origen, y la credibilidad de 
sus declaraciones.810

El procedimiento para ser reconocido como refugiado es gratuito, y 
tiene una duración de 45 días hábiles, periodo que puede ser extendido por 
45 días más si el caso así lo requiere.811 Sin embargo, los datos muestran que 
miles de solicitantes de asilo son obligados a esperar mucho más allá de este 
límite legal. Durante el tiempo de espera, las personas tienen que permane-
cer en el Estado en el que realizaron su solicitud.812 Ahora bien, teniendo en 
cuenta que la mayoría de solicitantes se encuentran en Estados fronterizos 
en el norte o en el sur, con índices de pobreza y violencia considerables, esta 
restricción de la libertad de circulación impone una barrera importante a la 
continuidad de sus solicitudes y reconstrucción de sus vidas.813

5. La apelación

El Protocolo de Actuación para quienes imparten justicia en casos que 
afecten a personas migrantes y sujetas de protección internacional de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación de 2015 establece que “a pesar de 
que se trate de procedimientos rápidos, las decisiones de las autoridades de-
ben estar los suficientemente fundadas y motivadas”. Asimismo, indica que 
es necesario que las personas que deseen solicitar el reconocimiento de la 
condición de refugiadas tengan acceso al procedimiento y a que se cumpla 
con un debido proceso,814 derecho que además está previsto en la Ley en 

809		 Artículo 24 de la Ley y artículos 40 y 41 del Reglamento.
810		 Artículo 42 del Reglamento.
811		 Artículo 24 de la Ley y artículos 45 y 47 del Reglamento.
812		 Artículo 23 del Reglamento.
813		 Asylum Access México, “Hoja informativa sobre el asilo en México”, México, 2019, p. 1.
814		 SCJN, “Protocolo de actuación para quienes imparten justicia en casos que afecten a 

personas migrantes y sujetas de protección internacional”, México, 2015, p. 90.
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distintas disposiciones.815 Este último, aplicado a los casos de reconocimien-
to de la condición de refugiados, debe incluir el derecho a ser oído, derecho 
a la información, a un intérprete, a un plazo razonable, a la defensa, a la 
garantía de un tribunal independiente, imparcial y competente, así como a 
la protección judicial y a un recurso efectivo.

En este sentido, si la decisión final de la Comar niega cualquier tipo de 
protección internacional (estatuto de refugiado o protección complemen-
taria), el solicitante será deportado si no interpone uno de los siguientes 
recursos:

a) Recurso de revisión ante la Comar. El plazo para interponer este recurso es 
quince días hábiles, contados a partir del día siguiente a aquel en el 
que surtió efectos la notificación de la resolución respectiva, y se sus-
tancia de acuerdo con lo que señala la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo (LFPA).816 De este modo, el mismo órgano adminis-
trativo que decidió si otorgaba la calidad de refugiado o protección 
complementaria revisa su propia decisión, siendo juez y parte en el 
mismo procedimiento.817 La práctica demuestra, tal vez sin mucha 
sorpresa, que en la mayoría de los casos la decisión inicial es confir-
mada en esta revisión administrativa por la misma Comar, por lo que 
el resultado de interponer el recurso es completamente inefectivo.818

b) Juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA). 
Las personas solicitantes de asilo cuyos recursos de revisión fueron 
negados por la Comar, así como cuando existen violaciones claras en 
materia del procedimiento de reconocimiento, tienen la alternativa 
de interponer una demanda de nulidad ante TFJA, el cual tiene la 
autoridad para exigir la reposición del procedimiento, así como de 
realizar un nuevo análisis que permita otorgar el reconocimiento de la 
condición de refugiado al demandante.819

815		 Artículos 19 y 21-25 de la Ley.
816		 Artículo 25 de la Ley, artículo 60 del Reglamento y artículos 83 y 85 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo (LFPA).
817		 Ortega Velázquez, Elisa, “Niños, niñas y adolescentes solicitantes de asilo en México: 

una crítica a los defectos del procedimiento para el reconocimiento de la condición de refu-
giado”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado 152, 2018, p. 721.

818		 CDHFMC UIA, “La interpretación y aplicación del derecho internacional y nacional 
de los refugiados. Análisis de las resoluciones de primera instancia de la Comisión Mexi-
cana de Ayuda a Refugiados”, México, 2017. Human Rights Watch, “Puertas cerradas. El 
fracaso de México a la hora de proteger a niños refugiados y migrantes de América Central”, 
Nueva York, 2016, p. 120. Sin Fronteras IAP, “Evolución y retos del asilo...”, cit., pp. 35, 54 y ss.

819		 Artículo 83 de la LFPA; artículo 3o., fracción XII, de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa.
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c) Juicio de amparo ante el Poder Judicial. Una vez que la persona solicitante 
de asilo ha agotado las dos instancias disponibles para impugnar la 
decisión que le niega la calidad de refugiada, puede intentar, como 
última opción, la vía judicial, a través de la interposición de un juicio 
de amparo.820 Para ello, es preciso que haya agotado previamente los 
recursos ordinarios que se establecen en la ley de la materia. Esto, en 
virtud de que el juicio de amparo es improcedente en contra de las 
resoluciones de tribunales administrativos, en este caso el TFJA, res-
pecto de las cuales la ley ordinaria (la LFPA) conceda algún recurso o 
medio de defensa (el juicio contencioso administrativo) por virtud del 
cual el acto reclamado (negación de la calidad de refugiado) pueda 
ser modificado, revocado o nulificado. Ahora bien, es preciso desta-
car que se puede intentar interponer un juicio de amparo obviando 
la segunda instancia (la del TFJA), ya que la Ley de Amparo dispo-
ne que pueden constituir una excepción al principio de agotabilidad 
de los recursos ordinarios las situaciones que entrañen el riesgo de 
la privación de la vida, deportación o expulsión, como podría ser la 
negación de la calidad de refugiado y la consecuente deportación al 
país de origen.821

A pesar de que el ordenamiento jurídico mexicano prevé que la per-
sona solicitante de asilo rechazada pueda interponer el juicio de ampa-
ro en tercera instancia, la situación dista de ser sencilla para la persona 
solicitante. Constituye una traba considerable al acceso a la justicia que 
las personas solicitantes de asilo tengan que acudir primero a dos instancias 
administrativas imposibilitadas para interpretar y decidir de acuerdo con 
las circunstancias particulares del caso antes de que puedan llegar a la re-
visión judicial, especialmente cuando se trata de personas vulnerables; por 
ejemplo, los niños no acompañados, sin recursos económicos y sin repre-
sentación legal.

Aun en el caso excepcional en el que se intente directamente el amparo, 
saltándose la segunda instancia del TFJA, es preciso considerar que para 
interponer este juicio se requiere un entrenamiento jurídico especializado, y 
las personas solicitantes rara vez cuentan con este conocimiento. De hecho, 
ante el vacío en términos de asistencia gubernamental, la sociedad civil or-
ganizada es la que provee mayormente asesoría legal a los solicitantes a tra-

820		 Artículos 103 y 107 de la Constitución.
821		 Artículo 61, fracción XVIII, a), de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 

103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Dia-
rio Oficial de la Federación del 2 de abril de 2013.
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vés de litigios estratégicos.822 Sin duda, la sociedad civil es la que tiene más 
posibilidades de generar cambios en las prácticas gubernamentales, pro-
ducir reformas legislativas, cambiar o ampliar criterios judiciales o generar 
programas institucionales y políticas públicas que garanticen los derechos 
de los migrantes.823 Sin embargo, por obvias razones, las organizaciones de 
la sociedad civil no pueden acoger todos los casos de solicitantes de asilo sin 
representación legal, lo que genera estados de indefensión para las personas 
solicitanes de asilo en el país, lo cual es una muestra de la opacidad sistémi-
ca que define el procedimiento de determinación de la calidad de refugiado 
en México.

IV. Un régimen que produce un derecho 
humano al asilo vacío

El sistema de protección internacional de México es generoso en papel. Sin 
embargo, en la práctica se trata de un régimen que adolece de problemas 
graves, que menoscaban su generosidad legal y discursiva y, por ende, su 
eficacia para proteger a las personas perseguidas. Entre los principales obs-
táculos que pueden identificarse para que el derecho al asilo sea realizable en 
México está, sin duda, el hecho de que buena parte de los solicitantes de asilo 
permanecen en detención durante todo su procedimiento. Ello, sumado a 
obstáculos de orden legal y práctico que configuran en la práctica un régimen 
que produce un derecho humano al asilo, pero vacío.

1. Obstáculos jurídicos

A. Detención de los solicitantes de asilo en estaciones 
migratorias durante el procedimiento

En México, todas las personas que no pueden acreditar su estancia regular 
en el territorio son enviadas a una estación migratoria mientras se determina 

822		 Por ejemplo, la Clínica Jurídica para Refugiados Alaíde Foppa de la UIA, el Centro 
de Derechos Humanos Fray Matías, FM4 Paso Libre, Sin Fronteras IAP o Asylum Access 
México.

823		 Un ejemplo de esto es la reforma legislativa del 11 de noviembre de 2011, a través de 
la cual se reformaron las disposiciones de la Ley de Migración, que permitían la detención de 
los niños migrantes. También se reformaron disposiciones de la Ley de Refugiados. Segob, 
“Decreto por el que se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre 
Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, en materia de Infancia Migrante”, 
DOF, México, 2020.
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su situación. Los solicitantes de asilo no son la excepción: el Reglamento de 
la Ley de Migración prevé que los solicitantes de asilo que inician el procedi-
miento de determinación de su condición como refugiados ante el INM y no 
ante la Comar sean trasladados a las estaciones migratorias y permanezcan 
allí durante todo el tiempo que dure el procedimiento (artículos 62 y 63). 
Según la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 
este tiempo no debería rebasar los 45 días hábiles, o 90 días hábiles, en casos 
excepcionales (artículo 24); sin embargo, en la práctica se extiende míniman-
te seis meses,824 siendo lo usual un año o más.825 Esta situación origina que 
muchas personas abandonen las solicitudes que iniciaron, configurándose 
una violación al debido proceso, porque los términos de respuesta exceden 
por mucho el plazo legal establecido, que es 45 días hábiles o máximo noven-
ta días en casos “excepcionales”.826

En detención, los migrantes enfrentan como primera dificultad ser iden-
tificados como personas que requieren protección internacional, dada la fal-
ta de seriedad del INM en su papel de coadyuvante de la Comar, a pesar 
de que la Ley mandata expresamente que deben informar de su derecho de 
solicitar el reconocimiento de la condición de refugiado a todas las personas 
“presentadas” en estaciones migratorias y recibir y remitir las solicitudes a 
la Comar.827 Esta situación ha tenido como consecuencia una inadecuada 
identificación de las personas que requieren protección internacional. Ade-
más, aquellas que logran superar este primer obstáculo deben permanecer 
en la estación migratoria hasta que la Comar emita una resolución. Pese a 
que la Ley de Refugiados establece la posibilidad de que un solicitante que 
se encuentre en situación de vulnerabilidad salga de la estación migratoria 
para dar seguimiento a sus procedimientos en libertad (artículo 20), estos 
casos son pocos en relación con la totalidad de los solicitantes detenidos.828

824		 Asylum Access México, “Hoja informativa...”, cit., p. 1. Asilegal et al., “La detención 
migratoria: un análisis desde el modelo penitenciario y el gasto público”, México, Asilegal, 
Sin Fronteras IAP, Fundar, 2019, pp. 17 y 18.

825		 Asylum Access México, “Hoja informativa...”, cit., p. 10. FJED et al., “Informe sobre 
los efectos de la pandemia de Covid-19 en las personas migrantes y refugiadas que pusieron 
en riesgo la vida y salud de las personas allí privadas de libertad. Violaciones a derechos 
humanos documentadas por organizaciones defensoras y albergues en México”, México, 
FJED, Asylum Access México, CMDPDH, IMUMI, Sin Fronteras IAP, Alma Migrante, 
2020, pp. 71-73.

826		 Artículo 24 de la Ley de Refugiados.
827		 Artículo 109, fracción II, de la Ley de Migración y artículo 17 del Reglamento de la 

Ley de Refugiados.
828		 IAP, “Evolución y retos del asilo en México. 20 años de asistencia legal e incidencia 

por las personas refugiadas”, p. 36.
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De este modo, los migrantes irregulares y solicitantes de asilo corren 
la misma suerte, lo cual es aún más grave en el caso de estos últimos, pues 
tienen el temor de ser devueltos a su país de origen donde están en riesgo 
su vida o su libertad. Además, la detención separa al solicitante de asilo de 
la comunidad, lo cual a veces es la meta que persiguen las autoridades: les 
dificulta acceder a redes de apoyo existentes y disminuye su capacidad para 
ser personas independientes, autosuficientes e integradas en la comunidad 
de acogida una vez que son liberadas. Todos estos factores se agravan aún 
más por la incertidumbre sobre la duración y el resultado de la detención.829

Cabe señalar que ha habido algunos esfuerzos para disminuir la deten-
ción de los solicitantes de asilo; por ejemplo, el Programa de Alternativas a 
la Detención, desde agosto de 2016, gracias a un acuerdo entre la Comar, el 
INM y ACNUR, a través del cual se ha dejado en libertad a varias personas 
solicitantes de asilo y trasladado a refugios para migrantes administrados 
por organizaciones de la sociedad civil. No obstante, cinco años después 
este programa no se ha institucionalizado ni publicado oficialmente, y, por 
tanto, corre el riesgo de desaparecer en cualquier momento.830

B. Falta de representación jurídica gratuita para los solicitantes 
de asilo durante el procedimiento

Los procedimientos para la resolución de las solicitudes de asilo son 
confusos y no están adaptados para que puedan ser completados sin ayuda. 
Es decir, resultan prohibitivamente opacos para que una persona que lle-
ga a México en condiciones extremas de vulnerabilidad pueda llevarlos de 
forma autónoma sin representación jurídica. Sin embargo, formalmente, 
hasta 2019 el gobierno no proporcionaba representación legal gratuita a 
ningún solicitante de asilo, teniendo como resultado que las personas que 
conseguían iniciar un procedimiento de reconocimiento de la condición de 
refugiado no contaran con asistencia jurídica de parte del Estado; algunas 
organizaciones de la sociedad civil se arrogaban esa tarea,831 aunque, por 
obvias razones, no pueden llevar la totalidad de los casos.832

829		 ACNUR, “Más allá de la detención: una estrategia mundial para apoyar a los gobier-
nos a poner fin a la detención de solicitantes de asilo y refugiados, 2014-2019”, Ginebra, 
2014, p. 2.

830		 Amnistía Internacional, “Ignoradas y sin protección. la mortal devolución de personas 
centroamericanas solicitantes de asilo desde México”, Londres, 2018, p. 20.

831		 Por ejemplo, Sin Fronteras IAP, Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los 
Derechos Humanos, Asylum Access México y Clínica Jurídica para Refugiados Alaíde Foppa.

832		 Human Rights Watch, “Puertas cerradas...”, cit., pp. 78, 80 y 81.
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Esta situación llevó a que en mayo de 2019 el ACNUR firmara un con-
venio marco con el Instituto Federal de Defensoría Pública (IFDP) para fa-
cilitar que las personas solicitantes de asilo en el país cuenten con servicios 
de representación legal en los procesos administrativos para ser reconocidas 
como refugiadas.833 En el mismo sentido, en febrero de 2020 la Comar y el 
IFDP firmaron un convenio para canalizar a los solicitantes de la condición 
de refugiado a los servicios de orientación, asesoría y representación jurídica 
gratuitas que brinda el Instituto.834 A pesar de los esfuerzos anteriores, no hay 
datos sobre las personas que han recibido dichos servicios ni mucho menos 
sobre la efectividad de la referida representación legal en sus procedimientos.

C. Falta de efectividad de los recursos de revisión

Si bien la legislación contempla diversas formas en las cuales los solici-
tantes de asilo pueden apelar una resolución desfavorable (recurso de revi-
sión, juicio de nulidad y juicio de amparo), la tecnicidad de dichos recursos 
hace difícil que los solicitantes que no cuentan con asesoría legal puedan 
acceder efectivamente a ellos. Incluso en los casos donde se cuenta con el 
acompañamiento de un abogado o una organización de la sociedad civil al 
presentar un recurso de revisión, las resoluciones carecen de profundidad. 
Y, en el caso de la segunda instancia, las resoluciones se centran mayormen-
te en cuestiones procedimentales, sin analizar el fondo de la resolución.835

De este modo, no hay un recurso de revisión efectivo en caso de nega-
ción de la calidad de refugiado, lo cual propicia, en última instancia, que se 
viole el derecho a la vida de los solicitantes de asilo; por ejemplo, si son de-
vueltos a un lugar donde corre peligro su vida y realmente calificaban para 
obtener la calidad de refugiados en México. Lo anterior, en virtud de que la 
misma autoridad que decidió negar la condición de refugiado, la Comar, es 
la que revisa la legalidad de su propia decisión: es juez y parte en el mismo 
proceso.836 Aún más: en caso de que la persona solicitante de asilo rechaza-

833		 ACNUR, “Personas solicitantes de asilo contarán con apoyo de la defensoría pública 
en México”, 2019.

834		 Segob, “Firman Comar E IFDP Convenio para que solicitantes de condición de refu-
giado tengan asesoría jurídica y acompañamiento”, México, 2020.

835		 CMDPDH, “Observaciones sobre la actuación de la comisión mexicana de ayuda a 
refugiados”, México, 2017, p. 49.

836		 Artículo 25 de la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político; 
artículo 59 del Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Complementaria, que 
señala: “En contra de la negativa de reconocimiento de la condición de refugiado, de la 
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da impugne en segunda instancia la revisión administrativa de la Comar, la 
ley de la materia dispone que el tribunal facultado para conocer el asunto 
es el Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA),837 lo cual puede 
presentar al menos tres problemas, si bien la experiencia de los últimos años 
muestra una loable función de los integrantes del TFJA:

1. El TFJA es un tribunal administrativo, experto en materia adminis-
trativa (y fiscal); es decir, no está especializado en temas migratorios 
o de asilo.

2. El TFJA se encuentra sujeto irrestrictamente al principio de legali-
dad, y, en consecuencia, está imposibilitado de realizar una labor in-
terpretativa (propia de los jueces) a favor de las personas solicitantes 
de asilo y de acuerdo con las particularidades del caso, que pueden 
ser, literalmente, de vida o de muerte.

3. El TFJA no es completamente independiente en el ejercicio de sus 
funciones, ya que está adscrito a la administración pública. De nueva 
cuenta, tenemos un conflicto de intereses: el mismo poder público, 
el Poder Ejecutivo, resulta ser juez y parte en el mismo proceso. Con 
esto se viola, en última instancia, el principio de división de poderes, 
sobre el cual descansa el Estado democrático de derecho, y que funge 
como freno a los abusos de poder de los poderes públicos.838

D. Obligación de permanecer en el estado de presentación 
 de la solicitud de asilo

Los solicitantes de asilo deben permanecer en el estado en el que pre-
sentaron su solicitud, y deben presentarse semanalmente a firmar un for-
mulario en la oficina de la Comar o del INM de ese estado para demostrar 

cesación, de la cancelación, de la revocación o del retiro de la protección complementaria, 
de la negativa de autorización de reunificación familiar, así como del dictamen sobre la 
protección efectiva a que se refiere el artículo 91 de este Reglamento, procede el recurso de 
revisión”. Y el artículo 86 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo dispone: “El 
escrito de interposición del recurso de revisión deberá presentarse ante la autoridad que 
emitió el acto impugnado y será resuelto por el superior jerárquico, salvo que el acto impug-
nado provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso será resuelto por el mismo”.

837		 Artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; artículo 3o. (XII) de 
la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

838		 Véase, por ejemplo, el freno que el Poder Judicial intentó poner a los abusos de poder 
del expresidente Donald J. Trump de los Estados Unidos y sus órdenes ejecutivas en materia 
de asilo: Shear, Michael D. et al., “Judge Blocks Trump Order on Refugees Amid Chaos and 
Outcry Worldwide”, The New York Times, 28 de enero de 2017.
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su presencia.839 Esta restricción comporta una carga excesiva para los solici-
tantes de asilo, ya que la mayoría de ellos en México presentan su solicitud 
en los estados de la frontera norte o sur. Los estados del sur, como Chiapas 
(donde se presenta el 60% de las solicitudes de asilo),840 registran algunas 
de las mayores tasas de pobreza del país, y en estos estados existen menos 
oportunidades laborales. Los estados del norte de México tienen altas tasas 
de violencia y delincuencia y una gran presencia de cárteles. Sin embargo, 
los solicitantes de asilo se ven forzados a quedarse en zonas en las que no 
pueden cubrir sus necesidades básicas o en las que existe un riesgo más ele-
vado para su seguridad personal.

Los solicitantes de asilo no pueden solicitar asilo en un estado y trans-
ferir su solicitud a otra oficina de la Comar, salvo que cumplan numero-
sos y estrictos requisitos en relación con la transferencia. La Comar sólo 
permite transferencias por razones de seguridad, y los solicitantes de asilo 
deben presentar documentación detallada de un incidente relacionado con 
la seguridad, como un acta ministerial. Para muchos solicitantes de asilo, 
presentar una denuncia ante la policía en un país extranjero constituye un 
proceso intimidante y difícil, y puede que sientan miedo de hablar con las 
autoridades.841

E. Plazo de treinta días para presentar la solicitud

Un solicitante de asilo debe solicitar la condición de refugiado dentro 
de los treinta días siguientes a su ingreso al país, y, de forma excepcional 
fuera de este plazo, siempre que le haya sido imposible hacerlo dentro de los 
treinta días. Para ello, el solicitante debe proporcionar una justificación, y, 
de considerarla adecuada, la Comar decidirá si admite o desecha la solici-
tud. Es importante señalar que existen importantes obstáculos para quienes 
solicitan asilo fuera del plazo legal y a quienes la Comar decide no admitir 
su solicitud por estos motivos. Tienen más probabilidades de recibirla los 
solicitantes de asilo con representación legal, que es muy reducida y, en caso 
de encontrarse la persona detenida en una estación migratoria, las autori-
dades del INM pueden deportarla o devolverla, con independencia de la 
existencia de una necesidad de protección internacional.842

839		 Artículo 23 del Reglamento de la Ley.
840		 Comar, “Estadísticas Comar 2020”, México, 2020.
841		 Schmidtke, Rachel, “Un nuevo camino a seguir: refuerzo del contexto de protección 

en México”, Nueva York-Washington, D. C., Refugees International, 2020.
842		 Idem.
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2. Obstáculos prácticos

A. Incumplimiento del INM de su obligación de informar a las personas detenidas 
de su derecho de solicitar asilo y respuestas que disuaden solicitarlo

Las personas que cumplen los requisitos para solicitar asilo normalmen-
te ignoran que pueden hacerlo mientras están detenidas, porque los agentes 
del INM no les informan de este derecho, a pesar de que por mandato de 
ley deben identificar de manera proactiva a los posibles solicitantes843 e in-
formar a todas las personas “presentadas” en estaciones migratorias de su 
derecho de solicitar el reconocimiento de la condición de refugiado.844 Sin 
embargo, la práctica común es que no les informen apropiadamente, ni de 
forma verbal ni escrita, sobre su derecho al asilo ni sobre el proceso migrato-
rio al que están siendo sujetas; por ejemplo, la información básica sobre los 
motivos de su detención o su traslado de una estación migratoria a otra, ni 
sus derechos y obligaciones, ni las alternativas existentes a la deportación.845

En el caso de los niños, el cumplimiento de esta responsabilidad requie-
re que los oficiales de Protección a la Infancia (OPI) del INM enfoquen con 
una sensibilidad especial la manera en que los niños pueden responder a sus 
preguntas y que hagan esfuerzos por examinar sus posibles necesidades de 
protección. Tal como señalan las directrices del ACNUR para las solicitu-
des de asilo de niños, “Los niños no pueden articular sus solicitudes de la 
condición de refugiado en la misma forma que los adultos y, por lo tanto, 
pueden requerir especial asistencia para llevarla a cabo”.846 No obstante, la 

843		 Artículo 16, fracción I, del Reglamento de la Ley sobre Refugiados y artículo 173, 
fracción IV, del Reglamento de la Ley de Migración.

844		 Artículo 109, fracción II, de la Ley de Migración.
845		 Amnistía Internacional, “Ignoradas y sin protección...”, cit., pp. 10-13. Suárez, Ximena 

et al., “Un camino de impunidad. Miles De migrantes en tránsito enfrentan abusos y medidas 
severas en México”, 2015), disponible en: https://www.wola.org/wp-content/uploads/2016/09/
Camino-de-Impunidad_Espanol-1.pdf. Centro de Derechos Humanos Fray Matías de Córdova, 
“Tapachula, Chiapas: la experiencia de detención en la frontera sur mexicana”, en Barja 
Coria, Joselin (ed.), Derechos cautivos: la situación de las personas migrantes y sujetas a protección interna-
cional en los centros de detención migratoria: siete experiencias de monitoreo desde la sociedad civil, México, 
Frontera con Justicia, A. C., 2015, p. 61. CIDH, “Derechos humanos de los migrantes y otras 
personas en el contexto de la movilidad humana en México”, Washington, D. C., 2013, pp. 
520-535.

846		 ACNUR, “Directrices sobre protección internacional: solicitudes de asilo de niños 
bajo los artículos 1 (a) 2 y 1 (F) de la Convención de 1951 y/o el Protocolo de 1967 sobre el 
estatuto de los refugiados (“Directrices sobre solicitudes de asilo de niños”)”, Ginebra, 2009, 
párr. 2.

Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 
www.juridicas.unam.mx 
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv 

 
 
 
 

Libro completo en: 
https://tinyurl.com/26j3a6fz

DR © 2022. Universidad Nacional Autónoma de México-Instituto de Investigaciones Jurídicas 



212 ELISA ORTEGA VELÁZQUEZ

experiencia demuestra que los agentes del INM incumplen con su deber de 
informarles a los niños sobre su derecho de solicitar asilo, y no tratan sus 
peticiones verbales de protección como solicitudes de reconocimiento de la 
condición de refugiado, a pesar de que están obligados por ley a hacerlo.847

Además, la experiencia demuestra que los agentes del INM no sólo no 
identifican a las personas con necesidades de protección internacional y 
no les informan sobre su derecho de solicitar asilo, sino que los disuaden 
abiertamente de solicitar asilo. Organizaciones de la sociedad civil han do-
cumentado cómo los agentes responden a las interrogantes de los potencia-
les solicitantes de asilo (sean adultos o niños) con indiferencia, desincenti-
vando que presenten su solicitud, con el pretexto de que no tienen pruebas 
suficientes o que las que tienen serán infructuosas, o sugiriéndoles que no 
soliciten asilo, ya que eso resultaría en una prolongación indeterminada de 
su detención, pues tienen que permanecer detenidos en la estación migra-
toria durante todo el tiempo que dure el procedimiento de reconocimiento 
de la condición de refugiado.848

Esta práctica es ilegal, ya que los agentes del INM no están capacitados 
para prejuzgar las solicitudes de reconocimiento de la condición de refugia-
do: es la Comar la agencia que tiene la responsabilidad de determinar, des-
pués de una investigación en profundidad, si un solicitante es un refugiado 
o no.849 Esta situación —que involucra las subjetividades de los agentes de 
migración a la par de una política del INM— genera que los solicitantes 
de asilo que son detenidos no soliciten asilo o, en caso de ya haber iniciado 
un procedimiento, se cansen de la situación y opten por regresar voluntaria-
mente a sus países de origen en lugar de completar el proceso.

B. Violación del principio de no devolución por parte del INM

Los migrantes irregulares en México, aun cuando vengan huyendo de 
la persecución y la violencia, suelen ser detenidos en estaciones migra-
torias, y posteriormente deportados, muchas veces sin tener la oportuni-
dad de solicitar la condición de refugiado aunque califiquen para ello.850 

847		 Georgetown Law Human Rights Institute, “The Cost of  Stemming the Tide: How 
Immigration Enforcement Practices in Southern Mexico Limit Migrant Children’s Access to 
International Protection”, Washington, D. C., Georgetown University, 2015, p. 48.

848		 CIDH, “Derechos humanos de los migrantes...”, cit., párr. 536. Human Rights Watch, 
“Puertas cerradas...”, cit.

849		 Artículos 15, fracción I, de la Ley sobre Refugiados y artículo 15, fracción III, del 
Reglamento sobre la Ley sobre Refugiados.

850		 Amnistía Internacional, “Ignoradas y sin protección...”, cit., pp. 8 y 9.
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Los potenciales solicitantes de asilo no sólo son detenidos y deportados 
rápidamente, sino que muchos de ellos corren un alto riesgo durante la 
detención migratoria, como violencia y ser sujetos de malos tratos,851 o 
en tiempos de Covid-19, de contagiarse ante el hacinamiento e insalubri-
dad en las estaciones migratorias.852 Aún más, existe la práctica de algunos 
agentes del INM que hacen firmar a las personas detenidas, documentos 
de aceptación de “retorno asistido”853 a su país y de renuncia a su derecho 
a presentar alegatos en su favor en el plazo de quince días estipulado en 
el procedimiento administrativo migratorio, incluso valiéndose de tácticas 
coercitivas, lo que muestra —además de prácticas ilegales— una cultura 
institucional que posibilita incumplimientos sistemáticos del principio de 
no devolución.854

En el caso de los migrantes que ingresan a México por puntos de en-
trada aéreos, el INM opera un espacio similar a una estación migratoria en 
el aeropuerto de la Ciudad de México, conocido como “La Burbuja”. En 
caso de que el INM detecte incoherencias en la documentación de una per-
sona, un funcionario del Instituto le realiza una entrevista para determinar 
si puede entrar en México o debe decretarse su rechazo, lo que ocasionará 
su devolución a su país de origen o a otro país que lo admita. Un rechazo 
es distinto de una deportación, ya que esta última implica la entrada de la 
persona a territorio mexicano, mientras que en el caso de un rechazo no se 
considera que la persona haya entrado a México.855

Así, salvo que tenga una red en México que pueda impugnar el rechazo, 
la persona puede ser rápidamente devuelta sin tener la oportunidad de so-
licitar asilo. En casos en los que una persona desea solicitar asilo, pero ya se 
ha programado su devolución, un juez puede ordenar la paralización de la 
devolución, en virtud de la Ley de Amparo,856 aunque no existe un sistema 
de notificación inmediato que comunique la orden del juez a los funciona-

851		 Amnistía Internacional, “Acción urgente: riesgo de detención masiva de solicitantes de 
asilo”, México, 2019.

852		 FJED et al., “Informe sobre los efectos de la pandemia...”, cit.
853		 El “retorno asistido” se refiere a las deportaciones que no implican sanciones adminis-

trativas por volver a entrar en México, al contrario que las deportaciones oficiales, que tienen 
consecuencias punitivas si la persona vuelve a entrar.

854		 Amnistía Internacional, “Ignoradas y sin protección...”, cit., pp. 14 y 15.
855		 Schmidtke, Rachel, “Un nuevo camino a seguir...”, cit.
856		 Véase el caso de Farooq Muhammad, nacional paquistaní que en 2020 estuvo por 49 

días en este espacio hasta que su abogado, de la Clínica Jurídica para Refugiados, Alaide 
Foppa, logró que lo liberaran a través del amparo. Pradilla, A., “«Necesito ayuda»: migrante 
lleva casi un mes encerrado en el AICM sin luz natural ni ventilación”, Animal Político, 4 de 
octubre de 2020.
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rios del INM en el aeropuerto: un actuario judicial debe trasladarse al aero-
puerto para notificar la orden judicial, por lo que se han dado casos en los 
que los migrantes ya habían sido devueltos antes de que el actuario judicial 
pudiera realizar la notificación.857

C. Incumplimientos de la Comar de emitir la constancia de que la persona está 
solicitando asilo, y del INM, de expedir la Tarjeta de Visitante por Razones 
Humanitarias (TVRH) a los solicitantes de la condición de refugiado

La Comar está obligada a certificar que una persona es solicitante de 
asilo y está siguiendo un procedimiento.858 Esta constancia también protege 
al solicitante de asilo de la deportación, pues el INM la exige para emitir 
la Tarjeta de Visitante por Razones Humanitarias (TVRH), que facilitará 
su acceso a servicios sociales en el país. Sin embargo, a pesar de que los 
procedimientos de asilo son largos, la Comar se tarda incluso varios meses 
en emitirla, dependiendo el lugar donde se solicite asilo, dada su poca ca-
pacidad operativa. Con esto se deja a los solicitantes de asilo desprotegidos 
frente a la deportación y, además, se obstaculiza su acceso al empleo y a ser-
vicios de salud, entre otros, especialmente en tiempos de pandemia, a pesar 
de que la constancia no es un documento de tránsito ni autoriza la estancia 
regular de la persona.

Una vez que los solicitantes de asilo cuentan con la constancia de la Co-
mar, que certifica que están siguiendo el procedimiento de determinación 
de la condición de refugiado, el INM debe emitirles una Tarjeta de Visitante 
por Razones Humanitarias. Sin embargo, en la práctica, el INM sólo emite 
una fracción de las TVRH que debería, a pesar de que por disposición de 
ley859 está obligado a hacerlo a todos los solicitantes de asilo. Por ejemplo, en 
el periodo 2016 a 2020, ante un total de 164,699 solicitudes de condición de 
refugiado que se registraron en el país, el INM sólo expidió 61,773 TVRH. 
La diferencia entre el número de solicitudes y el número de TVRH expedi-
das indican que miles de solicitantes de asilo no tuvieron acceso a la tarjeta, 
sino solamente lo equivalente al 37.5% del total:

857		 Schmidtke, Rachel, “Un nuevo camino a seguir...”, cit.
858		 Artículo 22 de la Ley.
859		 Artículo 52, fracción V, inciso c) de la Ley de Migración.
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TVRH 2016-2020
2016 2017 2018 2019 2020 Total

Total de solicitudes de 
condición de refugiado

8,796 14,619 29,630 70,427 41,227 164,699

TVRH emitidas a 
solicitantes de condición 
refugiado

1,316 4,941 11,556 22,159 21,801 61,773

% de TVRH emitidas a 
solicitantes de condición 
refugiado 

14.96% 33.79% 39% 31.46% 52% 37.5%

Fuente: elaboración propia con información de la Segob860 y de la Comar, 2020.861

Esta situación no sólo quebranta la ley, sino que perjudica a los solici-
tantes de asilo, ya que la TVRH puede considerarse como una medida de 
protección en tanto les facilita el acceso a los servicios públicos en el país 
mientras dura el procedimiento de determinación de la condición de refu-
giado, lo cual en la práctica puede durar hasta un año o más, a pesar de que 
la ley señala el plazo de 45 días hábiles.

D. Entrevistas de elegibilidad por teléfono y sin protocolos

Dada la escasa capacidad operativa de la Comar, la práctica de entre-
vistas para determinar la elegibilidad del solicitante de asilo por vía telefóni-
ca en los veinticinco estados en los que no hay presencia de la Comar es una 
situación común. Sin embargo, esta situación no sólo contraviene la Ley, 
que señala que las entrevistas deben ser conducidas de manera personal,862 
sino que tanto la Comisión Nacional de los Derechos Humanos863 como las 

860		 Segob, Boletines Estadísticos Anuales de 2016 a 2020, disponibles en: disponible en: http://
www.politicamigratoria.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/Boletines_Estadisticos.

861		 Comar, “Estadísticas Comar 2020”.
862		 Artículos 21, 23 y 24 de la Ley y artículos 27-34 del Reglamento.
863		 CNDH, “Recomendación No. 38 /2019. Sobre el caso de violaciones a los derechos 

humanos a la seguridad jurídica, legalidad y al interés superior de la niñez, en agravio de 
112 personas solicitantes del reconocimiento de la condición de refugiado”, México, 2019. 
CNDH, “Recomendación No. 35/2017. Sobre el caso de violaciones a los derechos huma-
nos a la seguridad jurídica y legalidad, libertad personal, así como al principio del interés 
superior de la niñez en agravio de un grupo de personas en contexto de migración que 
solicitaron el reconocimiento de la condición de refugiado”, México, 2017. CNDH, “Reco-
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organizaciones de la sociedad civil han documentado que no existen proto-
colos oficiales para realizar las entrevistas telefónicas, por lo que hay esca-
sos controles o directrices sobre cómo se desarrollarán estas entrevistas.864 
Entrevistar a solicitantes de la condición de refugiados tiene una dimensión 
diferente a la entrevista realizada en otros contextos, debido a que en estos 
casos la libertad, la seguridad, e incluso la vida de las personas entrevistadas 
están en juego. Una entrevista mal realizada podría ocasionar la pérdida de 
información relevante para determinar la necesidad de protección interna-
cional.

Por ejemplo, algunas veces las entrevistas telefónicas se realizan en espa-
cios públicos y sin privacidad, lo cual hace difícil para el solicitante de asilo 
contar sucesos dolorosos y traumáticos que podrían apoyar su caso. Estas 
entrevistas pueden durar una hora o más para recoger todos los detalles y 
las razones por las que la persona solicita asilo; sin embargo, algunas orga-
nizaciones de la sociedad civil han señalado que algunas duran menos de 
treinta minutos y no son lo suficientemente detalladas para obtener la infor-
mación necesaria para tomar una decisión bien fundamentada. Además, la 
Comar avisa a los solicitantes de asilo de la fecha y hora de la entrevista con 
muy poca antelación, lo cual dificulta que el solicitante de asilo llame a su 
representante legal para que acuda a la entrevista. Esto frustra el derecho 
de los solicitantes de asilo a una tutela judicial efectiva, específicamente el 
artículo 20 del Reglamento de la Ley sobre Refugiados y Protección Com-
plementaria, que permite que un representante legal acompañe al solici-
tante de asilo durante todo el procedimiento de asilo. Estas cuestiones son 
especialmente problemáticas, porque la entrevista de elegibilidad es el paso 
más importante del procedimiento.865

E. La “alternativa” de “huida interna” 
que da Comar para negar la protección internacional

La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 no contem-
pla en su articulado el concepto de la “alternativa de huida interna” o “al-
ternativa de reubicación”. No obstante, el ACNUR ha autorizado su uso, 
de acuerdo con las Directrices que ha emitido sobre este tema en 2003. El 
concepto de huida interna o reubicación se refiere al traslado de la persona 

mendación No. 77/2012, caso del niño de nacionalidad hondureña a quien se negó refugio”, 
México, 2012).

864		 CMDPDH, “Observaciones sobre la actuación..., cit.
865		 Schmidtke, Rachel, “Un nuevo camino a seguir...”, cit.
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“a una zona específica del país donde no haya riesgo de temores funda-
dos de persecución y donde, dadas las circunstancias particulares del caso, 
es razonable esperar que el individuo pueda asentarse y llevar una vida 
normal”.866 El concepto de protección estatal, a diferencia del de huida in-
terna, sí se incluyó en la Convención de 1951.

Sin embargo, esta noción de “alternativa de huida interna” ha sido utili-
zada por los gobiernos para denegar asilo a personas que, de otro modo, po-
drían haberlo recibido. Bajo este concepto, la persona solicitante es reconoci-
da por tener una solicitud de asilo válida, pero basada en una amenaza local. 
Esto sugiere que la persona amenazada podría haber huido a otra zona más 
segura dentro de su país de origen, por lo que la solicitud de asilo puede ser 
denegada, y la persona puede ser devuelta a su país de origen —para conver-
tirse, sobra decir, en una persona desplazada interna—.

En el caso de México, tanto el concepto de alternativa de huida interna 
como el de protección estatal se incluyeron en el Reglamento de la Ley so-
bre Refugiados, concretamente en el artículo 42, que establece lo siguiente:

Artículo 42. Una vez recibida la información a que se refieren los artículos 40 
y 41 del presente Reglamento, la Coordinación analizará las declaraciones 
del solicitante. Al efectuar dicho análisis, la Coordinación tomará en cuenta, 
entre otros, los siguientes aspectos:

VI. La protección efectiva de su país de origen;
VII. La posibilidad de reubicarse dentro de su país de origen.

Cabe señalar que en ningún apartado del Reglamento se establecen 
las definiciones o los alcances de la protección estatal y la posibilidad de 
reubicación. Por lo tanto, ambos conceptos quedan sujetos a la libre in-
terpretación de la Comar, habiendo un vacío legal que opera en contra de 
los derechos de los solicitantes de asilo: 1) porque el personal de la Comar 
carece de orientación normativa sobre cómo entender estos conceptos, lo 
cual puede generar discrepancias en el modo de resolver, dependiendo de la 
persona que atienda y resuelva la solicitud de reconocimiento, y 2) porque 
se impone a los solicitantes de asilo una carga excesiva de probar que no 
cuentan con alternativa de huida ni protección estatal.867

866		 ACNUR, “Directrices sobre protección internacional No. 4: La alternativa de huida 
interna o reubicación en el contexto del artículo 1a (2) de la Convención de 1951 o el Proto-
colo de 1967. Sobre el estatuto de los refugiados”, Ginebra, 2003.

867		 Sánchez Nájera, Felipe, “La alternativa de huida interna y la protección estatal en el 
procedimiento de asilo en México”, Programa de Derechos Humanos, México, UIA, 2019, pp. 7 y 8.
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La práctica demuestra que la Comar ha utilizado en repetidas ocasiones 
—y como práctica sistemática— la “alternativa de huida interna” para ne-
gar la condición de refugiado en México.868 Para ello, ha usado como base 
legal el artículo 42, fracción VI, del Reglamento, y ha argumentado que 
los solicitantes pueden encontrar protección en algún lugar seguro dentro 
del mismo país del que vienen huyendo.869 Por ejemplo, de 2011 a 2016 la 
Comar usó este argumento como un obstáculo para el reconocimiento de 
la condición de refugiado en 72% de los casos en los que emitió una resolu-
ción negativa.870 Aún más, en el mismo periodo la Comar utilizó como ar-
gumento que las personas solicitantes de asilo sí contaban con “protección 
estatal”, de acuerdo con el artículo 42, fracción VI, del Reglamento, en el 
51% de los casos en los que emitió una resolución negativa de la condición 
de refugiado.871

Ahora bien, cuando hablamos de los países del norte de Centroamérica, 
este argumento no debería ser usado para negar la condición de refugiado, 
porque “es virtualmente inconcebible que una persona o una familia entera 
pueda escapar de las maras mediante una simple reubicación y empezar 
una nueva vida sin miedo a las represalias”.872 Aún más, “dado que muchas 
pandillas centroamericanas, tales como las maras, tienen una organización 
de alcance nacional e incluso regional, generalmente no puede haber nin-
guna alternativa realista de huida interna en estas solicitudes relacionadas 
a estas pandillas”.873

F. Poca capacidad operativa y financiera del órgano encargado 
de decidir las solicitudes de asilo

a. Las cifras

Desde 2013, México ha experimentado un aumento exponencial en las 
solicitudes de protección internacional. Según datos oficiales de la Comar, 

868		 CMDPDH, “Observaciones sobre la actuación..., cit., pp. 36-39.
869		 Human Rights Watch, “Puertas cerradas...”, cit., p. 74.
870		 Sánchez Nájera, Felipe, “La alternativa de huida interna y la protección estatal en el 

procedimiento de asilo en México”, pp. 11 y 12.
871		 Ibidem, p. 17.
872		 Boulton, Michael, “Living in a World of  Violence: An Introduction to the Gang Phe-

nomenon”, Legal and Protection Policy Research Series, Ginebra, ACNUR, 2011, p. 24. Corsetti, 
Jeffrey D., “Marked for Death: The Maras of  Central America and Those Who Flee Their 
Wrath”, Georgetown Immigration Law Journal 20, 2006, pp. 407-410.

873		 ACNUR, “Nota de orientación sobre las solicitudes de la condición de refugiado rela-
cionadas con las víctimas de pandillas organizadas”, Ginebra, 2010, p. 53.
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en este periodo se han presentado un total de 171,606 solicitudes de reco-
nocimiento de la condición de refugiado:

Año # solicitudes asilo
2013 1,296
2014 2,137
2015 2,137
2016 8,796
2017 14,619
2018 29,630
2019 70,427
2020 41,277
Total 171,606

Fuente: Comar, 2020.874

Gráficamente esta situación se puede ver de la siguiente manera, apre-
ciándose un aumento sostenido año con año y habiendo un pico de solici-
tudes de protección internacional en 2019, dadas las caravanas migrantes 
que iniciaron a finales de 2018. Esta tendencia bajó en 2020, al ser el primer 
año de la pandemia por Covid-19; sin embargo, el aumento acelerado de 
solicitudes no ha parado desde 2013:

Fuente: elaboración propia con datos de la Comar, 2020.875

874		 Comar, “Estadísticas Comar 2020”.
875		 Idem.
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Los datos arriba señalados muestran un incremento porcentual verti-
ginoso, año con año, de las solicitudes de asilo con respecto a 2013, lle-
gando en 2019 a un incremento de más del 5000% con respecto a 2013, 
e incluso en 2020, primer año de la pandemia, a un aumento de más del 
3000% en relación con 2013:

Año
% aumento respecto 

2013
2014 64 %
2015 164 %
2016 578 %
2017 1028 %
2018 2186 %
2019 5334 %
2020 3084 %

Fuente: elaboración propia con datos de la Comar, 2020.876

Este aumento ha saturado el sistema de protección internacional en Mé-
xico, especialmente si se tiene en cuenta que tanto la capacidad de financia-
miento como de personal e institucional de este sistema es inadecuada para 
responder al número tan elevado de solicitudes de los últimos ocho años, y ga-
rantizar, de esta forma, los derechos de las personas solicitantes de asilo y refu-
giadas. De hecho, el gobierno no sólo no ha destinado recursos suficientes a la 
Comar, sino que, con la excepción de 2020, se los ha disminuido año con año:

Año Presupuesto Comar
2014 24,814,761
2015 25,308,083
2016 22,529,254
2017 27,700,000
2018 26,800,000
2019 20,800,000
2020 47,360,858

Fuente: elaboración propia con datos de la SHCP.877

876		 Idem.
877		 SCHP, Presupuesto de Egresos 2014 a 2020, disponibles en: https://www.finanzaspubli-

cas.hacienda.gob.mx/es/Finanzas_Publicas/Paquete_Economico_y_Presupuesto.
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Aún más, el número de funcionarios capacitados para autorizar la con-
dición de refugiado no ha aumentado sustancialmente: en 2015878 eran 
quince, y en 2020 eran diecinueve.879 Además, la Comar sólo cuenta con 
oficinas en cuatro estados del país: Ciudad de México, Chiapas (Tapachu-
la), Tabasco (Tenosique) y Veracruz (Acayucan), y tiene “presencia” desde 
2019 en las instalaciones del Instituto Nacional de Migración en Monterrey, 
Tijuana y Palenque.880 Es decir, hay veinticinco estados de la República 
sin representación de la Comar, lo que tiene como consecuencia que a las 
personas solicitantes de asilo que se encuentran detenidas en estaciones mi-
gratorias donde no hay un representante de la Comar les lleve más tiempo 
que su caso sea evaluado. Ahora, si bien es fundamental garantizar que las 
instituciones y los funcionarios tengan la capacidad para evaluar adecuada-
mente los casos y procesarlos, tampoco es viable exigir a los funcionarios de 
la Comar, esfuerzos sobrehumanos ante aumentos vertiginosos de solicitu-
des de asilo que no van aparejados de los correspondientes incrementos en 
el presupuesto de la institución.

b. Rezago de solicitudes

Debido al sustancial aumento de las solicitudes de asilo, el limitado per-
sonal y los retos burocráticos, existe una acumulación creciente de solicitu-
des de asilo sin resolver en México. Por ejemplo, de 2018 a 2020 el panora-
ma en materia de rezagos luce de esta forma:

Año
#solicitudes 

de asilo

# solicitudes procesadas 
(positivas, protección 

complementaria y negativas)
% solicitudes 
procesadas Rezago

% de 
Rezago

2018 29,630 9,842 33.2% 19,788 66.7%

2019 70,427 20,242 28.7% 50,185 71.2%

2020 41,277 23,170 56.1% 18,107 43.8%

Total 141,334 53,254 37.6% 88,080 62.3%

Fuente: elaboración propia con datos de la Comar, 2020.881

878		 Ureste, Manu, “México recibe 67% más solicitudes de refugio, pero sólo tiene 15 
oficiales para atender 2 mil casos”, Animal Político, 19 de junio de 2015.

879		 Martínez, Fabiola, “En 2020, se recibieron 41,329 solicitudes de refugio y se espera 
más del doble en este año”, La Jornada, 3 de enero de 2021.

880		 Comar, “Comar: oficinas, presencia y acciones”, México, Comar, 2020.
881		 Comar, “Estadísticas Comar 2020”.
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Así, la tasa de rezago en 2020 fue del 43.8%, en 2019 de 71.2% y en 
2018 de 66.7%. A pesar del progreso en 2020, en relación con los años 
previos, organizaciones de la sociedad civil han documentado que hay ca-
sos que llevan hasta dos años en proceso. Esto es altamente problemático, 
por las barreras a las que se enfrentan los solicitantes de asilo que no se 
encuentran detenidos a la hora de acceder a un empleo y a los servicios 
públicos durante los periodos de espera, como la falta de acceso a la Tarje-
ta de Visitante por Razones Humanitarias o la obligación de permanecer 
en estados con menos oportunidades laborales. Estas largas esperas tienen 
un efecto disuasorio importante en las personas y provoca que abandonen 
sus procedimientos. Por ejemplo, según Asylum Access, en 2018, 10,000 
solicitantes de asilo desistieron de sus solicitudes tras esperar una media de 
164 días.882

Cabe señalar que durante años la Comar ha aplicado la definición am-
pliada de refugiado de la Declaración de Cartagena, plasmada en el ar-
tículo 13, fracción II, de la Ley sobre Refugiados, a los solicitantes de asilo 
venezolanos,883 lo cual ha sido muy positivo, pues los criterios de evaluación 
pueden aplicarse más rápidamente, y se requiere menos información del so-
licitante de asilo para tomar una decisión. Sin embargo, con los nacionales 
de Centroamérica no seguía esta práctica, especialmente de Honduras y El 
Salvador.884

La pandemia de Covid-19 también ha planteado retos, pues aunque la 
Comar siguió recibiendo solicitudes de asilo, el 24 de marzo de 2020 sus-
pendió temporalmente el plazo de tramitación de 45 días hábiles para las 
solicitudes presentadas después esa fecha.885 También por la pandemia, en 
2020 la Comar redujo su personal de oficina y, por tanto, su capacidad para 
tramitar solicitudes. La reducción de la plantilla y la suspensión del plazo 
de 45 días se acumula al retraso que ya existía y al tiempo que tardan en 
resolver los expedientes.886

882		 Asylum Access México, “Hoja informativa...”, cit., p. 1.
883		 Sánchez Nájera, Felipe, “Declaración de Cartagena en México: 34 años de distancia-

miento entre la ley y la práctica”, Programa de Derechos Humanos, México, UIA, 2018, p. 14.
884		 Ibidem. CMDPDH, “Observaciones sobre la actuación...”, cit., p. 40.
885		 Segob, “Se suspenden a nivel nacional los plazos para resolver todos los procedimien-

tos iniciados al día de hoy ante la Comar”, México, 2020.
886		 En este sentido, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha sido enfática en 

señalar los rezagos que existen en la Comar. Por ejemplo, en 2019 expresó su preocupación 
por la demora y el rezago en los trámites para obtener la condición de refugiado, y la dis-
minución presupuestal a la Comar de 25.7 a 20.8 millones de pesos (comunicado de prensa 
DGC/235/19, del 20 de junio de 2019).
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V. El régimen contemporáneo de asilo 
en México: productor de espacios de excepción 

permanentes y derechos vacíos

En las secciones anteriores se ha tratado, por un lado, de sistematizar y hacer 
visibles las reglas de procedimiento que tienen que seguir las personas para 
solicitar y recibir asilo en México y, en su caso, para apelar la decisión que se 
los niegue; y, por otro, de identificar y analizar los obstáculos más notorios del 
propio marco legal y su práctica cotidiana, presentes en el desarrollo del pro-
cedimiento de la condición de refugiado. Esto, con el fin de dilucidar, desde 
una perspectiva crítica, la situación real del derecho al asilo en México más 
allá del generoso y discursivo marco legal que lo envuelve.

Los objetivos anteriores hacen visible el proceso para obtener la calidad 
de refugiado en México en su especificidad y sus consecuencias. Como se 
ha intentado mostrar, el proceso en sí resulta opaco, incluso para el lector 
especializado. Esta opacidad resulta, en gran medida, del marco jurídico 
y su aplicación por el aparato burocrático del Estado. Sin embargo, surge 
también de un amplio conjunto de prácticas cotidianas que dificultan a las 
personas solicitantes de asilo el acceso a dicho procedimiento. Esta situa-
ción genera consecuencias —aún— más graves en las personas con mayores 
condiciones de vulnerabilidad, como niños, mujeres y comunidad LGBT, y 
las deja en estado de indefensión respecto al procedimiento de determina-
ción de refugiado al que se enfrentan en México, con el fin de no ser devuel-
tas a los países que las han “expulsado”, y donde corren peligro su vida, su 
seguridad y su integridad personales.

El análisis anterior permite establecer que existe, al menos, una correla-
ción fuerte entre las normas que regulan el proceso de determinación de la 
condición de refugiado en México, los diversos obstáculos que se manifies-
tan al momento en que las personas deciden entablarlo y las violaciones a 
los derechos humanos de estas personas. Por tanto, el asunto medular es la 
“substanciación” del procedimiento para recibir asilo; es decir, la relación 
entre derecho (como conjunto de normas), los procedimientos (como praxis 
gubernamental) y la vida (real y cotidiana) de los sujetos que habitan los es-
pacios definidos mediante procedimientos como el descrito.

En otras palabras, al sugerirse que el derecho al asilo en México queda 
vacío, se habla de un problema de sustanciación, de derecho vuelto praxis 
cotidiana. Esto es, la dimensión jurídica (dada por el entramado de normas 
y procedimientos que dan forma al proceso de determinación de la con-
dición de refugiado) tiene efectos concretos sobre una dimensión estricta-
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mente práctica, caracterizada en el agregado por la violación sistemática y 
normalizada de los derechos humanos de las personas solicitantes de asilo 
en el país: el debido proceso, el acceso a la justicia, la igualdad ante la ley, 
el principio del interés superior de la niñez y, en última instancia, el dere-
cho a la vida. Así pues, las consecuencias del andamiaje jurídico formal del 
derecho al asilo en México resultan particularmente graves en la práctica, 
pues impactan la vida de las personas que lo solicitan. Dada la opacidad del 
procedimiento entero, se puede hablar del proceso legal de determinación 
de la condición de refugiado en el país como determinante de los linderos 
jurídicos de un espacio de excepción permanente para los solicitantes de 
asilo.

De este modo, en México existe un problema grave de sustanciación: 
un proceso legal viciado y opaco que produce un derecho humano al asilo 
sin contenido, sistemáticamente no realizable para las personas con necesi-
dades de protección internacional. A través del marco jurídico que regula el 
proceso de determinación de la calidad de refugiado, y en la arbitrariedad 
que sostiene sus linderos, México ha creado un estado de excepción perma-
nente para las personas solicitantes de asilo, que las deja en un limbo jurídi-
co y en total indefensión. En este sentido, las palabras del Alto Comisionado 
de los Derechos Humanos de la ONU describen particularmente bien el 
caso de estas personas: quedan emplazadas entre la amenaza constante de 
perder la vida —si regresan a casa— y una barrera casi infranqueable cons-
truida con normas, decisiones y procedimientos opacos.

Así pues, quien pide asilo en México enfrenta obstáculos inclusive para 
acceder al procedimiento, puesto que tal parece que la consigna de los Es-
tados es impedírselos o, de menos, dificultárselos al máximo. Como ha se-
ñalado Zeid Ra’ad Al Hussein, Alto Comisionado de Derechos Humanos 
de la ONU: “estas personas tienen la muerte a sus espaldas y un muro en 
la cara”.887 Estamos, pues, ante un derecho humano al asilo reconocido y 
refrendado por el Estado mexicano, pero finalmente vacío. Las regulaciones 
nacionales de los procedimientos de asilo evidencian que estas personas 
—sean niños, niñas, adolescentes o adultos— no son iguales en derechos 
que los nacionales o extranjeros en situación económica privilegiada.

Los Estados han creado para ellos un estado de excepción permanente,888 
en el que la ambigüedad suspende de facto el orden jurídico en materia de 

887		 Nebehay, Stephanie, “Few New Pledges at U.N. Talks to Resettle Syrian Refugees”, 
Reuters, 30 de marzo de 2016.

888		 Agamben, Giorgio y Costa, Flavia, Estado de excepción: Homo sacer lI, 1, Buenos Aires, 
Adriana Hidalgo, 2004.
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acceso a la justicia, debido proceso e igualdad ante la ley.889 La regulación 
actual del derecho al asilo en México muestra cómo se pueden contravenir 
los principios básicos del Estado de derecho y de derechos humanos mien-
tras esto suceda en la penumbra, parcialmente fuera de escena. Quien busca 
asilo en México es admitido dentro de un estado de excepción permanente, 
que, como diría Lochak,890 se ha vuelto la regla. En suma, en tal penumbra 
excepcional, el derecho humano al asilo es un derecho vacío.

889		 Sassen, Saskia, Expulsions: Brutality and Complexity in the Global Economy, Cambridge, The 
Belknap Press of  Harvard University Press, 2014; Bauman, Zygmunt, Archipiélago de excepcio-
nes, Buenos Aires, Katz, 2008.

890		 Lochak, Danièle, Face aux migrants: état de droit ou état de siège?, París, Textuel, 2007.
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CONCLUSIONES

I. El régimen internacional de asilo: 
¿protección o control?

Desde que inició la era del nacionalismo se introdujo un nuevo tipo de pri-
vilegio: la nacionalidad, que protege a ciertos individuos (los nacionales), a 
costa de excluir a otros (los extranjeros) con todo y sus consecuencias más 
perversas, como el genocidio, las guerras étnicas y civiles, la limpieza étnica, 
las minorías, los refugiados y los apátridas. Como señala Douzinas, desde las 
revoluciones liberales, los Estados nación han sido definidos por fronteras 
territoriales y han sustituido la exclusión que antes se hacía abiertamente en 
razón de la clase por una exclusión en razón de la membresía nacional.891 De 
este modo, todo Estado nación se ha formado a través de procesos de inclu-
sión de los nacionales y de exclusión de los extranjeros.

La llegada del nuevo milenio hizo patente el creciente número de con-
flictos y personas que carecen de la plena protección de su Estado y re-
quieren protección internacional al ser desplazadas de manera forzada. 
En los últimos veinte años los conflictos han afectado a distintos grupos 
de personas (mujeres, niños, LGBT, indígenas), y han combinado varios 
tipos de violencia: estatal, de género, de mercado, criminal y medioam-
biental, en aras de alcanzar el poder social o económico. Y, por lo general, 
afectan a regiones ya antes azotadas por problemas similares en procesos 
cíclicos. Además, los agentes de la violencia se han multiplicado: no sólo 
están las fuerzas estatales y los actores no estatales que ejercen el control 
de facto sobre los territorios y las personas, sino que existen actores priva-
dos —como el crimen organizado—, que son tolerados por los Estados y 
buscan tomar el control de la tierra, de los cuerpos y de los territorios con 
fines económicos.

La situación arriba descrita ha provocado que para fines de 2020 exis-
tan al menos 82.4 millones de personas que han sido obligadas a huir de sus 

891		 Douzinas, Costas, “El fin(al) de los derechos humanos”, IUS. Revista del Instituto de Cien-
cias Jurídicas de Puebla, A.C., 22, 2008, p. 12.
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hogares, buscando asilo dentro o fuera de las fronteras de sus países.892 Sin 
embargo, el contexto actual en materia de refugiados sugiere que estamos 
muy lejos de que el asilo sea un espacio donde el refugiado no sea perse-
guido. Más bien, parece propicio afirmar que el asilo es una ficción legal, 
donde el refugiado no tiene protección contra la privación de su libertad 
por parte del Estado de destino, ya sea literalmente, como es evidente en 
los centros de detención y hotspots, o figurativamente, en el sentido de que es 
forzado a formas de subjetivización y control a través del proceso de deter-
minación de la condición de refugiado y su categorización legal.

La Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Proto-
colo de 1967 siguen siendo las piedras angulares del sistema de protección 
internacional de los refugiados, y son presentados por el discurso hegemó-
nico como instrumentos universales de derechos humanos destinados a pro-
teger de la persecución a los refugiados, evitar su devolución a los lugares 
donde corre peligro su vida y garantizar de manera general sus derechos. 
Sin embargo, el asilo es una prerrogativa estatal, y no un derecho humano, 
y el régimen internacional de los refugiados es una biopolítica del dispositi-
vo de regulación migratoria que sirve para intensificar el control fronterizo 
de los Estados frente a los movimientos incontrolados de migrantes forza-
dos. Por ello, como advierte Hathaway, “el derecho de los refugiados ha 
sido históricamente valorado por los Estados porque es una forma política y 
socialmente aceptable de maximizar el control fronterizo frente a la migra-
ción involuntaria recurrente”.893

En tal virtud, la lógica que ha imperado en el derecho internacional de 
los refugiados ha sido una de gestión, selección y control del sujeto refugia-
do, así como una de exclusión del resto de migrantes forzados. Para tales 
efectos, la creación del sujeto refugiado, a través de una definición legal es-
tática —que deja fuera a la inmensa mayoría de migrantes forzados—, ha 
sido clave. En este sentido, la función principal de la Convención de 1951 
en el contexto actual es evitar que la definición de refugiado se amplíe para 
incluir los fenómenos contemporáneos de desplazamiento forzado y perse-
cución (como violencia generalizada y persecución por motivos de género), 
puesto que ello implicaría aumentar el espectro de protección del derecho 
internacional de los refugiados, lo cual nunca ha estado en la racionalidad 
de este cuerpo de normas jurídicas.

892		 ACNUR, “Global Trends. Forced Displacement in 2020”, Copenhagen, 2021, p. 2.
893		 Hathaway, James C., “Why Refugee Law Still Matters”, Melbourne Journal of  Interna-

tional Law 8, 2007, pp. 99 y 100.
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II. México: la paradoja del país con pasado colonial 
y perfil tradicional de emigrantes con leyes y políticas 

migratorias y de asilo racistas y clasistas

El régimen que nació de la Revolución mexicana de 1910 convirtió al nacio-
nalismo en el principal pilar de su proyecto político. Dadas las dificultades 
que tuvieron lugar en los años previos para lograr los objetivos de libertad 
política y justicia social, que originalmente habían estado aparejados con 
la defensa de la identidad nacional, el discurso nacionalista se convirtió en 
un patrimonio de la izquierda con una especie de legitimidad moral, y se 
identificó como un arma de movilización política. Sin embargo, nación y 
nacionalidad son categorías que están indisolublemente unidas a las de racis-
mo y xenofobia y, en consecuencia, a las políticas discriminatorias de grupos 
étnico-culturales, tanto internos como externos.894 En el caso de México, los 
primeros fueron los indígenas, y los segundos, los extranjeros.

La narrativa imperante presenta a México como un país generoso hacia 
los extranjeros, y de puertas abiertas para los refugiados. Sin embargo, un 
análisis a fondo permite ver que, a pesar de ser una nación tradicional de 
emigrantes, y que a lo largo de su historia nunca ha recibido contingentes 
significativos de extranjeros (ni inmigrantes ni refugiados), ha seguido la lí-
nea de los países tradicionales de inmigración —como Estados Unidos—, y 
ha tenido una política migratoria y de asilo no sólo restrictiva, sino también 
racista y clasista.

En los siglos XIX y XX, los elementos medulares que definieron los 
criterios de deseabilidad de las corrientes migratorias fueron “mejorar la 
raza”, a través de su blanqueamiento, e incentivar el desarrollo económico 
nacional. Entonces, la admisión de migrantes y refugiados se sujetó a dos 
criterios del paradigma biopolítico de gestión de las poblaciones, que pue-
den sintetizarse en raza y clase.

El gobierno estadounidense ha externalizado su frontera a México en 
los últimos treinta años a través de distintas políticas para que la migración 
irregular y solicitante de asilo procedente de Centroamérica —considera-
da “indeseable” y una “amenaza” social, política, cultural, económica, en 
materia de seguridad, e incluso biológica— no pise su territorio. Este pro-
ceso ha incluido la ejecución de políticas que van de planes de cooperación, 
seguridad y militarización regional (disfrazados de una retórica que “vela” 

894		 Pérez Vejo, Tomás, “Extranjeros interiores y exteriores: la raza en la construcción 
nacional mexicana”, en Yankelevich, Pablo (ed.), Inmigración y racismo.: contribuciones a la historia 
de los extranjeros en México, México, El Colegio de México, 2015, p. 103.
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por los derechos humanos de estas personas y el desarrollo en sus regiones 
de origen para que no tengan que migrar), al vaciamiento del derecho de 
asilo, al quitarle su principal garantía: el principio de no devolución.

México ha tenido un papel primario en este proceso, pues ha colabora-
do con Estados Unidos y asumido el papel de país frontera para contener 
a los migrantes irregulares y solicitantes de asilo centroamericanos a través 
de discursos securitarios que los han construido como una amenaza —que 
varía dependiendo del contexto económico, político y social imperante en la 
región— y asociado con el narcotráfico, el terrorismo, las invasiones, y hasta 
con la pandemia por Covid-19.

Así pues, México ha sido un eficiente gestor de la migración centro-
americana que intenta llegar hacia Estados Unidos a cambio de obtener 
ventajas comerciales. Ciertamente, el gobierno de México no es el único 
responsable del desastre que asuela a Centroamérica, pero sí de que sus víc-
timas tengan un trato humano al cruzar por su territorio, y que sea acorde 
con los compromisos internacionales en materia de asilo y derechos huma-
nos que ha suscrito. Esto implicaría, por ejemplo, institucionalizar las alter-
nativas a la detención migratoria y ampliar y fortalecer el sistema de asilo 
mexicano —que parece que en 2021, una vez más, tiene números récord de 
solicitudes de asilo— para otorgar protección internacional a las personas 
persguidas, acciones con las que el país se consolidaría como un referente 
en la materia en toda la región.

Sin embargo, parece que México ha elegido ser la primera línea del 
muro estadounidense a costa de la vida y los derechos humanos de las per-
sonas perseguidas, quienes tanto en Estados Unidos —país de destino— 
como en México —país de tránsito y cada vez más de destino— cuentan 
con pocas posibilidades de obtener protección internacional, aun cuando 
existen razones objetivas para que la soliciten, puesto que intentan huir de 
regiones de muerte y salvar su vida. No obstante, en ninguno de estos paí-
ses vecinos esta opción parece ser alentadora, ya que, por un lado, Estados 
Unidos los devuelve a México a que esperen sus procedimientos de asilo, 
mientras su vida corre peligro en esta espera, y, por otro lado, en México la 
posibilidad de pedir protección internacional es escasa si el gobierno mexi-
cano, bajo el lema de tener una migración “segura, ordenada y regular”, 
detiene y deporta “efizcamente” a la mayoría de las personas procedentes 
de esta región.

Desde una perspectiva crítica, se puede afirmar que la situación real del 
derecho al asilo en México —más allá del generoso y discursivo marco legal 
que lo envuelve— es compleja para las personas con necesidades de protec-
ción internacional. El proceso para la determinación de refugiado es opaco 
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no sólo por el marco jurídico, sino por su aplicación por el aparato buro-
crático del Estado. A la par, existe también un amplio conjunto de prácticas 
cotidianas que dificultan a las personas solicitantes de asilo el acceso a dicho 
procedimiento. Esta situación las deja en estado de indefensión con el fin de 
no ser devueltas a los países que las han “expulsado”, y donde corren peli-
gro su vida, su seguridad e integridad personales.

Existe, al menos, una correlación fuerte entre las normas que regulan 
el proceso de determinación de la condición de refugiado en México, los 
diversos obstáculos que se manifiestan al momento en que las personas de-
ciden entablarlo y las violaciones a sus derechos humanos. Por tanto, uno 
de los asuntos medulares es la “substanciación” del procedimiento para la 
determinación de la condición de refugiado; es decir, la relación entre de-
recho (como conjunto de normas), los procedimientos (como praxis guber-
namental) y la vida (real y cotidiana) de los sujetos que habitan los espacios 
definidos mediante procedimientos como el descrito.

Al sugerirse que el derecho al asilo en México queda vacío, se habla de 
un problema de sustanciación, de derecho vuelto praxis cotidiana. Esto es, 
la dimensión jurídica (dada por el entramado de normas y procedimientos 
que dan forma al proceso de determinación de la condición de refugiado) 
tiene efectos concretos sobre una dimensión estrictamente práctica, carac-
terizada en el agregado por la violación sistemática y normalizada de los 
derechos humanos de los solicitantes de asilo en el país: el debido proceso, 
el acceso a la justicia, la igualdad ante la ley, el principio del interés superior 
de la niñez y, en última instancia, el derecho a la vida.

Así pues, las consecuencias del andamiaje jurídico formal del derecho 
al asilo en México resultan particularmente graves en la práctica, pues im-
pactan la vida de las personas que lo solicitan. Dada la opacidad del proce-
dimiento entero, se puede hablar del procedimiento legal de determinación 
de la condición de refugiado en el país como determinante de los linderos 
jurídicos de un espacio de excepción permanente para los solicitantes de 
asilo.

De este modo, en México existe un problema grave de sustanciación: un 
proceso legal viciado y opaco que produce un derecho humano al asilo sin 
contenido, sistemáticamente no realizable para las personas con necesida-
des de protección internacional. El gobierno mexicano, a través del marco 
jurídico que regula el proceso de determinación de la condición de refugia-
do —y en la arbitrariedad que sostiene sus linderos— ha creado un estado 
de excepción permanente para los solicitantes de asilo, que los deja en un 
limbo jurídico y en total indefensión.
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III. La teoría biopolítica de Michel 
Foucault sobre el “derecho de los gobernados”: 

huir para resistir

Los análisis foucaultianos del derecho desafían las pretensiones de ver al 
derecho como una ciencia social con una lógica autónoma y un campo de 
acción distintivo: lo ven como un conjunto de prácticas, instituciones, esta-
tutos, códigos, autoridades, discursos, textos, normas y formas de enjuicia-
miento variados, no unificados, que nunca existen o actúan por su cuenta, 
sino que siempre están entrelazados con lógicas de poder e intereses políticos. 
Así pues, bajo esta perspectiva, el derecho puede ser instrumentalizado para 
favorecer los intereses políticos de los Estados dominantes, sin que importe 
si se desvirtúan o dejan sin contenido los derechos humanos de las personas.

La biopolítica legal es un marco teórico sugerente y una herramienta 
útil para estudiar desde el derecho fenómenos como las migraciones forza-
das desde una perspectiva crítica. Si se analizan estos fenómenos desde la 
óptica de los discursos jurídicos tradicionales y hegemónicos, es probable 
encontrarse con grandes y obvias contradicciones; por ejemplo, el discurso 
de derechos humanos de las democracias occidentales, y que a la vez se deje 
morir a los migrantes forzados que quieren llegar a sus territorios para soli-
citar asilo y huir de espacios de muerte y persecución.

El derecho puede ser un instrumento poderoso en la protección de las 
personas más necesitadas: el que sea indisociable de la política no implica 
que no pueda tener efectos “emancipatorios” que faciliten la transformación 
del sistema en uno más humano e igualitario, o que se use como “resisten-
cia” o “contraconducta”; esto es, como una lucha contra la conducción de 
otros sobre uno(a) mismo(a) para lograr una conducta diferente, o ya no ser 
conducido(a) por otros de esa forma.895

De este modo, la racionalidad biopolítica del régimen de los refugiados 
no impide que el asilo sea una institución que salva vidas cuando entra en 
funcionamiento. De hecho, en sus orígenes salvó las vidas de las víctimas 
de conflictos bélicos en Europa y del fascismo (minorías étnicas, religiosas, 
políticas, sexuales), así como de las personas perseguidas en la Guerra Fría. 
En el contexto contemporáneo, aunque a cuentagotas, el asilo sigue siendo 
una institución que salva la vida de las personas que huyen de la opresión y 
el conflicto en sus regiones de origen. Estas personas cruzan fronteras inter-
nacionales para resistirse a vivir en espacios donde sus vidas, su seguridad 

895		 Foucault, Michel, Seguridad, territorio, población. Curso en el Collège de France (1977-1978), 
trans. Horacio Pons, Buenos Aires, Fondo de Cultura Económica, 2006, p. 225.
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y su libertad corren peligro. En este sentido, es muy significativa la idea de 
Michel Foucault sobre el asilo como el “derecho de los gobernados”. Al res-
pecto, advierte que este derecho

[…] no está relacionado con el derecho a tomar el poder, sino con el dere-
cho a partir, a ser libre, a no ser perseguido —en otras palabras, en legítima 
autodefensa respecto del gobierno—. Habla del valor y lo deseable que es 
extender, en cualquier oportunidad contingente, los derechos de los gober-
nados como los derechos “de esos que ya no quieren ser gobernados”, o, en 
cualquier caso, a no ser gobernados aquí, de esta forma, por esa gente.896

Entonces, el asilo es un mecanismo clave para que las personas que es-
tán en desacuerdo con el sistema en el que viven y que son perseguidas por 
esa razón se resistan a la opresión. En este sentido, son ejemplificativas las 
caravanas migrantes que se han formado desde fines de 2018 —compues-
tas por miles de migrantes irregulares y solicitantes de asilo— intentando 
huir de regiones precarias, de persecución y muerte. Estas caravanas han 
desafiado la clandestinidad para legitimar su derecho a la libertad de cir-
culación, mostrando formas de protección —como el caminar juntas— e 
impugnando un régimen migratorio que las oprime y criminaliza.897

Parece propicio, entonces, señalar que la institución del asilo requiere 
reinventarse y desafiar su construcción jurídica estática en aras de poten-
ciar su función de salvar la vida de las personas perseguidas en el contexto 
contemporáneo. Hay que apelar a una política en la que no primen en 
exclusiva los intereses económicos y geopolíticos de los Estados poderosos: 
una donde se cumplan las responsabilidades jurídicas y políticas y se abran 
los canales legales y seguros que garanticen el acceso a solicitar asilo a las 
personas perseguidas.

896		 Foucault, Michel y Faubion, James D., Power, Essential Works of  Foucault, 1954-1984, 
Nueva York, New Press, 2000, XXXVIII.

897		 Cordero Díaz, Blanca L. y Garibo, Georgina, “Las caravanas de migrantes centroa-
mericanos: acuerpamientos en movimiento”, en Cabrera, Ada et al., Migraciones internacionales 
en el siglo XXI: un análisis desde una perspectiva crítica, México, Instituto de Ciencias Sociales 
y Humanidades, Universidad Autónoma del Caribe-Universidad de San Buenaventura, 
2019).
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